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30 AÑOS

La Revista de la CEPAL, iniciada en 1976 bajo la direc-

ción de Raúl Prebisch, cumple treinta años de existen-

cia editorial. A lo largo de ese derrotero, ha procurado

servir de vehículo a las ideas gestadas en la CEPAL, a

los esfuerzos de investigadores interesados en analizar

la realidad latinoamericana y caribeña y a la discusión

de enfoques, estrategias y políticas para impulsar el

desarrollo equitativo en los países de la región.

Ello se ha logrado ciñéndonos a criterios acadé-

micos de calidad y pertinencia de las contribuciones,

apoyados en un sistema de juicio de pares, y gracias a

la colaboración entusiasta e inalterable de nuestros co-

legas, tanto de la institución como de fuera de ella, que

comparten los propósitos de avance del conocimiento

y progreso societal en la región.

Una revista que pretende constituirse en vehículo

eficaz de ideas sólo puede cumplir con ese objetivo lo-

grando una difusión suficientemente amplia entre el

público al que se dirige. Desde sus inicios, la Revista

de la CEPAL se ha enviado a una amplia lista de institu-

ciones gubernamentales de los países miembros y a una

no menos amplia de universidades e institutos de in-

vestigación, atendiendo asimismo las solicitudes de

suscriptores individuales. Desde 1999, el contenido de

la Revista está disponible, a texto completo y en for-

mato pdf, en la página de la CEPAL en Internet.

Esta última facilidad ha ampliado considerable-

mente la difusión de los artículos publicados en la

Revista de la CEPAL. En el año 2005 se realizaron

371.134 descargas de material en español publicado en

el período 2000-2005, y 48.907 descargas de material

en inglés, disponible en CEPAL Review, la versión de la

Revista en ese idioma. Por otro lado, cada uno de los

tres números de la Revista publicados en el año 2005

ha motivado cerca de 5.000 descargas mensuales de sus

artículos, equivalente a casi 60.000 descargas anuales.

Sobre la base de esta capacidad de difusión y del

amplio respaldo que recibe nuestra misión editorial de

la intelectualidad de la región, esperamos que la Revista

de la CEPAL pueda contribuir aún más intensamente a fa-

cilitar el debate en curso acerca de las oportunidades de

desarrollo de América Latina y el Caribe.

Oscar Altimir
Director
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Brechas del Estado de
bienestar y reformas
a los sistemas de pensiones

en América Latina

Andras Uthoff

Los sistemas de pensiones en América Latina se han organizado

bajo esquemas contributivos tripartitos, con aportes de empleadores,

empleados y el Estado. Su cobertura ha sido segmentada y muy baja

porque un porcentaje significativo de su mercado de trabajo está

compuesto por sectores de subsistencia, con baja productividad y un

acceso precario e inestable a relaciones comerciales y financieras

(asociados a empleos precarios, niveles bajos de ingreso y alta incidencia

de la pobreza). Como resultado, los sistemas contributivos excluyen a

una gran parte de los trabajadores y sus familiares de las prestaciones

contra los riesgos de invalidez, vejez y muerte, observándose grandes

diferencias de cobertura entre los sectores formales e informales. El

principal desafío hoy es el de lograr que los sistemas de pensiones

incluyan de manera eficiente el financiamiento solidario, para combinar

esquemas contributivos y no contributivos bajo la lógica de la seguridad

social.
Andras Uthoff

Oficial a cargo,

División de Desarrollo Social de la CEPAL

✒ andras.uthoff@cepal.org
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I
Introducción

Los sistemas de pensiones se han diseñado con el pro-
pósito de suavizar las fluctuaciones del consumo a lo
largo del ciclo de vida y garantizar ingresos dignos en
situaciones de vejez, invalidez y muerte. Sus funcio-
nes son de tipo social, destinadas a romper con la
miopía del ahorro para la vejez y proveer de ingresos
a los ancianos pobres mediante financiamiento solida-
rio. Hoy se destacan también potenciales funciones
económicas, como las de contribuir a la solvencia de
las finanzas públicas, proveer de ahorro financiero para
el desarrollo del mercado de capitales y abaratar el
costo de contratación de la mano de obra para hacerla
más competitiva.

El desarrollo de estos sistemas se ha sustentado
en dos supuestos: i) el trabajador tiene pleno empleo
y capacidad de ahorro a lo largo de su ciclo de vida
activa; y ii) las familias disponen de un proveedor prin-
cipal, cuyo aseguramiento protege al resto de sus
miembros. Con estas premisas, los sistemas combinan
instrumentos contributivos (ahorro y aseguramiento)
para financiar prestaciones ante pérdidas inesperadas

de ingresos por invalidez y muerte temprana, así como
para permitir una vejez digna (longevidad). Las con-
tribuciones han sido tradicionalmente de naturaleza
tripartita, con aportes del trabajador, el empleador y el
Estado, destinadas a proteger al primero, en su calidad
de perceptor principal de ingresos, y a su familia. En
algunos países hay pensiones no contributivas para los
adultos mayores pobres, las que se financian median-
te impuestos generales.

Este artículo coloca el debate acerca de las refor-
mas a los sistemas de pensiones en el contexto de las
principales características de la región y examina lue-
go las implicaciones que tales características tienen
sobre las presunciones que realizan los sistemas de pen-
siones. A la luz de tales condicionamientos, analiza la
validez de las opciones que se han utilizado en las
reformas; destaca los principales resultados que se
observan en la región y formula algunas conclusiones
acerca de la importancia que tendrá para la solución
del tema previsional la propuesta de la CEPAL de avan-
zar hacia un pacto de cohesión social destinado a dar
un rostro humano al pacto fiscal.

II
Principales características de la región

Llama la atención comprobar que ha habido omisión
de las características estructurales de los países de
América Latina y el Caribe, las que a la hora de eva-
luar el resultado de los sistemas de pensiones en la
región se han revelado como fundamentales, casi con
independencia del tipo de reforma realizada. En esta
oportunidad quisiera destacar sólo cinco de esas carac-
terísticas. En primer lugar, el nivel medio de desarro-
llo de la región: en promedio, su producto interno bruto
(PIB) per cápita es levemente superior a 5.000 dólares,
de modo que está muy por encima del de regiones en
desarrollo de África y Asia, pero es cinco veces me-
nor que el del conjunto de países desarrollados de la
Organización de Cooperación y Desarrollo Económi-
cos (OCDE) (gráfico 1). El efecto principal de esta ca-
racterística es que en el nuevo paradigma de la
globalización, América Latina y el Caribe ha sido con-

siderada una región de clase media, capaz de atraer
capitales internacionales para satisfacer sus necesida-
des de desarrollo y de establecer tratados de comercio
para vender sus productos en los mercados internacio-
nales. Pero en realidad, lejos de fortalecer un acceso
estable a tales mercados, las corrientes internaciona-
les de capital han sido esquivas para algunos países y
volátiles para otros, y el mercado de comercio sigue
limitado por prácticas proteccionistas y de inestabili-
dad de los precios de los productos básicos. A la pos-
tre, los países de la región han visto aumentar su
vulnerabilidad externa, han experimentado fuertes cri-
sis de financiamiento y comercio, y han pasado por im-
portantes crisis financieras y de balanza de pagos, con
enormes costos sociales en las fases de ajuste.

En segundo lugar, la región tiene un récord his-
tórico de desigualdad. De hecho, si se la mide por el
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GRÁFICO 1

Grandes regiones: Producto interno bruto per cápita
y coeficientes de Gini

Fuente: Elaboración propia con datos de Banco Mundial (2004).
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coeficiente de Gini, la desigualdad en la región es la
mayor a nivel global. Esto significa principalmente
que, por una parte, dados los actuales niveles de desa-
rrollo, quedan amplios sectores de la población en si-
tuaciones de pobreza e indigencia, y por otra, que con
esos patrones de desigualdad se necesitan mayores
tasas de crecimiento para superar la pobreza (CEPAL,
2005a), las que no se han dado de manera estable en
la región durante las últimas décadas.

En tercer lugar, algunos indicadores elaborados
por la CEPAL sugieren que las economías de la región
han llevado a cabo en gran medida las recomendacio-
nes de las instituciones financieras internacionales
sobre la introducción de reformas estructurales enca-
minadas a liberalizar la economía y dar mayor espa-
cio en la asignación de recursos al mercado y al sector
privado (gráfico 2). Esto ha dejado al descubierto gran-
des fallas de regulación y supervisión de mercados en
las nuevas industrias que han surgido en torno a la
administración de servicios públicos y de políticas
sociales.

En cuarto lugar, es importante destacar que si bien
las reformas propuestas que limitan el papel del Esta-
do al de regulador, supervisor y distribuidor lo exclu-
yen de la gestión de las empresas,1 no lo liberan de su
responsabilidad de concebir e implementar mecanismos
que protejan los derechos de los más pobres, en parti-

cular frente a los riesgos de salud y los problemas de
empleo y previsión. En especial, debe protegerlos del
riesgo estructural que significan los mecanismos de
transferencia intergeneracional de la pobreza, es decir,
de que la condición de pobreza en que nacen muchos
de sus ciudadanos determine en gran medida su exclu-
sión de oportunidades de nutrición, alimentación, vi-
vienda y trabajo decente. En los temas del desarrollo
que nos ocupan ocurre, paradójicamente, que ante es-
tas necesidades que se acrecientan cuando es menor el
nivel de desarrollo de los países, disminuye la carga
tributaria con que se pueden financiar los gobiernos para
encarar estas tareas. Como se observa en el gráfico 3,
el gasto público de América Latina como porcentaje
del PIB se elevó de 15% a 25% entre los decenios de
1970 y 1980, para luego caer a alrededor de 20%. Esta
cifra es inferior a la mitad de la que destinan a este fin
los países de la Unión Europea, donde el Estado de
bienestar es importante. Puesto que el nivel de desa-
rrollo expresado en PIB per cápita de la Unión Euro-
pea es cinco veces mayor que el de América Latina,
se concluye que por persona el gasto público de la
Unión Europea es diez veces mayor que el de Améri-
ca Latina.

Finalmente, no podemos dejar de mencionar los
riesgos propios de la globalización, que generan un
nuevo dilema a los sistemas de protección social. Pues-
to que los países de la región han sido considerados de
ingreso medio, han tenido que buscar en los mercados
internacionales las fuentes de financiamiento de su de-
sarrollo y la colocación de sus productos de exportación.
Así, estas economías se han tornado más vulnerables

1 Aun cuando muchos países han continuado con la gestión pública
de empresas estratégicas (por ejemplo, empresas del cobre en Chile
y del petróleo en México y Rep. Bolivariana de Venezuela).
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GRÁFICO 2

América Latina (17 países): Evolución del grado de convergencia
de las reformas

Fuente: CEPAL, sobre la base del proyecto ”Crecimiento, empleo y equidad: América Latina y el Caribe en los años noventa” (HOL/97/6034),
con datos hasta 1995 de Morley, Machado y Pettinato (1999).
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GRÁFICO 3

Comparaciones internacionales: Evolución del gasto público, 1970-2005a

(En porcentajes del PIB)

Fuente: Para América Latina, datos de la CEPAL sobre la base de información oficial; para países de la Unión Europea, Japón y Estados
Unidos, datos de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE).

a GG = gastos del gobierno.
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a los cambios en los mercados internacionales, lo que
a falta de una arquitectura financiera internacional que
coordine las macroeconomías y garantice la estabili-
dad las ha hecho más sensibles a crisis internaciona-
les. Desde el punto de vista de la protección social,
es importante observar que la economía regional se ha
hecho más volátil e incierta y que las medidas de ajus-
te aplicadas para hacer frente a crisis financieras con
importantes costos sociales son procíclicas y ponen
más presión sobre el mercado de trabajo, aumentan-
do los problemas de subempleo y desempleo, y exi-
gen del Estado ajustes en sus gastos cuando más
necesitan de ellos.

En definitiva, la protección social en América
Latina debe mejorar en el contexto de sociedades que,
por un lado, son consideradas “maduras” y que dentro
del paradigma de la globalización deben desarrollarse
en un mundo cada vez más inestable y someter sus
economías a una creciente liberalización, reduciendo
el papel del Estado. Pero estas sociedades, por otro
lado, traen una carga histórica de desigualdad entre sus
ciudadanos, además de bajo crecimiento y crisis de
inversión, de modo que sus gobiernos carecen de los
instrumentos necesarios para superar los problemas
históricos de desigualdad en medio de crisis de creci-
miento y empleo.

III
Consecuencias para la protección social

Las características de la región tienen a lo menos cua-
tro efectos en el desarrollo de nuevos sistemas de pro-
tección social. Estos dicen relación con: i) la brecha
del Estado de bienestar que se manifiesta al combinar
las dinámicas de la población, el mercado de trabajo y
las finanzas públicas; ii) las nuevas manifestaciones
culturales derivadas de las estrategias de supervivencia
que han debido asumir las familias frente a esta situa-
ción; iii) la creciente divergencia de la región respecto
a los países más desarrollados en las últimas décadas, y
iv) finalmente la convicción de que el combate contra
la pobreza no prospera en los términos previstos.

Si bien la región en su conjunto se encuentra en
una fase de transición demográfica plena, la dinámica
poblacional difiere entre distintos grupos de países. Así,
un grupo compuesto por Bolivia y Haití se encuentra
en una fase incipiente, con tasas de fecundidad aún
altas y aumento de la población joven respecto de
aquella en edad de trabajar. Un segundo grupo, com-
puesto por El Salvador, Guatemala, Honduras, Nica-
ragua y Paraguay, se halla en una fase moderada de
transición demográfica: ha habido un fuerte descenso
de la fecundidad y comienza a reducirse la población
joven respecto de aquella en edad de trabajar, pero
todavía es baja la proporción de personas de edad
avanzada. Un tercer grupo de países, conformado por
Brasil, Ecuador, Colombia, Costa Rica, México, Perú,
la República Bolivariana de Venezuela y la República
Dominicana, está en una etapa plena de transición de-
mográfica; se ha consolidado hace algunos años el
descenso de la fecundidad y, junto con continuar el

decrecimiento de la población joven respecto de aque-
lla en edad de trabajar, comienza a aumentar la pobla-
ción en la tercera edad. Finalmente, un cuarto grupo
de países se encuentra en una fase avanzada de transi-
ción demográfica, ha consolidado el descenso de la
fecundidad, exhibe avances todavía importantes en la
disminución de la mortalidad, y aumenta significati-
vamente la proporción de personas de la tercera edad
respecto de aquellas en edad de trabajar.

Sin embargo, este indicador usado tradicionalmen-
te para medir la dependencia demográfica y alertar
sobre posibles fallas en la solvencia de sistemas de
reparto para financiar pensiones, supone que la pobla-
ción en edad de trabajar desea y puede encontrar tra-
bajo productivo, competitivo y/o decente. La realidad
dista mucho de ser esa y los datos para América Lati-
na muestran tres hechos que lo contradicen. En primer
lugar, un gran porcentaje de aquellos en edad de traba-
jar continúa inactivo, ya sea por dificultad de compati-
bilizar el cuidado del hogar con el mercado de trabajo
o porque el mercado no valora adecuadamente su cos-
tos de oportunidad. En segundo lugar, de aquellos que
sí desean trabajar, la proporción que no encuentra tra-
bajo y permanece desempleado ha subido de 7% a 10%,
observándose hoy que uno de cada diez se encuentra
desempleado. Finalmente, estimaciones de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) y de la CEPAL indi-
can que de cada diez empleos generados en los últimos
años, seis a siete lo han sido en el sector informal, con
lo cual ha aumentado la proporción de este segmento del
mercado de trabajo entre los ocupados (gráficos 4 y 5).
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GRÁFICO 4

América Latina: Desempleo abierto, entre 15 y 64 años
(Porcentaje de la población económicamente activa)

GRÁFICO 5

América Latina: Estructura del empleo no agrícola
(Porcentajes)

Fuente: Organización Internacional del Trabajo (CEPAL, 2005b).
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1. La brecha del Estado de bienestar

Los cambios en la dinámica demográfica, del merca-
do del trabajo y de las finanzas públicas son elemen-
tos claves para definir el perfil de la brecha del Estado
de bienestar.

En un artículo anterior (Uthoff, Vera y Ruedi,
2006) se utilizaron datos de panel a nivel nacional2 de
los años 1997 y 2002 para examinar el comportamiento
de un indicador de dependencia definido como el co-

ciente de menores, adultos no activos, adultos con
empleos informales, desempleados y adultos mayores,
por un lado, y trabajadores formales, por otro. La re-
gresión arrojó un coeficiente negativo de –2,65% para
la relación entre el indicador de dependencia formal y

2 Los datos utilizados para Argentina y Uruguay fueron urbanos, ya
que son los que están disponibles, pero en todo caso la mayor parte
de la población de estos países es urbana. En Uthoff, Vera y Ruedi
(2006) pueden verse los detalles de la derivación de la curva.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

BRECHAS DEL ESTADO DE BIENESTAR Y REFORMAS A LOS SISTEMAS DE PENSIONES EN AMÉRICA LATINA • ANDRAS UTHOFF

15

el PIB per cápita.3 Esta relación representa sistemática-
mente la demanda de protección social.

Los países con altos índices de dependencia y bajo
nivel de ingreso per cápita tienen una elevada deman-
da de protección social, la que debe satisfacerse me-
diante transferencias públicas o privadas. Los países
más ricos enfrentan requerimientos menores.

Se puede derivar una curva de oferta potencial de
servicios sociales por parte del Estado, vinculando el
PIB per cápita de los países con la cantidad de perso-
nas dependientes en relación al número de ocupados
formales que este podría “proteger”. Para ello supone-
mos que el Estado es capaz de otorgar a cada indivi-
duo dependiente un monto determinado de beneficio
(igual para todas las categorías de dependientes) cuya
suma equivale al monto total de recursos destinado a
gasto social en América Latina.4

Incluyendo ambas curvas en el gráfico 3 es posi-
ble ilustrar la brecha del Estado de bienestar y realizar
a partir de ella una tipología de países.5

Si bien la existencia de una brecha de bienestar
justifica modelos de sistemas que buscan el comple-
mento del financiamiento privado, no elimina la res-
ponsabilidad del Estado de proteger a quienes llegan
a la vejez sin haberse podido autofinanciar prestacio-
nes jubilatorias. La principal debilidad de las reformas
recientes ha sido su excesivo énfasis en los sistemas
contributivos, su alto costo y el haber restado recursos
al Estado para aliviar la pobreza en la vejez.

2. Dos nuevas manifestaciones culturales

La distancia entre las necesidades totales de protección
social que presentan los dependientes y las posibilida-
des del Estado de satisfacerlas se reduce con el nivel
de desarrollo, medido por el PIB per cápita (gráfico 6).
Esas necesidades de protección social podrán ser cu-
biertas por el resto de la economía en medidas que
dependen de la situación de ingreso y de la capacidad
de pagos de bolsillo. En aquellos casos en los cuales

3 La estimación de la regresión sobre la base de datos de panel, así
como el test de Hausman sobre la aplicabilidad del modelo de efec-
tos aleatorios, pueden solicitarse a los autores citados. El mismo
coeficiente surgiría de una estimación con datos mancomunados.
Los datos del PIB per cápita del año 2002 corresponden a Indicadores

GRÁFICO 6

América Latina: Necesidades y posibilidades de protección social
en algunos países

Fuente: Elaboración propia.
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la protección social pública aunada con el gasto pri-
vado no resulte suficiente, la brecha generada se ma-
nifestará en un bajo desempeño de los indicadores
sociales; por generar un panorama social insatisfacto-
rio, se ha manifestado en importantes cambios en la
estructura familiar (Arriagada, 2005), así como en sig-
nificativos movimientos de remesas causadas por los
movimientos migratorios, los cuales se estima han
contribuido a paliar la situación de pobreza de milla-
res de hogares en la región (gráficos 7 y 8).

3. América Latina no converge

La tercera característica de la región es que la última
década no ha sido una de crecimiento alto y estable.
Por el contrario, como informó la CEPAL a la Conferen-
cia Internacional sobre la Financiación del Desarrollo,
la experiencia de apertura de la región a los mercados
financieros y de comercio internacionales acrecentó la
vulnerabilidad externa y se tradujo en un crecimiento
inestable y, en promedio, lento. En particular, el acce-
so a los mercados financieros internacionales fue
segmentado y muy volátil, los mercados comerciales
continuaron con prácticas proteccionistas, y a la postre

GRÁFICO 7

América Latina: Cambios en la estructura
familiar, 1990 y 2002
(Porcentajes)

GRÁFICO 8

América Latina y el Caribe: Remesas recibidas, 2004
(Porcentajes del PIB)

Fuente: Arriagada, 2005.
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el crecimiento resultó sensible a las crisis financieras
internacionales. Por su parte, la arquitectura financie-
ra internacional no pudo evitar los fenómenos de con-
tagio en la región.

El resultado se refleja en lo que aconteció con el
PIB per cápita. Con muy pocas excepciones, los países
de la región tenían en 1993 un PIB per cápita que re-
presentaba una fracción mayor del PIB de los Estados
Unidos que en 2003, a comienzos del nuevo milenio.
Según este indicador muy preliminar del desarrollo, la
región no convergió hacia los niveles de desarrollo
estadounidenses (gráfico 9).

Lo que agrava aun más esta situación es que,
dados los altos niveles de desigualdad dentro de Amé-
rica Latina, su bajo crecimiento, el efecto de las cri-
sis de endeudamiento y la incidencia de la pobreza
(40% de la población), puede estimarse que la región
continúa viviendo en forma similar a la de quienes
habitan en países pobres muy endeudados, como
Nicaragua. En suma, la región es altamente excluyen-
te (gráfico 10).

GRÁFICO 9

América Latina: Indicador de convergencia y población excluida, 1993-2003
(PIB per cápita respecto al de Estados Unidos)

GRÁFICO 10

América Latina: Población que calificaría
para ayuda, según diferentes modalidades
de la iniciativa PPMEa

(En porcentajes de la población)

Fuente: CEPAL, sobre la base de cuentas nacionales.
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4. El combate contra la pobreza no prospera

Una cuarta característica de la región es que frente al
poco desarrollo durante la década de 1990, las limita-
ciones propias del Estado de bienestar y de las estra-
tegias de sobrevivencia de los hogares más vulnerables
han impedido que el combate a la pobreza prospere en
forma significativa. De hecho, si bien se estima que las
remesas han contribuido a reducir la incidencia de la
pobreza en los hogares de familiares receptores, y que

las transferencias del Estado también han contribuido
a paliarla, el resultado final ha sido que el efecto de
tales transferencias sobre la incidencia de la pobreza
es muy inferior a la que se observa en los países desa-
rrollados y que aún no se reducen los niveles de po-
breza a aquellos observados en años previos a la crisis
de la deuda (gráficos 11 y 12).

De hecho, para la región en su conjunto la inciden-
cia de la pobreza mostró por una vez un marcado efec-
to de serrucho, viéndose que la elasticidad pobreza-

GRÁFICO 11

América Latina (11 países): Impacto de las remesas sobre las tasas
de pobreza e indigencia en hogares receptores, alrededor del 2002a

Indigencia, personas en hogares receptores Pobreza, personas en hogares receptores

GRÁFICO 12

América Latina y Europa: Efectos de las transferencias del
Estado sobre la pobreza relativa

Fuente: CEPAL (2005c).

a En Uruguay y Ecuador sólo se considera el área urbana.
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producto fue mucho mayor durante la etapa recesiva
que en la posterior etapa de recuperación del PIB du-
rante la década de 1990. Si bien este efecto desapare-
ció con las últimas crisis, dejó a la incidencia de la
pobreza en un nivel mucho más alto que el de 1980,
mientras que el PIB per cápita regional fue casi un 12%
mayor (gráfico 13).

Lo que se desprende de lo anterior es que cabe
cuestionar en la región la teoría del ciclo de vida en que
se basan los sistemas de pensiones, puesto que valora
la tesis de que todos los trabajadores deben ahorrar
durante la fase activa de su ciclo de vida, para des-
ahorrar durante la fase de retiro en la vejez (gráfico 14).

Esta tesis puede verse cuestionada por al menos los
siguientes factores: i) una alta proporción de la pobla-
ción vive en la pobreza con trabajos inestables y preca-
rios, muchas necesidades inmediatas y una alta tasa de
descuento que limita su capacidad de ahorro de largo
plazo; ii) una creciente proporción de mujeres debe
encabezar hogares uniparentales o complementar el in-
greso del cónyuge para la subsistencia, rompiendo así con
el esquema de hombre proveedor y mujer al cuidado de

la casa, pero sin eliminar la dualidad de roles en esta
última tarea, por lo cual la mujer tiene mayores dificul-
tades para emplearse en forma estable, y iii) una cre-
ciente proporción de trabajadores encuentra empleo
esporádico y no tiene la estabilidad de ingreso que su-
pone la teoría del ciclo de vida.

En definitiva, como se ilustra respecto al caso
chileno (gráfico 15), los modelos contributivos tienden
a mostrar una baja densidad de cotizaciones, que re-
fleja tanto la voluntad o necesidad de permanecer in-
activos, dedicándose al cuidado del hogar, como la
incidencia del desempleo, la precariedad del trabajo y
los bajos niveles de ingreso; todo esto hace que la
participación en los sistemas contributivos reproduzca
las inequidades propias del mercado de trabajo y de la
sociedad en su conjunto. Por lo tanto, al final solo
accederán a beneficios dignos aquellos con capacidad
de emplearse en forma estable y con buenos ingresos.
Como la gran mayoría no se halla en tal situación, estos
modelos esquema dejarán sin pensiones dignas a un
alto porcentaje de la población, en particular mujeres
y personas de bajos ingresos.

GRÁFICO 13

América Latina: Incidencia de la pobreza y
producto interno bruto por habitante
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GRÁFICO 14
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Fuente: Elaboración propia.
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GRÁFICO 15

Chile: Afiliados que cotizan en el sistema de pensiones,
según sexo, edad y situación de pobrezaa

Fuente: Tabulaciones especiales sobre la base de la Encuesta Socioeconómica Nacional (CASEN, 1998).

a INP = Instituto de Normalización Previsional; AFP = Administradoras de Fondos de Pensiones.
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IV
Reformas a los sistemas de pensiones

El diseño de los sistemas de pensiones y sus reformas
ha tendido a olvidar el componente solidario y distri-
butivo que implica generar un sistema de financia-
miento para las personas pobres en la vejez. Se ha
centrado en cambio en el componente contributivo, al
cual además se le ha exigido que cumpla funciones
económicas, como las de contribuir a la solvencia del
sector público, generar ahorro financiero y ayudar al
desarrollo del mercado de capitales, y también ser de

bajo costo para mejorar la competitividad de la mano
de obra.

El mecanismo tradicionalmente utilizado para
administrar financieramente las contribuciones y
transformarlas en prestaciones ha sido el de reparto a
través de primas medias escalonadas, incluyendo
normativas para establecer un contrato de ahorro en-
tre generaciones y un fondo para cubrir los riesgos
probables de invalidez y muerte, así como reservas
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para los cambios demográficos previsibles. El sistema
de pensiones no contributivas, cuando existe, se finan-
cia con cargo a impuestos generales y transferencias
(Mesa Lago, 2004 y 2000).

Los sistemas de reparto han sido puestos en tela
de juicio por varios motivos, entre ellos los siguien-
tes: i) porque la administración de fondos de ahorro
para acontecimientos ciertos como la vejez difiere
significativamente de la administración de fondos de
seguros en casos de eventos probables de enfermedad,
así como de invalidez y muerte prematura; ii) porque
su régimen de financiamiento mediante el reparto en-
tre generaciones no permite hacer frente a cambios
demográficos significativos como los que acompañan
al rápido envejecimiento de la población latinoamerica-
na;6 iii) porque el fondo de reparto es claramente vul-
nerable al “uso político” de sus recursos, ya que siempre
existió la posibilidad de que los gobiernos se endeuda-
ran con estos fondos para fines loables de financiamiento
de su política pública, pero sin que siempre se garan-
tizara el necesario equilibrio entre riesgo y rentabili-
dad para resguardar los fondos de reserva destinados
a pagar beneficios de largo plazo; iv) porque la natu-
raleza del aporte al sistema y su relación con las pres-
taciones permiten importantes subsidios cruzados que
no son transparentes, no siempre son solidarios y pue-
den afectar la solvencia del sistema.

Estas cuatro debilidades de los sistemas de reparto
han constituido la base del conjunto de argumentos
utilizados por las instituciones financieras internacio-
nales7 para justificar la necesidad de reformas estruc-
turales, en contraposición a las tradicionales reformas
paramétricas que daban cuenta de los ajustes
actuariales necesarios para asegurar la solvencia de los
sistemas. Inspiradas en el modelo neoliberal de pen-
siones desarrollado bajo el régimen militar en Chile,
dichas instituciones promovieron reformas estructura-
les que intentaban establecer una estricta conexión
entre el esfuerzo individual y el beneficio, transforman-
do las contribuciones en cuotas de ahorro que quedan
en cuentas individuales para el retiro, bajo el control
de Administradoras de Fondos de Pensiones que ges-
tionan las inversiones según las normas establecidas

por una superintendencia. A diferencia del contrato
intergeneracional, en virtud del cual los aportes de los
trabajadores contemporáneos financiaban los beneficios
de los que estaban retirados a esa misma fecha, en el
modelo neoliberal se impulsa un contrato individual en
el que la pensión del trabajador es financiada por el
fondo que este es capaz de acumular mediante la suma
de sus aportes debidamente capitalizados; en este caso,
es el propio trabajador quien asume los riesgos del cam-
bio demográfico, que se traduce en mayores esperanzas
de vida a la edad de retiro, así como los riesgos finan-
cieros de la capitalización a lo largo de su vida.

Sin embargo, no todos los países han realizado
reformas de este tipo. En la actualidad es posible dis-
tinguir tres tipos de reforma: i) las reformas para-
métricas, en las que destacan los modelos nocionales
de contribuciones definidas; ii) las reformas estructu-
rales, y iii) las reformas que complementan los actua-
les sistemas con mecanismos de ahorro adicionales.

Al reforzar el vínculo entre las contribuciones de
un afiliado y sus beneficios, llegando en el caso extre-
mo a plantear como mecanismo de financiamiento su
administración en cuentas de ahorro individuales, los
sistemas han experimentado todas las consecuencias
que se advierten en la sección anterior: se desarrolla-
ron mercados de administradoras de fondos de pensio-
nes difíciles de regular, y las soluciones tendieron a
reproducir las desigualdades en vez de compensarlas.

1. Las opciones en materia de reformas estruc-
turales

En la concepción de los sistemas de pensiones en Amé-
rica Latina influyó mucho el “seguro social” impulsado
en otro tiempo por el canciller Bismarck en Alemania,
que estableció la protección de los trabajadores contra
los riesgos de vejez, invalidez y enfermedad.8 En su

6 Estos resultan de la acelerada transición demográfica que desde
mediados de la década de 1960 se ha traducido en un fuerte des-
censo de la fecundidad. Junto a paulatinos aumentos de la longevi-
dad, la reducción de la fecundidad ha acarreado significativos
cambios en la estructura etaria de la población, que afectan la ca-
pacidad de los sistemas para mantener un adecuado balance entre
contribuyentes y beneficiarios del fondo de reparto.
7 Véase Banco Mundial (1994).

8 Los principios originales que sustentaron el seguro social eran la
obligatoriedad de la cotización de empleadores y trabajadores y el
papel regulador del Estado. Tras la creación de la Organización
Internacional del Trabajo en 1919, se estableció dicho seguro como
instrumento fundamental de protección de los trabajadores y sus
familias, pero se aplicó solo a ciertas categorías de trabajadores. El
concepto se amplió luego en Estados Unidos (1935) y Nueva
Zelandia (1938), para incluir elementos de protección de los ex-
cluidos, combatir la pobreza y hablar de “seguridad social”. Este
concepto modernizado fue el que luego utilizó Beveridge, entre 1942
y 1946, como instrumento para combatir la pobreza en Gran Bre-
taña, incluyendo dentro de la seguridad social el seguro social con-
tributivo, la asistencia social para excluidos y pobres, y los seguros
voluntarios complementarios. Estos conceptos y definiciones se han
plasmado en diversas declaraciones sobre el derecho internacional
de la seguridad social (Mesa-Lago, 2004).
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aplicación a América Latina resalta la baja cobertura
histórica de los sistemas, lo que responde principalmen-
te a la naturaleza informal de los empleos, agravado
hoy por la precarización del empleo como consecuen-
cia de la creciente vulnerabilidad de las empresas pro-
ductivas en el contexto de la globalización (CEPAL,
2004b).

En su evaluación de la necesidad de reformas a
comienzos del decenio de 1990, y frente al rápido en-
vejecimiento de la población, la CEPAL advirtió sobre
los escasos avances en cobertura, lo que llegaría a pre-
sionar sobre la cuentas fiscales una vez que el Estado
se hiciese cargo de la pobreza en la vejez (CEPAL, 1991).9

Destacó igualmente que los países que sustituyeran sus
mecanismos de financiamiento tendrían que hacer frente
a enormes costos fiscales de transición.10

A pesar de estas advertencias, los modelos de
reformas se centraron en los componentes contributi-
vos, optando entre alternativas dentro de seis grandes
áreas: i) la importancia de la contribución de los afi-
liados como fuente de financiamiento; ii) el nexo de

la prestación con el esfuerzo individual; iii) el meca-
nismo para administrar el financiamiento; iv) la parti-
cipación del Estado en la administración del sistema;
v) la obligatoriedad del sistema, y vi) el papel del sec-
tor privado. El cuadro 1 resume las opciones a dispo-
sición de los reformistas y las alternativas adoptadas
en dos modelos extremos: el de Chile, que se centra
en la construcción de un pilar contributivo de capita-
lización individual, y el de Nueva Zelandia, que se
centra en la construcción de un pilar no contributivo
con prestaciones ciudadanas.

Hay varios elementos que considerar antes de
adoptar una u otra de la opciones extremas. Dos de
ellos son esenciales para la economía política del pro-
ceso. Por un lado, en la medida en que prevalezca un
pilar de capitalización individual el sistema adolecerá
de falta de solidaridad entre los afiliados al sistema,
ya que los aportes son cuotas de ahorro de propiedad
individual y exclusivamente para el cálculo de la pres-
tación del afiliado. Por otro lado, al reemplazar el
método de financiamiento desde el de reparto al mé-
todo nuevo de capitalización en cuentas individuales,
los costos de transición pueden tener enormes dimen-
siones. El nuevo sistema deberá solventar el pago de
las prestaciones de los afiliados retirados, las presta-
ciones por derechos adquiridos en el sistema antiguo
de los cotizantes actuales y las garantías explícitas del
sistema, como son las pensiones de la fuerzas arma-
das, las pensiones mínimas y la pensiones asistenciales.
Dependiendo del acuerdo social bajo el cual se haga
la transición, para solventar estos gastos pueden utili-
zarse los fondos de reserva del sistema antiguo, toda
vez que este era administrado mediante reparto y pri-
ma media escalonada.

9 También se destacaron entonces debilidades institucionales para
la implementación de sistemas de ahorro, debido a la fragilidad de
los regímenes macroeconómicos y las fallas de regulación, supervi-
sión y desarrollo tanto de la industria de administración de fondos
de pensiones como de los mercados de capitales y seguros (Held,
1994; CEPAL, 1996, cap. 10). Se subrayó oportunamente la falta de
regulación organizacional y de políticas públicas para evitar la for-
mación de conglomerados financieros en torno a las administrado-
ras de fondos de pensiones y transformar el ahorro financiero en
inversión real (Arrau, 1994 y 1996; Larraín, 1996).
10 Al respecto véase Holzmann (1997), CEPAL (1998) y Bravo y Uthoff
(1999). Diferentes interpretaciones y connotaciones de estas evalua-
ciones se encuentran en Uthoff (1995), CEPAL (2000, cap. 4), Jiménez
y Cuadros (2003), Mesa-Lago (2004 ) y Titelman y Uthoff (2005).

CUADRO 1

Chile y Nueva Zelandia: Opciones de reformas y alternativas extremas

Opciones a disposición del diseño Opciones adoptadas en el diseño Opciones adoptadas en el diseño del
de un sistema  del modelo chileno  modelo neozelandés

Contributivo Sí No

Prestaciones Contribuciones definidas Beneficios definidos

Administración financiera Capitalización Reparto

Administración Privada Pública

Obligatoriedad Trabajadores dependientes Derecho ciudadano

Rol del Estado Regulador del mercado Promotor de ahorro privado voluntario
Supervisor del mercado

Distribución

Fuente: Elaboración propia sobre la base de St. John y Willmore (2001).
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El alto costo de transición y la pérdida de solida-
ridad son consecuencia de las opciones del modelo
chileno. En un estudio anterior se estima el valor pre-
sente de los déficit en que debía incurrir el Estado para
cubrir estos gastos, habida consideración de que dife-
rentes países optaban por una reforma al estilo chile-
no (Bravo y Uthoff, 1999). Para varios países este valor
superaba el 200% del PIB, razón por la cual desistie-
ron de una reforma de esa naturaleza y optaron por
otros modelos que se verán más adelante. De hecho,
en el caso chileno ya es universalmente reconocido que
al gobierno le ha costado más de 5,5% del PIB anual
por un lapso de ya 25 años y que le quedan varios años
más de pago por costos de transición, garantías y dé-
ficit históricos (gráficos 16 y17).

Por su parte, la opción de establecer una pensión
ciudadana universal tampoco escapa a los requerimien-
tos financieros del Estado. Siguiendo a St. John y
Willmore (2001), es posible distinguir dos variables de

las cuales depende el monto de esta prestación como
porcentaje del PIB: la primera es el porcentaje de be-
neficiarios dentro del total de la población y la segun-
da el monto de la prestación como porcentaje del PIB

per cápita del país. El resultado es extremadamente
sensible a esta última variable, por lo que el monto de
la prestación universal y su fuente de financiamiento
(impuestos sobre el ingreso o sobre el consumo) serán
temas fundamentales en el debate de las finanzas pú-
blicas. En todo caso se necesitará un acuerdo social.

2. Los tipos de reforma adoptados

Varios países de América Latina optaron por introdu-
cir reformas en sus sistemas contributivos: promovieron
un vínculo más fuerte entre los esfuerzos contributivos
y las prestaciones a nivel de cada individuo, incorpora-
ron de lleno o en forma parcial la capitalización indivi-
dual como criterio de financiamiento y permitieron la
administración privada de los fondos de pensiones. Entre
estas reformas, llamadas estructurales, cabe distinguir
i) aquellas que, como en Chile, sustituyen completamen-
te al antiguo sistema público y de reparto por el de ca-
pitalización individual, en los llamados modelos
sustitutivos (Chile, Bolivia, El Salvador, México,11

República Dominicana); ii) aquellas que complementan
el sistema público de reparto con un componente de ca-
pitalización en cuentas individuales, en los llamados mo-
delos mixtos (Argentina, Ecuador, Uruguay, Costa Rica),
y iii) aquellas que dejan al afiliado la opción de escoger
entre uno y otro, en los llamados modelos paralelos
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GRÁFICO 16

América Latina y Haití: Deuda previsional
implícita
(Porcentaje del PIB)

Fuente: Bravo y Uthoff (1999, p. 88).

GRÁFICO 17

Chile: Déficit previsional total

Fuente: Arenas de Mesa (2000).

11 Con el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).
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(cuadro 2). Entre las reformas paramétricas, cabe dis-
tinguir la de Brasil al Régimen General de Previsión
Social (RGPS), por la cual se establece una regla de ca-
pitalización que transforma el sistema de reparto en uno
de contribuciones definidas (Pinheiro y Paiva, 2000)
con ajustes paramétricos automáticos.

Las evaluaciones de las reformas estructurales son
muy controvertidas. Algunas han llegado a probar que
estas reformas tienen efectos positivos sobre la econo-
mía (Corbo y Schmidt-Hebbel, 2003) y se utilizan para
promover sus bondades. Sin embargo, desde la pers-

pectiva de la protección social, los resultados de las
evaluaciones dejan bastante que desear. Ante todo, la
cobertura de los sistemas contributivos continúa baja
y sensible al mercado de trabajo,12 no solo en el siste-
ma privado sino también en los sistemas que combi-
nan cotizantes activos (de capitalización y de reparto).
La cobertura del sistema de protección social ha lle-
gado a la mitad de la población económicamente acti-
va en Argentina, y en la región el promedio ponderado
disminuyó de 38% a 27%.13 En algunos países que
mantuvieron sus sistemas públicos (Brasil y Panamá)

CUADRO 2

América Latina: Modelos de reformas de pensiones y sus características, 2004

Modelo, país y fecha de inicio Sistema Cotización Prestación Régimen Administración
de la reforma financiero

Con reformas estructurales

Modelo sustitutivo
Chile: mayo 1981
Bolivia: mayo 1997
México: septiembre 1997
El Salvador: mayo 1998
R. Dominicana: 2003-2006

Modelo paralelo
Perú: junio 1993 Público o No definida Definida Reparto Pública
Colombia: abril 1994  privado  Definida No definida CPI Privada

Modelo mixto
Argentina: julio 1994
Uruguay: abril 1996 Público y No definida Definida Reparto Pública
Costa Rica: mayo 2001 privado Definida No definida CPI Múltiplec

Ecuador: 2004

Con reformas paramétricas o sin reforma

Brasil (Régimen General de Público Definida No definida Reparto o CPCb Pública
Previsión Social privado)

Brasil (resto)d

Cuba
Guatemala
Haití
Honduras
Nicaragua: 2004
Panamá
Paraguay
Venezuela (R.B.)d

Privado Definida No definida CPIa Privadab

Público No definida Definida Reparto o CPC Pública

c Privada, pública o mixta.
d Reformas paramétricas recientemente implantadas o en proceso.

12 Ha sido reconocido, incluso por el Banco Mundial, que la exten-
sión de la cobertura —especialmente de los trabajadores informa-
les— mediante mayores incentivos para la afiliación, estableciendo
una relación estrecha entre la cotización y el monto de la pensión,
logró un aumento inicial modesto en dos países (Chile y México)

y luego se estancó en la mitad de la fuerza laboral en los países
más ricos y a un nivel aún menor en los demás.
13 Esta comparación no es perfecta en todos los países (Mesa-Lago,
2004), pero existen dos series homologadas de Chile que ratifican
la tendencia descendente: desde 79% en 1973 y 62% en 1975 a
58% en 2002 (Arenas de Mesa y Guzmán, 2003).

Fuente: Mesa-Lago (2004).

a Capitalización plena e individual (CPI).
b Capitalización parcial colectiva (CPC).
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la cobertura ha sido entre dos y cuatro veces mayor que
la de siete países con reforma estructural.

Dada la importancia que adquiere el trabajo asa-
lariado formal en la expansión de la cobertura, es po-
sible utilizar la brecha del Estado de bienestar para
agrupar a los países.14 El porcentaje de adultos mayo-
res que declaran disponer de ingresos jubilatorios en las
encuestas de hogares varía significativamente entre es-
tos grupos de países (gráfico 18).15 Se observa inercia
en el aseguramiento, ya que en los países donde es baja
la proporción actualmente cubierta de la población adul-
ta mayor también es baja la proporción de los asala-
riados que actualmente aporta para su jubilación futura
(cuadro 2). De no introducirse cambios sustanciales en
los sistemas actuales (para mejorar la cobertura), el
problema de pobreza en la vejez subsistirá.16

No debiera extrañar entonces que incluso el Ban-
co Mundial, por mucho tiempo ferviente promotor de
las reformas neoliberales para aumentar la cobertura y
por cierto de la reforma de pensiones que promueve
el ahorro individual, reconozca en dos informes17 que
las reformas que se concentran exclusivamente en los
subsistemas contributivos dejarán a muchos ciudada-
nos excluidos y en situación de pobreza durante la
vejez. Por ello en uno de estos informes se clama por
establecer una red de protección social para la vejez
financiada con impuestos, y en el otro por construir
esquemas optativos de apoyo a la familia y a los ex-
cluidos.

Países como Panamá y Uruguay, con una alta tra-
dición y cobertura de la seguridad social, registran asa-
lariados en el sector informal18 que se hallan excluidos

GRÁFICO 18

América Latina: Porcentaje de adultos mayores que perciben ingresos
por jubilación, según edad y por grupos de países

Fuente: Tabulaciones especiales de las encuestas de hogares disponibles de los respectivos países, 2000-2002.
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14 Si bien este indicador otorga el mismo peso a cada grupo de
dependientes, y supone que todo trabajador formal está plenamente
ocupado, muestra no obstante las dificultades que tiene la sociedad
para satisfacer las necesidades de un gran porcentaje de la pobla-
ción que no está inserta de manera plenamente productiva en el
mercado de trabajo.
15 El mayor número de dependientes de los trabajadores formales
no implica necesariamente mayores carencias y/o desprotección de
sus dependientes, debido a la multiplicidad de arreglos intrafamiliares
e institucionales destinados a satisfacer sus necesidades y proteger-
los del riesgo que afrontan. Sin embargo, en aquellas sociedades
donde la presión demográfica es mayor y la economía formal re-

presentada por sus trabajadores es limitada, tanto la capacidad con-
tributiva de estos como la carga impositiva del Estado para finan-
ciar gastos sociales se ven restringidas.
16 La medida de la cobertura de trabajadores actuales sobreestima
el grado de protección que tendrán las familias, ya que solo se re-
fiere a asalariados. Por lo tanto, el problema de cobertura es más
grave aún desde el ángulo contributivo, dejando espacio para pen-
siones no contributivas (Fajnzylber, 2005).
17 Gill, Packard y Yermo (2004); Holzmann, Hinz y otros (2005).
18 En empresas más chicas, con baja relación capital/trabajo y
fuertes restricciones de acceso a los mercados de crédito y de
comercio.
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de los sistemas contributivos, constituyéndose esto en
una eventual carga para el fisco y/o sus familias, toda
vez que enfrentados a la pobreza en la vejez deman-
darán prestaciones garantizadas por el gobierno o de-
penderán de sus familias para sobrevivir. El porcentaje
que cotiza es mayor en las áreas urbanas que en las
rurales y es varias veces superior en los sectores de

altos ingresos que en los de ingresos bajos. La cober-
tura está por debajo del 10% en los quintiles más po-
bres del grupo de países de más bajos ingresos y con
mayor número de dependientes por trabajador for-
mal. En los quintiles más pobres la cobertura aumen-
ta con el nivel de ingresos per cápita de los países
(gráfico 19).19

GRÁFICO 19

América Latina: Ocupados urbanos que contribuyen a la seguridad
social, por quintiles de distribución y grupos de paísesa

(En porcentajes)

Fuente: Fajnzylber (2005).

a Ordenados de mayor a menor según la tasa de dependencia de los trabajadores formales.
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19 Encuestas más específicas (como la cASEN Chile) permiten apre-
ciar que la cobertura entre los activos ocupados discrimina por
estratos de ingresos, por sexo y por categoría ocupacional. Que-
dan desprotegidos sobre todo las mujeres (en la medida en que
no se las considere beneficiarias de las pensiones de sus mari-

dos), los desocupados, los trabajadores del sector informal y los
más pobres. En sociedades muy desiguales, los sistemas contri-
butivos que carecen de un componente de solidaridad dejarán
fuera a todos los que no puedan ahorrar para financiarse una
pensión.
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La literatura empírica sobre la densidad de coti-
zaciones a lo largo de las vidas activas concluye que,
incluso entre algunos de los países con mayor cober-
tura previsional como Uruguay, Argentina y Chile, los
afiliados distan mucho de alcanzar densidades que
permitan aspirar a tasas de reemplazo significativas
para su población cubierta.20 Tanto en Argentina como
en Chile, la densidad media de cotizaciones es cerca-
na al 50%. El estudio metodológico uruguayo más
comparable con los estudios sobre Argentina y Chile
muestra que la densidad en Uruguay (60%) es leve-
mente superior a la que se observa en los otros dos
casos; sin embargo, se encuentra muy por debajo del
88% exigido para acceder a una “jubilación común” a
los 60 años, e incluso del 78% necesario para pen-
sionarse a los 65 años de edad (Bucheli, Forteza y
Ferreira-Coimbra, 2005).

Dadas estas importantes características de cober-
tura, eficiencia y equidad de los sistemas, las princi-
pales conclusiones a las que se puede llegar son las
cinco siguientes: i) los costos de transición pueden lle-
gar a ser altos e importan, tanto así que han influido
sobre el diseño de los sistemas que se han reformado;
ii) las connotaciones éticas y relativas a los principios
de universalidad, integralidad y solidaridad con que
deben concebirse los sistemas de pensiones son diver-
sas y muy profundas, y sobre ellas es preciso alcanzar
importantes consensos; iii) son múltiples los actores que
se ven afectados por las reformas, que tienen ventajas y
desventajas, de modo que es necesario concertar con
ellos cada uno de los cambios; iv) la privatización de
la administración de los sistemas envuelve importan-

tes intereses económicos y financieros, así como cam-
bios en la estructura de poder frente a la administra-
ción de la previsión social, por lo que se deben
examinar con detención los argumentos técnicos sobre
competitividad y eficiencia.

Finalmente, es preciso moderar la influencia de
las instituciones internacionales en la promoción de
cierto tipo de reformas, principalmente para recuperar
los elementos de solidaridad. En particular, se deberá
rescatar el papel del Estado en la regulación del mer-
cado de administradoras de fondos de pensiones y en
los aspectos distributivos del sistema. Al promover
pilares de capitalización en cuentas individuales, el
principio de equivalencia que se aplica a cada afiliado
individual asigna a las contribuciones de los afiliados
un carácter privado para una cuenta de ahorro indivi-
dual y de contribuciones definidas, con lo cual resta
toda posibilidad de solidaridad interna en el sistema.
A falta de regulación en el mercado de administración
de cuentas individuales de ahorro, el principio de equi-
valencia elimina el principio de solidaridad. Según este
último principio, sería posible financiar las prestaciones
a los más pobres, ancianos y enfermos con las contri-
buciones de los más ricos, jóvenes y sanos. Al autori-
zar la administración privada de fondos de pensiones en
la forma descrita, el Estado asume una responsabilidad
fundamental en el cuidado de los pobres en la vejez, pero
sin poder hacer uso de las contribuciones al seguro so-
cial para pensiones. En concreto, se separa la función
distributiva de la administración privada del seguro so-
cial de pensiones, así como también se separa el
financiamiento de una y otra de estas tareas.

20 En Fajnzylber (2005) se pasa revista a estudios sobre el tema
respecto a Argentina, Uruguay y Chile.

V
Principales resultados

Sobre la base de la experiencia regional con las refor-
mas a los sistemas de pensiones, tres son los resulta-
dos que cabe resaltar. En primer lugar, el tránsito desde
sistemas de reparto hacia sistemas de capitalización no
es garantía de mayor acumulación de capital físico,
sino que, por el contrario, genera importantes deman-

das de ahorro público que deben ser asumidas. En
segundo lugar, las reformas no generan incentivos
suficientes como para acrecentar la cobertura de la
población; por el contrario, han aumentado los facto-
res estructurales que limitan la cobertura contributiva
de los sistemas. En tercer lugar, no existe magia para
mejorar las prestaciones: esto solo se logra con mayor
ahorro y períodos más breves como beneficiario de las
prestaciones, lo que tiene que ver con la eficiencia de
la administración del ahorro y el ajuste de las presta-
ciones a cambios en las esperanzas de vida.
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1. ¿Mayor acumulación de capital físico?

Los países que generaron un pilar de capitalización
individual no han mostrado aumentos del capital físi-
co en forma proporcional a los aportes de los trabaja-
dores a sus cuentas individuales. Ante todo, el aporte
de los trabajadores es ahorro financiero y debe ser
intermediado hacia la inversión real, cosa que no se
realiza en forma inmediata sino que depende de la
estructura de la cartera. Si no se han establecido mar-
cos macroeconómicos apropiados para la asignación de
recursos a largo plazo, ni instituciones estructuralmente
reguladas y supervisadas para garantizar el funciona-
miento del mercado de capital, la mayoría de las car-
teras estará compuesta por títulos de gobierno y
depósitos bancarios. Una contrapartida natural de la
creación de cuentas individuales es la formación de un
pasivo por concepto de costo de transición, como re-
sultado de las pensiones en curso de pago, los dere-
chos adquiridos por los afiliados activos y las
responsabilidades que significan las garantías.

Estas dos tendencias imponen serias limitaciones
a los países en cuanto a la transformación del ahorro
previsional en acumulación de capital físico y no fi-
nanciero. Dado el alto costo de transición, muchos
países optaron por no sustituir el sistema de reparto en
su totalidad, y el porcentaje que va a cuentas indivi-
duales es aún pequeño, de modo que el fondo acumu-
lado sigue siendo bajo como porcentaje de su PIB. Por
el mismo hecho de tener un alto costo de transición y
un déficit histórico tanto en las finanzas públicas como
a menudo en el propio régimen previsional, en muchos

países la demanda de fondos por parte del Estado des-
plaza a la demanda privada de esos mismos fondos, por
lo que se observa una alta proporción de títulos de
tesorería en la composición de la cartera.

En definitiva, la creación de pilares de capitali-
zación en cuentas individuales genera responsabilida-
des fiscales frente a la amortización de la deuda
previsional con que operaba el sistema de reparto an-
tiguo, además de aquellas por las garantías de las pres-
taciones a las fuerzas armadas y a los pobres durante
la vejez. Tener que hacerse cargo de las pensiones que
se están pagando, de los derechos adquiridos en el sis-
tema antiguo por los actuales cotizantes y de las pres-
taciones por concepto de garantías a las fuerzas
armadas y a los pobres (de existir garantías constitu-
cionales), demandará recursos extraordinarios del go-
bierno. Si este no es capaz de generar un superávit
primario para solventar esos gastos terminará pidien-
do recursos al mismo mercado de capitales que pre-
tende generar para gastos de inversión de largo plazo
mediante la capitalización (gráficos 20 y 21).

2. ¿Mayor cobertura?

Otro rasgo preocupante de las estadísticas de los sis-
temas reformados es que muestran una permanente
diferencia entre el número de afiliados y el número de
cotizantes (aportantes) de los sistemas (gráfico 22). La
cobertura efectiva medida por la proporción de
cotizantes entre los ocupados sigue siendo baja, y el
hecho de que exista una gran divergencia entre los
alguna vez afiliados y los cotizantes indica que la

GRÁFICO 20

América Latina (10 países): Fondos administrados, junio de 2005

Fuente: Asociación Internacional de Organismos Supervisores de Fondos de Pensiones (AIOS, 2005).
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GRÁFICO 21

América Latina (10 países): Composición del fondo de pensiones,
junio de 2005
(Porcentajes)

Fuente: Asociación Internacional de Organismos de Supervisión de Fondos de Pensiones (AIOS, 2005).
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GRÁFICO 22

América Latina (10 países): Cobertura del sistema de pensiones, junio de 2005
(Miles de afiliados y de contribuyentes como porcentaje de la población
económicamente activa)

Fuente: Asociación Internacional de Organismos Supervisores de Fondos de Pensiones (AIOS, 2005).
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densidad o regularidad con que se aporta al sistema es
intermitente y, por ende, la continuidad del ahorro es
irregular. Todo esto, que puede traducirse en poca
acumulación de fondos a la hora de pensionarse, afec-
ta en forma importante el monto de la prestación, so-
bre todo entre quienes tienen ingresos bajos y quienes
no logran contribuir a temprana edad, de modo que la
capitalización no actúa a su favor.

Ante esta advertencia, diversos países han inicia-
do estudios de panel para examinar las historias labo-
rales y contributivas de los afiliados, con el fin de
determinar la tasa de reemplazo que alcanzarán, y si
calificarán para financiarse su pensión o para recibir

pensiones mínimas y/o asistenciales garantizadas por
el Estado.

Según datos administrativos de diversos sistemas
de pensiones en América Latina, la densidad media de
los aportes se encuentra entre el 50% y el 70%. La
densidad media de las contribuciones en la vida labo-
ral es varios puntos más alta entre los hombres que
entre las mujeres. Los sectores de más altos ingresos
presentan densidades significativamente superiores (ex-
cepto entre los 18 y los 25 años, período de estudio) a
las de los grupos de ingresos inferiores. Se observa,
sobre todo en el estrato más bajo, una tendencia a co-
menzar con densidades contributivas relativamente
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bajas a los 21 años e ir aumentando paulatinamente
la frecuencia de los aportes durante la vida activa
(cuadro 3).

Todo lo anterior sugiere que los sistemas que
estrechan las relaciones entre los aportes contributivos
y las tasas de reemplazo tenderán a reproducir las
inequidades de la vida laboral, transformándolas en
inequidades de las pensiones sin dejar espacio para
subsidios compensatorios entre cotizantes dentro del
sistema (CEPAL, 2002). Los grupos más desprotegidos
(y especialmente las mujeres) verán fuertemente redu-
cidas sus pensiones debido a la baja densidad relativa
de sus aportes y en el caso de los quintiles más bajos,
a la tendencia a postergar las contribuciones hasta
etapas más avanzadas de la vida laboral. La densi-
dad de las contribuciones varía fuertemente entre
hombres y mujeres,21 siendo este el factor determi-
nante de las largas lagunas previsionales femeninas por
el tiempo dedicado al cuidado de niños, responsabili-
dades personales, embarazo o quehaceres del hogar22

CUADRO 3

Argentina, Uruguay y Chile: Características de la distribución de los aportes

País Estudio Muestra Densidad media (%)

Argentina Bertranou y Sánchez (2003) Trabajadores dependientes, sector privado,
25-65 años, con al menos un aporte entre 49
1994 y 2001
Datos administrativos

Uruguay Lagomarsino y Lanzilotta (2004) Trabajadores dependientes privados, con al menos 70,2
un aporte durante el 2º semestre de 1996, densidad 69,7 (H)
de aportes observados entre 1997 y 2003 70,9 (M)
Datos administrativos

Bucheli, Forteza y Contribuyentes al Banco de Previsión Social (BPS) 60,8
Ferreira-Coimbra (2005) con al menos un aporte entre 1996 y 2004 62,9 (H)

Datos administrativos 58.5 (M)

Chile Arenas de Mesa, Afiliados al sistema de Administradoras de Fondos 52,4
Behrman y Bravo (2004) de Pensiones (AFP), con al menos un aporte entre 59,8 (H)

1980 y 2001 41,4 (M)
Historias entregadas en Encuesta Panorama Social (EPS)

Benstein, Larraín y Pino (2005) Afiliados a sistema de AFP, con al menos un aporte 53
entre 1980 y 2001 59 (H)
Datos administrativos 41 (M)

Fuente: Los autores citados en el cuadro.

(Marco, 2004; Reyes, 2004). Esta realidad difiere enor-
memente de las exigencias de densidad contributiva de
los sistemas que operan en la región (cuadro 4).

3. ¿Mejores pensiones?

El avance hacia contribuciones definidas debe cumplir
con tres requisitos para garantizar buenas pensiones:
i) alta densidad de cotizaciones, que como vimos en
el apartado anterior distan de ser una realidad; ii) alta
rentabilidad de los fondos de pensiones, y iii) bajos
costos administrativos.

Las rentabilidades de los fondos de pensiones
están sujetas a riesgos financieros propios de los mer-
cados de capitales. Los sistemas se han promovido
recurriendo a información de tasas históricas del mo-
delo chileno superiores a 20%, correspondientes a
quienes han contribuido durante los 25 años de exis-
tencia de dichos fondos. Sin embargo, las tasas no han

22 Aunque este hecho puede estar directamente asociado con un
fenómeno conocido, que es la participación laboral relativamente
baja de la mujer en Chile, cabe rescatarlo en el debate sobre meca-
nismos para ampliar la cobertura. Las actividades mencionadas de
las mujeres constituyen aportes significativos al desarrollo de un
país, aunque no estén vinculadas a contratos remunerados formales
con cobertura previsional.

21 En los tres quintiles más bajos de la distribución del ingreso de
las mujeres (el 60% de menores ingresos) estas exhiben casi toda la
vida densidades medias inferiores al 40%, mientras que los hom-
bres tienen ya en el segundo quintil densidades medias
sistemáticamente superiores a esa cifra.
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CUADRO 4

América Latina: Densidades mínimas exigidas en los
sistemas públicos de pensionesa

País Opción de retiro Edad mínima Mínimo de años Densidad mínima a Densidad
de retiro de aportes la edad de jubilar (%) mínima (%)

Mujer Hombre Mujer Hombre Mujer Hombre 20-65 años

Chile Máxima tasa de reemplazo 60 65 20 20 50 44 44

Bolivia 50 55 15 15 50 43 33

México 65 65 9,5 9,5 21 21 21

El Salvador 55 60 25 25 71 63 56

R. Dominicana Contributivo 60 60 30 30 75 75 67
Contributivo subsidiado 60 60 25 25 63 63 56

Nicaragua 60 65 – – – – –

Perú 65 65 20 20 44 44 44

Colombia 55 60 20 20 57 50 44

Argentina 60 65 30 30 75 67 67

Uruguay Jub. común 60 60 35 35 88 88 78
Jub. a edad avanzada 70 70 15 15 30 30 33
Pensión de vejez 70 70 – – – – –
(no contributiva)

Costa Rica Normal 65 65 20 20 44 44 44
Anticipado 59,9 61,9 38 39 95 93 86

Ecuador Opción 1 60 60 30 30 75 75 67
Opción 2 65 65 10 10 22 22 22
Opción 3 70 70 15 15 30 30 33

Brasil 60 65 15 15 38 33 33

Cuba 55 60 25 b 25 b 71 63 56

Guatemala 60 60 15 15 3 38 33

Honduras 60 65 15 15 38 33 33

Panamá 57 62 15 15 41 36 33

Paraguay Opción 1 60 60 25 25 63 63 56
Opción 2 55 55 30 30 86 86 67

Venezuela (R.B) 55 60 14,5 14,5 41 36 32

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Mesa-Lago (2004, cuadros 4 y 15).

a En el cuadro se sigue el orden de presentación empleado por Mesa-Lago. Primero figuran las seis experiencias de reformas sustitutivas
(Chile, Bolivia, México, El Salvador, República Dominicana y Nicaragua), seguidos por los dos ejemplos de esquemas paralelos (Perú y
Colombia), los cuatro países con pilares mixtos (Argentina, Uruguay, Costa Rica y Ecuador), y siete países con reformas paramétricas o
sin reformas al 2004.

b En Cuba el requisito se refiere a los años de trabajo.

estado exentas de una alta volatilidad, observándose
diferentes rentabilidades para afiliados que han estado
dentro del sistema en distintos períodos. Además, en
otros casos se ha visto la imposibilidad de aislarlas de
riesgos políticos, como lo fue la crisis sistémica oca-
sionada por el abandono de la ley de convertibilidad
en Argentina (gráfico 23).

En efecto, la combinación de diferentes períodos
de cotizaciones con distintas rentabilidades puede re-
presentar una baja rentabilidad para el afiliado duran-
te su período de afiliación activa. Esto, junto a altas
comisiones y baja densidad de cotizaciones, puede
traducirse en una situación explosiva para el financia-
miento de garantías de pensiones mínimas y asistenciales,
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si una gran mayoría de afiliados no dispone de fondos
para financiarse su pensión. Esta posibilidad ha sido
estudiada por la Superintendencia de Administradoras
de Fondos de Pensiones (SAFP) en Chile.

La experiencia de Brasil muestra lo importantes
que pueden ser los ingresos previsionales para amino-
rar la incidencia de la pobreza determinada por los
ingresos de mercado entre los adultos mayores. Este
país tiene un programa de amplia cobertura previsional
en el área rural, de naturaleza no contributiva, que se
refleja en una fuerte reducción de los niveles de inci-
dencia de la pobreza a partir de los 60 años y más.
Vemos así que la previsión social dispone de impor-
tantes instrumentos distributivos, pero estos requieren
acuerdos muy complejos (gráfico 24). En su forma no
contributiva hay transferencias en calidad de subsidio
desde los impuestos generales y en ciertos casos trans-
ferencias solidarias de cotizaciones a adultos mayores.
En su forma contributiva hay traspaso de ahorro hacia
los adultos mayores desde los grupos más jóvenes, ya
se trate de contemporáneos (sistema de reparto) o del
afiliado mismo en una etapa más joven de su ciclo de
vida (sistema de capitalización).

GRÁFICO 23

América Latina (10 países): Rentabilidad bruta real de los fondos
de pensiones, junio de 2005

Fuente: Asociación Internacional de Organismos Supervisores de Fondos de Pensiones (AIOS, 2005).

a La rentabilidad en Chile corresponde al Fondo C.
b La rentabilidad histórica corresponde a los últimos 120 meses.

GRÁFICO 24

Brasil: El rol distributivo de la
previsión social, 1999
(Grado de pobreza por edad)
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Ambos cumplen con las funciones requeridas por un
sistema de pensiones, solo que las prestaciones pue-
den ser no contributivas o estar ligadas a los esfuerzos
contributivos. Es posible que la certeza de contar con
prestaciones no contributivas merme los esfuerzos de
contribución al sistema, en una suerte de efecto de
sustitución, y por ende genere incentivos perversos para
la afiliación.

Aunque las prestaciones previsionales pueden
ayudar mucho a reducir la incidencia de la pobreza
entre los adultos mayores, el componente distributivo
debe concebirse como complementario del componente
contributivo. Existen de hecho formas tan extremas
como el modelo neozelandés, en el cual la totalidad de
la prestación es no contributiva y universal y existe un
sistema privado de ahorro complementario. Y por otro
lado está el modelo chileno, que es contributivo y de
capitalización en cuentas de ahorro individual admi-
nistradas por privados y que entrega al Estado un pa-
pel solo distributivo.

La posible ampliación de la cobertura mediante
políticas distributivas que ofrecen pensiones asisten-
ciales garantizadas debe hacerse en forma muy cuida-
dosa, de modo que la estructura de incentivos del
componente contributivo no se vea afectada por el
papel distributivo del Estado dentro o fuera del siste-
ma. Sin embargo, la ausencia de políticas que garanti-
cen la estabilidad del empleo hará que los sistemas
contributivos sirvan cada vez más para seleccionar la
capacidad de esfuerzo de los afiliados y separarlos

entre plenamente asegurados, subasegurados y no ase-
gurados. Para estas dos últimas categorías de afiliados
habrá, como lo demuestra el caso de Chile, una cre-
ciente demanda de garantías explícitas, ya sea en for-
ma de pensiones asistenciales o de un seguro
subsidiado para quienes, habiendo hecho un esfuerzo,
no alcanzan una pensión “digna” (gráfico 25).

El modelo chileno garantiza una prestación míni-
ma para todos los que han contribuido por 240 meses
al sistema y que una vez llegados a la edad de retiro
no alcanzan a financiar el valor de esa prestación. Sin
embargo, para el resto no asegura ni siquiera una pen-
sión asistencial, la que solo se entrega conforme a
cupos fijados en el presupuesto nacional y a criterios
estrictos de focalización.

Las proyecciones de los sistemas chilenos de con-
tribuciones definidas muestran que, bajo supuestos ra-
zonables de crecimiento del PIB per cápita, de los salarios
y de la rentabilidad de los fondos de pensiones, los afi-
liados que lleguen a la edad de jubilar serán elegibles
para pensiones mínimas garantizadas por el Estado, ya
sea que estén o no en situación de pobreza. Los que
recibirán una pensión mínima garantizada por el Esta-
do serán una proporción cada vez mayor. De este modo,
el sistema que reforma el componente contributivo solo
beneficia a menos de la mitad de los trabajadores, de-
jando una creciente carga distributiva en manos del
Estado. Conforme a estimaciones del Ministerio de
Hacienda de Chile, esto significará enormes pasivos
contingentes (Arenas de Mesa, Llanes y Miranda, 2005).

GRÁFICO 25

Chile: Proyecciones de diferentes tipos de pensiones de afiliados
al sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP)a

Fuente: Bernstein y Ruiz (2005).

a Las pensiones inferiores a la pensión mínima, con o sin garantía del Estado, crecen al 2%, los salarios al 2% y la rentabilidad al 5%.
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VI
Un pacto de cohesión social

El tema previsional necesita importantes acuerdos
políticos y sociales para resolver sus complejas interac-
ciones. En particular, es preciso conciliar la agenda de
los derechos con la agenda de las finanzas públicas,
de modo que el sistema de pensiones que se conciba
i) promueva el ahorro previsional y ii) otorgue pensio-
nes de vejez digna a los pobres. A estos dos objetivos,
de por sí complejos, se han agregado hoy otros a los
que debe contribuir el nuevo diseño: iii) lograr la sol-
vencia de las finanzas públicas; iv) generar ahorro fi-
nanciero para el desarrollo del mercado de capital, y
v) contribuir a la competitividad.

Para la jerarquización y conciliación de estos
objetivos se necesita un acuerdo político muy amplio
que permita compatibilizar cinco grandes estrategias.
Primero, en el plano macroeconómico e institucional,
una estrategia para la defensa de la capacidad de cre-
cimiento e inversión de la economía en un contexto de
estabilidad nominal y real. Esto implica reconocer
dentro del acuerdo social la importancia de un pilar
macroeconómico e institucional que lleve a cabo polí-
ticas contracíclicas mediante reglas de superávit estruc-
tural y/o fondos de estabilización; que implante una
estricta regulación y supervisión de los mercados fi-
nancieros y de administración de fondos de pensiones
y que establezca reglas claras para el manejo moneta-
rio, cambiario y de reservas internacionales, con mi-
ras a dar credibilidad al tipo de cambio real y la tasa
de interés.

En segundo lugar, una estrategia de permanente
conciliación (lo que implica también adaptación) del
sistema de pensiones con las estructuras y dinámicas
de la población, del mercado de trabajo y de las finan-
zas públicas. No debe plantearse un modelo único de
sistema de pensiones para distintos países, ni para un
mismo país a lo largo del tiempo. El modelo debe irse
adaptando a la evolución de las estructuras demográ-
ficas, de las familias, del mercado de trabajo y de las
finanzas públicas, y debe incluir siempre criterios de
universalidad y solidaridad, de modo que bajo presta-
ciones mínimas pero socialmente aceptadas, su finan-
ciamiento y la forma de administrarlo no deje a
personas subaseguradas o no aseguradas.

En tercer lugar, una estrategia de fortalecimiento
secular de la base contributiva, pues además de mejo-

rar las bases económicas y financieras para el creci-
miento (pilar macroeconómico), es preciso mejorar
también la capacidad productiva de los afiliados. Esta
estrategia reconoce dos pilares adicionales: uno de
formación de capital humano mediante la educación y
capacitación de la fuerza de trabajo, y otro de desarro-
llo productivo y empleo, destinado a aprovechar los
nichos y potencialidades del país y a estimular las acti-
vidades necesarias de investigación y desarrollo.

En cuarto lugar, una estrategia que incluya tanto
mecanismos de ahorro solidarios para financiar pres-
taciones, sobre todo tratando de premiar esfuerzos
mediante sistemas de contribuciones definidas, como
fondos de garantías actuarialmente determinados para
prestaciones mínimas. El desafío es el de regular la
forma de financiamiento de las prestaciones de modo
de conciliar los principios de equivalencia con los de
solidaridad. Lo esencial es que en cada contrato social
las prestaciones no superen las contribuciones debida-
mente capitalizadas. Tales principios entran en contra-
dicción cuando el de equivalencia se lleva a la práctica
en contratos individuales sin permitir subsidios cruza-
dos para asegurar la solidaridad (gráfico 26).

Lo que la CEPAL propone es dar contenido social
al pacto fiscal con un acuerdo social que lo oriente, y
hacerlo mediante cinco pilares, siendo el quinto la

GRÁFICO 26

Esquema de una combinación de pilar
contributivo y pilar solidario

Fuente: Elaboración propia.
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democracia participativa (cuadro 5). Este último pilar
promueve la participación ciudadana en las decisiones
fundamentales que debe adoptar la sociedad, en espe-
cial sobre la forma de mejorar la cobertura y las pres-
taciones inmediatas y de largo plazo de los sistemas
de pensiones. Estos sistemas, por lo tanto, deben te-
ner flexibilidad suficiente para adaptarse a las diferen-
tes etapas de desarrollo de la sociedad, y en cada uno
de ellos es preciso decidir qué monto de los fondos se
puede destinar a instrumentos financieros, dadas las
restricciones financieras de la sociedad y la forma en
que se manifiestan en el heterogéneo mundo confor-
mado por diferentes tipos de familias, de unidades
productivas y de oportunidades ocupacionales.

Para que las brechas del Estado de bienestar per-
mitan ampliar las coberturas, es preciso que las fuen-

tes y los mecanismos de administración del financia-
miento sean altamente específicos. Pero no cabe duda
de que la trilogía mercado, familia y Estado solo pue-
de proveer cobertura universal una vez que exista un
acuerdo social en torno a i) las garantías explícitas
mínimas de las prestaciones, ii) las fuentes de finan-
ciamiento solidario y iii) los requisitos para acceder a
las prestaciones. La rapidez con que envejece la po-
blación latinoamericana, el efecto sobre el empleo que
ha tenido la permanente adaptación del aparato produc-
tivo a las nuevas condiciones de competitividad, y las
diversas formas en que la sociedad reacciona para
sobrevivir en estas condiciones, hacen de la protección
social en materia de pensiones un desafío prioritario,
cuya solución no puede sino adaptarse constantemen-
te a las características de cada situación particular.

CUADRO 5

Componentes necesarios de un acuerdo social compatible con un pacto fiscal

Acuerdo compatible con un pacto fiscal Democracia

Responsabilidades Papel relevante de Más y mejores Seguridad social, Mejora de la cohesión
fiscales la educación empleos universal, solidaria social

y eficiente

Garantías mínimas

Mejora de la
productividad en la
provisión pública de
bienes públicos o
socialmente valorados

Educación secundaria
universal

Reducción de las
diferencias entre la
educación de elite y la
pública

Educación preescolar
para los pobres

Aprender a aprender

Seguros escolares

Abordamiento de la
heterogeneidad
productiva

Consideración de la
heterogeneidad
productiva

Inversión pro empleo

Enfoque de recursos
humanos

Reducción de la
discriminación

Mejora de las relaciones
laborales, considerando
las exigencias de la
innovación y el ciclo
económico

Readiestramiento

Seguro de desempleo

Reforma de las mezclas
público-privadas

Incorporación de la
solidaridad al
financiamiento para
mejorar el acceso sin
sacrificar ahorro y
seguro

Mejora de la protección
contra riesgos
contingentes

Financiamiento de
vivienda para los pobres

Fomento de la
participación ciudadana
en aspectos de interés
colectivo

Mejora de la
gobernabilidad,
revisando los incentivos
para invertir en servicios
sociales básicos que
hayan sido privatizados
y perfeccionando su
marco regulatorio

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de CEPAL (2004b y 2000).
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Demanda heterogénea
y segmentación de mercado:
el sistema argentino

de fondos de pensiones

Ignacio Apella

El objetivo de este artículo es formalizar y establecer la capacidad

de las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP)

para segmentar el mercado según el nivel de ingreso de la demanda

durante los años 1995 y 2001. A partir de un modelo de maximización

de beneficios, bajo la especificación de un precio no lineal y una

demanda heterogénea en su nivel de ingreso, así como de la posterior

corroboración empírica, se avala la hipótesis de segmentación del

mercado por parte de las administradoras y se identifican dos grupos de

firmas. El primero está conformado por aquellas empresas que

establecieron una comisión fija alta y una variable baja con el fin de

captar a los afiliados de ingresos altos, en tanto que el segundo grupo

está integrado por aquellas firmas con una política de fijación de precios

inversa, abocadas a captar a los afiliados de ingresos medios y bajos.

Esto ha permitido reducir la competencia directa entre grupos de firmas.
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I
Introducción

En julio de 1994 entró en vigencia en Argentina el
Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP),
compuesto por dos regímenes: el antiguo régimen pú-
blico, basado en un sistema de reparto y gestionado por
la Administración Nacional de Seguridad Social
(ANSES), y un nuevo régimen basado en la capitaliza-
ción individual y administrado por empresas privadas:
las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pen-
siones (AFJP), cuyo organismo de control y regulación
es la Superintendencia de AFJP (SAFJP). A diciembre
del 2002, aproximadamente el 80% de los potencia-
les aportantes había optado por cambiarse al régimen
privado.

El principal objetivo del SIJP es cubrir las contin-
gencias de vejez, invalidez y fallecimiento. Bajo este
objetivo común, la función del sistema privado de
capitalización es ofrecer mecanismos de opción entre
empresas administradoras de fondos a la clase traba-
jadora en actividad. Adicionalmente, cada AFJP admi-
nistra los aportes de sus afiliados recibiendo en
contrapartida una retribución por tal actividad. Dicha
retribución (comisión) estaba compuesta por un pre-
cio fijo en pesos y un componente variable proporcio-
nal al ingreso imponible del afiliado hasta diciembre
de 2001, fecha en la cual el primero fue eliminado.

La constitución de la oferta privada de servicios
se encuentra restringida por la normativa que originó
el nuevo sistema. Existen cuatro grandes categorías de
propiedad del capital de las AFJP en Argentina: bancos
públicos, empresas de capital extranjero (bancos y
empresas), compañías de seguros y aquellas origina-
das vía acción sindical. Para operar activamente, las
AFJP deben contar con un capital mínimo inicial de
3 millones de pesos, y mantener una inversión de re-
serva o encaje equivalente a 1,5 millones de pesos o
1% del conjunto total de fondos de pensiones bajo su
administración.

 La demanda potencial del sistema está consti-
tuida por todas las personas mayores de 18 años,
dependientes o autónomas. La normativa exige a los
trabajadores elegir alguno de los dos sistemas dispo-
nibles (de reparto o de capitalización), y transfieren
automáticamente al segundo a quienes no hagan uso
de su opción. Aquellos que prefirieron el régimen de
reparto estatal mantienen abierta la posibilidad de
modificar dicha decisión en favor del régimen priva-
do de capitalización individual. Sin embargo, y hasta
la fecha, aquellos que optan por la capitalización indi-
vidual no cuentan con la facultad equivalente, aunque
mantienen la potestad de cambiar de AFJP.

En todos los casos, y una vez expresada la opción,
la afiliación es obligatoria y el afiliado debe hacer un
aporte mensual consistente en una proporción de su
salario mensual regular.

La preocupación, tanto desde la perspectiva del
regulador como del investigador de este tipo de merca-
dos, es conocer los mecanismos existentes de compe-
tencia y desarrollar estructuras de incentivos que
permitan reducir las fallas de mercado. El fin ulterior
es acercar los intereses sociales, asociados con la ge-
neración de ahorro y la previsión de fondos para jubi-
lados y pensionados, con los objetivos de las firmas
que constituyen la oferta del sector. Para ello es nece-
sario identificar los factores determinantes de los pre-
cios que rigen el mercado, las conductas llevadas a
cabo por las empresas, y la interacción estratégica entre
ellas y con el organismo de control.

Particularmente, el objetivo del presente trabajo
es conocer el grado de concentración del mercado, su
evolución y sus causas. Asimismo, se procura deter-
minar la capacidad de las firmas para segmentar el
mercado según las características de la demanda, con el
fin de debilitar la competencia entre ellas. Para este fin,
en la sección II se discute el marco teórico de análisis.
En la sección III se estudia el tamaño del mercado y su
tasa de concentración. En la sección IV se desarrolla un
modelo de maximización de beneficios de la firma a
través de la selección de precios en un mercado con
demanda heterogénea. En la sección V se presentan los
resultados empíricos y, por último, en la sección VI se
exponen las principales conclusiones alcanzadas.

■■  El autor agradece los valiosos comentarios aportados por Eugenia
Barbieri y Daniel Maceira. Asimismo se agradece a Hugo Bertín y
Roberto Calvo, ambos integrantes de la Superintendencia de AFJP,
por sus comentarios e información suministrada. Cualquier error u
omisión es de absoluta responsabilidad del autor.
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II
Marco teórico

Los mercados oligopólicos se caracterizan por la pre-
sencia de un reducido número de firmas interdepen-
dientes. Las empresas se encuentran obligadas a
permanecer atentas tanto a las actuaciones agresivas
como a las respuestas defensivas de sus rivales. Frente
a este entorno, la solución de equilibrio parcial puede
tomar dos formas, una de colusión, donde los partici-
pantes establecen un acuerdo de precios y/o cantidades
de manera explícita o implícita, y una de no colusión,
donde las firmas no disponen de información relevante
sobre el comportamiento y reacción de sus rivales y
actúan de manera competitiva, teniendo una estrategia
dominante, en precio o cantidades, que conduce hacia
un equilibrio de Nash en cada uno de los subjuegos.

Las firmas participantes en una industria altamen-
te concentrada tienen incentivos para establecer precios
por encima del costo marginal, con el objeto de apro-
piarse de beneficios mayores a aquellos existentes en
una situación perfectamente competitiva. Sin embar-
go, la relación entre la tasa de concentración y la con-
ducta no es unidireccional. Dadas las condiciones
básicas del mercado y una determinada tasa de con-
centración, las firmas actúan estratégicamente y estas
decisiones afectan la estructura del mercado.

Las políticas y estrategias de precios pueden re-
sultar la principal herramienta que una empresa tiene
para expandirse, pasar una crisis e incluso sobrevivir.
Asimismo, la posibilidad y conveniencia de cada em-
presa de manejar precios depende del grado de com-
petencia, de las características de los bienes y servicios
que ofrece, de la posibilidad que tienen los consumi-
dores de estar informados de las alternativas inmedia-
tas disponibles y de la estructura de costos.

Si las empresas se enfrentan a consumidores con
características diferentes, en términos de gustos, nivel
de ingreso, disposición a pagar, localización y otras,
tienen incentivos para establecer conductas diferentes
en función de tales características. A modo de ejem-
plo, si las firmas observan dos grupos de consumido-
res con diferentes disposiciones a pagar, estas podrían

cobrar precios diferenciados, estableciendo uno supe-
rior para el consumo realizado por aquellos individuos
con mayor capacidad de desembolso.

En situaciones en que los consumidores pueden
ser diferenciados por su nivel de ingreso y/o disposi-
ción a pagar, el establecimiento de tarifas no lineales1

se constituye en una herramienta para discriminar pre-
cios entre ellos. En un mercado altamente concentrado,
con grupos de consumidores diferenciados por nivel de
ingreso, las firmas podrían encontrar mecanismos alter-
nativos a fin de permanecer en el mercado, logrando
beneficios extraordinarios. Dichos mecanismos pueden
ser: la segmentación del mercado según las caracterís-
ticas de la demanda, mediante la discriminación de pre-
cios, y la diferenciación del producto, tanto vertical
como horizontal. Por lo tanto, la diversidad, tanto en
el producto como en el tipo de consumidor, debilita
la competencia y constituye un factor importante en
la creación de situaciones no competitivas de inter-
cambio.

La capacidad de las firmas, tanto de segmentar el
mercado como de diferenciar el producto, depende del
grado de dispersión existente en las características de
la demanda. De acuerdo con Shaked y Sutton (1987),
a mayor dispersión de ingresos o gustos de la deman-
da, mayor es la posibilidad de los competidores de
identificar nichos de mercado y especializarse. Contra-
riamente, una demanda más homogénea tiene preferen-
cias menos divergentes y similares posibilidades
financieras, estandarizando relativamente la oferta.

Por lo tanto, en mercados con fuertes caracterís-
ticas oligopolistas, las firmas participantes podrían
utilizar como herramienta la diferenciación del tramo
de la demanda que abastecen, con el objeto de relajar
las guerras de precio o comerciales.

1 Una tarifa no lineal es la suma de un precio fijo (independiente de
la cantidad consumida) y otro variable proporcional a la cantidad
demandada.
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III
Tamaño y concentración del mercado

A fin de efectuar un estudio sobre la estructura de un
mercado y las estrategias competitivas de las empre-
sas que participan en él, es necesario en principio de-
finir el mercado relevante. Este concepto abarca dos
dimensiones. La primera es la de establecer cuál es el
mercado del producto, que agrupa a los distintos bie-
nes o servicios con competencia efectiva o potencial
entre sí, y dónde puede existir sustitución. La segunda
corresponde a la importancia del aspecto geográfico.
Bajo esta definición, la extensión geográfica determi-
na las estrategias de las empresas participantes.

El servicio ofrecido por las AFJP es la administra-
ción de un fondo previsional bajo la formación de una
cartera de activos. En este sentido, las empresas reci-
ben de sus afiliados una suma de dinero durante el
período en que ellos se encuentran en actividad. Las
administradoras tienen como principal objetivo
maximizar el rendimiento de estos fondos, construyen-
do una cartera de diferentes activos, entre los cuales
se pueden mencionar títulos de deuda del gobierno
nacional, obligaciones negociables, depósitos a plazo
fijo, acciones de empresas privatizadas y sociedades
anónimas, fondos comunes de inversión y otros. Al
momento del retiro, el trabajador gozará de un ingre-
so mensual proveniente del fondo individual acumu-
lado más la rentabilidad obtenida por la inversión de
dichos ahorros

Desde el punto de vista geográfico, se considera-
rá que el mercado relevante está constituido por todo
el territorio nacional, dado que la mayoría de las AFJP

compiten en todo el país, salvo algunas que operan en
determinadas provincias.2

El cuadro 1 presenta, por firmas, la cantidad de
afiliados y aportantes a diciembre de 1995 y marzo de
2004, junto con la variación porcentual entre ambos
períodos. Dicho cuadro se encuentra ordenado por la
columna quinta (variación porcentual de la cantidad de
afiliados). La información expuesta muestra un incre-
mento en la cantidad total de afiliados de 119% entre
1995 y 2004, mientras que la cantidad de aportantes

registró sólo un crecimiento de 54%. El gran incremen-
to en el número de afiliados se corresponde con el tras-
paso de trabajadores desde el antiguo régimen público.

Sin embargo, la tasa de crecimiento de ambas va-
riables no ha sido la misma, observándose una caída de
la relación aportantes/afiliados durante el período bajo
estudio. Tal relación puede ser considerada como un in-
dicador de sustentabilidad operativa, en el sentido de
que, mientras una firma solo recibe ingresos por los
aportantes, debe afrontar costos por todos sus afiliados,
con lo cual una mejor relación aportantes/afiliados im-
plicará un mejor desempeño con respecto a sus pares.3

En el gráfico1 se presenta la evolución trimestral
de dicha relación para el total del sistema. El número
de afiliados creció a una tasa mayor a la que lo hizo el
número de aportantes. A marzo de 2004, fueron 3,6
millones de afiliados los que hicieron efectivo su apor-
te, lo cual establece una relación aportantes/afiliados
del 37%. Este fenómeno responde a motivos propios
tanto del afiliado (evasión) como del mercado laboral
(informalidad). En este último sentido, al perder la
condición de trabajador activo o formal, el contribu-
yente deja de realizar sus aportes.

Sin embargo, pueden identificarse dos tramos en
los cuales la tendencia de la relación aportantes/afilia-
dos sufre modificaciones marginales. El primer corte
se observa en marzo de 1999, momento en el cual se
aprecia una caída de dicha relación. Sin embargo, este
fenómeno está asociado a problemas en el procesa-
miento de la información por parte de la AFJP. El se-
gundo corte se identifica en diciembre de 2001, cuando
la economía argentina abandona la paridad fija de su
moneda con respecto al dólar, en medio de una crisis
económica, política y social.

Desde la introducción del nuevo sistema en julio
de 1994, son 26 las AFJP que han sido autorizadas para
comenzar sus operaciones. Sin embargo, dicho número
fue reducido significativamente: en diciembre de 1997
operaban 17 firmas en el mercado y en diciembre de
2002 tan sólo 12 de ellas permanecían en el sistema.

2 Tal es el caso de Unidos, que opera básicamente en la provincia
de Córdoba, y de Met, que ingresó al mercado concentrando su
atención en las grandes áreas urbanas, principalmente la Ciudad de
Buenos Aires.

3 Si bien los servicios prestados por las AFJP a los no aportantes son
significativamente inferiores a los prestados a los aportantes, los
primeros se encuentran incorporados dentro de la función de costos
de las firmas.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

DEMANDA HETEROGÉNEA Y SEGMENTACIÓN DE MERCADO: EL SISTEMA ARGENTINO DE
FONDOS DE PENSIONES • IGNACIO APELLA

43

CUADRO 1

Argentina: Cantidad de afiliados y aportantes y variación porcentual

AFJP Afiliados Aportantes Afiliados Aportantes Variación Afiliados Variación Aportantes
Dic. 1995 Dic. 1995 Mar. 2004 Mar. 2004 % %

Profesión 16 978 10 090 212 321 73 318 1 151 627
Unidos 18 919 13 390 208 787 73 485 1 004 449
Arauca Bit 82 050 42 684 673 350 300 062 721 603
Orígenes 501 922 247 871 2 323 659 820 287 363 231
Prorenta 98 912 46 461 437 739 134 010 343 188
Futura 43 368 33 563 162 160 47 279 274 41
Previsol 130 605 68 008 322 545 105 178 147 55
Consolidar 651 750 352 484 1 520 665 602 703 133 71
Siembra 593 709 302 949 1 342 857 491 305 126 62
Máxima 620 516 310 350 1 335 087 487 457 115 57
Nación 471 755 215 885 828 319 316 351 76 47
Activa 131 975 61 702 0 0 –100 –100
Afianzar 21 516 10 209 0 0 –100 –100
Activa–Anticipar 141 125 63 936 0 0 –100 –100
Banat 462 0 0 0 –100 0
Claridad 257 381 114 862 0 0 –100 –100
Ethika 2 048 1 117 0 0 –100 –100
Ethika–Jacarandá 60 594 23 105 0 0 –100 –100
Fecunda 146 519 67 174 0 0 –100 –100
Generar 36 450 22 745 0 0 –100 –100
Más Vida 66 649 16 103 0 0 –100 –100
Patrimonio 127 117 56 390 0 0 –100 –100
Previnter 370 022 199 552 0 0 –100 –100
San José 27 462 15 284 0 0 –100 –100
Savia 46 688 11 562 0 0 –100 –100
Met 0 211 435 106 240

Afiliados Totales 4 371 876 2 307 476 9 578 924 3 557 675 119 54

Fuente: Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).

GRÁFICO 1

Argentina: Evolución de la tasa aportantes/afiliados para el
total de sistema, diciembre de 1995 - marzo de 2004

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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La reducción del número de administradoras no
determina necesariamente mayor concentración en la
estructura del mercado, sino la presencia de cambios en
la participación de cada una de las firmas en la indus-
tria. Con el fin de apreciar el grado de concentración en
la industria, el gráfico 2 presenta el índice de concen-
tración a la cuarta firma4 para las variables “afiliados”
y “aportantes”.

La construcción de este indicador de concentra-
ción se realizó para las dos variables claves del mer-
cado: cantidad de afiliados y cantidad de aportantes.
Se le eligió porque: i) los datos necesarios para su cons-
trucción son accesibles; ii) su resultado es independien-
te del tamaño de la industria; iii) en el resultado
influyen los procesos de fusiones y absorciones que se
verifiquen en el mercado, y iv) la entrada o salida de
una firma, de tamaño significativo, afecta negativa o

positivamente el índice de concentración (Curry y
George, 1983).

Los resultados obtenidos ponen en evidencia el
significativo proceso de concentración experimentado
por el mercado de AFJP. Esto ha conducido a que las
cuatro primeras firmas dominen su desarrollo. En este
sentido, el índice de concentración a la cuarta firma
para afiliados y aportantes experimentó un incremen-
to del 26% y 28%, respectivamente, entre 1995 y
marzo de 2004. Sin embargo, su evolución no fue
homogénea a lo largo de todo el período bajo estudio.
Durante los primeros cuatro años de vida del merca-
do, el grado de concentración exhibió un incremento
paulatino, como consecuencia de las absorciones y
fusiones ocurridas, complementado por el mecanismo
de distribución de los indecisos.

El posterior descenso en la tasa de concentración
ocurrida desde septiembre de 1998 hasta diciembre de
2000 guarda relación con el cambio de criterio en la
distribución de los indecisos y con el menor número de
absorciones. En efecto, hasta el mes de junio de 1998,
los aportes de aquellas personas que como empleados
y aportantes obligatorios no habían realizado la elec-
ción de sistema y de AFJP, eran dirigidos en forma pro-
porcional a la participación en el mercado de las
distintas administradoras. A partir de dicho mes, esos
aportes comenzaron a ser asignados por sorteo entre

4 El indicador a la cuarta firma resulta de considerar las cuatro
firmas que más afiliados tienen, en un momento dado. Un indica-
dor de concentración alternativo lo constituye el índice de
Herfindahl-Hirschman, que cumple con los axiomas mencionados.
Dicho indicador arroja resultados similares, tanto en términos de
niveles como de tendencia, a los obtenidos por la tasa de concen-
tración a la cuarta firma. Ello sugiere que no existe sesgo en la
elección de N = 4, al tiempo que muestra la significativa pondera-
ción de las primeras cuatro firmas en la conformación de la estruc-
tura del mercado.

GRÁFICO 2

Argentina: Evolución del índice de concentración a la cuarta firma,
diciembre de 1995 - marzo de 2004

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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todas las firmas. Este hecho sugiere la importancia que
el ente regulador tiene en la estructura del mercado,
pudiendo generar algún tipo de “demanda derivada”.

Sin embargo, la tendencia volvió a cambiar a
partir del año 2001, cuando Orígenes absorbió toda la
cartera de clientes de Previnter. Esta operación fue
altamente significativa, pues la firma absorbida conta-
ba con una importante participación en el mercado
(8%), mientras que la absorbente mantenía una parti-
cipación del 19%.

Otro cambio de peso lo constituyó la entrada de
la administradora Met al mercado, en marzo de 2001.
La importancia de este fenómeno reside en la capa-
cidad de eludir cualquier barrera a la entrada ante la
presencia de una “amenaza” creíble de potenciales en-
trantes.

Sin tener un efecto significativo sobre la tasa de
concentración de mercado, a partir de diciembre de
2001 se modificó nuevamente la asignación de los
aportes de los indecisos entre firmas, los que comen-
zaron a ser distribuidos entre las dos firmas con pre-
cio más bajo.

En el cuadro 2 se resume el número de absorcio-
nes y entradas por firma y por período. El mercado de
AFJP argentino ha experimentado un significativo pro-
ceso de concentración, en el que las primeras cuatro
firmas lograron concentrar el 72% del mercado. El
presente fenómeno está asociado tanto al número de
fusiones y absorciones verificadas en la industria como
al marco normativo referente a la designación de la
administradora de los indecisos. Sin embargo, la en-
trada de Met en marzo de 2001 implica la eventual
amenaza de potenciales competidores.

Es común observar que a medida que el grado de
concentración de una industria aumenta, sus empresas
presentan resultados cada vez más atractivos en térmi-
nos de ganancias. Asimismo, las condiciones básicas
del mercado, asociadas con el tamaño, la distribución
de ingreso de la demanda potencial o el marco norma-
tivo preexistente, influyen en la estructura de la oferta
y condicionan sus estrategias de acción. Desde esta
perspectiva, el debate se centra en un esquema
determinista, en el cual la explicación de dicha relación
positiva entre concentración y beneficios queda expre-
sada por el paradigma “estructura-conducta-desempeño”
(Scherer y Ross, 1990). Una estructura altamente

concentrada provee a sus participantes de mayor po-
der de mercado para la fijación de precios, llevando a
soluciones monopólicas.

Sin embargo, la nueva teoría de la organización
industrial (Bresnahan, 1989, entre otros) propone que
tal relación determinista es discutible, ya que una ele-
vada tasa de concentración no es necesariamente el
resultado del uso del poder de mercado de las firmas,
sino que podría surgir como consecuencia de la bús-
queda de mayor eficiencia económica. Esta hipótesis
de eficiencia destaca que la ventaja alcanzada por las
firmas que cuentan con mayor concentración se origi-
na en su capacidad de operar con costos menores.
Estos, a su vez, son el producto de estrategias de mer-
cado construidas a partir de un amplio vector de op-
ciones (precio, diferenciación, focalización) que
reformulan la estructura original.

En la sección siguiente se estudiará el comporta-
miento de la firma al momento de establecer el precio
que haga máximo su beneficio, teniendo en cuenta la
potencial heterogeneidad de la demanda.

CUADRO 2

Argentina: Absorciones y entradas
en el mercado

AFJP absorbente AFJP absorbida Fecha de fusión

Siembra Dignitas 31-05-95
Anticipara Activa 29-12-95
Activa-Anticipar Savia 29-12-95
Profesiónb Auge 01-07-96
Jacarandác Ethika 01-08-96
Orígenes Activa-Anticipar 01-01-97
Máxima Patrimonio 01-07-97
Orígenes Más Vida 01-09-97
Consolidar Fecunda 10-06-98
Orígenes Claridad 01-09-98
Prorenta Afianzar 01-12-98
Siembra Ethika-Jacarandá 01-07-99
Prorenta San José 01-10-99
Orígenes Previnter 01-01-01
Met 21-03-01
Siembra Generar 01-10-01

Fuente: Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubila-
ciones y Pensiones (SAFJP).

a Tomó el nombre de Activa-Anticipar.
b Tomó el nombre de Profesión+Auge.
c Tomó el nombre de Ethika-Jacarandá y a partir del 25/06/97 cam-

bió su nombre a Ethika.
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IV
El modelo

En esta sección se desarrollará un modelo de
maximización de beneficios de las firmas participan-
tes en el mercado de AFJP argentino, en el que estas es-
tablecen precios de acuerdo a las características de la
demanda, dado el grado de diferenciación del produc-
to decidido previamente por ellas. De acuerdo con
Tirole (1990), los precios pueden ajustarse más rápi-
damente que las características del producto. Con el
objeto de formalizar esta idea, se supondrá que las
empresas consideran estas características al establecer
sus precios.

Considérese N firmas que ofrecen un único bien
o servicio j. Cada producto cuenta con características
propias denotadas por Vj y Hj. El vector Vj representa
las características propias de una estrategia de diferen-
ciación vertical de producto, básicamente aquellas re-
lacionadas con la calidad del bien ofrecido y el
esfuerzo publicitario. Por su parte, el vector Hj man-
tiene características del bien relacionadas con una es-
trategia de diferenciación horizontal de producto.

Asimismo, las firmas establecen precios no linea-
les sobre la base de una doble estructura,5 una comi-
sión fija en pesos, y una comisión variable proporcional
al nivel de ingreso imponible, del tipo:

p p p yj fj vj i= + . (1)

donde pfj representa la comisión fija en pesos, pvj es la
comisión variable entre cero y uno, e  yi es el ingreso
imponible del consumidor i.

Las señales de precios enviadas por las adminis-
tradoras al mercado pueden ser vistas desde dos pers-
pectivas diferentes: como porcentaje del ingreso
imponible del afiliado o como valor total a pagar en
pesos. Desde el primer punto de vista, la existencia de
una comisión fija hace que dicho precio sea decreciente
a medida que se incrementa la base imponible, mien-
tras que desde el segundo, la existencia de una comi-
sión variable implica que el precio final sea creciente
conforme al ingreso.

Considérense también dos grupos de consumido-
res diferenciados por el nivel de ingreso imponible. Un

grupo con un nivel de ingreso alto definido como yA
y un segundo grupo con un ingreso medio o bajo de-
notado por yB. Cada grupo de consumidores cuenta con
una diferente elasticidad-precio (fijo y variable) de la
demanda.

De esta manera, y dado el establecimiento de un
precio no lineal en dos partes, las firmas pueden optar
de acuerdo a su función objetivo por fijar una combi-
nación de precio fijo y variable tal que capte preferen-
temente a la mayor cantidad de afiliados de uno de los
grupos.

Dada la diferencia de elasticidades entre consu-
midores, las firmas tienen dos estrategias de fijación
de precio: cobrar una comisión fija mayor a la del
promedio del mercado y una comisión variable menor
a la media o, por el contrario, cobrar una comisión fija
menor a la del promedio del sistema pero una comi-
sión variable superior. Esta decisión dependerá del tipo
de afiliados potenciales que la administradora quiera
captar para maximizar sus beneficios.

Se entiende que el servicio ofrecido por las ad-
ministradoras es un bien normal, cuya elasticidad-
precio, tanto fijo como variable, de la demanda es
negativa. Asimismo, se establece que aquellos consu-
midores de ingresos altos preferirán un precio com-
puesto por una alta comisión fija pero una baja
comisión variable, dado que esto implica una menor
proporción de sus ingresos. Por su parte, los consumi-
dores de ingresos medios y bajos preferirán una estruc-
tura de precio contraria, que implica una menor
proporción de sus ingresos.

Por lo tanto, se supone que la elasticidad-precio
variable de la demanda de afiliados de ingresos altos
es mayor que la elasticidad-precio variable de la de-
manda de ingresos medios y bajos, y a la inversa con
respecto al componente fijo del precio. En este senti-
do, se establece que:
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donde SjA y SjB son las participaciones en el mercado
de consumidores de ingresos altos y de ingresos me-
dios/bajos, respectivamente, de la firma j.

5 El precio formado por dos componentes estuvo vigente desde el
inicio del sistema de capitalización hasta diciembre de 2001.
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 Dado esto, y suponiendo costos marginales igua-
les y constantes (y, por lo tanto, iguales a los costos
medios),6 el beneficio de la firma j viene dado por:

j j j j jp q c q= (3)

donde:

j es el beneficio de la firma j
pj es el precio de la firma j
qj  es la cantidad vendida por la firma j
cj  es el costo marginal de la firma j.

El beneficio de la firma está dado por la diferen-
cia entre sus ingresos y costos. El ingreso de las AFJP es
el producto del precio no lineal en dos partes estableci-
do y la cantidad de afiliados (efectivamente aportantes)
a las que les provee la administración de un fondo
previsional:

I p p y M sj fj vj i j j= +( ) ( )1 (4)

donde:
M es el tamaño del mercado total (afiliados totales)
yi es el nivel de ingreso medio imponible del afiliado

del tipo i
sj es la participación en el mercado de afiliados de la

firma j

j es la tasa de evasión de estos afiliados de la firma j.
El ingreso de las firmas no sólo depende de la

cantidad de afiliados, sino también del nivel del ingreso
y la tasa de evasión de los mismos. Dicha tasa de eva-
sión es el porcentaje de afiliados que no realizan sus
aportes obligatorios. En este sentido, la expresión (1- j)
es la relación aportantes/afiliados examinada en la sec-
ción anterior. En efecto, un alto nivel de ingreso me-
dio de los afiliados y una baja tasa de evasión
implicarían ingresos elevados, y viceversa.

Considerando que los costos totales de la firma j
son el resultado del producto entre el costo medio y la
cantidad total de afiliados de la firma, la función de
beneficios de la firma está dada por:

j fj vj i j j j jp p y M s c M s= +( ) ( )1 (5)

Del ejercicio de elección de precios que maximiza
beneficios se desprenden las siguientes combinaciones
de precio fijo y variable:
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De (6) y (7) se obtiene la combinación de precio
fijo y variable, los cuales se igualan a la diferencia
entre el costo marginal y lo ingresado por el otro tipo
de precio, más un margen de ganancia que depende
negativamente de la elasticidad precio de la demanda.
Las expresiones halladas precedentemente permiten
conocer cómo serán las combinaciones de precios se-
gún la población demandante a la que desea apuntar
la firma.

Comenzando por la expresión hallada para el pre-
cio fijo, nótese que este depende negativamente del
precio variable (proporcional al ingreso). En la medi-
da en que la diferencia entre el precio variable y el
costo marginal se reduce, el precio fijo disminuye.

A partir de esto, se supone la presencia de dos ti-
pos de administradoras, la firma j y la firma r (por sim-
plicidad analítica, ambas con la misma tasa aportantes/
afiliados).7 La primera de estas firmas pretende captar
la demanda de ingresos altos, mientras que la empresa
r busca satisfacer la demanda de ingresos bajos. Dado
esto, las funciones de precio fijo de cada una de las
firmas son:
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El precio fijo establecido por la empresa j es
mayor que el precio fijo establecido por la firma r,
debido a que la elasticidad precio fijo de la demanda
de ingresos bajos es mayor que la elasticidad precio
fijo de la demanda de ingresos altos.

6 Este supuesto dista mucho de la realidad, pero para los fines per-
seguidos puede ser utilizado.

7 Este supuesto sólo se utiliza con fines analíticos. En la práctica se
identifican diferencias entre grupos de firmas, siendo el desvío
estándar respecto del promedio de este indicador (0,35) igual a 0,06.
De acuerdo a lo examinado en la sección III, la heterogeneidad en
este indicador permite establecer diferencias financieras entre las
firmas, dado que si bien las AFJP perciben ingresos por sus aportantes,
deben afrontar costos por toda su cartera de clientes.
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*

Por otra parte, el precio variable depende negati-
vamente del valor que tome el precio fijo. Se podría
sugerir, a estas alturas, que la firma j definirá un pre-
cio variable menor al precio establecido por la firma
r. Ambos precios están dados por:
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Dado que la elasticidad precio variable de la de-
manda de ingresos altos es mayor que la misma elas-
ticidad de la demanda de ingresos medios y bajos, el
precio variable establecido por la firma j es menor al
fijado por la firma r. En otras palabras, la libertad de
fijar precio, tanto fijo como variable, se encuentra li-
mitada por la sensibilidad de la demanda objetivo a
dichos precios.

Con estas dos posibles combinaciones de precios
(fijo y variable), el precio total que la firma envía al
mercado se encuentra en función del ingreso de los
consumidores, tal como se representa en el gráfico 3.

El precio final cobrado por las firmas dedica-
das a satisfacer la demanda de ingresos altos es
significativamente mayor al precio cobrado por las
firmas cuyo interés es la demanda de ingresos me-
dios y bajos, en aquellos casos en los que el nivel
de ingreso imponible es menor a yi . Lo contrario
ocurre para el conjunto de la demanda de ingresos
mayores a yi .

*

GRÁFICO 3

Argentina: Precio que cobran las firmas, por
niveles de ingresos, según la estrategia de
la demanda

Fuente: Elaboración propia.
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Este comportamiento diferenciado entre firmas se
asocia al objetivo principal derivado de la maximi-
zación de beneficios, para lo cual los dos grupos de
firmas mencionados encuentran caminos alternativos. El
primer conjunto de empresas lo hace a través de la cap-
tación de afiliados de altos ingresos sin considerar su
participación en el mercado, mientras que el segundo
procura su objetivo buscando alcanzar a la mayor can-
tidad de afiliados, en su mayoría de ingresos medios y
bajos. Este diferente comportamiento entre grupos de
administradoras mediante la focalización en distintos
segmentos de la demanda, permite relajar la competen-
cia entre ambos grupos, aunque no así la existente en-
tre firmas pertenecientes a un mismo conjunto.

V
Evidencia empírica

Las señales de precios enviadas al mercado por cada
una de las administradoras son las denominadas “co-
misiones” que se cobran a sus afiliados. Desde el ini-
cio del sistema y hasta noviembre de 2001, el precio
cobrado por cada firma tenía una estructura doble: un
valor fijo en pesos y una comisión variable como por-
centaje del ingreso imponible. De acuerdo a este es-
quema de precios, la comisión media del sistema era
decreciente en el ingreso imponible.

El gráfico 4 expone la evolución de la comisión
media efectiva como porcentaje del ingreso imponible
del sistema. Se observa que la comisión media efecti-
va para el sistema en su conjunto es constante en el
tiempo hasta diciembre de 2001, momento en el cual
el precio medio del mercado experimenta un marcado
descenso, hasta ubicarse en un promedio del 2,24% del
ingreso imponible.
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Dicha caída se produce por la baja del costo del
seguro de invalidez y fallecimiento, debida a la acu-
mulación de reservas realizada por las administra-
doras en el 2001. Asimismo, en dicho mes comienza
a regir el Decreto N° 1495/01, que eliminó las co-
misiones fijas por considerar que su efecto era re-
gresivo sobre los consumidores de ingresos medios
y bajos.

Desde el inicio del sistema y hasta diciembre de
2001, se identifican dos grupos de firmas, según su es-
tructura y el valor de sus comisiones. El primer grupo
es aquel formado por las empresas que cobran una co-
misión fija en pesos elevada (con relación al prome-
dio del sistema), pero con un componente variable
bajo. Un segundo grupo utiliza, en cambio, una comi-
sión fija baja pero con un componente variable eleva-
do. El cuadro 3 muestra la dispersión por firma de la
comisión fija respecto al promedio del sistema, para el
período 1995-2001; este se encuentra ordenado de ma-
nera descendente por la primera columna. En el cuadro
indicado se observa la gran dispersión en el precio fijo
cobrado por las firmas; en él se identifican los grupos
mencionados anteriormente. En el año 1995, Generar,
Arauca Bit, Claridad y Savia mantuvieron una comi-
sión fija del 159% por encima del promedio del siste-
ma, alcanzando los 5 pesos. Por otra parte, se distingue
un segundo grupo de firmas que mantienen una dis-

GRÁFICO 4

Argentina: Evolución de la comisión media efectiva,
diciembre de 1995 - marzo de 2004
(Porcentajes)
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Fuente: Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).

persión negativa del orden del 100%. Estas adminis-
tradoras, entre las que se encuentran Consolidar, Fu-
tura, Prorenta, San José, Más Vida y Ethika, o bien no
cobraban un precio fijo, o establecían una comisión fija
un 55% mayor que el promedio

A septiembre de 2001, y como consecuencia del
proceso de fusiones y absorciones, se identifican solo
dos firmas, Arauca Bit y Generar, con una comisión
fija 200% mayor que la prevaleciente en el sistema. Las
restantes empresas siguen vigentes, aunque con modi-
ficaciones en su participación como consecuencia del
cambio de política de fijación de precios en algunas
de ellas.8 Del mismo modo, el cuadro 4 presenta la
dispersión porcentual del precio variable establecido
por las firmas para el período bajo estudio. Este se
encuentra ordenado descendentemente por la primera
columna. Se observa una simetría con el cuadro 3:
aquellas firmas que mantenían una dispersión de la
comisión fija respecto al promedio del sistema por
encima del 100% son las mismas que mantienen una
dispersión negativa en su comisión variable superior
al 16% en promedio. Estas firmas son Generar,

8 A modo de ejemplo, Consolidar, que históricamente no tenía una
comisión fija, comenzó a cobrarla a partir del tercer trimestre del
2000.
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CUADRO 3

Argentina: Dispersión porcentual de la comisión fija respecto
 al promedio del sistema, por firma, 1995-2001

AFJP/Año 31/12/1995 31/12/1996 31/12/1997 31/12/1998 31/12/1999 31/12/2000 30/09/2001

Generar 158,62 290,70 204,76 208,88 237,12 147,03 176,23
Arauca Bit 158,62 144,19 242,86 247,49 279,25 177,91 210,76
Claridad 158,62 144,19 90,48
Savia 158,62
Siembra 55,17 46,51 14,29 15,83 26,42 –7,36 3,59
Orígenes 29,31 22,09 –4,76 –3,47 5,35 –22,80 –13,68
Unidos 29,31 22,09 –4,76 –3,47 5,35 –22,80 –100,00
Patrimonio 16,38 9,88
Ethika–Jacarandá 3,45 –2,33 204,76 208,88
Afianzar 3,45 –2,33 –23,81
Previsol 3,45 –2,33 –23,81 –22,78 –15,72 –22,80 –13,68
Profesión 3,45 –2,33 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00
Previnter 0,86 –4,77 –25,71 –24,71 –17,83 –39,79
Máxima –1,72 –7,21 –27,62 –26,64 –19,94 –24,35 –15,41
Activa–Anticipar –22,41 –26,74
Fecunda –27,59 –31,63 –46,67
Activa –53,45 –100,00
Nación –74,14 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00
Consolidar –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –22,80 –13,68
Futura –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 60,57 79,55
Prorenta –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –100,00 –22,80 –13,68
San José –100,00 –100,00 –100,00 –100,00
Más Vida –100,00 –100,00
Ethika –100,00
Met –100,00

Promedio del sistema 1,93 2,05 2,63 2,59 2,37 3,24 2,90

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).

CUADRO 4

Argentina: Dispersión porcentual de la comisión variable
respecto al promedio del sistema, por firma, 1995-2004

AFJP/Año 31/12/1995 31/12/1996 31/12/1997 31/12/1998 31/12/1999 31/12/2000 31/12/2001 31/12/2002 31/12/2003 31/03/2004

Generar –19,65 –27,48 –25,54 –31,30 –31,84 –30,41
Arauca Bit –16,56 –14,86 –28,78 –28,03 –28,59 –27,10 –21,28 –20,95 –17,75 –17,75
Savia –11,61
Claridad –8,83 –6,98 –4,50
Futura –7,29 –5,41 –2,88 –1,85 –2,62 –2,24 5,11 4,95 10,33 10,33
Unidos –4,20 –2,25 0,36 1,42 0,62 2,73 6,45 6,29 14,34 14,34
Ethika–Jacarandá –1,11 –11,71 –22,30 –21,48
Más Vida 0,44 2,48
Orígenes 0,44 2,48 5,22 6,32 5,49 7,70 5,11 4,95 4,31 4,31
Consolidar 1,98 4,05 6,83 7,96 7,12 7,70 3,76 3,61 3,91 3,91
Ethika 1,98
Previnter 1,98 4,05 6,83 7,96 7,12 9,36
Previsol 1,98 4,05 6,83 7,96 7,12 7,70 2,42 2,27 1,50 1,50
Profesión 1,98 4,05 3,60 –1,85 –2,62 –0,59 5,11 1,82 –13,74 –13,74
Activa–Anticipar 3,53 5,63
Afianzar 3,53 –2,25 0,36
Máxima 3,53 5,63 8,45 9,60 8,74 7,04 2,42 2,27 4,31 4,31
Patrimonio 5,07 7,21
San José 5,07 7,21 10,07 11,23
Siembra 5,07 7,21 10,07 11,23 10,36 7,70 2,87 2,72 16,35 16,35
Activa 8,16
Fecunda 8,16 4,05 6,83
Nación 8,16 2,48 5,22 6,32 5,49 –0,59 –1,60 –1,75 –5,72 –5,72
Prorenta 8,16 10,36 13,31 14,50 13,61 11,01 2,42 6,74 –4,11 –4,11
Met –12,78 –12,91 –13,74 –13,74

Promedio del sistema 3,24 3,17 3,09 3,06 3,08 3,02 2,24 2,24 2,49 2,49

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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Arauca Bit, Savia y Claridad. El resto de las firmas
mantienen una dispersión entre un mínimo de –7,29%
y un máximo de 8,2%.

En el año 2002, la diferencia entre firmas es
mayor. En un extremo se encuentran Arauca Bit y Met,
con una dispersión de la comisión variable del –21%
y –13%, respectivamente, en tanto que el resto de las
AFJP mantienen una dispersión entre –1,60% (Nación)
y 6,45% (Unidos). Asimismo, y a marzo de 2004, la
dispersión se distribuye entre –17,75% y 16,35%.

En los gráficos 5 y 6 se presentan, por firmas, los
diferentes precios en pesos que debieron afrontar los

afiliados según su escala de ingresos en 1999 y 2001.
Dichos gráficos representan el caso real del gráfico 3.

Se verifica lo mencionado anteriormente sobre las
dos categorías de firmas según su estructura de precios.
Generar y Arauca Bit tienen un esquema de comisión
fija elevada (en promedio 8,5 pesos) y comisión va-
riable baja (2,1% del ingreso imponible), mientras que
el resto de las firmas, excluyendo a Met que inició sus
operaciones en el 2001, cuentan con un esquema in-
verso.9

En 1999, el individuo marginal era aquel con in-
greso imponible de 1.200 pesos y 900 pesos, según si

9 En el año 2002, Generar fue absorbida por Siembra, quedando
como referentes del primer grupo de firmas Arauca Bit y Met. Esta
última, sin embargo, inició la actividad sin cobrar una comisión

fija, aunque mantuvo siempre una comisión variable menor a la del
promedio del sistema.

GRÁFICO 5

Argentina: Precio cobrado por las firmas según escala
de ingresos, en pesos, 1999

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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GRÁFICO 6

Argentina: Precio cobrado por las firmas según escala
de ingresos, en pesos, 2001

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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se considera a Arauca Bit o Generar, respectivamente.
Este mismo individuo en el año 2001 contaba con un
ingreso de 1.100 pesos y de 900 pesos.

Como primera conclusión, es posible identificar
dos grupos de firmas diferenciadas por la estructura de
precios establecida. Por un lado, se encuentran las fir-
mas que establecen una comisión fija elevada y una
comisión variable baja, mientras que por otro lado se
encuentran las firmas con una estrategia de precios
opuesta.

Con el fin de poder asociar esta diferenciación de
combinaciones de precios a una estrategia de segmen-
tación del mercado según el nivel de ingreso de los
afiliados, el gráfico 7 muestra la relación entre el ni-
vel de ingreso medio imponible de los afiliados y la
comisión fija por AFJP para el año 2001.

En el gráfico 7 se excluyó a Met, por mantener
un grupo de afiliados de ingresos altos (en promedio
con un salario de 2.391 pesos) sin establecer una co-
misión fija. Se observa claramente la asociación lineal

entre ambas variables, sugiriendo la relación positiva
entre comisión fija e ingreso imponible de los afilia-
dos. En efecto, y considerando todo el período bajo
estudio, el índice de correlación simple entre ambas
variables es de 0,60.

Del mismo modo, el gráfico 8 presenta la relación
entre el ingreso medio de los afiliados y la comisión
variable, para el año 2001. Nuevamente se trata de una
relación significativa, en este caso negativa, entre el nivel
de las comisiones variables y el ingreso de los afiliados.
Como en el gráfico anterior, se excluye a Met que, jun-
to al establecimiento de una comisión variable baja
mantuvo dos medidas adicionales que intensificaron la
captación de afiliados de ingresos altos. La primera de
ellas es la no fijación de una comisión fija, mientras
que la segunda está asociada a la definición de una
política comercial en base a sucursales y promotores,
focalizada en el grupo de afiliados en cuestión.

Asimismo, y como lo muestran los dos últimos
gráficos, la dispersión en el nivel de ingreso medio del
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GRÁFICO 7

Argentina: Relación entre la comisión fija
y el ingreso medio de los afiliados, 2001

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de
Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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GRÁFICO 8

Argentina: Relación entre la comisión
variable y el ingreso medio de los
afiliados, 2001
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de
Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).

CUADRO 5

Argentina: Estimación del logaritmo natural
del ingreso medio de las firmas
Variable dependiente: ln (ingreso medio)

Variables Efecto fijo Efecto aleatorio

ln (precio variable) –0,9144465a –1,258644a

(0,3063558) (0,2462656)
ln (precio fijo) 0,1174472b 0,0071327

(0,0680741) (0,0536171)
ln (ingreso medio afiliado) 0,1490118a 0,2384462a

(0,0661792) (0,0561991)
ln (aportantes/afiliados) 1,200626a 1,20912a

(0,0652126) (0,0599254)
Constante –0,8827486c –1,025611a

(0,5255145) (0,474381)

N° de observaciones 269 269
R2 0,8561 0,8761
F 141,67
Prob > F 0,000
Wald Chi2 736,99
Prob > Ch2 0,000

Fuente: Elaboración propia

a Estadísticamente significativo al 1% de confiabilidad.
b Estadísticamente significativo al 5% de confiabilidad.
c Estadísticamente significativo al 10% de confiabilidad.

afiliado entre grupos de AFJP, a partir de un promedio
de 964 pesos para todo el sistema, es significativa. El
ingreso medio de los afiliados a Arauca Bit, Generar
y Met es en promedio de 1.833 pesos, mientras que el
de los afiliados al resto del sistema promedia los 703
pesos. Ambas estrategias estuvieron dirigidas a lograr
un único fin: maximizar los ingresos medios. De la
ecuación de beneficios (5) se desprende que los ingre-
sos medios de cada administradora dependen de la es-
tructura de precios establecidos por la firma, del salario
medio de los afiliados y de la relación aportantes/afi-
liados.

Sobre la base de un panel de datos trimestrales
comprendido entre diciembre de 1995 y septiembre de
2001, se estimó la función de ingreso medio lineal en
logaritmo natural, a través de mínimos cuadrados con
efectos fijos y aleatorios. Las variables explicativas
definidas son el precio fijo, la comisión variable, el
salario medio del afiliado de cada firma y la relación
aportantes/afiliados. El cuadro 5 presenta los resulta-
dos obtenidos.

La estimación bajo un modelo de estimadores
intragrupos por efectos fijos es la que mejor ajusta de
acuerdo al test de Hausman. No obstante, y en rela-
ción a lo analizado precedentemente, las variables
explicativas del modelo se encuentran correlacionadas
parcialmente entre sí. Este hecho genera un problema
de multicolinealidad imperfecta en la estimación, que
impide descomponer el efecto que cada una tiene so-
bre la variable dependiente. Sin embargo, dado que no
se anula la significatividad de ninguno de los coeficien-

tes estimados y que el objetivo del presente ejercicio
es conocer el signo que los acompaña, los estimadores
siguen siendo los “mejores estimadores lineales
insesgados” (MELI).

Con una buena explicación de la varianza total
(0,85), los resultados obtenidos son los esperados. Las
comisiones variables tienen un efecto negativo sobre
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la recaudación media de las firmas, mientras que las
comisiones fijas poseen el efecto contrario. Asimismo,
el nivel de salario de los afiliados y la relación
aportantes/afiliados mantienen un efecto positivo so-
bre el nivel de ingreso medio de las administradoras.
En resumen, aquellas firmas con menores comisiones
variables y mayores comisiones fijas obtienen los
mayores niveles de recaudación por afiliados. Estos
resultados se potencian cuanto mayor es la participa-
ción de afiliados de ingresos altos en su demanda y en
la medida en que se aumenta la proporción de
aportantes efectivos.

En este sentido, una mayor relación aportantes/
afiliados permite la obtención de mayores ingresos
medios y un mejor desempeño financiero, lo que otor-
ga a las firmas una mayor capacidad no solo para per-
manecer en el mercado, sino también para establecer
precios más competitivos. Paralelamente, las firmas
con una mayor tasa de cotizantes sobre afiliados son
aquellas que dirigen sus esfuerzos a la demanda de
altos ingresos: Arauca Bit, Generar y Met.

Esto se encuentra asociado a la mayor capacidad
de los consumidores de ingresos altos para hacer fren-
te a la contribución previsional, debido a diversos fac-
tores como la mantención de la condición de empleo
formal y una mayor capacidad financiera para afron-
tar shocks de ingresos negativos.10

Los resultados obtenidos avalan el postulado de
la existencia de una política de discriminación de pre-
cios por parte de dos grupos de empresas claramente
identificadas, con el objeto de segmentar el mercado
según el nivel de ingreso de la demanda y maximizar
la recaudación media.

En efecto, un grupo de firmas maximiza sus in-
gresos mediante el aumento de la cantidad de afilia-
dos totales sin tener en cuenta sus salarios, lo cual le
proporciona un ingreso medio bajo, mientras que un
segundo conjunto de firmas maximiza sus ingresos a
través de la atracción de afiliados con salarios altos y
cuya probabilidad de efectuar de manera continua el
aporte mensual sea alta.

Este fenómeno plantea un interrogante: por qué
las administradoras dedicadas a satisfacer la demanda
de ingresos medios y bajos no reaccionaron y modifi-
caron su política comercial, en especial de fijación de
precios, para satisfacer la demanda de ingresos altos y
así lograr el incremento de sus ingresos medios.

El gráfico 9 presenta la distribución de la pobla-
ción económicamente activa en condición de ocupa-
da, según el nivel de ingresos percibidos
mensualmente durante el año 2000. Se observa que
en el 2000 el ingreso medio de la población econó-
micamente activa en condición de ocupada es de
528,9 pesos, con una dispersión de 639,8 pesos. En
este sentido, la población se encuentra concentrada en
los tramos de ingresos más bajos, en tanto que los
individuos de mayores ingresos tienen la menor par-
ticipación sobre el total.

Por tal motivo, es posible sugerir que si bien exis-
te una gran dispersión en el nivel de ingreso de la
demanda (población económicamente activa y ocupa-
da), los consumidores de altos ingresos mantienen una
pequeña participación en el total del mercado; por lo
tanto, la entrada de nuevos competidores en dicho seg-
mento elimina las economías de escala existentes,
obligando a reducir el número de administradoras de-
dicadas a él.

En noviembre del 2001 se sancionó el Decreto
N° 1495/01 que elimina las comisiones fijas, reducien-
do el potencial efecto regresivo de las comisiones so-
bre los afiliados de menores recursos. A partir de allí,

10 Una hipótesis alternativa sostiene que los trabajadores de mayo-
res ingresos son aquellos con mayor información y, por lo tanto,
con una mayor valoración del futuro.

GRÁFICO 9

Argentina: Distribución de la población
económicamente activa ocupada según
nivel de ingresos mensuales, 2000
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Fuente: Elaboración propia basada en la Encuesta Permanente de
Hogares, del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC,
2000).
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sólo se permite el establecimiento de una única comi-
sión variable proporcional al ingreso imponible, lo que
limita la posibilidad de segmentación de la demanda
y obliga al establecimiento de un único precio, propor-
cional al ingreso imponible.

El gráfico 10 muestra claramente cómo desapa-
rece el individuo marginal, dado que existe un solo tipo
de precio, proporcional al ingreso imponible, lo que
elimina la posibilidad técnica de segmentación del
mercado.

GRÁFICO 10

Argentina: Precio cobrado por las firmas según escala de
ingresos, en pesos, 2002

Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (SAFJP).
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Conclusiones

Con la sanción de la Ley N° 24.241, vigente desde julio
de 1994, se instituye el Sistema Integrado de Jubila-
ciones y Pensiones (SIJP), destinado a cubrir las con-
tingencias de vejez, invalidez y fallecimiento. Dicho
sistema se encuentra conformado por dos regímenes:
un régimen público que se basa en el otorgamiento de
prestaciones por parte del Estado, y que es financiado
por un sistema de reparto y administrado por la Ad-

ministración Nacional de Seguridad Social (ANSES), y
un régimen que se basa en la capitalización individual,
administrado por empresas privadas: las Administra-
doras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP).

A partir de ese momento, la magnitud del siste-
ma de capitalización privado ha sido creciente y sig-
nificativa, pues la participación de los afiliados al
sistema de capitalización privada ha aumentado más
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que aquella en el sistema previsional en su conjunto,
pasando de un 66,7% en 1996 a un 79,2% en el 2002.
Paralelamente, la cantidad de afiliados al régimen de
reparto no sólo sufrió una caída en su participación
dentro del sistema en su conjunto, sino que también
un drenaje de afiliados que optaron por el nuevo siste-
ma privado de capitalización, experimentando una
variación negativa del 13,66% entre ambos años.

Considerando los resultados que se indican en la
sección III de este trabajo, el mercado de AFJP argenti-
no ha experimentado un significativo proceso de con-
centración, en el que las primeras cuatro firmas han
logrado concentrar el 72% del mercado. Dicho fenó-
meno es el resultado tanto del número de fusiones y
absorciones verificadas en la industria como del mar-
co normativo referente a la designación de administra-
dora para los indecisos, principalmente en los primeros
años del sistema.

Desde la creación del nuevo régimen privado de
capitalización y hasta diciembre del 2001, las adminis-
tradoras establecían un cobro no lineal en dos partes: un
componente fijo en pesos y una comisión variable pro-
porcional al nivel de ingreso imponible de sus afiliados.

Como consecuencia de esto, se identificaron dos
grupos de firmas. El primero, conformado por las ad-
ministradoras que establecieron una comisión fija alta
y una comisión variable baja (en relación al prome-
dio del sistema) con el fin de captar a los afiliados
de ingresos altos. Entre ellas se encuentran Arauca
Bit, Met y Generar. El segundo, compuesto por aque-
llas empresas con una política de fijación de precios
inversa, abocadas a captar a los afiliados de ingresos
medios y bajos.

Este fenómeno está asociado a diferencias en las
elasticidades precio de la demanda. En este sentido, los
afiliados de ingresos altos cuentan con una elasticidad
precio fijo menor que la demanda de ingresos medios
y bajos, dada su participación porcentual en el ingreso
total. Por el contrario, la elasticidad precio variable de
los primeros resulta mayor a la de los afiliados de in-
gresos medios y bajos.

Ambas estrategias diferenciadas estuvieron diri-
gidas a lograr un mismo objetivo: maximizar los in-
gresos medios. En efecto, un grupo de firmas maximizó
sus ingresos mediante el aumento de la cantidad de
afiliados totales, sin tener en cuenta los salarios de
estos, lo cual le proporciona un ingreso medio bajo;
un segundo conjunto de firmas, en cambio, maximizó
sus ingresos mediante la atracción de afiliados de sa-
larios altos cuya probabilidad de efectuar de manera
continua el aporte mensual sea alta.

De acuerdo a la función de beneficios estableci-
da en el presente trabajo, y sobre la base de un panel
de datos trimestral comprendido entre diciembre de
1995 y septiembre de 2001, se estimó la función de
ingreso medio lineal en logaritmo natural, a través de
mínimos cuadrados con efectos fijos. Las variables
explicativas definidas fueron el precio fijo, el precio
variable, el salario medio del afiliado y la relación
aportantes/afiliados.

Los resultados obtenidos sugieren que las comi-
siones variables tienen un efecto negativo sobre la
recaudación media de las firmas, mientras que las co-
misiones fijas tienen el efecto contrario. Asimismo,
el nivel de salario de los afiliados y la relación
aportantes/afiliados mantienen un efecto positivo so-
bre el nivel de ingreso medio de las administradoras.
En resumen, aquellas firmas con menores comisiones
variables y mayores comisiones fijas obtienen los
mayores niveles de recaudación por afiliados. Estos
resultados se potencian cuanto mayor es la participa-
ción de afiliados de ingresos altos en su demanda y
en la medida que se aumenta la proporción de
aportantes efectivos.

Por lo tanto, se confirma el postulado de que
existe una política de discriminación de precios por
parte de dos grupos de empresas claramente identifi-
cadas, con el objeto de segmentar el mercado según el
nivel de ingreso de la demanda y de maximizar la re-
caudación media.

Sin embargo, y dado el tamaño de la población
de altos ingresos, no resulta económicamente eficien-
te la entrada de nuevos participantes en dicho segmento
de la demanda, ya que se agotarían las economías de
escala y consecuentemente caería la recaudación me-
dia hasta un punto que obligaría a algunas firmas a
retirarse del mercado.

La posibilidad de segmentar la demanda permite
a las firmas participantes reducir la competencia por
medio del precio y la rentabilidad, ya que cada grupo
de AFJP cuenta con cierto grado de capacidad para com-
portarse como oligopolista dentro de su segmento de
mercado. Esto implica el alcance de un equilibrio no
competitivo y, por lo tanto, con pérdidas de excedente
del consumidor.

A partir del año 2002 y como un intento de eli-
minar el carácter regresivo de la comisión fija, el ente
regulador estableció la prohibición de cobrar una tari-
fa en dos partes. A partir de ese año las firmas se en-
cuentran sujetas al cobro de una comisión variable
proporcional al ingreso de los afiliados. No existe en-
tonces la posibilidad técnica de segmentar el mercado
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y es posible esperar un juego a la Bertrand. Sin em-
bargo, hay mecanismos alternativos para evitar la com-
petencia precio en todo el mercado, tales como la
diferenciación del producto, las políticas comerciales
focalizadas y los acuerdos tácitos que impiden alcan-
zar un equilibrio de mercado eficiente.

Lo que se necesita es una participación activa del
ente regulador, con el diseño de instrumentos para se-

Bresnahan, T. (1989): Empirical studies of industries with market
power, Handbook of Industrial Organization, capítulo 17, vol. I,
Amsterdam, Elsevier Science Publishers.

Curry, B. y K. George (1983): Industrial concentration: a survey,
Journal of Industrial Economics, vol. 31, N° 4, Oxford, Rei-
no Unido, Blackwell Publishing.

INDEC (Instituto Nacional de Estadística y Censos) (2000): Encues-
ta Permanente de Hogares, Onda mayo, Buenos Aires.

guir de cerca el comportamiento no solo de la oferta
(niveles de precio, gasto, tipo de publicidad y otros), sino
también de la demanda, y generar un mayor flujo de
información que permita mejorar las decisiones de los
individuos, todo ello enmarcado en un contexto más
amplio de estudio que incluya la estructura de costos
de la industria, políticas de diferenciación de produc-
to y comportamiento estratégico.
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capacidad tecnológica local

Jorge Katz

Este trabajo examina el papel del cambio estructural como fuente

del crecimiento económico y del desarrollo institucional y tecnológico.

Con la creación de nuevas actividades, la capacidad de organización

productiva local y las instituciones experimentan cambios significativos,

que alteran las fuentes esenciales de crecimiento de la sociedad. Se

trata de un proceso complejo que entraña externalidades de todo tipo y

nuevas formas de aglomeración e interdependencia directa entre

actores económicos, que no puede comprenderse a cabalidad en el

lenguaje de la teoría moderna del crecimiento. En los modelos

neoclásicos, el crecimiento económico se considera en términos de un

algoritmo de equilibrio carente de instituciones, en que las interacciones

de lo macroeconómico y microeconómico, los cambios de la estructura

productiva, la evolución conjunta de las fuerzas económicas,

institucionales y tecnológicas, y el proceso de creación y destrucción de

la capacidad de organización productiva que toman forma en la

economía durante el proceso de crecimiento no adecuadamente

tratados son objeto de suficiente análisis. Este artículo sostiene que la

esencia del desarrollo son precisamente estas interacciones de lo

macroeconómico y lo microeconómico y el proceso de creación de

nuevas instituciones y capacidades tecnológicas.
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Una versión anterior de este trabajo se presentó al seminario
“Crecimiento económico con equidad: retos para América Latina”
(Santiago de Chile, 1 y 2 de septiembre de 2005), organizado por
la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL),
con el apoyo de la Fundación Ford y la Sociedad Alemana de Co-
operación Técnica (GTZ).

I
Introducción

Durante más de tres décadas, en diferentes momentos
y con distintos grados de éxito, los países latinoame-
ricanos introdujeron reformas estructurales de merca-
do, abriendo sus economías a la competencia externa,
desregulando los mercados y privatizando las activi-
dades económicas. Al aplicar esas reformas, se aleja-
ron considerablemente de los regímenes orientados
hacia adentro y liderados por el Estado, vigentes en el
período de posguerra. Las nuevas políticas, junto con
el rápido proceso de globalización de la economía
mundial que se desarrolló durante el decenio de 1990,
dieron lugar a una profunda transformación del entor-
no económico, institucional y tecnológico de cada uno
de los países de la región. Estos países experimenta-
ron un cambio significativo en su estructura producti-
va y su modelo de funcionamiento institucional y
socioeconómico, que ha influido en su crecimiento,
competitividad internacional, equidad y desarrollo de
la capacidad tecnológica local.

La visión neoclásica no es realmente útil para el
examen de estos temas. La moderna teoría del creci-
miento se especifica en términos de un algoritmo de
equilibrio carente de instituciones, en el cual las
interacciones de lo macroeconómico y lo microeco-
nómico, los cambios de la estructura productiva, la
evolución conjunta de las fuerzas económicas,
institucionales y tecnológicas, y el proceso de creación
y destrucción de la capacidad de organización produc-
tiva que exhibe la economía durante el proceso de
crecimiento económico, no son objeto de suficiente
análisis. A nuestro juicio, las interacciones de lo
macroeconómico a lo microeconómico y la creación
de nuevas instituciones y capacidades son de impor-
tancia fundamental para comprender la esencia del
desarrollo económico.

Contrariamente a lo que pensaban los responsa-
bles de las políticas y los economistas académicos
cuando comenzaron a promoverse las reformas de

mercado en la década de 1970, los resultados de esas
reformas han sido mucho menos favorables de lo que
se esperaba. Esto se advierte claramente si se compa-
ran las tasas de crecimiento del producto interno bru-
to (PIB), la competitividad internacional, la capacidad
de la economía de crear nuevos puestos de trabajo y
el grado de equidad con que los beneficios del creci-
miento se han distribuido entre los distintos estamentos
de la sociedad, con lo observado en las décadas de la
posguerra. En lo que respecta a la capacidad tecnoló-
gica, se observa que, debido a la destrucción y crea-
ción de capacidad productiva, la capacidad tecnológica
local ha experimentado una transformación profunda,
aunque persisten en esta materia fuertes carencias y una
gran fragmentación institucional.

En todas las dimensiones mencionadas —creci-
miento, competitividad, equidad y formación de capa-
cidad tecnológica local—, el nuevo modelo económico
latinoamericano logró resultados mucho menores que
los esperados inicialmente (Katz, 2002 y 2003). Ade-
más, pese a que la región disfruta actualmente de un
período de bonanza, gracias al dinamismo de la deman-
da mundial y a los altos precios internacionales de los
alimentos, materias primas y productos básicos indus-
triales (lo que llamaríamos el “efecto China”), puede
decirse que, debido a la adopción acrítica de las ideas
del Consenso de Washington, la mayoría de los paí-
ses latinoamericanos aún carece de una buena estrate-
gia de crecimiento de largo plazo que pueda
garantizarles simultáneamente mayores tasas de expan-
sión económica, menor volatilidad macroeconómica,
mayor competitividad en los mercados mundiales,
mayor equidad y un desempeño innovador y tecnoló-
gico general más satisfactorio. Sin esa estrategia y ese
desempeño es difícil pensar que los países latinoame-
ricanos puedan reducir la diferencia de productividad
e ingreso que actualmente exhiben respecto de las
naciones industriales más desarrolladas.

Durante el decenio de 1990 surgieron nuevos
sectores de actividad económica, en tanto que desapa-
recieron muchos sectores “viejos”. La expulsión de
mano de obra se ha registrado tanto en la manufactura
como en la agricultura, y en la mayor parte de la re-
gión el sector informal de la economía ha crecido. La
lenta reabsorción de mano de obra puede atribuirse no
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solo a la baja relación entre la inversión y el PIB, sino
también a la transición a un entorno digital de organi-
zación productiva. Las empresas más grandes, muchas
de ellas filiales de transnacionales o propiedad de con-
glomerados locales, comenzaron a aplicar diferentes
tipos de tecnologías de organización productiva
computarizadas que hacen uso intensivo de capital,
desplazando a las “viejas” tecnologías y formas de
organización que hacen uso intensivo de mano de obra.
Este proceso introdujo un importante sesgo de ahorro
de mano de obra en la economía. Por otra parte, debi-
do al funcionamiento imperfecto de los mercados de
capital, a la falta de capacidad tecnológica o a una
comprensión imperfecta de las nuevas respuestas exi-
gidas por un régimen de política macroeconómica más
abierto y desregulado, la mayoría de las pymes no pudo
enfrentar las nuevas reglas del juego. Miles debieron
salir del mercado —se estima que cerca de 8.000
pymes cerraron en Chile y más de 12.000 en Argenti-
na durante la década de 1980—, mientras que la gran
mayoría de las que sobrevivieron quedaron a la zaga
de las grandes empresas en lo que se refiere a innova-
ción y aumento de la productividad. En consecuencia,
la productividad laboral media de América Latina si-
gue siendo más bien baja comparada con los
parámetros internacionales y, de hecho, aún parece
hallarse entre el 20% y el 50% de la productividad
laboral media de Estados Unidos. Argentina y Chile
se ubican en la parte superior de la franja y Ecuador,
Paraguay y Bolivia en la inferior (Katz, 2003).

Se puede decir con razón que las reformas orien-
tadas al mercado y el proceso de globalización de la
economía mundial de las dos últimas décadas induje-
ron un importante episodio schumpeteriano de “crea-
ción y destrucción” de capacidad productiva, que ha
alterado significativamente la estructura de producción
y los patrones de organización social vigentes. Ha
aumentado la concentración comercial, así como el
peso de las empresas de propiedad extranjera en la
economía. Es cada vez más evidente que las grandes
empresas se adaptaron mejor a las nuevas políticas que
las pymes, y que la brecha de productividad laboral
entre unas y otras se ha ensanchado sensiblemente.

Si bien las reformas mencionadas no han dado los
resultados previstos inicialmente, gracias a ellas en
todos los países latinoamericanos ha surgido un sec-
tor moderno de actividad económica. A dicho sector
corresponde alrededor de un 40% del PIB en los países
más ricos de la región y no mucho más de un 10%,
aproximadamente, en los más pobres. Incluye nuevas
actividades productivas, que no estaban presentes en

la economía hace unos pocos años o que se realizaban
utilizando tecnologías de producción menos modernas.
Esas nuevas actividades incluyen: i) procesamiento de
recursos naturales utilizando tecnologías de punta,
como soja genéticamente modificada y aceite vege-
tal en Argentina, cultivo del salmón y producción de
vino en Chile, flores frescas en Colombia y muchas
otras; ii) sectores de servicios de alta productividad,
como bancos, telecomunicaciones, energía y turismo,
y iii) algunas actividades manufactureras con uso in-
tensivo de tecnología, como construcción y diseño
aeronáuticos en Brasil y ensamblado de vehículos y
equipos electrónicos en México, sobre todo con pie-
zas y componentes importados.

No obstante, el promedio de la productividad la-
boral ha avanzado a un ritmo mucho menor que la del
sector moderno de la economía. En este sentido, la
región no sale bien parada en comparación con países
industriales más desarrollados o con países de Asia
sudoriental, muchos de los cuales lograron elevar la
tasa de crecimiento de su productividad laboral de largo
plazo durante la década de 1990. En efecto, para la
economía en general, la diferencia de productividad
laboral con las economías industriales más desarrolla-
das sigue siendo tan grande como hace dos décadas.

El reducido segmento de la sociedad que se ubi-
ca en el sector moderno de la economía recibe un in-
greso muy superior al promedio y gradualmente ha ido
desarrollando patrones de consumo comparables con
los que exhibe la gran mayoría de los ciudadanos de
las naciones industrializadas de mayor desarrollo. Para
quienes pertenecen a este segmento la pregunta de si
se producirá o no una “convergencia” es más bien
retórica, dado que su estilo de vida es bastante similar
al que han alcanzado los ciudadanos de, por ejemplo,
Madrid o Roma. Por otra parte, es obvio que han sur-
gido en la sociedad formas más profundas e
inabordables de exclusión social y económica, que hoy
prevalecen niveles de informalidad y desempleo abierto
más altos y que, debido a un clima de creciente frustra-
ción y desesperanza, se han generalizado relaciones
sociales confrontacionales que dificultan cada vez más
la gobernabilidad política de muchos países de la región.

En el presente artículo se estudiará en qué medi-
da el cambio estructural ha influido en el desarrollo
económico, institucional y tecnológico. La importan-
cia del cambio estructural como parte del proceso de
desarrollo, que se examinará en la sección II, fue re-
conocida expresamente por los economistas clásicos.
Sin embargo, ha sido relegado a un lugar secundario
en los modelos de crecimiento neoclásicos modernos.
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Estos examinan los temas de crecimiento económico
más bien en términos de un algoritmo agregado carente
de instituciones, de alcance económico general, que no
considera adecuadamente la importancia de los cam-
bios estructurales, la interdependencia de lo
macroeconómico y lo microeconómico ni la evolución
conjunta de las fuerzas económicas, institucionales y
tecnológicas en el proceso de desarrollo económico. En
la sección III se analizarán aspectos empíricos de lo
anterior y se mostrará hasta qué punto el cambio es-
tructural ha sido un factor de importancia en el proce-
so de crecimiento latinoamericano de las últimas
décadas. En la sección IV se examinará la generación
interna de tecnología en la región y, por último, en la
sección V se considerarán posibles políticas de desa-
rrollo tecnológico e innovación.

Con la creación de nuevas actividades, las institu-
ciones y la organización productiva local han experimen-
tado cambios significativos, que han alterado las fuentes
esenciales de crecimiento de la sociedad. Se trata de
un proceso complejo, que entraña externalidades ubi-
cuas y nuevas formas de aglomeración productiva e in-
terdependencia directa entre los actores económicos y
organizaciones del sector público —como organismos
regulatorios, universidades o autoridades municipa-
les—, y que no puede comprenderse bien en el lengua-
je de la teoría moderna del crecimiento. Pese a que se
presenta de manera altamente estilizada y elegante, di-
cha teoría simplemente no tiene la capacidad de ilustrar
detalles importantes del proceso. Para mostrar esos fe-
nómenos analizaremos dos casos concretos en Argenti-
na y Chile. En Argentina examinaremos la reciente
creación de la industria de la soja genéticamente modi-
ficada y el aceite vegetal, y en Chile el caso de la
salmonicultura. Demostraremos que el inicio de estas
actividades en la economía puede vincularse a la apari-

ción de nuevas instituciones y de nuevas formas de in-
terdependencia directa de los agentes económicos, aso-
ciadas a la gradual expansión de la capacidad local de
organización de la producción. Como los economistas
clásicos siempre supieron, estos factores constituyen la
esencia última, la explicación básica, del desarrollo
económico.

Pese a que en el pasado reciente se ha logrado
iniciar con éxito nuevas actividades productivas, el
proceso de transformación estructural de las economías
latinoamericanas ha sido más bien lento y el prome-
dio de la productividad laboral se ha mantenido entre
el 30% y el 50% del equivalente de países más desa-
rrollados. Del mismo modo, el gasto en investigación
y desarrollo aún corresponde a una fracción —un cuar-
to— de lo que los países desarrollados y las economías
emergentes asignan para la creación y aplicación de
nuevas tecnologías. La difusión de las tecnologías de
la información y de las comunicaciones (TIC) es toda-
vía incipiente en América Latina, ya que las mismas
solo llegan a alrededor de un tercio de la población.
Solo en las grandes empresas se han incorporado téc-
nicas computarizadas para la gestión de cadenas de
abastecimiento y la administración de la relación con
el cliente en sus operaciones diarias. Así pues, la tran-
sición a la era moderna sigue siendo fragmentaria e in-
satisfactoria.

Esta situación puede atribuirse a diferentes fa-
llas de mercado y a la falta de bienes públicos que
contribuyan a una mayor innovación y a la creación
y difusión de tecnología. Para que las economías la-
tinoamericanas logren mejorar en términos de inno-
vación y crecimiento de la productividad es preciso
adoptar una estrategia gubernamental proactiva y
muchas nuevas formas de coordinación público-
privada.

II
El cambio estructural como factor

de crecimiento económico

En la tradición clásica, que volvió a estar en boga en
la posguerra gracias a autores como S. Kuznets,
G. W. E. Salter, M. Abramovitz, N. Kaldor y, más re-
cientemente, R. Nelson, S. Winter y P. Saviotti y
J. L. Gaffard, entre otros, el cambio estructural apare-

ce como un factor principal del crecimiento econó-
mico. Se asocia con una mayor división del trabajo
en la economía (roundaboutness) y con mayores eco-
nomías de escala originadas en la especialización.
Una economía en crecimiento es aquella que se hace
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más compleja y sofisticada con la creación de nuevos
sectores de actividad económica y el ingreso de em-
presas nuevas, que utilizan el conocimiento de mane-
ra más intensiva. Al mismo tiempo, surgen en ella
nuevas instituciones, capacidades y procesos de apren-
dizaje a través de toda su estructura social y producti-
va. Dicho proceso es el que llevó a Kuznets y
Abramovitz a diferenciar entre las fuentes “inmedia-
tas” y “últimas” de crecimiento económico. Según
ellos, la creciente relación entre el capital y la mano
de obra —gracias a una mayor tasa de inversión res-
pecto del PIB— constituye una fuente “inmediata” de
crecimiento, en tanto que el aprendizaje, la acumula-
ción de capacidad tecnológica local, los cambios
institucionales y el mejoramiento de la capacidad de
organización productiva se consideran fuentes “últi-
mas” de desarrollo económico y social, y representan
fuerzas sociales ocultas que operan bajo la superficie.
El hecho de que no solemos medirlas —en muchos
casos ni sabemos cómo hacerlo— no significa que no
estén presentes y constituyan la esencia del desarrollo.

Dado lo anterior, creemos que el desempeño de
largo plazo de una economía determinada no debiera
describirse exclusivamente en términos macro-
económicos, sino considerarse el resultado de la
interacción de lo macroeconómico y lo microeco-
nómico y de la evolución conjunta de fuerzas econó-
micas, institucionales y tecnológicas que convergen en
el proceso de desarrollo económico. El desarrollo (a
diferencia del crecimiento) se vincula fundamentalmen-
te con la incorporación de nuevas actividades en la
economía. No es simplemente el resultado de una bue-
na gestión de las variables macroeconómicas que ac-
túan sobre las expectativas y la tasa de formación de
capital, sino un fenómeno social más complejo, que
supone sobre todo cambios institucionales, la
profundización de la división del trabajo, mejores pro-
cesos de aprendizaje y la expansión de la capacidad de
organización productiva. Es obvio que la estabilidad
macroeconómica constituye una condición sine qua
non para lo anterior, pero no debe considerarse sufi-
ciente para que el proceso ocurra.

Muchos de los cambios mencionados en las fuen-
tes “últimas” de crecimiento convergen en el proceso de
incorporación de nuevas actividades en la economía. A
medida que se amplía la capacidad productiva se inician
procesos de aprendizaje y surgen nuevas instituciones,
es decir, patrones y hábitos de interacción social de lar-
go plazo entre los agentes económicos. La incorpora-
ción de nuevas actividades es lo que explica el proceso
de transformación de la sociedad en el largo plazo.

Contrariamente a lo que indica la teoría conven-
cional del crecimiento, que da por sentada la estructu-
ra productiva y examina su expansión en el tiempo
como si ocurriera en una trayectoria equilibrada —a
modo de un globo en expansión, en que el tamaño
relativo de cada parte de la estructura no cambia a
medida que aumenta el tamaño del globo, por emplear
la metáfora reveladora de Harberger (1998)—, se ob-
serva que el cambio estructural constituye gran parte
de la esencia del desarrollo. Es el cambio de la estruc-
tura productiva lo que permite mayor profundización
de la división del trabajo, la especialización y el cre-
cimiento de la productividad, así como la expansión
gradual de actividades que hacen uso más intensivo de
conocimientos, incluida la producción de bienes de
capital y servicios de ingeniería.

Además, se advierte que, tras la incorporación de
nuevas ramas de actividad en la economía, gradual-
mente se producen cambios en la organización indus-
trial y en el régimen de competencia de las nuevas
actividades, en las que ingresan nuevas empresas, au-
menta la disputabilidad de los mercados y se fortale-
cen los esfuerzos de diferenciación de productos y la
competitividad internacional. Surgen nuevas formas de
colaboración y aglomeración productiva e interdepen-
dencia directa entre las empresas y se desarrollan nue-
vos patrones de interacción entre ellas y las demás
organizaciones de la economía, como las universida-
des, las empresas de ingeniería, los sindicatos, la ban-
ca y las aseguradoras, los organismos regulatorios y las
municipalidades, entre otras. El proceso no sigue una
secuencia única y universal. No hay un modelo ideal
de transformación estructural que sirva para describir
toda la gama de situaciones que se dan en la realidad.
La variedad y la dinámica de la transformación social
y tecnológica constituyen la esencia del proceso al que
nos referimos. En algunos casos el agente dinámico que
impulsa la incorporación de una nueva actividad en la
economía es una empresa transnacional (o más de una),
que cumple un papel fundamental en la transferencia
de tecnología, la apertura de los mercados externos, la
capacitación de mano de obra local y de subcontratistas
y el perfeccionamiento de prácticas internas de inge-
niería. En otros casos, dicha función está a cargo de
pymes familiares o de grandes conglomerados nacio-
nales, sean públicos o privados. Por cierto, el modelo
de organización industrial y el proceso de aprendizaje
que siguen las empresas y organizaciones públicas en
cada caso varían según la estructura y desempeño del
mercado,y también según formas de interacción que se
establezcan entre empresas grandes y pequeñas, las
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prácticas de subcontratación y el acceso a mercados
externos, entre otros factores. El Estado dista mucho
de ser un agente neutral en este proceso y suele tener
un papel muy activo, por conducto de sus organismos
regulatorios, instituciones financieras, universidades y
autoridades municipales, en la prestación de bienes
públicos, la creación de mercados e instituciones y el
fortalecimiento de la capacidad tecnológica local que
actúa como catalizador del proceso.

Las diferentes maneras en que los sectores de la
economía persiguen sus trayectorias de aprendizaje y
la incidencia que las distintas intervenciones del go-
bierno han tenido en el fomento de la innovación y la
expansión de la economía resaltan con claridad en el
estudio del Banco Mundial sobre el “milagro” de Asia
oriental (Banco Mundial, 1993). Los hallazgos de di-
cho trabajo sin duda fueron motivo de sorpresa para
los propios investigadores del Banco Mundial, quienes
inicialmente creían que el aumento del crecimiento
logrado en Hong Kong (región administrativa especial
de China), la República de Corea, Singapur y la pro-
vincia china de Taiwán obedecía sobre todo a las fuer-
zas convencionales del mercado. Lo que encontraron,
en cambio, fue que, en el caso de la República de
Corea, los responsables habían sido los chaebols, en
el marco de un alto grado de concentración del comer-
cio, en tanto que en la economía taiwanesa eran las
pymes, con un grado de concentración mucho menor,
y en Singapur habían sido las empresas transnacionales
las responsables de la nueva dinámica de crecimiento.
No obstante, los investigadores mencionados también
encontraron que en los tres casos la participación del
sector público había sido fundamental, al apoyar la
incorporación de nuevas actividades en la economía y
crear mercados, instituciones y capacidad tecnológica
local para impulsar el crecimiento. El Estado fue el que
hizo los esfuerzos necesarios para lograr coordinación
entre las empresas y las organizaciones públicas dedi-
cadas a la investigación y desarrollo y el que facilitó
los bienes públicos necesarios para acelerar el proce-
so de desarrollo económico.

Del mismo modo, se observa que la reciente ex-
pansión de la salmonicultura y la producción
vitivinícola en Chile o de la producción de soja
genéticamente modificada y aceite vegetal en Argen-
tina o de flores frescas en Colombia, por ejemplo,
refleja diferentes modelos económicos e institucionales
de incorporación de nuevas actividades productivas y
creación de capacidad exportadora. Cabe destacar que
en todos los casos se trata de procesos muy distintos
de transformación institucional, social y tecnológica.

El logro de esta expansión no puede atribuirse exclu-
sivamente a la buena gestión macroeconómica. Si
bien el cultivo del salmón en Chile básicamente fue
impulsado por pymes, el Estado cumplió un papel
proactivo a través de organismos como la Corpora-
ción de Fomento de la Producción (CORFO) y la Fun-
dación Chile, la producción de soja y aceite vegetal
en Argentina estuvo a cargo de grandes empresas
transnacionales, entre ellas Monsanto y otras, y no
hubo gran intervención del sector público. Además,
en el caso argentino se observa una trama productiva
menos densa y diversa de agentes productores de
insumos intermedios y menos externalidades que en
la salmonicultura chilena.

En las primeras etapas asociadas a la implantación
de una nueva actividad productiva el crecimiento está
condicionado por el ritmo de creación de capacidad
productiva (Saviotti y Gaffard, 2004). Con el ingreso
de nuevas empresas —locales y extranjeras— se ins-
talan fábricas, se contrata mano de obra y se forman
subcontratistas. Las empresas toman decisiones sobre
la base de las utilidades previstas, que dependen fun-
damentalmente de que exista un gran mercado que
atender y del marco macroeconómico e institucional
en que funcionan. La expectativa de un gran mercado
introduce un fuerte incentivo para crear nueva capaci-
dad productiva, pero el ritmo de creación de dicha
capacidad dependerá de la disponibilidad de recursos
financieros, conocimientos en materia de producción,
mano de obra calificada y condiciones regulatorias e
institucionales propias de cada país y sector.

Los altos márgenes de utilidad bruta que normal-
mente se obtienen en el periodo inicial tienden a bajar
a medida que aparecen las imitaciones e ingresan nue-
vas empresas al mercado. La estructura del mercado
cambia gradualmente y se transforma en una estructura
más competitiva en que el crecimiento está determina-
do por el ritmo de expansión de la demanda, tanto in-
terna como externa. Gradualmente la industria alcanza
una meseta en que los rendimientos schumpeterianos de
la innovación bajan y la competencia de precios y la
diferenciación de productos pasan a ser componentes
esenciales de la estrategia de cada empresa. Esto es
básicamente lo que ha pasado con la reciente expansión
de la salmonicultura en Chile y también con la produc-
ción de soja genéticamente modificada y aceite vegetal
en Argentina, como veremos más adelante. En ambos
casos la incorporación exitosa de una nueva actividad
económica ha dado pie a la aparición de nuevas institu-
ciones y nuevos patrones de competitividad internacio-
nal en la economía.
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Desde esta perspectiva, la incorporación de nue-
vas actividades productivas en la economía constituye
un eje explicativo central del mayor o menor éxito lo-
grado por el proceso de desarrollo. En el caso chileno
en particular observamos que la economía alcanza un
proceso exitoso de transformación estructural a fines
del decenio de 1980 y durante el decenio de 1990. La
minería, las telecomunicaciones, la industria de la ce-
lulosa y el papel, el cultivo del salmón y la transfor-
mación de la industria vitivinícola en una industria de
última generación, altamente competitiva en los mer-
cados internacionales, constituyen expresiones paten-
tes de una economía que logró concretar una

transformación estructural e institucional eficiente. Se
instalaron fábricas de última generación, se implementó
una gestión profesional, se crearon instituciones
regulatorias de creciente sofisticación y se formaron
aglomeraciones productivas locales, al tiempo que se
logró una penetración activa en los mercados mundia-
les. El sector público, lejos de adoptar una postura
ausente, tuvo un papel activo en este proceso. El pro-
ceso chileno constituye un ejemplo palpable de trans-
formación estructural e institucional que simplemente
no puede apreciarse si solo brindamos una descripción
macroeconómica convencional del desempeño de esta
economía.

III
El cambio estructural, la incorporación de

nuevas actividades y el establecimiento

de nuevos regímenes sectoriales

Examinemos ahora la evidencia empírica de que dispo-
nemos acerca de los cambios estructurales en la econo-
mía de la región en el curso de las tres últimas décadas.
El cuadro 1 muestra cambios de composición del pro-
ducto interno bruto (PIB) manufacturero en Argentina,
Brasil, Chile, Colombia y México en el período 1970-
2002. También presenta un índice de cambio estructu-
ral calculado por la CEPAL sobre la base de su Programa
de Análisis de la Dinámica Industrial (PADI).1

El cuadro 1 muestra que en el período indicado
Argentina, Chile, Brasil y Colombia experimentaron
una radical transformación de su estructura industrial,
que se orientó al procesamiento de recursos naturales
y a la producción de alimentos. Un ejemplo de esta
transformación es la producción de soja genéticamente
modificada y aceite vegetal en Argentina, la produc-
ción vitivinícola y el cultivo del salmón en Chile, las
flores frescas en Colombia y la siderurgia y la indus-
tria de la celulosa y el papel en Brasil.

En cambio, el proceso mexicano de transformación
estructural siguió otro camino. De hecho, en ese país se
redujo la participación relativa del procesamiento de
recursos naturales en la producción manufacturera y solo
la industria automotriz alcanzó una expansión relativa
destacable. Junto con la industria automotriz, México
amplió el ensamblaje de televisores, equipos de video
y computadoras para el mercado estadounidense, sobre
todo con piezas y componentes intermedios importados.
En México, como en otros países del Caribe (Hondu-
ras, El Salvador, Guatemala), la transformación estruc-
tural también se caracterizó por el predominio de la
actividad de ensamblaje tipo maquila, con uso intensi-
vo de mano de obra barata no calificada.

En cuanto al índice de cambio estructural, en el
cuadro 1 se observa que en el período 1970-1996 la
economía chilena exhibió el proceso más vigoroso de
transformación estructural dentro del grupo de países
estudiados. A fines del decenio de 1990 el índice de cam-
bio estructural2 chileno experimentó una contracción

1 Las cifras que figuran en el cuadro 1 se calcularon empleando el
programa computacional PADI de la CEPAL. El autor agradece a
G. Stumpo y J. Marincovic, de la División de Desarrollo Producti-
vo y Empresarial de la CEPAL, que le hayan facilitado el uso de los
datos y ayudado con los cálculos.

2 El índice de cambio estructural es un índice elaborado por la
Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial
(ONUDI), que mide la intensidad de los cambios en las estructuras
industriales.
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notable, lo que indica que la incorporación de nuevos
sectores productivos en la economía perdió dinamis-
mo en ese período. En efecto, entre 1998 y 2003 la
inversión como porcentaje del PIB y el ritmo de creci-
miento de la economía acusaron una fuerte
desaceleración en Chile, al tiempo que se desaceleraba
también sensiblemente el proceso de transformación
estructural de la economía.

Como ya se señaló, la incorporación de nuevas
actividades productivas normalmente se vincula a los
grandes cambios económicos, institucionales y tecno-
lógicos que coevolucionan en el proceso de desarrollo
económico e influyen unos en otros de maneras com-
plejas y escasamente comprendidas aún. Para aclarar
este proceso se examinarán dos casos concretos: la
producción de soja genéticamente modificada y aceite
vegetal en Argentina y la salmonicultura en Chile.

1. La producción de soja genéticamente
modificada y aceite vegetal en Argentina

La difusión de cultivos transgénicos comenzó en el
mundo en 1995. En 2002 había cerca de 60 millones
de hectáreas con estos cultivos, 14 millones de las
cuales estaban ubicadas en Argentina. Más del 90% de
la actual producción de soja en Argentina correspon-
de al tipo genéticamente modificado, siendo dicho país

el segundo productor mundial de este tipo de soja,
después de los Estados Unidos.3

La transición de la soja convencional a la soja
genéticamente modificada supuso una profunda trans-
formación de la organización productiva y de las ins-
tituciones del sector agrícola argentino. Hoy
predominan la “siembra directa” (cero labranza) y la
“agricultura de contratos” y el agricultor tradicional
cumple un papel mucho menor como agente respon-
sable de organizar la producción. Dicho papel ahora
está a cargo de grandes empresas y de subcontratistas
de ingeniería agrícola, de carácter independiente, que
atienden sucesivamente distintos predios y organizan
la producción. Actualmente se firman contratos de ries-
go para el financiamiento y la organización producti-
va con intermediarios financieros y bancos
especializados en el financiamiento de la producción
de soja. El paquete tecnológico —semillas, abonos,
herbicidas— utilizado por los subcontratistas es pro-
piedad privada de grandes empresas transnacionales,

CUADRO 1

América Latina (cinco países): Cambios en la estructura de la industria,
1970/1996-2000/2002a

Argentina Brasil Chile Colombia México

1970 1996 2000 2002 1970 1996 2000 2002 1970 1996 2000 2002 1970 1996 2000 2002 1970 1996 2000 2002

I 13,2 9,9 8,6 6,7 16,2 25,6 26,0 26,5 11,4 10,4 10,5 10,0 12,3 10,1 8,7 9,0 12,0 14,4 16,4 15,6

II 10,9 7,2 7,4 6,1 6,8 7,3 8,3 8,9 5,5 1,9 2,3 1,9 3,0 6,5 4,9 6,5 8,4 14,6 18,8 18,6

III+IV 47,8 62,1 65,3 71,7 37,8 43,4 41,6 41,5 58,3 59,7 60,7 61,9 46,2 55,4 57,0 57,1 43,2 43,4 39,1 40,8

V 28,1 20,7 18,7 15,6 39,2 23,7 24,0 23,1 24,9 28,0 26,5 26,2 38,5 28,1 29,4 27,3 36,4 27,6 25,8 25,0

Total 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100

ICEb 14,3 18,0 25,3 18,9 32,3 27,6 40,1 27,3 33,5 19,4 29,9 30,9 17,3 22,1 22,5

Fuente: PADI (Programa de Análisis de la Dinámica Industrial), programa computacional de la Unidad de Desarrollo Industrial y Tecnoló-
gico, de la División de Desarrollo Productivo y Empresarial de la CEPAL.

a Índice de cambio estructural, año de referencia 1970.
b I = Industrias que hacen uso intensivo de ingeniería, excluida la automotriz (Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las

actividades económicas, CIIU 381, 382, 383, 385).
II = Automóviles (CIIU 384).
III+IV = Industrias que hacen uso intensivo de recursos naturales. Alimentos, bebidas y tabaco (CIIU 311, 313, 314); industrias de pro-
cesamiento de recursos naturales (CIIU 341, 351, 354, 355, 356, 371, 372).
V = Industrias que hacen uso intensivo de mano de obra (CIIU 321, 322, 323, 324, 331, 332, 342, 352, 361, 362, 369, 390).

3 Brasil es también un gran productor de soja —junto con Argen-
tina y los Estados Unidos producen cerca del 95% de la oferta
mundial total—, pero hasta el momento no se ha dedicado a produ-
cir la variedad genéticamente modificada. Hasta ahora no ha entre-
gado soja genéticamente modificada para producción (Trigo, López
y otros, 2002).
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como Monsanto, Cargil y otras.4 Esto establece una
marcada diferencia con el patrón predominante en la
revolución verde de la década de 1960, cuando la tec-
nología agrícola era fundamentalmente un bien públi-
co distribuido por organismos agrícolas del Estado.

Durante el proceso de transición a la producción
de soja genéticamente modificada han emergido en
Argentina muchas nuevas instituciones (hábitos de
comportamiento social). Por ejemplo, se cree que has-
ta un 40% de las semillas utilizadas en una campaña
agrícola determinada constituyen semillas retenidas del
año anterior (la denominada bolsa blanca), que se ven-
den como versiones no autorizadas, lo que infringe los
derechos de propiedad de Monsanto sobre la tecnolo-
gía. Monsanto originalmente no patentó en Argentina
como correspondía su tecnología para la soja
genéticamente modificada y sus herbicidas afines y
actualmente está iniciando acciones legales para obs-
truir las exportaciones argentinas de pellets de soja a
mercados mundiales, por considerar que Argentina
viola sus derechos de propiedad intelectual en este
campo.

El mismo cuadro de grandes cambios económi-
cos e institucionales se encuentra al examinar la pro-
ducción de aceite vegetal a partir de la soja
genéticamente modificada. En la década de 1990 se
instalaron nuevas plantas de última generación. Se trata
de instalaciones de producción catalíticas altamente
automatizadas, en que la productividad laboral es diez
veces mayor que la que se lograba con la tecnología
manufacturera del decenio de 1970 que predominaba
en la Argentina hasta hace relativamente poco tiempo.
La generación de empleo en la industria es bastante
baja. El sector de producción de aceite está altamente
concentrado y es dominado por unos pocos grandes
conglomerados locales. Solo recientemente ha entra-
do capital extranjero en la industria, con la adquisición
de empresas nacionales.

La información hasta aquí presentada indica que
el inicio de la producción de soja genéticamente mo-
dificada y aceite vegetal en Argentina trajo aparejados
grandes cambios en las instituciones, la tecnología de
producción y la organización industrial. Han surgido
en la economía mayores rendimientos a escala, mayo-
res externalidades y muchas capacidades tecnológicas
nuevas.

2. La salmonicultura en Chile

El proceso por el cual se alcanzó competitividad in-
ternacional en la industria salmonera chilena abarca
más de dos décadas, período en que ingresaron al
mercado muchas empresas nuevas nacionales y extran-
jeras, se crearon instituciones y capacidades específi-
cas para el sector y se incorporó la gestión profesional
a una industria que originalmente era casi artesanal,
alterando significativamente la organización producti-
va y las prácticas internacionales de comercialización.5

Debido al impacto acumulativo de tales cambios, Chile
gradualmente adquirió “clase mundial” como uno de
los tres principales países salmoneros del mundo, codo
a codo con Noruega y Escocia.

La salmonicultura en Chile ha tenido tres etapas
de desarrollo bien diferenciadas, en las que los acto-
res y los problemas fueron cambiando sensiblemente.
En la etapa inicial, el cultivo del salmón se introdujo
con éxito y se adaptó al entorno chileno, comenzando
casi totalmente a partir de material genético importa-
do. Como en esta etapa los principales factores que
determinan el comportamiento de cada empresa y el
surgimiento de una nueva rama de actividad son los
procesos de ensayo y error y de aprendizaje, el perío-
do no estuvo exento de las proverbiales dificultades de
puesta en marcha, tanto dentro de las empresas como
en el sector en general. En esos años fue fundamental
la acción del Gobierno de Chile a través de la CORFO y
la Fundación Chile.

En la segunda etapa, la industria aumentó rápi-
damente de tamaño y complejidad con el ingreso al
mercado de muchos proveedores de insumos interme-
dios y firmas de servicio y la formación de un fuerte
conglomerado industrial propio del sector. La función
del Estado cambió radicalmente, ya que se hizo a un
lado en su papel de agente dinámico que propicia-
ba el inicio de una nueva actividad. En cambio, se

4 Es interesante observar que, en el caso de las semillas gené-
ticamente modificadas, Monsanto —propietario mundial de la pa-
tente Roundup Ready— optó por no registrar dicha patente en
Argentina y distribuir el producto mediante arreglos privados con
grandes contratistas y distribuidores. Se cree que tal comportamiento
responde a la poca confianza que la empresa tenía en el funcio-
namiento del sistema de patentes argentino. No hay que olvidar,
además, que las semillas genéticamente modificadas son resisten-
tes a un herbicida específico —glifosato—, también propiedad de
Monsanto. Los derechos de propiedad intelectual y la capacidad de
lograr que se cumpla la ley en un entorno institucional dado son los
factores que parecen afectar más el comportamiento del mercado
en las circunstancias actuales de la organización industrial (Ablin y
Paz, 2000, p. 8).

5 Este apartado sobre la salmonicultura en Chile se basa en un ar-
tículo anterior del autor para el Banco Mundial (véase Katz, 2004).
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concentró en establecer el entorno regulatorio y los me-
canismos de vigilancia que se aplican actualmente para
la supervisión del sector. También apoyó a la indus-
tria en sus negociaciones internacionales, cuando se
formularon acusaciones de dumping procedentes de
empresas salmoneras estadounidenses.

Por último, la salmonicultura llegó a una tercera
etapa, en que la estructura industrial sufrió una profun-
da transformación mediante las fusiones y adquisicio-
nes, los cambios de propiedad de las plantas, la
inversión extranjera directa y un rápido proceso de
internacionalización.

En menos de 20 años las exportaciones salmo-
neras de Chile, casi totalmente de cultivo, subieron de
menos de 50 millones de dólares en 1989 a cerca de
1.700 millones en la actualidad. Corresponden a alre-
dedor del 6% de las exportaciones totales del país. De
una participación casi insignificante en la producción
mundial de salmón (2% en 1987) Chile pasó a casi un
tercio de esa producción en los últimos años. En este
proceso intervinieron muchas fuerzas económicas, tec-
nológicas e institucionales.

En los primeros años de la salmonicultura chile-
na participaron organizaciones públicas, empresas ex-
tranjeras y numerosas pymes. Aunque evidentemente
el sector público tuvo desde el principio un papel
importante, surgió también una nueva generación de
empresarios chilenos afines al cultivo del salmón que
pasaron a ser los impulsores de la industria. Las acti-
vidades regulatorias y sanitarias — entre ellas los per-
misos de pesca y cultivo, la vigilancia del impacto
ambiental y el control de las importaciones de huevos
de salmón — están a cargo de organismos públicos ta-
les como el Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA)
y la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA).
La infraestructura jurídica necesaria para apoyar estas
actividades se estableció a fines de la década de 1970
y durante la de 1980, y luego se perfeccionó conside-
rablemente para cumplir con los parámetros interna-
cionales (Aquanoticias, 1997a).

En los primeros años de la industria las prácticas
productivas eran casi artesanales y, como ya se dijo,
se basaban fundamentalmente en material genético
importado. El alimento de los salmones, principal com-
ponente de los costos del cultivo, se preparaba diaria-
mente en cada empresa a partir de materia prima fresca.
La tasa de conversión de alimento a pescado era más
de 3:1, es decir, 3 kilogramos de alimento fresco por
kilogramo de salmón. Eso es más de tres veces el co-
eficiente insumo/producto que la industria exhibe hoy,

lo que demuestra que ha logrado grandes mejoras de
productividad y también que los procesos de aprendi-
zaje han sido muy importantes dentro de cada empre-
sa (Aquanoticias, 1997b, p. 24). Se pueden citar
muchos ejemplos de este tipo acerca de los tanques de
cultivo, las vacunas, el procesamiento del producto
final y otros (Aquanoticias, 1998, p. 12).

A fines de la década de 1990 el cultivo del sal-
món en Chile alcanzó muchas de sus características
actuales de oligopolio “maduro”.6 En la segunda mi-
tad de esa década los precios mundiales del producto
cayeron significativamente, acercándose a los costos de
producción unitarios de largo plazo de la industria. Las
utilidades brutas se redujeron, al aumentar la compe-
tencia y disputabilidad de los mercados de salmón. El
régimen tecnológico y competitivo de la industria se
volvió más exigente debido a las fusiones y adquisi-
ciones, lo que aumentó, por un lado, el tamaño me-
dio de las empresas, su uso intensivo de capital y su
sofisticación tecnológica y, por otro, la concentración
comercial.

Tras haber examinado algunos de los factores
económicos, tecnológicos e institucionales que contri-
buyeron a la producción de soja genéticamente modi-
ficada y aceite vegetal en Argentina y al cultivo del
salmón en Chile, se pueden ahora extraer algunas con-
clusiones generales.

Tanto en Argentina como en Chile el proceso de
cambio estructural de las últimas dos décadas se ha
inclinado notablemente hacia las actividades de pro-
cesamiento de recursos naturales, sobre todo produc-
tos agrícolas y alimentos, celulosa y papel, productos
pesqueros, gas y petróleo. Dicha transformación plan-
tea muchos interrogantes acerca del impacto de este
proceso y de las consecuencias biológicas, genéticas
y ambientales del crecimiento basado en una explota-
ción más intensiva de recursos naturales.

Es evidente que la explotación sostenible de tierra
agrícola, recursos marinos, bosques o minas exige la
comprensión y el conocimiento básicos de disciplinas

6 Lo que es una industria ‘madura’ y cómo se aplica el concepto en
el caso de la salmonicultura quedó claro en una conferencia pública
reciente dictada por Torben Petersen, gerente general de Fjord
Seafood Chile, filial de la empresa noruega del mismo nombre. Él
dijo que el verdadero proceso de maduración comienza cuando
vemos que las empresas actúan orientadas por los mercados más
que por la producción, es decir, cuando el crecimiento salmonicultor
está determinado por su mercado y no por su producción
(Aquanoticias, 2004).
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tales como la biología, la genética, las ciencias mari-
nas, la mineralogía, la inmunología y muchas otras
relacionadas con la conservación, la tasa de agota-
miento y la explotación racional de estos recursos.
Para ello existen conocimientos y tecnologías dispo-
nibles internacionalmente; sin embargo, es preciso
tener en cuenta que un componente fundamental de
la base de conocimientos necesaria para estas activi-
dades es propio de cada país y de cada lugar, dado
que las condiciones físicas, biológicas y ecológicas
de cada sitio productivo difieren profundamente. Lo
mismo ocurre con los bienes de capital e insumos
intermedios que se requieren para cada caso. En otras
palabras, las funciones productivas disponibles en el
acervo tecnológico internacional que se supone están
listas para usar no son adecuadas en las situaciones
que nos ocupan. Es preciso realizar actividades de
investigación y desarrollo aplicadas para adaptar a las
condiciones locales los bienes de capital y los
insumos intermedios disponibles en el ámbito inter-
nacional y así diseñar y aplicar a la producción los
que se ajustan a las características locales específi-
cas. Conviene orientar a las organizaciones públicas
de investigación y desarrollo, a los laboratorios uni-

versitarios y a las empresas de ingeniería locales para
que emprendan misiones tecnológicas destinadas a
crear conocimientos y tecnologías de organización
productiva que sirvan específicamente al país y al
sector respectivos.

Cuando examinamos desde esta perspectiva los
temas descritos surgen las típicas preguntas sobre las
fallas de mercado, la falta de bienes públicos y la
apropiación imperfecta de los beneficios. La necesi-
dad de intervención del gobierno se hace evidente
para que los países latinoamericanos exploten sus
recursos naturales de manera racional y sostenible.
Sin duda la buena gestión macroeconómica aparece
como una condición indispensable para el éxito, pero
es la complejidad tecnológica, económica e
institucional de cada situación particular lo que resulta
crucial y demanda la atención del sector público, si
se quiere que los países latinoamericanos aprovechen
plenamente sus posibilidades de crecimiento deriva-
das de su abundante dotación de recursos naturales.
Esto nos lleva a examinar la forma en que hasta aho-
ra ha evolucionado la capacidad de generación de
tecnología en la región y lo que hay que hacer en este
campo en los años venideros.

IV
Actividades nacionales de generación de

tecnología en América Latina

Hasta ahora las empresas latinoamericanas no han
manifestado gran interés por participar en actividades
de generación de tecnología tendientes a desarrollar
tecnologías propias. A diferencia de empresas exitosas
de países más desarrollados, las firmas latinoamerica-
nas no han dado indicios de estar interesadas en am-
pliar significativamente sus actividades internas de
investigación y desarrollo ni en establecer vínculos más
estrechos con universidades locales, laboratorios públi-
cos y empresas de ingeniería para diseñar nuevos pro-
ductos o concebir nuevas tecnologías de proceso.
Tampoco han intentado exportar formas “puras” de tec-
nologías y conocimientos resultantes de sus procesos
de aprendizaje internos, como han hecho empresas
suecas o finlandesas del sector de la celulosa y el pa-
pel, empresas holandesas y escocesas de productos
lácteos y salmonicultura, o empresas canadienses de

refinería de cobre.7 De hecho, la mayoría de las em-
presas latinoamericanas parecen contentarse con un
comportamiento más bien pasivo en esta materia.

¿Será cuestión de tiempo hasta que finalmente
desarrollen el interés por adoptar una perspectiva más
dinámica en este sentido o estaremos ante un compor-
tamiento de largo plazo que exige un enfoque de po-
líticas públicas distinto para alcanzar dinamismo

7 En cambio, cabe señalar que hubo empresas metalúrgicas y con-
sultoras de ingeniería de Argentina, Brasil y México que en el de-
cenio de 1970 y comienzos del de 1980 realizaron exportaciones de
tecnología “pura”, manifiesta en fábricas llave en mano y contratos
de otorgamiento de licencias. Estos fenómenos pasaron inadvertidos
al arreciar las fuertes críticas al proceso de industrialización hacia
adentro en la década de 1980. Sobre el tema de la exportación de
tecnología desde América Latina, véase Amsdem (2001).
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tecnológico en el sector comercial de la economía? Al
parecer se trata de lo segundo, por lo que se explica a
continuación.

La falta de participación de las empresas latinoa-
mericanas en las actividades de generación de tecno-
logía parece ser una característica profundamente
arraigada en los modelos locales de organización pro-
ductiva que obedece, por una parte, al hecho de que la
infraestructura de generación de conocimientos del
sector público que se instaló en los países latinoame-
ricanos en la posguerra es ineficiente y fragmentada y,
por otra, a que las empresas no tienen suficientes in-
centivos para ampliar las actividades locales de gene-
ración de tecnología y los gastos en investigación y
desarrollo.8

En la región siempre se ha gastado poco en in-
vestigación y desarrollo: cerca de un punto porcentual
del PIB, como máximo. Dicho gasto ha oscilado entre
un tercio y un cuarto de lo que los países más
industrializados asignan al desarrollo de nuevas tecno-
logías (gráfico 1), y además el 80% del gasto total en

investigación y desarrollo ha estado a cargo del Esta-
do en laboratorios del sector público y universidades
públicas.

Aún se sabe muy poco de las razones por las
cuales las organizaciones, tanto públicas como priva-
das, y las instituciones funcionan bien o no en el ám-
bito de la generación y difusión de conocimientos en
un país determinado. Sin embargo, sabemos que los
mercados no operan bien en este campo, debido a la
información imperfecta, a la fragilidad de los dere-
chos de propiedad, a la falta de dotación de capital
humano, entre otros muchos factores. El diseño
organizacional deficiente, la ausencia de coordinación
y la falta de buenos incentivos, de mercado y no de
mercado contribuyen en gran medida a que las empre-
sas no participen y muestren un comportamiento
ineficiente a escala nacional en lo que se refiere a
generación y difusión de tecnología. Por cierto, la
magnitud de los gastos en actividades de investigación
y desarrollo de un país es un indicador importante de
su participación en temas tecnológicos, pero más im-
portante que los gastos es la eficiencia con que las or-
ganizaciones y laboratorios de investigación y
desarrollo locales transforman los recursos en conoci-
mientos tecnológicos útiles para la producción de bie-
nes y servicios. Un desempeño institucional deficiente
y un régimen de incentivos inadecuado parecen ser los
principales motivos por los cuales las fuentes de tec-
nología locales no han tenido un papel importante
como semilleros de innovación en América Latina.

GRÁFICO 1

Algunas regiones y países: Inversión en investigación y desarrollo
como porcentaje del producto interno bruto, 2002a
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8 Muchas empresas latinoamericanas llevan a cabo sistemáticamente
actividades de adaptación en materia de generación de conocimien-
tos, con el fin de mejorar los productos y los procesos. Aunque
muchas de estas actividades suponen una generación creciente de
conocimientos y cambios en la organización productiva, normal-
mente no se recogen en las encuestas convencionales que miden
los esfuerzos de investigación y desarrollo dentro de cada empresa.
Por su carácter informal, el valor real de las actividades y gastos de
este tipo no suele informarse cabalmente.

Fuente: Elaboración propia.

a ALC = América Latina y el Caribe.
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Aún queda un largo camino por recorrer hasta que las
empresas, las universidades, los consultores de inge-
niería, los bancos y aseguradoras, las asociaciones pro-
fesionales, las municipalidades y los funcionarios
públicos en general aprendan cómo abordar de la mejor
manera posible los temas de innovación y desarrollo
tecnológico locales. ¿Cómo crear mercados de capital
de riesgo capaces de financiar actividades de innova-
ción? ¿Cómo orientar a los futuros emprendedores que
salen de los laboratorios universitarios? ¿Cómo hacer
para que las pymes puedan enfrentar los costos de la
innovación? ¿Qué papel podrían cumplir los parques
tecnológicos o las incubadoras en este sentido? Toda-
vía no hay una respuesta razonable para esta y muchas
otras preguntas similares en la mayoría de los países
latinoamericanos.

Además, como ya se señaló, cuando el crecimien-
to se basa en la explotación de recursos naturales sur-
gen más complicaciones, por las singulares
circunstancias económicas, institucionales y tecnoló-
gicas que rodean la explotación sostenible de tales

recursos. Algunos son renovables y otros no. El costo
de oportunidad correspondiente al agotamiento y la re-
novación varía considerablemente de una rama de ac-
tividad económica a otra debido a las diferentes
circunstancias biológicas y ambientales. El comporta-
miento económico de las empresas se ve afectado, entre
otros factores, por el costo de exploración de nuevas
fuentes de abastecimiento, el ciclo biológico de cada
sitio, su tasa natural de agotamiento, el costo de pre-
servación del ambiente, el tipo de marco regulatorio y
el sistema de derechos de propiedad en que se realiza
la explotación del recurso.

Dichas circunstancias afectan el horizonte de pla-
nificación con que las empresas ingresan a la activi-
dad, la tasa de largo plazo de las utilidades tras los
programas de inversión, y la estrategia con que cada
empresa toma la decisión de permanecer o retirarse de
la actividad. Además, el clima político que impera en
cada país ante la exploración y explotación de sus re-
cursos naturales también es fundamental, condicionan-
do la estrategia tecnológica de las firmas.

V
Políticas de desarrollo tecnológico

e innovación

Para lograr un mayor crecimiento y más competitividad
internacional es indispensable acrecentar los esfuerzos
nacionales de investigación y desarrollo y la eficien-
cia con la que se organizan y llevan a cabo las activi-
dades nacionales de generación de conocimientos.

Para ampliar las actividades de generación y difu-
sión de conocimientos, los países latinoamericanos de-
ben sortear limitaciones financieras, institucionales y de
capital humano. Los sistemas nacionales de innovación
de América Latina aún están sumamente fragmentados
y forman parte de una maquinaria social cuyas piezas
deben funcionar con mayor coordinación para incre-
mentar la productividad y el ritmo de innovación.

Es esencial elevar los recursos que los países asig-
nan a las actividades de investigación y desarrollo, pero
también es altamente prioritario mejorar la producti-
vidad de los recursos que actualmente se dedican a las
actividades de generación de conocimientos y tecno-
logía. Hay que alentar al sector privado a que reafir-
me su compromiso de apoyar la investigación y el

desarrollo y los esfuerzos de absorción de tecnología.
Con ese fin, los mecanismos más apropiados son el
fortalecimiento de los derechos de propiedad intelec-
tual y el ofrecimiento de incentivos financieros. Es
preciso establecer mecanismos judiciales apropiados
para hacer valer los derechos de propiedad, dada la
fragilidad del entorno jurídico vigente hoy en la ma-
yoría de los países de la región. Sin embargo, esta
medida debe tomarse dentro de un marco adecuado de
políticas de defensa de la competencia, evitando un
aprovechamiento monopolístico del mercado por las
empresas cuyas patentes habrán de fortalecerse.

Por cierto, el sector público debe cumplir un pa-
pel protagónico (mediante sus universidades y labora-
torios de investigación y desarrollo) en la exploración
de la frontera del conocimiento básico para la explo-
tación sostenible de los recursos naturales, a saber,
la biología y biotecnología moleculares, la genética,
la inmunología y las ciencias y biotecnologías de la
salud humana y animal (incluidas las relativas a las



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

CAMBIO ESTRUCTURAL Y CAPACIDAD TECNOLÓGICA LOCAL • JORGE KATZ

72

vacunas y productos farmacéuticos), así como la ex-
pansión de las ciencias informáticas y las tecnologías
de la información, de importancia fundamental para la
transición a una economía de aprendizaje. No obstan-
te, es el sector privado el que debe ser inducido a adop-
tar una posición más activa y comprometida en cuanto
a la creación y aplicación de nuevas tecnologías deri-
vadas de las ciencias básicas, a fin de que los países
de América Latina alcancen un ritmo más acelerado de
innovación y progreso tecnológico. Esto es esencial
para que los países de la región logren, por una parte,
una mayor tasa de expansión de las exportaciones que
tienen más valor agregado nacional y, por otra, un me-
jor suministro de los servicios y bienes públicos nece-
sarios para otorgar una protección ambiental mucho más
amplia en la transición hacia una frontera productiva con
uso más intensivo de recursos naturales.

También debe inducirse a otros miembros del
sistema nacional de innovación, como la banca y las
aseguradoras, las universidades y las autoridades mu-
nicipales, por ejemplo, a participar más activamente en
los asuntos tecnológicos locales, explorando nuevos
mecanismos que sirvan para desarrollar mercados de
capital de riesgo, programas de mejoramiento del ca-
pital humano y arreglos institucionales relacionados
con la difusión de tecnología y la protección de los
derechos de propiedad y el medio ambiente. En cuan-
to al financiamiento de la investigación y el desarro-
llo, deben explorarse nuevas formas de mercados de
capital de riesgo. En muchos países los gobiernos bus-
can activamente opciones institucionales para que el
sistema de pensiones pueda asumir un papel más im-
portante en este sentido. Asimismo, debe considerarse
la posibilidad de que el gobierno actúe como un inter-
mediario financiero de “segundo piso”, que descentra-
lice la gestión de los fondos públicos destinados a
investigación y desarrollo y lo encauce hacia los ban-
cos comerciales, invitando así a la banca a asumir un
papel más decidido en la financiación de dichas acti-
vidades. En este sentido, muchos países del mundo
están desarrollando con éxito nuevas formas de inge-
niería social.

Es preciso explorar la perspectiva de crear par-
ques tecnológicos e incubadoras en campos como la
agroindustria y la acuicultura, de utilizar en formas
novedosas la madera en vivienda y mobiliario, y de
elaborar otros recursos naturales que actualmente se
explotan en la región. Asimismo, hay que estimular
a las empresas que ofrecen programas de computa-
ción y servicios de ingeniería para pymes, ya que los
proveedores de programas parecen estar atendiendo

exclusivamente las necesidades de las grandes empre-
sas, con lo cual las tecnologías computarizadas de or-
ganización de la producción resultan casi inaccesibles
para gran parte de las pymes.

El fortalecimiento de la trama productiva a nivel
local y municipal exige muchas nuevas formas de ac-
ción colectiva y coordinación con el sector público.
Esto porque al actuar en el ámbito local se obtienen
fuertes externalidades de red. Al fomentar la creación
de aglomeraciones (clusters) industriales en torno a la
explotación de recursos naturales se brinda la oportu-
nidad de actuar en colaboración con las municipalida-
des, las universidades regionales, los centros de
investigación y las pequeñas empresas familiares, ex-
plorando formas de interacción hasta ahora desapro-
vechadas en la región, en ámbitos como la
agroindustria y los productos farmacéuticos. Las
biotecnologías parecen estar abriendo oportunidades de
esta índole.

Por cierto, no es tarea fácil promover la acción
colectiva y una mayor coordinación en el ámbito lo-
cal con el fin de producir y difundir conocimientos
tecnológicos. Se podrían usar subsidios a la demanda
e intermediarios públicos con el fin de ayudar a las
pymes a formular proyectos de investigación y desa-
rrollo y de innovación para luego presentarlos a ban-
cos y organismos públicos de financiamiento. Ha
habido fructíferas experiencias recientes en este senti-
do en países como Brasil, Chile y Costa Rica, lo que
indica que los esfuerzos por desarrollar mercados de
capital pueden ser fundamentales en el ámbito local y
municipal. Conviene explorar las posibilidades de con-
tratos de riesgo compartido, licitaciones públicas y
concursos con miras a fomentar el interés de las em-
presas privadas en la generación de tecnología.

Acelerar la transición a una economía basada en
el conocimiento debería ser un asunto de política es-
tratégica para el futuro inmediato. Es probable que el
hecho de disponer de más bienes públicos en el cam-
po de las tecnologías de la información y de las co-
municaciones influya fuertemente tanto en el
crecimiento de la productividad como en un acceso
más equitativo a los bienes y servicios digitales en la
sociedad. El tema ocupa hoy un lugar preponderante
en la agenda de políticas de muchos países del mundo
que están expandiendo la infraestructura digital en cole-
gios, hospitales y municipalidades. Este proceso podría
combinarse con un mayor apoyo al surgimiento de pro-
veedores nacionales de programas computacionales e in-
dustrias de contenido que atiendan específicamente a las
necesidades de salud, educación y municipales de las
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comunidades locales y regionales. Para lograr una
mayor conectividad a internet y una reducción de la
brecha digital internacional y nacional es preciso to-
mar medidas enérgicas no solo en el ámbito tecnoló-
gico y financiero, sino también en el regulatorio, en
relación con el funcionamiento de la industria de las
telecomunicaciones. En la transición a una economía
digital habrá que abordar temas como la compatibili-
dad de los estándares y la creación de redes.

Es difícil anticipar cuáles políticas servirán y
cuáles no para mejorar el desempeño tecnológico de
un país determinado. El proceso de fomentar la gene-
ración y difusión de conocimientos en la economía y
de ampliar la equidad en el acceso a muchos de los
bienes y servicios que subyacen la transición a una
economía digital basada en el conocimiento tiene ca-
racterísticas propias en cada país. No existen políticas
únicas que tengan posibilidades de funcionar bien.

Evidentemente, habrá que adoptar métodos de ensayo
y error y un enfoque altamente pragmático para abor-
dar estos asuntos. La experiencia de las economías
dinámicas de Asia oriental que menciona la literatra
especializada, con ejemplos de éxitos y fracasos en el
diseño y ejecución de políticas tecnológicas, así como
la de Irlanda, Nueva Zelandia o Israel, confirman que
en este campo no hay recetas que sirvan para todos los
casos. Existen diferentes formas de capitalismo en el
mundo y es hora de que los gobiernos latinoamerica-
nos busquen activamente su propio estilo de capitalis-
mo, abandonando gradualmente las ideas anticuadas
del Consenso de Washington y comenzando a experi-
mentar con medidas especialmente concebidas para
cada país, con miras a desarrollar y promover un sis-
tema de innovación nacional más vigoroso.

(Traducido del inglés)
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Una versión anterior de este trabajo se presentó en el semina-
rio La economía política y el desarrollo brasileño, organizado
por el Centro de Desarrollo y Planificación Regional de la Facul-
tad de Ciencias Económicas de la Universidad Federal de Minas
Gerais (CEDEPLAR/UFMG) y realizado en Belo Horizonte, el 7 y 8 de
abril de 2005.

I
Introducción

la protección temporal de algunas industrias, programas
de estímulo de la calidad y otros) que no alcanzaban para
dinamizar el desarrollo industrial.

En este trabajo se procura reanudar el debate so-
bre política industrial en Brasil, de acuerdo con un
enfoque en el que: i) se discuten los fundamentos teó-
ricos que orientan la elaboración e instrumentación de
este tipo de política, ii) se utilizan esos fundamentos
para explicar, en líneas generales, las experiencias
positivas del pasado y los intentos fallidos de hacer
política industrial a partir de la década de 1980, y iii) se
evalúa la política industrial, tecnológica y de comer-
cio exterior actual como política de desarrollo.

Uno de los aspectos más característicos del atraso en el
desarrollo económico y, por extensión, en el desarrollo
social de Brasil, ha sido el pobre desempeño de la in-
dustria de transformación en los últimos 25 años. Este
hecho refleja los diversos problemas que se enfrentaron
a partir de la década de 1980 para poner en práctica una
política industrial. Aunque algunos documentos oficia-
les en materia de política industrial elaborados entre
mediados del decenio de 1980 y mediados del decenio
de 1990 fueron anunciados públicamente, no llegaron a
aplicarse en forma efectiva, con excepción de algunos
programas o políticas con metas específicas (la refor-
ma y reducción programada de los aranceles aduaneros,

II
Fundamentos teóricos de la

política industrial

La controversia respecto de la definición y el alcance
de la política industrial obedece en gran medida a las
diferentes posturas sobre sus fundamentos teóricos.
Algunos autores de extracción liberal recurren a un
esbozo de teoría formal para justificar las interven-
ciones por medio de políticas industriales como una
forma de sanear fallas o imperfecciones de mercado
—en materia de externalidades, bienes públicos, incer-
tidumbre, información insuficiente o asimétrica, entre
otras—, bajo la hipótesis de que el equilibro de la
economía está por debajo del nivel óptimo y con su-
puestos de racionalidad sustantiva de agentes con com-
portamiento maximizador, de estructuras industriales
determinadas y de conocimiento disponible como un
bien libre. Desde ese punto de vista, la política indus-

trial tendría un mero carácter reactivo y restringido,
estaría orientada específicamente a corregir las imper-
fecciones del mercado y se aplicaría en forma horizon-
tal, es decir, no sería selectiva respecto de sectores o
actividades.1 Aun así, las intervenciones solo se justi-
ficarían cuando sus beneficios no fueran inferiores a
sus costos en cuanto a fallas de gobierno (o de la bu-
rocracia) y captación de rentas.2

Por otra parte, sin despreciar las teorías formales,
los autores neoschumpeterianos y defensores de la
economía evolucionista se basan sobre todo en la ri-
gurosa observación de los fenómenos económicos, que
constituye lo que Nelson y Winter (1982) denominan

1 Dosi (1988, p. 119), con mucha ironía, se refiere al modelo nor-
mativo de las fallas o imperfecciones de mercado afirmando que
estas “delimitan el campo de intervención institucional, que —se
afirma— debería hacer que el mundo se pareciera más a la teoría”.
2 A este argumento se opone la nueva economía institucional de
intervención del Estado, que sostiene que el costo de la informa-
ción no es específico del gobierno y que la captación de rentas es
necesaria como estímulo a la innovación. Véase un buen resumen
de este debate en Chang (1994, cap. 1).
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teoría apreciativa.3 Combinado con la visión
schumpeteriana sobre el papel estratégico de la inno-
vación en el desarrollo económico y las formali-
zaciones teóricas de la economía evolucionista, ese
enfoque descarta la hipótesis del equilibrio. De acuerdo
con supuestos más realistas de que el comportamiento
de los agentes se basa en una racionalidad limitada (o
condicionada) y el conocimiento es predominantemen-
te tácito e idiosincrásico, sus partidarios sostienen que
hay una coevolución de tecnologías, estructuras empre-
sariales e industriales e instituciones en sentido amplio
—inclusive instituciones de apoyo a la industria, in-
fraestructura, normas y reglamentos— cuya fuerza
motora es la innovación.4 Según esta teoría, la política
industrial es activa y de gran alcance, está orientada a
sectores o actividades industriales inductoras de cam-
bios tecnológicos y al entorno económico e institu-
cional en su conjunto, que condiciona la evolución de
las estructuras de las empresas e industrias y la orga-
nización institucional, incluido el establecimiento de un
sistema nacional de innovación. Esto determina la
competitividad sistémica de la industria e impulsa el
desarrollo económico.5

Este segundo enfoque resulta más adecuado para la
formulación e instrumentación de una política industrial
como estrategia de desarrollo y su amplitud supone la
necesidad de compatibilizar la política industrial con
la política macroeconómica; establecer metas; articular
instrumentos, normas y reglamentos según los ob-
jetivos establecidos; coordinar el progreso de las
infraestructuras (física, de ciencia, tecnología e inno-
vación, y social) en sinergia con la estrategia indus-
trial, y organizar el sistema de instituciones públicas y
entidades representativas del sector privado que
interactuarán para ponerla en práctica. Aunque la ne-
cesidad de acciones de tan amplio alcance es evidente
con arreglo a los fundamentos teóricos de la teoría
neoschumpeteriana/evolucionista, se considera impor-
tante resumir los puntos principales.

Se reconoce ampliamente que, como resultado de
la administración de los dos precios básicos de la eco-
nomía —intereses y tipo de cambio— y del nivel y la
estructura de la tributación, la política macroeconó-
mica puede ser antagónica a una estrategia de desa-
rrollo basada en una política industrial. No obstante,
no se reconoce en la misma medida que esta última
también puede afectar los objetivos macroeconómicos,
por ejemplo, a raíz de aumentos de productividad. Es
importante que la política industrial no se torne invia-
ble por políticas macroeconómicas muy restringidas
o inestables. Como sostiene Corden (1980, p. 184),
cuanto más perturbaciones haya en el ámbito macro-
económico, más tenderá la política industrial a orien-
tarse a problemas de corto plazo.6 En varios sentidos,
la política industrial constituye un puente entre el pre-
sente y el futuro, entre las estructuras e instituciones
existentes y aquellas en proceso de constitución y de-
sarrollo. Aunque puede ser un instrumento importan-
te para lidiar con la incertidumbre, no se puede eli-
minar por completo. Si el entorno macroeconómico
continúa caracterizándose por una inestabilidad muy
acentuada, es probable que la política industrial pier-
da gran parte de su potencialidad y vigor. Cuando
existen incertidumbre e indefiniciones básicas con
respecto a un futuro relativamente lejano, pero la si-
tuación inmediata parece relativamente estable, la di-
mensión estructurante y transformadora de la política
industrial pierde importancia para sus protagonistas,
que se concentran sobre todo en sus propios objeti-
vos de corto plazo.

A pesar de que el establecimiento de metas es
sin duda el aspecto más controvertido de la política
industrial y el blanco predilecto de sus críticos, es fun-
damental en una estrategia industrial impulsada por la
innovación y orientada por transformaciones tecnoló-
gicas y cambios estructurales en empresas e industrias.
Los detractores critican sobre todo las intervenciones
que conllevan la elección de “sectores ganadores”, lo

3 Conforme a lo expuesto por Nelson (2004) y en conferencia del
mismo autor organizada por el Rectorado de la Universidad Estadual
de Campinas (UNICAMP) y realizada en Campinas el 16 de marzo de
2005.
4 Véase Nelson y Winter (1982), Possas (1996), Dosi (1988) y Dosi
y Kogut (1993).
5 Sobre el concepto de competitividad sistémica respecto de la
política industrial, véase Possas (1996). Este concepto se encuentra
también implícito en los análisis de Fajnzylber (1990) sobre la trans-
formación productiva con equidad en América Latina.

6 Aunque el texto de Corden (1980) corresponde a un período y
una problemática específicos —la adopción de políticas industria-
les activas de ajuste, en contraposición con las políticas meramente
defensivas en la crisis que afectó el nivel de empleo en los países
desarrollados en la década de 1970—, su análisis didáctico de las
relaciones entre las políticas macroeconómica e industrial revela
que hay ingredientes de política industrial en la política
macroeconómica, que esta afecta los objetivos de la política indus-
trial y que a su vez la política industrial afecta los objetivos
macroeconómicos.
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que responde a una interpretación equivocada del
concepto de política industrial. Esta no supone la sus-
titución de los mecanismos de mercado por decisiones
burocráticas, sino que, por el contrario, resulta de esfuer-
zos cooperativos de los sectores público y privado para
entender la naturaleza del cambio tecnológico y anti-
cipar sus probables efectos económicos.7 El politólogo
Chalmers Johnson, cuyo clásico estudio de la política
industrial japonesa constituye un aporte notable en la
materia,8 es bastante preciso al caracterizar el estableci-
miento de metas de la siguiente manera: El gobierno no
toma esas decisiones, sino que las ratifica y apoya.
La política industrial se convierte en un medio para
evaluar su significado económico y científico. Por
ende, la fijación de metas industriales no significa la
promoción de tecnologías que probablemente no se de-
sarrollarían sin apoyo, sino que contribuye a que esas
tecnologías alcancen rápidamente las economías de
escala y la eficiencia industrial sin las cuales nunca
serían competitivas internacionalmente (Johnson,
1984, p. 10). Es evidente que algunas de las metas
pueden resultar en fracasos, pero se trata de un riesgo
que se corre respecto de todas las actividades, en la
medida en que están sujetas a incertidumbre. Los críti-
cos de la política industrial se valen de que los fracasos
están a la vista, mientras que es más difícil probar con
argumentos que los casos con buenos resultados no
habrían tenido éxito sin el apoyo gubernamental
(Johnson, 1984, p. 10).

El éxito de la política industrial como estrategia
de desarrollo centrada en la innovación depende
también de la difícil articulación de instrumentos, nor-
mas y reglamentos. Son esos mecanismos de instru-
mentación de la política industrial los que crean el
modelo de señales económicas, regulan los incentivos
y restricciones a la innovación y permiten sintonizar
las actividades de las empresas en busca de ganan-
cias con los objetivos de la política industrial, que
procura promover el desarrollo y la competitividad.9

El propósito es administrar los diversos instrumentos
—sistema de protección, financiamiento, promoción

de exportaciones, incentivos fiscales, defensa de la
competencia, ley de patentes y otros— de modo ar-
mónico, sin ambigüedades respecto de las señales
transmitidas a los agentes, y en forma coherente con
los objetivos de la estrategia industrial. Esto puede ser
fundamental para el éxito o el fracaso de la estrategia.
Por ejemplo, los movimientos contradictorios del tipo
de cambio y el arancel aduanero (u otros instrumentos
del sistema de protección, inclusive la promoción de
exportaciones), el financiamiento insuficiente o con
prioridades diferentes a las establecidas por la política
industrial, los incentivos fiscales con metas incompa-
tibles con las de la política industrial, así como la le-
gislación que crea incertidumbre acerca del ambiente
competitivo y la posibilidad de aprovechar los benefi-
cios de la innovación, distorsionan los efectos
distributivos deseados e impiden que la política indus-
trial funcione como una estrategia de desarrollo.10

Otro requisito para el éxito de la estrategia con-
siste en coordinar el avance de las infraestructuras en
forma simultánea a la instrumentación de la política
industrial, sobre todo cuando se trata de una estrategia
de puesta al día tecnológica (catching-up). Aunque las
infraestructuras son grandes fuentes de externalidades,
muchos críticos e inclusive algunos partidarios de la
noción de política industrial consideran que las
infraestructuras son ajenas al ámbito de dicha políti-
ca.11 No obstante, como estrategia de desarrollo y so-
bre todo por su acento en la innovación, la política
industrial debe necesariamente incluir las infra-
estructuras como variable de política. Dosi (1988) hace
referencia a la “organización de externalidades” y la
“creación de condiciones de contexto”, que consiste en
la provisión de servicios de infraestructura económica
eficientes y el desarrollo del sistema de ciencia, tec-
nología e innovación, de modo que no solo compren-
da centros de enseñanza e investigación, sino también
instituciones que establezcan una relación entre los
avances científicos y tecnológicos y su explotación
económica por las empresas. La necesidad de organi-
zar las externalidades de la infraestructura económica

7 Véase Johnson (1984, p. 9); también Rodrik (2004).
8 Véase Johnson (1982).
9 En un artículo paradigmático  en que procura crear un marco
amplio de políticas en el enfoque neoschumpeteriano/evolucionista,
Dosi (1988) sugiere cinco variables sobre las cuales las políticas
pueden actuar: la capacitación del sistema científico y tecnológico,
la capacitación de los agentes económicos en la búsqueda de nue-
vas tecnologías y formas organizacionales, el modelo de señales
económicas, las formas de organización de los mercados, y los in-
centivos y restricciones a los procesos de adaptación e innovación.

10 Dosi (1988, pp. 130-131) descarta la eficiencia distributiva
ricardiana y afirma que las opciones distributivas deben reflejar las
diferentes oportunidades tecnológicas ligadas a diversos productos
y sectores, de modo de alcanzar lo que denomina eficiencia
schumpeteriana, es decir, el dinamismo tecnológico como efecto
del modelo de distribución y la eficiencia de crecimiento, esto es,
la “especialización en bienes de alta elasticidad de demanda en re-
lación con el ingreso”.
11 Como por ejemplo Chang (1994, cap. 3), quien considera que las
definiciones amplias sobrecargan el concepto de política industrial
y prefiere la definición usual de políticas industriales selectivas.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

POLÍTICA INDUSTRIAL Y DESARROLLO • WILSON SUZIGAN Y JOÃO FURTADO

79

es evidente: se debe garantizar que sean de hecho
externalidades y no trabas o deseconomías externas
para las empresas. Las condiciones relativas al siste-
ma de ciencia, tecnología e innovación también son
fundamentales para el proceso de innovación. Ningu-
na industria con uso intensivo de conocimiento puede
crecer sin el apoyo de un sólido sistema de enseñanza
e investigación y distintos tipos de capacitación espe-
cífica —que muchas veces resultan de un largo proce-
so de aprendizaje— y sin el desarrollo simultáneo de
las actividades sinérgicas, normas, modelos y regla-
mentos que caracterizan su complejidad institucional.12

Por último, y por todo lo anterior, la organización
de instituciones en sentido estricto es imprescindible
para llevar a cabo la política industrial. Por una parte,
se deben establecer instituciones públicas coordinado-
ras o ejecutoras, y por otra, entidades representativas
de las empresas y de otros grupos de interés
involucrados. La organización de las primeras debe ser
articulada, ágil y coherente con las metas de la políti-
ca industrial. Esto significa que no pueden administrar-
se de acuerdo con los intereses de los burócratas del
área correspondiente, ni dejarse llevar por intereses
específicos (Chang, 1994, cap. 1; Rodrik, 2004, sección
III). Las entidades representativas de las empresas y de
otros intereses deben ser legitimadas y reconocidas
como interlocutoras en la formulación e instrumentación
de la política.

Este debate remite a dos aspectos centrales de
cualquier estrategia de política industrial: el poder
político y la coordinación. A su vez, el aspecto político
se divide en dos temas. En primer lugar, y por sobre
todas las cosas, la adopción de una política industrial
como estrategia de desarrollo debe ser objeto de una
decisión política. Esto es lo que Johnson (1984, p. 7)
quiere decir cuando afirma que la política industrial
es ante todo una actitud, y solo después una cuestión
de técnica. En segundo lugar, la estrategia debe estar
encabezada por una autoridad política indiscutible.
Rodrik (2004, pp. 19-20) sugiere que la encabece un
ministro de Estado, el vicepresidente o inclusive el
presidente de la República. De este modo se situaría a
la política industrial en el vértice de la política econó-
mica, se aseguraría la articulación de las instituciones

ejecutoras y se haría posible una mejor coordinación
de las actividades.

El otro aspecto se refiere precisamente a la coor-
dinación, que está en la esencia de la política industrial,
en contraposición a la coordinación descentralizada que
efectúan los mecanismos de mercado. En este último
caso, las medidas de política industrial serían una for-
ma de coordinación ex post, en reacción a fallas o im-
perfecciones de mercado. Pero este modelo normativo
no tiene en cuenta los fenómenos que caracterizan al
dinámico mundo de la evolución tecnológica, en el que
los factores institucionales en sentido amplio (institu-
ciones y políticas) parecen moldear la constitución de
reglas de comportamiento, procesos de aprendizaje y
modelos de selección ambiental, condiciones
contextuales bajo las cuales operan los mecanismos
económicos —en general y principalmente con respec-
to a la evolución tecnológica (Dosi, 1988, p. 138). Por
lo tanto, según el enfoque neoschumpeteriano/
evolucionista, la política industrial es vista esencialmente
como una forma de coordinación ex ante.

Cabe formular dos observaciones importantes
sobre esa forma de coordinación a través de la políti-
ca industrial: en primer lugar, es una colaboración
estratégica entre el gobierno, las empresas y las enti-
dades del sector privado con miras a las metas de la
política industrial, y no una coordinación centralizada
en el Estado.13 En segundo lugar, supone la creación
de instituciones específicas, en forma de órganos co-
legiados, como instancias consultivas, deliberativas y
de decisión. Rodrik (2004), por ejemplo, sugiere que
dichas instituciones sean órganos público-privados
estructurados como consejos de coordinación y deli-
beración, creados en el ámbito nacional, regional o
sectorial. Aunque ese autor —con arreglo al enfoque
de la política industrial adoptada— proponga que ta-
les consejos sean lugares de intercambio de informa-
ción y aprendizaje social, la complejidad del mundo
dinámico descrito por Dosi (1988) exige que tengan
una misión más ambiciosa y funcionen efectivamente
como canales de interacción de las actividades públi-
co-privadas y de formulación e instrumentación de la
estrategia de desarrollo concentrada en la industria y
la innovación.

12 Entre los ejemplos más comunes están la electrónica y sus
sinergias con las telecomunicaciones, los equipos de informática,
de transporte y los bienes de consumo duraderos; la industria far-
macéutica, sobe todo la referida a principios activos, con su sólida
base científica y sus relaciones con el sistema de salud, y la fabri-
cación de aeronaves, con sus normas técnicas de seguridad.

13 O, como sugiere Rodrik (2004), con miras a resolver problemas
identificados por esos actores en el sector productivo de la econo-
mía. Esa postura es un término medio entre la política industrial
orientada por fallas de mercado y la que pone el acento en la inno-
vación, en virtud de que propone que el gobierno y el sector priva-
do interactúen para identificar problemas y encontrar soluciones.
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Dosi (1988) sostiene que una estrategia de ese tipo
permite modificar los sistemas de ventajas comparati-
vas que son determinados de forma endógena por la
evolución de los mercados internacionales y, tal vez más
importante, puede desencadenar un proceso de apren-
dizaje que dinamice el desarrollo económico y social.14

Al contrario de lo que sostiene la teoría neoclásica, el
desarrollo no resulta pura y simplemente de la acumu-

lación de capital físico y humano, sino también y sobre
todo del aprendizaje de las nuevas tecnologías y de
cómo dominarlas.15 Nelson (2004) afirma que la pues-
ta al día tecnológica exige innovación y la capacidad de
innovación supone adoptar y dominar modos de hacer
cosas que ya se usan desde algún tiempo en las econo-
mías avanzadas, pero que son nuevos para el país o
región que se está poniendo al día.

14 Con respecto a la política industrial japonesa de posguerra, para-
digma de éxito en transformación y desarrollo, Dosi (1998, p. 142)
afirma que una década después de la segunda guerra mundial, nin-
gún economista habría osado sugerir que la electrónica era una de
las ventajas comparativas de Japón. Ahora ciertamente lo es. Si
alguien hubiera adoptado hace treinta años la eficiencia distributiva
en términos relativos de los diferentes sectores industriales como
criterio para establecer reglas normativas, probablemente Japón
todavía estaría exportando corbatas de seda. En cierto sentido, el
uso de criterios de ventajas comparativas como base única y final
para las reglas normativas es un lujo que solamente los países que
están en la frontera tecnológica se pueden dar (...).

15 Nelson y Pack (1999) analizan esos procesos de aprendizaje sobre
la base de la que llaman “teoría de la asimilación”, en contraposi-
ción a la “teoría de la acumulación”. Véase Kim y Nelson (2005,
Introducción) y Nelson (2004).
16 Entre dos tercios y tres cuartos de la producción de los países
más industrializados (Alemania, Estados Unidos y Japón) corres-
pondían a esas dos industrias. Seguían a estas proporciones las de
países como Francia e Italia (alrededor de tres quintos), mientras
que en Brasil superaba ligeramente el 50%.
17 Las instituciones pioneras del Sistema Nacional de Desarrollo
Científico y Tecnológico fueron el Consejo Nacional de Desarrollo
Científico y Tecnológico y la Coordenação de Aperfeiçoamento de
Pessoal de Nível Superior (CAPES), establecidos a inicios de la dé-
cada de 1950. La creación del Fondo de Desarrollo Técnico y Cien-
tífico (FUNTEC) en el Banco Nacional de Desarrollo Económico y
Social (BNDES), y del Fondo para el Financiamiento de Estudios y
Proyectos (FINEP) datan del decenio de 1960. Posteriormente se
estructuraron las actividades de investigación y enseñanza de
posgrado en las universidades, y se crearon institutos y centros de
investigación y desarrollo en empresas estatales, laboratorios espe-
cializados y otras instituciones de investigación, inclusive en la
agricultura, que constituyen el origen de los que hoy se consideran
casos de éxito en el mercado internacional. Sin embargo, en esa
época todavía no había una interacción adecuada con el sector pro-
ductivo, que hasta hoy se considera precaria.

III
La política industrial en Brasil

en el pasado reciente

No parece haber dudas de que la acelerada industria-
lización de Brasil entre el período de posguerra y fi-
nes del decenio de 1970 fue impulsada por políticas
industriales. En ese período la industrialización entró
de hecho en la agenda política y de política econó-
mica, algunos actores políticos se fortalecieron y
surgieron otros nuevos —asociaciones industriales,
sindicatos patronales y de trabajadores, órganos regio-
nales y sectoriales—, mientras la política económica
reflejaba el nuevo cuadro político. Prevalecían el
desarrollismo nacionalista y el intervencionismo esta-
tal, que amalgamaban las fuerzas políticas y los inte-
reses económicos del proyecto de industrialización. La
decisión a favor de la política industrial y el liderazgo
político tuvo dos instancias de mayor relieve: el Plan
de Metas del gobierno de Kubitschek, llevado a cabo
por grupos ejecutivos industriales que contaban con la
participación del sector privado, y, bajo la dictadura,
la implementación del segundo Plan Nacional de De-
sarrollo bajo la dirección autoritaria del Consejo de
Desarrollo Económico. No obstante, aunque en forma
intermitente, hubo una coevolución de tecnologías,
estructuras económicas e instituciones a lo largo de
todo el período.

Las metas se establecían sobre todo por proble-
mas relacionados con la balanza de pagos: la sustitu-
ción de importaciones y, en el decenio de 1970, el
incremento de las exportaciones de manufacturas. En
ese sentido, la política industrial se ocupaba especí-
ficamente de construir sectores con miras a que la
estructura industrial convergiera con el modelo estruc-
tural de las economías industrializadas, basado en las
industrias metalmecánica y química.16 En forma para-
lela, se intentaba crear un sistema nacional de innova-
ción —el Sistema Nacional de Desarrollo Científico
y Tecnológico— y mejorar la infraestructura econó-
mica, primero en materia de energía y transporte y
luego de telecomunicaciones.17 La cimentación de la
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estructura industrial y de la infraestructura organi-
zó el poder económico en torno a la conocida tríada:
Estado (infraestructura e industrias de base), capi-
tal extranjero (industrias dinámicas) y capital nacio-
nal (industrias tradicionales y segmentos de las di-
námicas).

En todo ese período hubo también una continua
construcción institucional. El Estado se pertrechó en
términos organizacionales y de coordinación económi-
ca mediante la creación de órganos de planificación,
programas de metas o planes sectoriales, instituciones
y políticas de financiamiento público, de fomento y de
comercio exterior, normas y reglamentos específicos
en materia de precios, tarifas de los servicios de utili-
dad pública, salarios, concentración económica, trans-
ferencia de tecnología e inversión extranjera directa,
entre otras cosas. Sin embargo, la articulación de ese
aparato institucional y los respectivos instrumentos era
precaria. En todo el período hubo protección aduane-
ra indiscriminada y exagerada, concesión también
indiscriminada de subsidios fiscales y financieros,
énfasis tardío en la exportación, insuficiente atención
a la capacitación para innovar y fuertes distorsiones
reguladoras sobre inversiones, precios, tarifas de los
servicios de utilidad pública y salarios. Algo similar
ocurrió con la política macroeconómica: aunque era
abiertamente expansiva salvo en los primeros años de
la dictadura, sancionó varios regímenes cambiarios
discriminatorios, frecuentemente con subsidios a la
importación y penalización de las exportaciones, has-
ta que se adoptó el sistema de minidesvalorizaciones
cambiarias. A su vez, la estructura tributaria era arcai-
ca y fuertemente regresiva y los intereses contenían
subsidios que mantenían al sistema financiero privado
en el subdesarrollo, por lo menos hasta que se adoptó
la corrección monetaria de activos financieros.

No obstante, la industrialización y el crecimiento
económico se aceleraron y comenzó a cambiar el
modelo de inserción internacional del país, que dejó
de ser solamente un proveedor de productos básicos
agropecuarios y agroindustriales y cobró cada vez más
importancia como proveedor de manufacturas y
semimanufacturas. Sin embargo, esto no se tradujo
en mejoras sociales. Por el contrario, los problemas
sociales se agravaron. La concentración poblacional
—un fenómeno intrínseco al proceso de industrializa-
ción— aumentó en las áreas urbanas, pero no hubo un
cambio simultáneo en el sistema educativo y de capa-
citación y calificación de la mano de obra. Debido a
eso, y a la debilitación de los sindicatos laborales, se

deterioró el salario real y empeoró la distribución del
ingreso, lo que favorece el crecimiento inmediato pero
es pésimo para el futuro del país.

Quizás pueda decirse que el momento de refor-
mar el modelo normativo de la política industrial fue
la transición de la década de 1970 a la de 1980. Se
debía reducir el acento en la construcción de sectores,
reconocer el fin de la sustitución de importaciones
como proceso de industrialización y establecer metas
más cualitativas, orientadas a la innovación, el desa-
rrollo tecnológico, la calidad y la productividad.18 Se
llegó a pensar en ese cambio a partir de un intento de
reformar las políticas de comercio exterior y de incen-
tivos fiscales en 1979. El esbozo de una política para
el desarrollo de las industrias representativas de las
nuevas tecnologías de información comenzó con la
creación de la Secretaría Especial de Informática, que
daría origen a la Ley de informática, promulgada en
octubre de 1984.19 No obstante, el proceso se truncó
por cambios en la conducción de la economía a fines
de 1979 y por la crisis macroeconómica de inicios del
decenio de 1980.

Así, en lugar de la transformación esperada, a
partir de 1981 el proceso histórico se invirtió, con lo
cual involucionaron las tecnologías y las estructuras
empresariales, industriales e institucionales en sentido
amplio (inclusive políticas), las infraestructuras se
deterioraron y se abandonó el Sistema Nacional de
Desarrollo Científico y Tecnológico.20 En el campo
político y de la política económica, el desarrollismo y
el intervencionismo estatal perdieron terreno y el po-
der y la hegemonía ejercidos hasta 1979 por el Conse-
jo de Desarrollo Económico —aunque autoritarios—
se debilitaron. En el gobierno federal dejó de haber una
actitud a favor de la política industrial y, por el con-
trario, predominaron los objetivos de estabilización
macroeconómica. Desde entonces, la política de esta-
bilización, la política monetaria y la política cambiaria
del real dominaron a la industria y al sector producti-
vo en su conjunto, tornando inviable la política indus-
trial. Los diversos intentos de formular y aplicar una

18 En el decenio de 1970 la sustitución de importaciones como
fuente de crecimiento de la producción industrial ya era menos
importante (8,3%) que la expansión de las exportaciones (14,4%).
El dinamismo obedecía a la demanda interna (77,3%). Véase
IPEA (1985, p. 209).
19 Véase un resumen de las primeras medidas proyectadas en Suzigan
(1979).
20 Entre 1979 y 1984 los recursos del Fondo Nacional de Desarro-
llo Científico y Tecnológico se redujeron más de dos tercios.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

POLÍTICA INDUSTRIAL Y DESARROLLO • WILSON SUZIGAN Y JOÃO FURTADO

82

política industrial se frustraron o se instrumentaron solo
parcialmente.21

Se abandonaron todas las formas de coordinación.
La secuencia de planes de desarrollo económico, cien-
tífico y tecnológico se interrumpió y se desactivaron
metas y programas sectoriales. Los instrumentos de
política que antes servían a la industrialización pasaron
a administrarse de acuerdo con los objetivos de esta-
bilización macroeconómica. Hasta fines de la década
de 1980 las barreras no arancelarias restringieron aun
más el acceso a las importaciones. Se subsidiaron
exportaciones, se redujeron las inversiones públicas en
infraestructura, se recortaron drásticamente los presu-
puestos públicos para la financiación industrial y para
el Sistema Nacional de Desarrollo Científico y Tecno-
lógico, se redujeron los incentivos de fomento y se
ajustaron más los controles de precios y de tarifas de
los servicios de utilidad pública. Tímidas señales de
cambio surgieron entre 1988 y 1989 a raíz de una
reforma del arancel aduanero, que eventualmente
resultó inocua porque la protección se debía a barre-
ras no arancelarias y nuevos incentivos de fomento a
la inversión y al desarrollo tecnológico creados por la
Nueva Política Industrial. En tanto, el fracaso de la
política de estabilización inflacionaria sepultó cualquier
esperanza de reanudar el desarrollo industrial.

La década de 1990 trajo aparejadas grandes trans-
formaciones, para bien y para mal. Aunque el desarro-
llo industrial volvió momentáneamente a ocupar un
espacio en la política económica, el intento de aplicar
una política industrial en el marco del Plan Collor fra-
casó y el único elemento de la Política industrial y de
comercio exterior (PICE) efectivamente puesto en prác-
tica fue la liberalización del comercio exterior. Los
acuerdos multilaterales de comercio, firmados en el
ámbito de la Organización Mundial del Comercio
(OMC), y la posterior revaluación del real completaron
el cuadro de la apertura comercial. A estos se suma-
ron una mayor apertura a la inversión extranjera di-
recta y la salida de escena del Estado como agente
de desarrollo industrial. Se abandonó el sistema de
fomento a la industria y se inició un amplio proceso
de privatización de empresas e infraestructura. Esto
cambió radicalmente el ambiente económico y sometió
a la industria —debilitada por muchos años de estan-

camiento— a la competencia predatoria de importacio-
nes e inversiones extranjeras. Como consecuencia hubo
intensos procesos de desnacionalización, conflictos
entre el Estado y entidades representativas de las em-
presas, fuertes presiones sectoriales por protección (por
ejemplo en el sector automotor), crisis del federalismo
debido a las políticas estaduales para atraer inversiones
que ocupaban el espacio vacío de la política industrial,
poco dinamismo en la industria —que luchaba por
ajustarse al nuevo contexto—, desempleo creciente
y debilitamiento de los sindicatos de trabajadores.
La estabilización monetaria provocó una marcada
inestabilidad económica —sobre todo en el plano ex-
terno—, mayores incertidumbres y riesgos vinculados
a la volatilidad del cambio y los intereses y la suprema-
cía del sector financiero sobre el productivo. Se instaló
de ese modo un círculo vicioso.

La industria se ajustó. Las empresas redujeron
sus estructuras operacionales y procuraron mejorar
la calidad de sus productos, aumentar la productivi-
dad y orientarse a la exportación, mientras que las
estructuras industriales se encogieron mediante la
desarticulación de cadenas productivas —sobre todo en
los sectores de electrónica, bienes de capital y quími-
co/farmacéutico— y la desactivación de segmentos de
alta tecnología. La proporción de la industria de
transformación en el producto interno bruto (PIB) dismi-
nuyó algunos puntos porcentuales. Surgió una nueva
estructura de poder, conformada por un Estado regula-
dor, por capital extranjero dominante en algunas
industrias estratégicas desde el punto de vista del de-
sarrollo tecnológico, y por grupos privados nacionales
reestructurados pero con limitada capacidad financiera
y pocas sinergias productivas, sobre todo en materia de
nuevas tecnologías.

A fines de la década de 1990 e inicios de la
década del 2000 el país todavía carecía de una políti-
ca industrial, y de adoptarse decisiones políticas para
formularla e instrumentarla habría que hacer frente a
diversos obstáculos:

i) Se debería superar el sesgo ideológico contra la
política industrial que cristalizó después de años
de predominio del pensamiento económico
neoliberal, que a su vez se afianzó en gran parte
debido al agotamiento de los viejos modelos de
intervención típicos de la fase de sustitución de
importaciones.

ii) La política macroeconómica (intereses, tipo de
cambio, estructura tributaria) debería ser me-
nos insensible a los aspectos relacionados con el

21 Esas tentativas se registraron a fines de 1984 y comienzos de
1985 —después de la elección del gobierno de la Nueva Repúbli-
ca—; en 1988, durante el gobierno de Sarney (Nueva Política In-
dustrial); a inicios del gobierno de Collor (Política industrial y de
comercio exterior - PICE) y al comienzo del primer mandato de
Fernando Henrique Cardoso.
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desarrollo industrial y menos hostil a la necesi-
dad de tomar medidas para su promoción.

iii) La organización institucional del sector público no
era eficaz para promover el desarrollo industrial,
pues había cambiado muy poco en relación con
el modelo normativo anterior y sus interacciones
con el sector privado eran muy limitadas y suje-
tas a discusiones en cámaras sectoriales rema-
nentes y foros de competitividad que carecían de
influencia.

iv) La financiación pública de inversiones industria-
les estaba limitada por cortes presupuestarios y
por el acento que ponía el Banco Nacional de
Desarrollo Económico y Social en privatizaciones
y operaciones con lógica predominantemente
financiera.

v) El Sistema Nacional de Desarrollo Científico y
Tecnológico estaba debilitado luego de años de re-
cortes presupuestarios, a pesar de la revitalización
proporcionada por los Fondos Sectoriales a par-
tir de 2001-2002.

vi) No había articulación entre los instrumentos de
políticas de comercio exterior (en el nuevo mar-
co de acuerdos multilaterales de comercio y re-
gionales de integración económica), de incentivos

fiscales (federales, estaduales, regionales, secto-
riales), de competencia y de regulación.

vii) Después de muchos años de recortes de las inver-
siones públicas y pese a las privatizaciones la
infraestructura económica estaba muy deteriora-
da y se observaban ineficiencias que generaban
externalidades negativas para las empresas.

viii) Los problemas sociales se habían agravado: des-
empleo creciente —sobre todo en las regiones
metropolitanas—, aumento de la pobreza —mo-
mentáneamente aliviado por el Plan Real en
1994-1995—, empeoramiento de la distribución
del ingreso, crisis en el sistema público de sa-
lud y previsión social, y atraso del sistema edu-
cativo respecto de lo que sería deseable en una
sociedad democrática y republicana en la era de
las tecnologías de la información y las comuni-
caciones.

Esas eran las circunstancias que condicionaban la
opción por una política industrial a inicios de 2003 y
fue en ese marco que se formuló e instrumentó la ac-
tual Política Industrial, Tecnológica y de Comercio
Exterior (PITCE). En la sección siguiente se la evalúa
como política de desarrollo.22

22 No se pretende hacer aquí una presentación formal de la Política
Industrial, Tecnológica y de Comercio Exterior ni evaluar su pues-
ta en práctica. Véase información actualizada sobre las medidas y
programas en un documento del Ministerio de Desarrollo, Industria
y Comercio Exterior (MDIC, s/f). El periódico Valor Econômico
publicó una serie de cinco reportajes del periodista Ricardo Balthazar
sobre la política industrial, que incluye datos y opiniones que ayu-
dan a comprender el contexto de la PITCE.

IV
La Política Industrial, Tecnológica

y de Comercio Exterior de Brasil

como política de desarrollo

La instrumentación de la PITCE a fines de 2003 es por
sí sola un hecho positivo, porque demuestra que se
superó —al menos en parte— el sesgo contra la polí-
tica industrial que prevaleció por tanto tiempo. Y por-
que demuestra a la vez que hubo una decisión política
en este sentido, aunque se esté lejos de resolver el
abanico de problemas impuestos por una estrategia de
desarrollo centrada en la industria, impulsada por la
innovación y orientada por transformaciones tecnoló-
gicas y cambios estructurales en empresas e industrias,
según el enfoque neoschumpeteriano/evolucionista. Lo
que es notable es que la política industrial volvió a
ocupar un espacio en la agenda política y de política
económica.

Además de algunas virtudes, la PITCE tiene muchos
defectos que dificultan su funcionamiento como polí-
tica de desarrollo. Sus virtudes incluyen las metas, el
acento en la innovación y, en cierta medida, el reco-
nocimiento de la necesidad de una nueva organización
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institucional para poner en práctica la coordinación de
la política. Sus defectos resultan de su incompatibilidad
con la política macroeconómica (sobre todo respecto
de los intereses y la estructura tributaria), la falta de
articulación de los instrumentos y de estos con las
demandas de las empresas, la precariedad de la infraes-
tructura, la insuficiencias del sistema de ciencia, tec-
nología e innovación y la fragilidad de la conducción
y coordinación del proceso de política industrial. En
los siguientes apartados se presenta un breve resumen
de estos puntos.

1. PITCE: metas, acento en la innovación y nueva
organización institucional

Como se mencionó con anterioridad, la política indus-
trial es esencialmente un mecanismo de coordinación
de acciones estratégicas del gobierno y las empresas,
con miras al desarrollo de actividades inductoras de
cambios tecnológicos o a la solución de problemas
identificados por esos actores en el sector productivo
de la economía. Esta política no se limita al sector
industrial, como demuestran algunas actividades en las
que Brasil alcanzó competitividad internacional, entre
ellas los negocios agrícolas y la fabricación de
aeronaves. La creación de la Empresa Brasileña de
Investigación Agropecuaria (EMBRAPA) y su interacción
con las empresas del sector agropecuario pueden con-
siderarse acciones típicas de política industrial, así
como el establecimiento del Centro Tecnológico de
Aeronáutica, que dio origen a la Empresa Brasileña de
Aeronáutica (EMBRAER). No obstante, el acento en la
industria es sin duda el más importante, porque esta
reúne tradicionalmente a la mayoría de los sectores que
difunden innovaciones y progreso técnico. Una parte
de las innovaciones y avances productivos que muchos
sectores consiguen alcanzar está incorporada en
máquinas y equipos, que junto con los insumos de ca-
racterísticas y calidades diferenciadas constituyen las
herramientas de desarrollo de tantas actividades. Los
sectores de servicios también contribuyen considera-
blemente a la transformación y al desarrollo de muchas
actividades económicas. Muchos de ellos nacieron
dentro de la industria, donde cobraron cuerpo y se
convirtieron en actividades autónomas, clasificadas en
la categoría general de “servicios”. El sector de infor-
mática y las actividades relativas al software constitu-
yen el ejemplo más evidente de la forma en que los
servicios perfeccionan los procesos industriales y per-
miten alcanzar grados de sofisticación inimaginables
con métodos convencionales. Por lo tanto, la política

industrial tiene necesariamente un gran alcance y se
puede decir que no es solo una política para la industria,
sino una política de estructuración, reestructuración,
mejora y desarrollo de las actividades económicas y del
proceso de generación de riqueza. Si la industria es el
eje de la política, se debe a su capacidad para irradiar
efectos sobre el sistema económico.

En ese sentido, la elección de las actividades que
serán objeto de la política industrial es estratégica y debe
ser fruto de la colaboración entre gobierno y empresas.
Más que nadie, los empresarios saben reconocer las
oportunidades, pero debido a la incertidumbre en
cuanto a la rentabilidad esperada muchas veces no
están dispuestos a correr riesgos: el apoyo del gobier-
no es fundamental y la política industrial es la forma
de coordinación más adecuada. Ambos actores deben
colaborar en el marco de la PITCE para identificar las
oportunidades de transformación que los sectores gene-
radores de progreso técnico ofrecen a los demás.

Se debe tener en cuenta que en la actualidad hay
muchas más restricciones a la práctica de la política
industrial que en el pasado. Estas son consecuencia de
acuerdos multilaterales y regionales de comercio e
integración económica; de la participación de grandes
empresas nacionales y extranjeras que poseen mayor
libertad de movimiento y se someten en menor grado
a los “dictámenes” del Estado y a las políticas públi-
cas; de las propias políticas macroeconómicas, y de la
menor disposición de la sociedad a hacerse cargo de
los costos de las políticas, sobre todo cuando gravan
al consumo y reducen el poder de compra de los indi-
viduos y las familias o la competitividad de las demás
empresas.

Sin embargo, esto no constituye un impedimento
para la aplicación de una política industrial. En el caso
de los compromisos internacionales, es posible hacer
política industrial utilizando las armas de los acuerdos
mismos, como por ejemplo las medidas adoptadas por
el gobierno de Brasil en el ámbito de la OMC contra los
subsidios estadounidenses y otras prácticas desleales
de comercio. En segundo lugar, además de ser más
necesarias que en el pasado, las políticas actuales son
diferentes y tienen propósitos más ambiciosos, expre-
sados en términos cualitativos. Mientras que antes se
limitaron a la promoción de sectores específicos, hoy
tienen metas mucho más cualitativas y refinadas: cons-
truir sectores y llevarlos en determinadas direcciones
no es la única forma de asegurar que las políticas sean
sustentadas.

Las diferencias con respecto al pasado son muy
marcadas. Las políticas industrial y de crecimiento de
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Brasil se confundieron durante medio siglo y fueron
ambas muy exitosas: produjeron un sistema industrial
diversificado e integrado, casi completo en cuanto a
sus componentes, y condujeron a tasas de crecimiento
del PIB, del ingreso y del empleo extraordinariamente
elevadas. Llegó un momento en que perdieron
funcionalidad, la que se procura restaurar mediante la
actual Política Industrial, Tecnológica y de Comercio
Exterior. No se pretende montar una estructura indus-
trial, sino dotar a la existente de un renovado y soste-
nido vigor.

Este movimiento en pro de nuevos objetivos
depende en gran medida de la definición de una vi-
sión común, compartida por los protagonistas del
proceso económico y sus interlocutores públicos. La
construcción de este enfoque común es necesariamen-
te progresiva y continua. Requiere, entre otras cosas,
una colaboración estrecha, el intercambio de informa-
ción, el establecimiento de foros híbridos, la continuidad
de sus participantes, la mención explícita y deliberada
de divergencias y su orientación con miras a la con-
vergencia y a la definición de los pasos sucesivos. Se
trata de un proceso paulatino, cuyo principal resultado
es la cimentación de un clima de confianza y respeto
mutuos. Gobiernos, ministerios, instituciones públicas
y agencias gubernamentales por una parte, y empresas,
asociaciones empresariales, sindicatos, federaciones y
confederaciones, por otra, poseen objetivos esenciales
que no se confunden, pero que sin duda pueden com-
binarse para alcanzar resultados afines a las misiones
de cada uno, que son diferenciadas pero compatibles
y complementarias.

Las principales restricciones a la formulación
e instrumentación de una política industrial no pro-
vienen del ámbito externo sino del interno. El pro-
blema no consiste tanto en saber si la OMC “permite o
prohíbe”, sino en construir alternativas aceptables para
la sociedad brasileña dentro del espacio internacional
ofrecido (y que la diplomacia procura ampliar). Tóme-
se el ejemplo de uno de los mayores éxitos de la po-
lítica industrial brasileña del siglo XX: la EMBRAER.
Hasta fines del decenio de 1980 e inicios del de 1990,
todavía era considerada por muchos una empresa si-
tuada entre el fracaso rotundo y el éxito oneroso. Para
algunos, era una más de esas iniciativas infructuosas
que se insiste en hacer en Brasil, contrariando voca-
ciones y desperdiciando oportunidades. Esa crítica
resulta hoy totalmente fuera de lugar y el silencio de
quienes la formularon (inclusive con respecto a sus
posiciones anteriores) es bastante comprensible. El
éxito de la EMBRAER en la década de 1990 tiene ante-

cedentes próximos y remotos. Los más recientes da-
tan del decenio de 1950, cuando se creó la institución
formadora de los recursos humanos avanzados del
sector, y los más distantes se remontan a las décadas
de 1920 y 1930, cuando se elaboraron las principales
tesis respecto de las necesidades y posibilidades bra-
sileñas en la industria aeronáutica. Nada menos que
medio siglo separa a la semilla de sus frutos, un pe-
ríodo en que abundantes recursos regaron el terreno
fértil de las ideas y capacidades hasta que los aviones
se convirtieran en un artículo importante de la pauta
exportadora.

¿Sería posible en la actualidad este inmenso éxito
brasileño, que revigoriza nuestra autoestima y amplía el
abanico de oportunidades y perspectivas? ¿Esperaría-
mos tanto tiempo, sin interrumpir esfuerzos e inversio-
nes, hasta el momento de cosechar? La respuesta más
probable a estas dos preguntas es “no”. Por ese moti-
vo debemos calibrar las políticas que queremos
instrumentar con las dosis necesarias de realismo que
la sociedad nos impone. Los eventuales costos de una
política industrial se deben cotejar con beneficios
menos desfasados. Además de dichos costos —que por
lo general son evidentes—, la sociedad debe conocer
los posibles beneficios de la política industrial —nor-
malmente diferidos— y sus efectos indirectos, que
muchas veces quedan olvidados. ¿Cuánto de la pros-
peridad del Vale do Paraíba resulta de la transferencia
tecnológica y humana del Instituto Tecnológico de
Aeronáutica (ITA) y de la EMBRAER?

Por las razones mencionadas, la orientación de las
políticas industriales hacia nuevos objetivos, que co-
menzó en los últimos meses del gobierno de Fernan-
do Henrique Cardoso con la creación de los Fondos
Sectoriales y la propuesta de la Ley de innovación y
se consolidó con la Política Industrial, Tecnológica y
de Comercio Exterior en los primeros meses del go-
bierno actual, puede considerarse positiva. Se dejó de
hacer hincapié en la balanza comercial, sobre todo en
la sustitución de importaciones, y la promoción de las
exportaciones fue ganando terreno como política de
promoción comercial, junto con una vertiente más di-
plomática (de la cual el eje con China es el ejemplo
más claro). En forma muy acertada, y sobre todo, con
la Política Industrial, Tecnológica y de Comercio Ex-
terior se puso el acento en la innovación y el desarro-
llo tecnológico, se seleccionaron sectores difusores de
tecnología e innovaciones (bienes de capital, software
y semiconductores) para extender las soluciones al
tejido económico (no solo el industrial en sentido
estricto) y se definieron dos áreas “portadoras de futuro”
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como prioridades para el desarrollo científico y tecno-
lógico nacional. Es bien sabido que la innovación es
mucho más que desarrollo tecnológico, pero este cons-
tituye la principal fuente de innovaciones, y la única
que no se agota.

Los sectores en los que se concentra la Política
Industrial, Tecnológica y de Comercio Exterior son, en
buena medida, coincidentes y reflejan el viraje hacia
objetivos más contemporáneos. Los sectores de bienes
de capital, software y semiconductores son transver-
sales, porque afectan a la industria y la economía en
general, y por ende de gran importancia para la pro-
ductividad de los demás sectores de la industria, los
sectores primario y terciario y el servicio público. En
los tres se observaban elevados déficit comerciales que
aún hoy persisten. Como ya se mencionó, los bienes
de capital incorporan progreso técnico y ofrecen a los
demás sectores posibilidades de transformación y de-
sarrollo. Lo mismo puede decirse de los semicon-
ductores y el software.

La solidez de la balanza comercial debe ser un
objetivo permanente de la política económica y la
política industrial constituye una poderosa herramien-
ta para alcanzar esa meta. No obstante, existe una di-
ferencia fundamental entre procurar el superávit de la
balanza comercial y hacerlo a partir de los sectores
elegidos. Tómese el caso de los bienes de capital. En
todo el mundo, sobre todo en los países más avanza-
dos en materia industrial y tecnológica, esos bienes
representan la mayor parte de la corriente de comer-
cio, en términos absolutos y relativos (comparada, por
ejemplo, con la producción total o al consumo). Si en
Estados Unidos se registra un déficit, en Alemania y
Japón se observa un superávit. Todos los países avan-
zados importan muchos de algunos bienes de capital y
menos de muchos otros bienes. Los bienes de capital
sellan un compromiso duradero de las empresas con su
futuro e incorporan gran parte de sus estrategias. Las
compras satisfactorias resultarán en perspectivas positi-
vas prolongadas, mientras que ocurrirá lo contrario con
las adquisiciones mal hechas. Es por ese motivo que las
empresas suelen dedicar especial atención a este tema.

Desarrollar un sector de bienes de capital compe-
tente y dinámico debe ser un objetivo de cualquier
política de desarrollo, pero las razones superan en
mucho las ligadas a la balanza comercial. El sector de
bienes de capital establece vínculos estrechos con sus
principales clientes y usuarios. Los fabricantes escu-
chan y verifican las necesidades de sus clientes y pro-
curan desarrollar nuevos atributos que atiendan sus

demandas. No lo hacen por un deseo de colaboración
sino por la necesidad de posicionarse respecto de la
competencia. En este sentido, disponer de un sector de
bienes de capital calificado funciona como garantía
para la atención de necesidades. Acceder a mercados
externos y captar las transformaciones relativas a las
demandas de los clientes (efectivos o potenciales) es
más importante que desencadenar sustituciones de
importaciones específicas en un momento dado. Por
esa razón, el cambio del acento en la política indus-
trial desde la sustitución de importaciones a la consti-
tución de capacidades y competencias es sano y
promisorio.

También puede considerarse positiva, en algunos
aspectos, la nueva organización institucional creada
para aplicar la Política Industrial, Tecnológica y de
Comercio Exterior. Como se señaló con anterioridad,
contar con una organización institucional ágil, con una
conducción política fuerte y de liderazgo ampliamen-
te reconocido, órganos colegiados deliberativos e ins-
tituciones ejecutoras articuladas es fundamental. Es
sabido que existen en el país instituciones ejecutoras
eficientes en materia de financiamiento (Banco Nacio-
nal de Desarrollo Económico y Social); apoyo a acti-
vidades de investigación y desarrollo e innovación
(Ministerio de Ciencia y Tecnología, Fondo para
el Financiamiento de Estudios y Proyectos, Fondos
Sectoriales, fundaciones estaduales de apoyo a la in-
vestigación); promoción comercial y fomento de la
exportación (Ministerio de Relaciones Exteriores y
Agencia de Promoción de Exportaciones e Inversio-
nes), y otras, pero hay poca articulación entre ellas y,
sobre todo, entre los instrumentos y las necesidades de
las empresas. Un problema aún más importante es que
la conducción política y la capacidad de coordinación
—funciones de la política industrial por excelencia—
se dificultan por la superestructura organizacional y la
burocratización de la toma de decisiones.

La creación de una instancia de articulación de
instrumentos y medidas, la Agencia Brasileña de De-
sarrollo Industrial (ABDI) —reglamentada en febrero de
2005 junto con el Consejo Nacional de Desarrollo
Industrial (CNDI), responsable de supervisar su actua-
ción— constituye un elemento favorable. El CNDI está
presidido por el Ministro de Desarrollo, Industria y
Comercio Exterior e integrado por otros 12 ministros,
el presidente del BNDES y representantes del sector pri-
vado y de los trabajadores. En teoría, esta estructura
puede contribuir a mejorar la articulación y permitir la
coordinación. Sin embargo, debido a que fue creada
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como un servicio social autónomo integrante del
Sistema S,23 la ABDI no tiene poder de convocatoria
sobre otras instituciones y tuvo dificultades para inves-
tir a su directorio, compuesto por representantes de los
ministerios de Hacienda, Planificación, Presupuesto y
Gestión, y Ciencia y Tecnología.

2. La debilidades de la Política Industrial,
Tecnológica y de Comercio Exterior

La instrumentación de esta política se dificulta por los
efectos adversos de la política macroeconómica, la falta
de articulación de los instrumentos y de estos con las
demandas de las empresas, la precariedad de la infra-
estructura económica, las insuficiencias del sistema de
ciencia, tecnología e innovación y la fragilidad de la
dirección y coordinación del proceso de política indus-
trial. A continuación se comentan brevemente estos
problemas.

Los efectos adversos de la política macroeco-
nómica sobre la industria son bastante conocidos y se
refieren, entre otras cosas, a la utilización de la tasa
básica de interés como principal —si no único—
instrumento de control de la inflación bajo el régimen
de metas. Las repercusiones en cuanto al costo del
capital son también conocidas: se encarece el finan-
ciamiento de la producción corriente y de la comer-
cialización y se desalientan las inversiones en el sector
productivo. Esa política supone además una gran
volatilidad cambiaria bajo el régimen de cambio fluc-
tuante y —recientemente— la revaluación del real, que
contrarresta los esfuerzos realizados en virtud de la
Política Industrial, Tecnológica y de Comercio Exte-
rior para promover las exportaciones. A esto se suman
los efectos de la política tributaria, que merece algu-
nas consideraciones más detalladas.

El aspecto fiscal, que no siempre surge en los
debates sobre política industrial (y sobre la PITCE), re-
quiere visibilidad inmediata. No es la intención de los
autores reiterar las críticas que siempre se hacen a los
impuestos elevados. A esa crítica, el Estado y el go-
bierno prestaron oídos sordos y pagaron el precio de
esa insensibilidad en la tramitación de la Medida
Provisoria 232, que promovería una serie de incenti-

vos a las actividades productivas (sobre todo a las in-
versiones).24

La igualdad de todos ante la ley y la racionalidad
fiscal constituyen el tema principal. Independientemen-
te del nivel de la carga fiscal en la actualidad, que
puede considerarse elevado para quien paga rigurosa-
mente, esta presenta características muy nocivas para
cualquier política que busque promover la eficiencia
y la competitividad. Cuanto más tarde se corrija esta
estructura irracional, mayores serán las dificultades de
transición, pues la reanudación de las inversiones
industriales —que sigue un curso natural, pero acele-
rado por la política industrial— promueve una locali-
zación que se adecua a la irracionalidad fiscal pero que
es antieconómica desde todos los demás aspectos. El
aprovechamiento de algunas brechas fiscales, even-
tualmente ligadas a las ineficiencias de la estructura
de fiscalización, conduce a algunos empresarios a to-
mar decisiones en materia de inversión que en otras
condiciones serían insostenibles. Dos de estas decisio-
nes son bastante comunes y se refieren a la localiza-
ción y a la escala.

La localización de algunas empresas se decide a
veces sobre la base de ventajas fiscales, que pueden
ser reales o construidas con procedimientos irregula-
res o típicos de una zona gris. Por ese motivo, algu-
nos emprendimientos se tornan estructuralmente depen-
dientes de ventajas que derivan de una falta de igualdad
fiscal, que debería corregirse sin más demoras.

El problema de la escala es tan importante como
el de la localización. Los incentivos necesarios y re-
comendables para las pequeñas empresas no pueden
confundirse con la condescendencia respecto de prác-
ticas fiscales y laborales irregulares.

La localización industrial casuística y las escalas
de producción inadecuadas constituyen fuentes de fra-
gilidad para las demás empresas y los sectores corres-
pondientes, y a veces también tienen efectos sobre la
competitividad de los sectores situados antes y después
en las respectivas cadenas productivas. Las políticas
industriales contemporáneas procuran estimular e
inducir a las empresas a adoptar comportamientos

23 El Sistema S, constituido conforme al artículo 149 de la Consti-
tución de la República Federativa del Brasil, está compuesto por 11
instituciones que tienen fuentes específicas de ingresos provenien-
tes de contribuciones sociales sobre la planilla de sueldos y salarios
de las empresas. La mayor parte corresponde a instituciones que
prestan servicios sociales.

24 Se entiende por Medida Provisoria un tipo de decreto legislativo
originario del Poder Ejecutivo que permite delinear los límites y
mandatos judiciales del Poder Legislativo. Este tipo de medida se
utiliza ampliamente, y cada vez más, desde comienzos del decenio
de 1990.
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diferenciados, que promuevan un uso más racional de
los recursos naturales y sus productos transformados
y una calificación cada vez mayor de los trabajadores.
Por su naturaleza, estas ganancias son incrementales,
salvo algunas excepciones (innovaciones “radicales”,
raras). ¿Cómo convertir la innovación en un compor-
tamiento colectivo y que se refuerce a sí mismo si las
brechas de la competencia desleal anulan una gran
parte de los esfuerzos genuinos? El reconocimiento del
papel fundamental de las pequeñas y medianas empre-
sas en la generación de empleo, en la ocupación y en
la formación de capacidades empresariales no debería
confundirse bajo ningún concepto con la condescen-
dencia respecto de las irregularidades. Si el objetivo
de la política de apoyo a las pequeñas y medianas
empresas es realmente apoyarlas, habría que establecer
instrumentos aún más vigorosos que los existentes, sin
confundir jamás el respaldo con el consentimiento de
la evasión o informalidad fiscal y la irregularidad
laboral. Desde este punto de vista, la burocracia li-
gada a los emprendimientos en general y a la
fiscalidad en particular es tan grave para las micro-
empresas y pequeñas y medianas empresas como la
carga fiscal. La política industrial, que pretende pro-
mover las inversiones y el desarrollo, resulta margi-
nada por la dimensión fiscal que se le opone o que
atenúa en gran medida sus efectos. En otras palabras,
la política industrial está debilitada por la política
tributaria o, mejor dicho, por la falta de una verdade-
ra política tributaria. Algunos avances25 de ambas son
posibles y deberían formar parte de la agenda polí-
tica y económica con la política industrial como po-
lítica de desarrollo.

Quizás el problema más grave e importante que
dificulta la aplicación de la Política Industrial, Tecnoló-
gica y de Comercio Exterior es la falta de articulación
de los mecanismos e instrumentos y de coordinación
con sus beneficiarios. En este trabajo se procura
mostrar que dicha política beneficia a sectores peque-
ños, que no tienen el poder de arrastre de otros secto-
res o segmentos económicos, y por ese motivo enfrenta
más dificultades para convertirse en una política de
desarrollo (el único sector con esa característica es el
de bienes de capital, pero está restringido por los efec-
tos adversos de la política macroeconómica en las

inversiones en el sector productivo). No obstante, la
elección de tres de los cuatro sectores que son objeto
de acciones prioritarias es muy positiva.

El papel que los sectores pequeños pueden
desempeñar como vector central de una política de
crecimiento y desarrollo no consiste en influir sobre la
industria y la economía por su volumen, sino en
proveer a los demás sectores de fuentes renovables de
incremento de productividad y diferenciación de pro-
ductos. No se trata de volumen, sino de calidad.

Para que eso ocurra, es imprescindible articular
la capacidad de oferta de productos y servicios de los
sectores prioritarios de la política industrial con las
demandas de los demás sectores y actividades. En otras
palabras, para promover el crecimiento y el desarrollo
sobre la base de los sectores elegidos es preciso arti-
cular ofertas y demandas, capacidades y necesidades,
soluciones y problemas.

A modo de ejemplo, hay cientos de miles de
empresas —de todos los sectores y sobre todo de los
Arreglos Productivos Locales o sistemas localizados de
producción— que podrían beneficiarse del software
creado para atender sus necesidades específicas de
modernización de la gestión empresarial integrada. En
este caso, la política industrial debe brindar a las
empresas los recursos de crédito necesarios para que
el sector productor se movilice y atienda sus deman-
das (potenciales, pero no materializadas por la falta
de articulación).

Las entidades representativas de la industria po-
drían tomar una iniciativa concreta y articular los in-
tereses de los fabricantes de software con los de las
organizaciones que representan a las empresas de los
Arreglos Productivos Locales. El poder público podría
financiar una estructura básica de software de gestión
empresarial para pequeñas y medianas empresas con
recursos a fondo perdido del Fondo Nacional de De-
sarrollo Científico y Tecnológico, de los Fondos Sec-
toriales o de la Ley de informática. Dicha estructura
permitiría informatizar las pequeñas y medianas em-
presas en forma articulada con programas de califica-
ción de la gestión y con los gestores empresariales. El
objetivo principal del programa no sería tanto reducir
los costos sino ofrecer a las empresas un sistema efi-
ciente de gestión de costos con indicadores adecuados
a su evolución. Con los recursos financieros vincula-
dos a la política industrial (Fondos Sectoriales o Ley
de informática modificada), los diversos sistemas pro-
ductivos localizados podrían desarrollar aplicaciones
específicas para sus necesidades sobre la base del

25 Como los logrados con los cambios en las desgravaciones
tributarias introducidos en el Programa de Integración Social/Con-
tribución para el Financiamiento de la Seguridad Social (PIS/COFINS).
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módulo básico, genérico, protegido por derechos de
propiedad módicos (por las líneas de los derechos
comunes).26

No obstante, la coordinación de los mecanismos
e instrumentos de la política industrial —eslabones
esenciales en la relación con sus beneficiarios y con-
dición para que funcione como efectiva política de
desarrollo— es generalmente precaria. Al carecer de
los recursos financieros y la capacidad impositiva que
se asignaban a la política industrial en el pasado (en
Brasil y en el mundo, en especial en Asia), su eficacia
dependerá de la concertación de intereses y la articu-
lación en los planos estratégico y operacional. Esto nos
remite al debate y la evaluación de los problemas
institucionales relacionados con la instrumentación de
la política —con la Agencia Brasileña de Desarrollo
Industrial a la cabeza—, tema delicado que está lejos
de hallarse totalmente resuelto.

Una de las mayores dificultades de la Política
Industrial, Tecnológica y de Comercio Exterior y de
cualquier política industrial contemporánea es la pro-
pia visión que sus protagonistas tienen de ella, que no
consigue librarse enteramente de estigmas y prejuicios.
La frase “cuando oigo hablar de política industrial me
llevo la mano al bolsillo y trato de protegerme”, tan-
tas veces repetida, resume esa opinión general. Aun-
que muchos de los principales argumentos a favor de
la política industrial se basan en hechos y explicacio-
nes sólidos, no logran refutar en forma definitiva y
perentoria —ya sea explícita o implícitamente— va-
rios de los argumentos contrarios. La estrecha colabo-
ración entre empresas privadas y organismos públicos
—fundamental para la consecución de los objetivos y
el alcance de las metas— es un ingrediente indispensa-
ble de las políticas. Lejos de ser fuente de corrupción,
es una forma de garantizar el seguimiento regular y
sistemático de la formulación e instrumentación de la
política y, gracias a la visibilidad y la transparencia,
constituye un antídoto contra esa práctica. La coordi-
nación de la política industrial depende precisamente
de la proximidad entre los protagonistas. La imagen de
legitimidad que ellos tengan de sus propósitos y pape-
les condiciona en gran medida la coordinación y los
resultados.

Otros problemas, que afectan a la economía de
manera general pero que pueden impedir el éxito de

la Política Industrial, Tecnológica y de Comercio
Exterior, se relacionan con las notorias deficiencias
de la infraestructura física (energía, transportes, co-
municaciones, puertos). A pesar de algunos avances
recientes, el desarrollo del sistema nacional de inno-
vación es todavía insuficiente para una estrategia como
la de la PITCE. Aunque el progreso permitido por los
Fondos Sectoriales y las perspectivas en cuanto al
efectivo funcionamiento de la Ley de innovación son
innegables, persisten la insuficiencia de recursos pre-
supuestarios del Ministerio de Ciencia y Tecnología y
del Fondo para el Financiamiento de Estudios y Pro-
yectos, el debilitamiento de las universidades públicas,
las entidades de investigación y los laboratorios, y la
inadecuación del sistema educativo frente a los requi-
sitos de una estrategia de desarrollo con acento en la
innovación y el respeto de la ciudadanía.27

Los problemas de infraestructura son de larga data
y reflejan las restricciones macroeconómicas —sobre
todo fiscales— que históricamente afectaron a las in-
versiones públicas. Por otra parte, muestran que las
privatizaciones y el nuevo modelo de gestión por con-
cesiones de servicios bajo regulación pública y control
de agencias reguladoras no funcionaron como se es-
peraba. En la actualidad se considera que las socieda-
des público-privadas son la mejor —si no la única—
posibilidad de reanudar las inversiones en esa área. No
obstante, de acuerdo con Monteiro (2005), esa moda-
lidad de actuación pública presenta una gran comple-
jidad, por sus aspectos económicos, políticos, consti-
tucionales, organizacionales, administrativos y
contables, que lo lleva a concluir que el modo más
importante de fortalecer el establecimiento de las so-
ciedades público-privadas es mejorar la calidad
deliberativa del proceso político nacional, lo que per-
mitirá a los agentes públicos entender las demandas
del ciudadano-elector-contribuyente, por lo menos tan
intensamente como la empresa privada entiende la
realidad de su mercado consumidor (Monteiro, 2005,
p. 24). El hecho de que las sociedades público-priva-
das se subordinarán a un Consejo Gestor nos remite al
problema general de mandato político y coordinación
de la Política Industrial, Tecnológica y de Comercio
Exterior.

En realidad, el mayor impedimento para una
efectiva instrumentación de la PITCE como política de
desarrollo deriva de la dificultad de que esta cumpla

26 Modalidades de derechos de propiedad industrial o intelectual
que poseen carácter híbrido, a medio camino entre la protección
absoluta y rígida tradicional y el llamado software libre. 27 Las dificultades de la EMBRAPA son emblemáticas en ese sentido.
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con el papel que por excelencia tiene una política de
ese tipo: la coordinación ex ante de acciones concer-
tadas de actores públicos y privados. La línea de mando
política es difusa: aunque el Ministro de Desarrollo,
Industria y Comercio Exterior presida el nuevo Con-
sejo Nacional de Desarrollo Industrial, vinculado a la
Presidencia de la República, su liderazgo político se
diluye en el amplio organigrama de instancias
deliberativas superiores o del mismo nivel. Estas in-
cluyen las siguientes: el Consejo de Desarrollo Eco-
nómico y Social, el Consejo de Gobierno, la Cámara
de Política Económica (presidida por el Ministro de
Hacienda), la Cámara de Política de Desarrollo Econó-
mico (presidida por el Ministro-Jefe de la Casa Civil),
el Consejo Gestor de las asociaciones público-priva-
das, y el Consejo Interministerial de Arreglos Produc-
tivos Locales. Las facultades de la Agencia Brasileña

de Desarrollo Industrial —su brazo ejecutivo— son
limitadas y su dominio de los mecanismos e instru-
mentos de política depende de una compleja red de
relaciones con otros ministerios —algunos de los cua-
les son más poderosos— e instituciones que tienen una
relativa autonomía, como el BNDES y el Fondo para el
Financiamiento de Estudios y Proyectos. Esa super-
estructura deliberativa y la división de poderes dificul-
tan la legitimación del liderazgo, retrasan el proceso
de toma de decisiones relativas a la política industrial
y obstaculizan la articulación de instrumentos y la
coordinación de las acciones de acuerdo con las nece-
sidades de las empresas. En vista de tales dificultades,
es comprensible que Rodrik (2004) haya sugerido que
el proceso de política industrial sea dirigido por el
propio presidente de la República, o por un ministro
de Estado con poderes delegados por el presidente.

V
Comentario final

La Política Industrial, Tecnológica y de Comercio
Exterior y las políticas industriales en general no vol-
verán a ser la panacea que pueden haber sido en el
pasado. Decimos “pueden”, condicionalmente, porque
muchos de sus defectos y el ostracismo al que se las
condenó se deben a los excesos que con cierta exage-
ración, pero no sin fundamento, podríamos llamar
“desvaríos de la omnipotencia”.

Para ser eficaz, la política industrial debe ser
ambiciosa y prudente. Se debe concebir como un ins-
trumento de transformación y desarrollo, sin exigir
infinitos recursos que son escasos. Es necesario insis-
tir en los objetivos de la política industrial y en la
movilización de los protagonistas de la vida económi-

ca y de las instituciones públicas y privadas para lle-
var a cabo la inmensa tarea de la coordinación. En un
régimen macroeconómico caracterizado por grandes
restricciones, pero en el que las empresas revelan un
enorme dinamismo y las instituciones públicas y pri-
vadas siempre han actuado en forma creativa, es fun-
damental que la Política Industrial, Tecnológica y de
Comercio Exterior recurra a las competencias empre-
sariales e institucionales para la ingeniosa arquitectu-
ra de la coordinación. Se trata de un desafío de persis-
tencia, de construcción paulatina, de seguimiento,
revisión y redefinición y supone necesariamente una
perspectiva a largo plazo.

(Traducido del portugués)
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Un impuesto sobre las
transacciones cambiarias
como instrumento de lucha

contra la pobreza

John Williamson

Este artículo analiza la posibilidad de aplicar un impuesto sobre

las transacciones cambiarias que permita una recaudación considerable

para utilizarla en combatir la pobreza. Examina las ideas de Kenen, y las

ideas posteriores de Schmidt de que los avances técnicos permitirían

que las cinco autoridades que emiten las monedas en las que se pagan

las transacciones apliquen este impuesto en forma eficiente. Destaca la

creación del CLS Bank y la propuesta de limitar este impuesto a las

transacciones cambiarias que se realizan por medio de ese banco,

aunque sostiene que esto puede ofrecer riesgos. También menciona la

propuesta de Spahn de aplicar un impuesto dentro de determinados

límites geográficos, pero señala que esto no sería ventajoso si el

propósito es recaudar ingresos tributarios. Concluye que sería factible

aplicar un impuesto de un punto base sobre las transacciones

cambiarias y recaudar alrededor de 20.000 millones de dólares al año.
John Williamson
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anterior.
1 Véase Tobin (1974), ampliado en Tobin (1978).

I
Introducción

La idea de establecer un impuesto “módico” sobre las
transacciones cambiarias se remonta a una conferen-
cia presentación que James Tobin, agraciado con el
premio Nobel de economía, dictara en 1972.1 Este
autor imaginaba una tasa impositiva de quizás un 1%
del valor de las transacciones en divisas, la que, se-
gún sostenía, podría satisfacer dos propósitos en for-
ma simultánea. El primero sería dificultar en alguna
medida la dinámica de las finanzas internacionales,
lo que, según entendía, devolvería cierto grado de
independencia a las políticas monetarias nacionales y
pondría freno a la destructiva especulación desestabi-
lizadora; el segundo —consecuencia del primero—
sería recaudar dinero para destinarlo a alguna buena
causa internacional.

Los debates posteriores cuestionaron estas afirma-
ciones. Muchos han puesto en duda la posibilidad de
estabilizar los mercados monetarios mediante la apli-
cación de un impuesto sobre las transacciones
cambiarias, ya que la causa de la inestabilidad es la
oferta excesiva de activos de corto plazo más que los
grandes flujos de pagos a través de los mercados.
Además, muchos han afirmado que un impuesto como
el propuesto por Tobin daría lugar a una evasión tan ex-
tendida, ya sea debido a la sustitución de las tran-
sacciones gravadas por otras o al traslado de los
mercados a jurisdicciones en las que no se aplique el

2 Un punto básico equivale a un centésimo de punto porcentual.

impuesto, que frustraría el propósito de lograr un gra-
do apreciable de independencia de las políticas mone-
tarias nacionales. Del mismo modo, muchos cuestio-
nan la idea de que pueda establecerse una tasa
impositiva de un 1% —es decir, 100 puntos básicos—
2 sin que traiga aparejada una evasión extendida y sin
que el actual mercado de compraventa de divisas se vea
reemplazado por un mercado de corredores, lo que
reduciría enormemente el volumen de transacciones.
No puede calcularse el rendimiento de un impuesto
sobre las transacciones cambiarias tomando el 1% del
valor actual de dichas transacciones (que se calcula en
casi 1,9 billones de dólares por día en el último estu-
dio del Banco de Pagos Internacionales) y concluir que
sería posible recaudar billones de dólares al año para
volcarlos a una buena causa internacional.

Además, quizás no sea posible reducir de modo
sustancial la probabilidad de que ocurran crisis
cambiarias mediante la aplicación del impuesto Tobin
(aunque esto aún es objeto de debate), pero una tasa
impositiva relativamente elevada (unos 25 puntos bási-
cos) podría incrementar significativamente las diferen-
cias internacionales en las políticas monetarias (Felix y
Sau, 1996). Lo más importante para este grupo de au-
tores y, por lo tanto, para este artículo, es que aun me-
diante la aplicación de una tasa impositiva muy baja se
podría recaudar una suma de dinero considerable.

II
Establecimiento de una base imponible

Una condición clave para que un impuesto sobre las
transacciones cambiarias recaude una suma de dine-
ro considerable es que se evite una evasión de im-

portancia y para ello es necesario establecer una base
imponible amplia y clara.

Las transacciones cambiarias asumen diversas
formas. La operación clásica es una transacción al
contado en la que un tenedor cambia, por ejemplo,
dólares por euros para su entrega en el día, o al día
siguiente. La alternativa tradicional era una transacción
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a plazo en la que el tenedor acordaba en el momento
el precio al que compraría, por ejemplo, euros a cam-
bio de dólares en una determinada fecha tres o más días
después. Un exportador que sabe que recibirá un pago
en moneda extranjera en una fecha específica en el
futuro puede cubrir su recaudación mediante la venta
a plazo de la moneda extranjera a la fecha en que la
recibirá y la compra de moneda local con el producto
de esa venta. El arbitraje de interés cubierto ocurre
cuando un agente que vende dólares (por ejemplo) a
cambio de euros al contado, invierte por un período
definido en activos denominados en euros y simultá-
neamente vende euros a plazo al vencimiento del pe-
ríodo de inversión, de modo tal que la operación no
tenga ningún riesgo monetario. La alternativa más re-
ciente es una operación de canje en la que un tenedor
de dólares, digamos, toma posesión temporaria de
euros pero con un acuerdo de readquirir los dólares en
una fecha determinada en el futuro a un precio acor-
dado y entretanto permite que la contraparte use los
activos en dólares. Otra forma importante de actividad
está constituida por opciones, por las cuales el tene-
dor de dólares compra un derecho a adquirir euros, por
ejemplo, a un precio especificado, pero ejerce ese de-
recho solamente si el mercado ofrece una tasa que rinda
un beneficio (el precio actual en el mercado es infe-
rior al precio del ejercicio de la opción) dentro del
período establecido en la opción. Otra alternativa es un
contrato a futuro, que es similar a un contrato a plazo
en cuanto a que en él se promete la entrega de una
moneda especificada a cambio de otra a un tipo de
cambio determinado en una fecha futura establecida,
pero difiere del contrato a plazo en que el contrato a
futuro puede luego negociarse en un mercado. Los
contratos a futuro a menudo se pagan con el mero
intercambio de la diferencia entre el valor de las dos
monedas y, por lo tanto, atraen a quienes participan en
la especulación más que en la cobertura de transaccio-
nes comerciales; sin embargo, pueden ser un buen
sustituto de los contratos a plazo.

La propuesta original de Tobin era que el impues-
to sobre las transacciones cambiarias (“CTT” por
currency transactions tax) se aplicara solamente a las
transacciones al contado. Sostenía que esto también al-
canzaría a la mayoría de las transacciones a plazo,
porque un banco que hace una venta a plazo de una
moneda generalmente logra una cobertura mediante la
compra de esa moneda al contado. Sin embargo, aun-
que generalmente esto sea así, probablemente no siga
ocurriendo durante mucho tiempo luego de la aplica-
ción de un CTT. Una venta no gravada a un plazo de

tres días sería un sustituto demasiado bueno de una
venta al contado a dos días gravada como para evitar
que la primera sustituya en forma generalizada a la se-
gunda.3 Del mismo modo, los autores que le siguieron
han propuesto ampliar la base impositiva para alcan-
zar a todas las transacciones que puedan ser buenos
sustitutos de las transacciones al contado.

Durante mucho tiempo el análisis más exhausti-
vo e influyente sobre estos temas fue el de Kenen
(1996). Kenen propuso aplicar el impuesto tanto sobre
las transacciones a plazo como sobre las transacciones
al contado, con el argumento ya mencionado de que
las primeras son sustitutos muy buenos de las segundas
y de que, por lo tanto, el gravamen de las transacciones
al contado solamente alentaría su sustitución por
contratos a plazo. Indicó que deberían gravarse tam-
bién los contratos a futuro, tanto en el momento en que
se pactan por primera vez como cada vez que poste-
riormente se negocian, puesto que, como ya se indicó,
estos podrían convertirse en buenos sustitutos de las
transacciones a plazo. En segundo lugar, propuso que
el CTT se extendiera también a los canjes, porque
estos constituyen un sustituto cercano de las transac-
ciones simultáneas a plazo y al contado que tradicio-
nalmente han tenido que ver con el arbitraje de interés
cubierto; por lo tanto, su empleo sería un método efi-
caz para evitar en forma extendida el pago del impuesto
en caso de no gravarse. En tercer lugar, señaló que las
partes que participan en una transacción mayorista
(definida como la que se lleva a cabo con otro opera-
dor registrado que debe ser solamente operador y no
actuar también como agente de una institución finan-
ciera) deberían pagar este impuesto a la mitad de la tasa
estándar que se aplicaría a las transacciones minoris-
tas. En cuarto lugar, propuso que este impuesto se apli-
que donde se celebran los acuerdos más que donde se
registran o se hacen los pagos, ya que las salas de con-
tratación son mucho menos móviles que las
computadoras que se emplean para registrar las transac-
ciones y que los pagos se hacen normalmente sobre las
deudas netas y no sobre las transacciones brutas que se
desearía gravar. Por último —lo que es pertinente al
tema que se trata en la próxima sección—, propuso

3 Las transacciones al contado son aquellas en las que los pagos
vencen dentro de un plazo de dos días, y las transacciones a plazo
son aquellas cuyo pago vence en tres días o más. Incluso una tasa
impositiva módica constituiría un importante incentivo para pospo-
ner en un día el pago en tiempos normales, si eso permitiera evitar
el impuesto.
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que las transacciones con jurisdicciones no cooperantes
que no cobren el impuesto sean gravadas con una tasa
penal, para desalentar la migración de las salas de
contratación a estas jurisdicciones.

El análisis más complejo de Kenen se refiere a la
conveniencia de gravar las opciones. Reconoció el
peligro de que las opciones no gravadas comenzaran
a desplazar a los contratos a plazo y a futuro, pero se
mostró reacio a gravarlas, ya que una opción puede no
ejercerse nunca y, aunque se ejerciera, el beneficiario
igualmente tendría que comprar divisas al contado (por
lo que pagaría el impuesto) si su propósito fuese lo-
grar una cobertura, más que especular. También advir-
tió acerca del peligro de que un impuesto sobre los
contratos de opciones clásicos inspirara a los “cientí-
ficos” de la economía a diseñar contratos monetarios
sintéticos y contratos más complejos, los que expon-
drían a más riesgos a quienes se vieran inducidos a
dejar de usar contratos a plazo y contratos a futuro y
abordar instrumentos derivados complejos.

Kenen también se ocupa de otros temas. En pri-
mer lugar, le preocupa que la estructura que propone
suponga fijar impuestos solamente sobre operadores
de cambio registrados, lo que significaría que las tran-
sacciones minoristas entre entidades no bancarias que-
darían sin gravar. Aunque tales transacciones pueden
ser pocas en este momento, existe el peligro de que
aumenten rápidamente si no se gravan y si se aplica
una tasa impositiva considerable sobre las transaccio-
nes entre operadores. En segundo lugar, propone que
las transacciones “pequeñas” (que, según indica, po-
drían definirse como las de menos de un millón de
dólares) estén exentas. En tercer lugar, señala (aunque
no comparte este punto de vista) que muchos autores
han dado por sentado que las transacciones oficiales,
específicamente las realizadas por las juntas moneta-
rias, deben estar exentas. Por último, destaca que la
estructura que propone establece un doble gravamen
para quienes negocian en las divisas menos empleadas,
ya que una negociación en la que se cambien reales
de Brasil por pesos de México, por ejemplo, normal-
mente se hace mediante una moneda vehículo (en la
práctica, dólares de Estados Unidos), más que en for-
ma directa.

Garber (1996) es uno de los más influyentes es-
cépticos respecto a la factibilidad de aplicar un CTT.
Esto se debe en parte a la dificultad —que se analiza
en la siguiente sección— de establecer una participa-
ción universal de los gobiernos; pero también sostie-
ne que el mercado encontraría formas de evitar el

impuesto. Una de las formas que menciona son las
transacciones minoristas entre entidades no bancarias;
para limitarlas, según asevera, sería necesario captu-
rar en la red impositiva las entidades no bancarias que
tienen una actividad de tesorería intensa. El impuesto
también podría evitarse si las transacciones en divisas
se definieran como el intercambio de un depósito ban-
cario por otro en una moneda diferente, ya que sería
posible sustituirlos por canjes de bonos del tesoro en
países con mercados líquidos de estos bonos. O bien
ambas partes podrían suministrarse créditos mutuos en
las dos monedas, garantizándolo con el crédito que una
tiene respecto de la otra. Pero también podrían emplearse
otros métodos si los supervisores y las autoridades
tributarias advirtieran estos subterfugios y comenzaran
a gravarlos. El impuesto dejaría de evitarse solo si la
prima de liquidez sobre los activos menos líquidos
equivaliera al impuesto sobre las transacciones.

La recomendación de Kenen de aplicar un CTT

teniendo en cuenta el lugar donde se pacta el acuerdo
ha sido cuestionada por Schmidt (1999), y la opinión
de este fue respaldada por Clunies Ross (2003).
Schmidt sostiene que, en vista de los avances técnicos
registrados después del estudio de Kenen, ahora sería
factible que las autoridades monetarias que emiten las
cinco monedas vehículo del mundo identifiquen y por
lo tanto graven el valor bruto de todas las transaccio-
nes que se realizan comprando y vendiendo sus mone-
das.4 Esto supondría que las autoridades monetarias
que recauden el impuesto sean las del país en cuya
moneda se pagan las transacciones y no las del lu-
gar donde éstas se pactan. Kenen desestima esta
posibilidad y afirma que muchas transacciones son cal-
culadas en forma neta antes de pagarse, pero Schmidt
sostiene que las autoridades monetarias de los países
con monedas vehículo tienen los medios para obligar
a los sistemas de compensación extraterritoriales, así
como a sus propios bancos autorizados para operar con
divisas, a informarlas de sus transacciones brutas. Esto
es posible por los acuerdos ya adoptados para prote-
ger contra el riesgo de no pago a quienes efectúan las
transacciones. De hecho, las autoridades monetarias ya
imponen cobros sobre los pagos bancarios de transac-
ciones cambiarias por el uso de los programas infor-
máticos que se emplean en los pagos, y como todas las
transacciones se hacen en una de las cinco monedas

4 Dólar estadounidense, euro, yen, libra esterlina y franco suizo.
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vehículo por lo menos una vez, bastaría con que es-
tas cinco autoridades cobraran el CTT.

Un acuerdo en el que participaran solo estas cin-
co autoridades podría incumplirse si los bancos comen-
zaran a desplazar sus operaciones a otras monedas.
Para evitar esta práctica, Schmidt sugiere preparar a
algunos ocho países más cuyas monedas podrían lle-
gar a usarse como vehículo, para cooperar en la apli-
cación del impuesto si ocurre una migración del mer-
cado. Sería deseable obtener su consentimiento por
adelantado, para desalentar una migración del merca-
do inducida por la posibilidad de evitar el impuesto.

Se ha sostenido que la factibilidad de aplicar el
impuesto en la etapa de pago se ha ampliado aún más
con la inauguración del CLS Bank en septiembre de
2002.5 “CLS” significa sistema de liquidación continua
(continuous linked settlement) y constituye la respuesta
del sector privado a las inquietudes del Grupo de los
Diez respecto del riesgo de no pago. De acuerdo con
el sistema tradicional, todas las transacciones en divi-
sas que deban pagarse en un centro dado en una fecha
determinada se pagan simultáneamente al final de la
jornada de trabajo de ese centro. Como muchas tran-
sacciones en divisas abarcan más de una zona hora-
ria, los operadores se veían expuestos al riesgo de no
recibir sus pagos porque su contraparte podía volverse
insolvente en el ínterin (como el Herstatt Bank en

septiembre de 1974). El CLS Bank permite evitar este
riesgo a quienes emplean sus servicios, porque el pago
en una moneda (la que se ha vendido) ocurre simultá-
neamente con la recepción de la otra moneda (la que
se ha comprado). El CLS Bank funciona las 24 horas
del día y actúa como cámara de compensación conti-
nua. Se calcula que actualmente el CLS Bank registra
un volumen de transacciones de aproximadamente un
billón de dólares al día, lo que constituiría casi el 45%
del volumen actual del mercado.

Una posibilidad sería limitar la aplicación del CTT

a las transacciones en que interviene el CLS Bank. Esto
significaría sacrificar más de la mitad del rendimiento
del impuesto, por lo menos con los parámetros actua-
les. También habría que pensar en qué cantidad de tran-
sacciones se desviarían del CLS Bank si el impuesto se
aplicara solo a esta institución. Obviamente esto de-
pendería de la tasa impositiva, pero aun con una tasa
impositiva muy baja es necesario considerar esta po-
sibilidad. Se supone que un banco miembro o terceras
partes registradas no están obligados a canalizar todas
sus transacciones por medio del CLS Bank, en cuyo
caso cabría esperar que muchos participantes reac-
cionaran ante un CTT pagando sus transacciones ha-
bituales (las que se realizan con participantes muy sol-
ventes, en tiempos normales y en la misma zona hora-
ria) fuera del sistema del CLS Bank.

5 La casa matriz es suiza y el banco se encuentra en Londres. Ambos
están regulados por la Reserva Federal. La sociedad tenedora de
acciones tiene 71 accionistas, y ellos y otros 257 terceros liquidan
sus transacciones en las 15 monedas que actualmente abarca el sis-
tema a través de los bancos centrales de los países correspondientes
(los emisores de las cinco monedas vehículo, además de Australia,
Canadá, Dinamarca, Hong Kong, Noruega, Nueva Zelandia, la
República de Corea, Singapur, Sudáfrica y Suecia).

III
Participación gubernamental

Durante mucho tiempo se ha sostenido que para el
funcionamiento de un CTT es fundamental contar con
la participación de todos los países con mercados ac-
tivos de divisas. Bastaría con que no participara un solo
centro para dar a este una enorme ventaja competiti-
va, porque el mercado migraría rápidamente a ese cen-
tro y el régimen impositivo se vería perjudicado. Esto

no solo ocurriría respecto de los centros financieros es-
tablecidos —incluso algunos como Hong Kong y
Singapur en países que tradicionalmente no han sido
clasificados como países industriales—, sino que tam-
bién se sostiene que el mercado migraría a centros fi-
nancieros putativos como Gran Caimán o Bahamas si
en ellos no se aplicara el impuesto. Pero incluso lo-
grar la adhesión de centros financieros tradicionales
como Londres y Nueva York sería problemático, dado
que durante muchos años Gran Bretaña y Estados
Unidos han asumido un criterio de laissez-faire res-
pecto de sus sectores financieros extraterritoriales, en
parte por las muy buenas ganancias que estos ofre-
cen. La conclusión habitual ha sido que la participa-
ción general es doblemente necesaria: para evitar la
migración del mercado y el daño que esta causaría al
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impuesto, así como para reafirmar a los líderes del
mercado que su posición no se verá perjudicada por una
migración de esa índole.

En el artículo de Kenen (1996) que se examinó
en la sección anterior se formulaba una importante
propuesta que podría hacer menos exigente el desafío.
Si el acuerdo mediante el cual se establece un CTT in-
cluyera, como sugiere Kenen, una tasa penal sobre las
transacciones con jurisdicciones que no aplican este
impuesto,6 probablemente solo sería necesario alcan-
zar un acuerdo entre los países que ya tienen centros
financieros establecidos, sin necesidad de incluir pa-
raísos fiscales como Gran Caimán e Isla de Man. Pero
este es un cometido exigente, pues supone no solo tener
en cuenta a Estados Unidos, Hong Kong, el Reino
Unido y Singapur, sino también a países como Chile,
Nueva Zelandia y Sudáfrica, donde actualmente el
mercado de divisas atiende solo las necesidades loca-
les pero podría fácilmente expandirse para incluir tran-
sacciones en dólares y euros, y en dólares y yenes. Por
otra parte, aplicar el impuesto según el lugar de pago
como abogaba Schmidt sería mucho menos difícil.

En un importante artículo de Spahn (2002) se ha
puesto en duda el punto de vista tradicional de que este
impuesto tiene sentido solo si se aplica de manera
universal. Spahn sostiene que sería factible para la
Unión Europea gravar las transacciones que involucran
el euro (¿y la libra esterlina?) a una tasa módica, aun-
que otros emisores de monedas vehículo (excepto
quizás Suiza) se negaran a cooperar. Su idea acerca
de la necesidad de que Suiza coopere parece descan-
sar en que el impuesto se aplique a las transacciones
acordadas por las mesas de contratación (como sugiere

Kenen), ya que se basa en las claras ventajas de que
los centros de negociación se hallen en los mismos
husos horarios en los que se generan los acuerdos. Sin
embargo, esta opción daría lugar a engorrosos requi-
sitos de informar que son innecesarios si se recurre a
la alternativa de relacionar el impuesto con el pago, tal
como propone Schmidt. Si se opta por un cobro au-
tomatizado y centralizado del impuesto en la etapa de
pago, la responsabilidad tributaria surge del acceso
de los participantes del mercado a sistemas nacionales de
liquidación bruta. Las operaciones anteriores al pago
(como la tributación sobre transacciones a plazo pro-
puesta antes) pueden incluirse mediante estipulaciones
contractuales que recaigan sobre los participantes.
Spahn sostiene que aún así sería necesario que infor-
maran aquellas instituciones —incluidas las grandes
empresas transnacionales que saldan muchas de sus
transacciones internamente— que no participaran en la
compensación y los pagos oficiales y centralizados.
Estas instituciones podrían unirse al sistema oficial o
trasmitirle la información pertinente.

Si se busca elevar al máximo los ingresos prove-
nientes de un CTT, no tiene mucho sentido un impues-
to limitado geográficamente como el propuesto por
Spahn, a menos que el emisor de una o más monedas
vehículo se opusiera terminantemente aun a la apli-
cación de una muy módica tasa del CTT y los demás
estuvieran de acuerdo en aplicarla. Pero no debe pen-
sarse que la aplicación de una baja tasa impositiva
tendría efectos importantes. El euro como moneda ve-
hículo entre, digamos, Polonia y la República Checa,
seguramente sería víctima de un CTT establecido por la
Unión Europea, pero no por Estados Unidos.

6 Kenen sugiere la aplicación de una tasa 100 veces más elevada,
del 5% más que del 0,05%.

IV
Posibilidades de recaudar ingresos

¿Cuánto dinero podría recaudar un CTT? Depende del
diseño del impuesto y de la tasa que se aplique. Por
supuesto, las posibilidades son muchas, pero cabe des-
tacar que, con el tiempo, las tasas impositivas que se
han analizado han disminuido drásticamente. En un co-
mienzo, Tobin habló de una tasa impositiva del 1%,

mientras que en 1995 escribió que una tasa impositiva
del 0,1% podría ser más prudente para evitar el casti-
go de la comisión normal (Tobin, 1996). En la misma
conferencia, Jeffrey Frankel también habló de una tasa
impositiva del 0,1% y Peter Kenen de una tasa del
0,05%, mientras que solamente Stephany Griffith-
Jones y Felix y Sau mencionaron tasas impositivas más
elevadas que la de Tobin (0,5% y 0,25%, respectiva-
mente). Desde entonces, Nissanke (2005) ha calcula-
do el ingreso que se recaudaría con tasas impositivas
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de un 0,01% y un 0,02% (uno y dos puntos básicos,
respectivamente), mientras que Spahn (2002) hizo re-
ferencia a tasas impositivas del 0,01% y el 0,005%
(un punto básico y un punto básico y medio, respec-
tivamente).

En los cálculos de ingresos más optimistas se
consideran altas tasas impositivas y un impacto míni-
mo del impuesto en la disminución del volumen de
transacciones. En un caso extremo, consideremos el
rendimiento de una tasa impositiva de un 1% (100
puntos básicos) sobre un volumen de transacciones de
divisas de 1,88 billones de dólares por día (cálculo del
volumen de transacciones en abril de 2004 del Banco
de Pagos Internacionales, luego de considerar bases
netas para evitar el doble cómputo), partiendo de la
base de que no hubo evasión ni una disminución en la
actividad del mercado de divisas causada por el im-
puesto. Un CTT como este recaudaría casi 19.000 mi-
llones de dólares por día o 4,5 billones de dólares
por año, con un cálculo de 240 días hábiles en un año.
Sin embargo, en vista del análisis previo de las dificul-
tades para establecer una base impositiva que resista el
desgaste y del hecho de que una tasa impositiva de esa
magnitud equivaldría a muchos miles por ciento de valor
agregado de los operadores, es irreal imaginar que un
CTT pueda rendir tanto.

Supongamos en cambio un impuesto aplicado a
una tasa equivalente sobre todas las transacciones con-
tado en divisas, como Tobin hizo en un comienzo, pero
con la tasa característica de otros impuestos indirec-
tos. En el caso del impuesto sobre el valor agregado
(IVA) esta tasa ronda el 15%. Spahn señala que el valor
agregado en una transacción en divisas —el margen
entre las tasas de compra y venta— es de tan solo al-
rededor de un punto básico para grandes transacciones
mayoristas entre operadores (a menudo denominadas
transacciones hot potato), que aún constituyen la
mayoría de las transacciones.7 Esto llevaría a pensar
que la tasa impositiva podría ser de alrededor de 0,15
puntos básicos para establecer una carga comparable
a la de otros impuestos indirectos. Esto puede parecer
poco y, ciertamente, no se compara con la idea inicial
de Tobin de 100 puntos básicos, pero el 0,0015% de
621.000 millones de dólares (según el cálculo más
reciente del Banco de Pagos Internacionales respecto
al valor diario de las transacciones contado) supera los
nueve millones de dólares. Si se calcula que hay

240 días hábiles en un año, un CTT a esta tasa daría un
rendimiento de unos 2.200 millones de dólares si no
hubiera evasión ni disminución en la actividad del mer-
cado de divisas causada por el impuesto. A menos que
esa disminución fuera de más del 10%, cabría esperar
que mediante un impuesto sobre las transacciones
cambiarias se recauden más de 2.000 millones de dó-
lares al año si no hubiera evasión. Esta no es una cifra
muy elevada si se la compara con los cálculos que ge-
neralmente se presentan, pero quizás siga siendo sufi-
ciente para que valga la pena considerar la aplicación
de este impuesto. Debería restarse el costo de admi-
nistración del impuesto, que parece no haberse calcu-
lado, pero puede pensarse que sería bajo, ya que el
impuesto podría aplicarse automáticamente mediante
una programación adecuada de las computadoras que
se emplean en el mercado de divisas, sobre todo si se
calculara sobre los pagos y no sobre los acuerdos.

Existe una gran diferencia entre 4,5 billones de
dólares y 2.000 millones de dólares. ¿Es posible con-
cebir un CTT del que pueda esperarse, de manera rea-
lista, un rendimiento mayor que esta última suma?

¿Y qué sucedería si se aplicara el impuesto con
la base imponible y las tasas impositivas propuestas por
Kenen (1996)? Este gravaría las transacciones a plazo
y los canjes así como las transacciones al contado, a
una tasa impositiva estándar de cinco puntos básicos
y con un impuesto sobre las transacciones entre ope-
radores de dos y medio puntos básicos cada uno. Dado
el cálculo del Banco de Pagos Internacionales de un
volumen de transacciones de 1,88 billones de dólares
por día, este impuesto rendiría 940 millones de dóla-
res por día hábil o 226.000 millones de dólares por año,
si no hubiera evasión ni disminución en la actividad
del mercado de divisas causada por el impuesto. Si
cada transacción final supone además la existencia de
una transacción entre operadores, el costo de una tran-
sacción final aumentaría en 10 puntos básicos, o qui-
zás en un 100%. (Los márgenes con los consumidores
finales son, por supuesto, mucho más elevados que los
márgenes entre operadores a los que se hizo referencia).
Si la demanda de transacciones finales en divisas po-
see una elasticidad unitaria, la duplicación del costo
supondría la disminución a la mitad del volumen de
las transacciones en divisas y, por lo tanto, de los in-
gresos impositivos, a 113.000 millones de dólares por
año, lo que aún constituye una suma importante.

Sin embargo, con una tasa impositiva tan eleva-
da habría que preocuparse de las reservas formuladas
respecto de la evasión y de la disminución en la acti-
vidad del mercado de divisas causada por el impues-
to. En las transacciones entre operadores la tasa
impositiva sería de un 250% del valor agregado, es

7 En el estudio más reciente del Banco de Pagos Internacionales se
calcula que aproximadamente el 53% de las transacciones de divi-
sas se realizaron solamente entre operadores. Esto marca una dis-
minución considerable respecto del 59% informado en 2001 y del
70% informado en 1992.
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decir, el tipo de tasa impositiva que habitualmente lle-
va a hacer todo lo posible por evitar el gravamen. Si se
concretara la peor de las perspectivas, en la cual el
impuesto conduce al derrumbe de la actual estructura de
operadores de mercado a favor de una estructura en la
cual los corredores de cambio ponen a los clientes en
contacto directo entre sí, la base impositiva se reduciría
por lo menos en un 53% (el cálculo más reciente del
porcentaje de transacciones hot-potato entre agentes).
En ese caso, el costo de una transacción final puede
elevarse en algo menos de 10 puntos básicos, por lo
que el impuesto podría rendir más de 53.000 millones
de dólares al año (un 47% de los 113.000 millones de dó-
lares), quizás entre 60.000 y 100.000 millones de
dólares al año.

Si se piensa que las tasas propuestas por Kenen
son demasiado altas, una solución intermedia podría ser
aceptar su idea respecto de la base impositiva, pero
adoptar una tasa de un punto básico (y, por lo tanto,
de medio punto básico para cada uno en las transac-
ciones entre operadores), como han manifestado varios
otros autores. Esto daría un rendimiento del 0,01% de
1,88 billones de dólares en 240 días hábiles por año, o
unos 45.000 millones de dólares por año, si no hubie-
ra evasión ni una disminución en la actividad del

mercado de divisas causada por el impuesto.8 Cabe
esperar, por supuesto, que el impuesto cause cierta
disminución de la actividad del mercado. Pero si se
supone que cada transacción con un consumidor final
dio lugar también a una transacción entre operadores,
cuyo costo se traslada, y que hay una elasticidad unita-
ria de la curva de demanda para las transacciones en
divisas por parte de los consumidores finales, el rendi-
miento calculado de un impuesto sobre las transacciones
cambiarias sería de unos 23.000 millones de dólares al
año, sin tener en cuenta los costos de recaudación.

Por último, cabe considerar el posible rendimiento
de un impuesto limitado a las transacciones que se
hacen por medio del CLS Bank. Según se afirma, estas
llegan a alrededor de un billón de dólares por día, por
lo que una tasa impositiva de un punto básico rendiría
unos 100 millones de dólares por día o 24.000 millones
de dólares por año, si no hubiera evasión ni impacto
alguno en el volumen de transacciones. Tomando en
cuenta esto último, el rendimiento del impuesto pro-
bablemente sería menos de 20.000 millones de dóla-
res al año.

Estas cifras pueden compararse con las que han
mencionado otros autores recientes, como se indica en
el recuadro.

8 ¿Es compatible esta cifra con los 2.000 millones de dólares por año
previamente mencionados para una tasa impositiva de 0,15 puntos
básicos sobre las transacciones al contado? Sí lo es. Las transaccio-

Recuadro

Tobin (1996) 94.000 millones de dólares, o “quizás apenas la mitad de esa cifra”, con una tasa
impositiva de 10 puntos básicos

Frankel (1996) 166.000 millones de dólares con una tasa impositiva de 10 puntos básicos
361.000 millones de dólares con una tasa impositiva de 100 puntos básicos

Felix y Sau (1996) 206.000-268.000 millones de dólares con una tasa impositiva de 25 puntos básicos
90.000-97.000 millones de dólares con una tasa impositiva de 10 puntos básicos

Spahn (2002) 15.000 millones de dólares con una tasa impositiva equivalente a dos puntos básicos,
pero aplicado solo a las transacciones en euros

Clunies Ross (2003) 53.000 millones de dólares con una tasa impositiva de dos puntos básicos

Nissanke (2005) 31.000-35.000 millones de dólares con una tasa impositiva de dos puntos básicos
17.000-19.000 millones de dólares con una tasa impositiva de un punto básico

nes al contado son menos de un tercio de las transacciones que Kenen
propone gravar y 0,15 puntos básicos (la tasa impositiva) es un poco
más que un séptimo de la tasa impositiva mencionada aquí.
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V
Conclusiones

Un impuesto sobre las transacciones cambiarias ejer-
ce una atracción natural como método para obtener in-
gresos que puedan gastarse en causas internacionales,
sobre todo puesto que sería recaudado en gran medida
o íntegramente por una cantidad limitada de gobiernos
de países ricos, pero lo pagaría una clientela interna-
cional muy extensa. Sin embargo, muchas de las for-
mas de presentar esta idea pueden haber desalentado
a posibles simpatizantes debido a que quienes respal-
dan la idea tienden a afirmar que el impuesto podría
solucionar, al mismo tiempo, problemas como la es-
peculación desestabilizadora.

Con el fin de aumentar al máximo el atractivo
de este impuesto para quienes se preocupan del sec-
tor financiero, la tasa impositiva propuesta debe ser
muchísimo menor que las tasas que se analizan en la
literatura especializada de algunos años atrás. Incluso
una tasa impositiva del 0,01% (un punto básico) es ele-
vada con relación al valor agregado en algunas de las
transacciones que se gravarían. En mi opinión, debe-
ría comenzarse con una tasa impositiva menor que esta,
quizás mucho menor, y prever su aumento gradual
hasta un máximo de un punto básico, si no parece crear
efectos de asignación indeseados.

Las opiniones parecen inclinarse hacia la idea de
que, debido a los avances tecnológicos, un CTT se co-
braría mejor en la etapa de pago, estando obligados
quienes pagan el impuesto a informar acerca del volu-
men de las transacciones brutas, incluidos los contra-
tos a plazo y canjes, más que a tan solo pagar un monto
sobre la base de las sumas netas de las transacciones
al contado que pasan por el mecanismo de liquidación.
Esto evitaría la pérdida de ingresos y la pérdida de
interés en eliminar los riesgos de no pago que surgi-
rían de aplicar el impuesto solo a las transacciones del
CLS Bank. Además, en alguna medida, haría necesa-

rios acuerdos internacionales menos exigentes que los
que supone el cobro del impuesto según el lugar don-
de se pacta el acuerdo, como propone Kenen.

Aun una tasa impositiva módica como la que se
contempla en este artículo parecería permitir la recau-
dación de un ingreso sustancial. Una vez que la tasa
impositiva llegara a un punto básico, podría esperarse
una recaudación de unos 20.000 millones de dólares
al año. Todos los cálculos hacen pensar que el volu-
men de transacciones en el mercado de divisas debe-
ría reaccionar incluso ante una tasa aparentemente tan
módica, pero el impacto de una tasa baja en variables
reales como el nivel del comercio, la inversión extran-
jera directa o la variabilidad del tipo de cambio, pro-
bablemente no sería importante. Tampoco cabría
esperar que esta tasa impositiva llevara a desplegar
grandes esfuerzos para evitar el impuesto con técnicas
como el canje de bonos del tesoro en diferentes mo-
nedas en lugar de emplear los depósitos bancarios, o
mediante el empleo de derivados sofisticados. Estos
mecanismos son más costosos de lo que justificaría un
impuesto de un punto básico. Podría pensarse en una
estructura impositiva simple, con una sola tasa
impositiva para todas las transacciones.

Algunos autores han sostenido que la incidencia
de una tasa como esa sería probablemente progresiva,
ya sea porque estrujaría al sector financiero o porque
los principales usuarios de los mercados monetarios
tienden a ser los ricos. Desde mi punto de vista, la
palabra clave aquí es “probablemente”. En realidad no
hay pruebas que nos permitan respaldar una presunción
firme acerca del efecto distributivo de un impuesto
sobre las transacciones cambiarias, pero yo concorda-
ría en que probablemente este sería progresivo.

(Traducido del inglés)
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I
Introducción

poco o, si se quiere, que exhibían dispersiones rela-
tivas estables o decrecientes. De las secciones se-
ñaladas, la IV incluye la evolución del índice de precios
al consumidor en América Latina entre 1972/73 y
2003 y muestra los órdenes de magnitud de los cam-
bios verificados.

En las secciones V y VI, a partir del examen
de los casos de Chile y Brasil se analiza en detalle
el comportamiento de los índices de precios al con-
sumidor, tanto al nivel agregado como al de sus
componentes, cubriendo el decenio de 1990 y los co-
mienzos de la década del 2000. Esto se hace por
grupos de productos y por productos incluidos en la
canasta de referencia para la compilación del IPC,
entendiendo por “productos” tanto los bienes como
los servicios que componen dicho índice. La razón
de elegir a Brasil y Chile es que estos dos países han
logrado reducir significativamente sus tasas de in-
flación y mantienen un compromiso explícito con
el logro de determinados objetivos en esta materia.
Sobre la base de las conclusiones emanadas de los
casos de estos dos países, se mostrarán las princi-
pales tendencias regionales tanto de los IPC como
de sus componentes para varios países de la región.
Se pondrá en evidencia que, contra lo supuesto por
muchos analistas, la dispersión de las variaciones
de los precios es hoy, con baja inflación, mayor
que en muchos casos observados en períodos de
alta inflación.

En la sección VII se describen los principales
factores que, en nuestra opinión, explican en buena
medida la forma en que ha evolucionado la variación
de los precios de los bienes y servicios en América
Latina. Y por último, en la sección VIII se presentan
las principales conclusiones de este trabajo y algunas
consideraciones sobre la importancia de las políticas
públicas en la determinación de varios de los precios
de los bienes y servicios incluidos en el índice de pre-
cios al consumidor.

Las secciones I a IV de este artículo están destina-
das, en primer lugar, a identificar la amplia cobertu-
ra de bienes y servicios que puede contemplar el
examen de los precios relativos de una economía, y
a dejar en claro que la presente investigación abarca
solo una parte de esa cobertura, dejando así abierto
el interés por ampliarla en el futuro. En segundo lu-
gar, a ubicar el contexto actual de precios relativos y
estabilidad de precios de América Latina en un espa-
cio histórico mayor, que sirva para apreciar la impor-
tancia que ha tenido y seguirá teniendo la relación
entre precios relativos y estabilidad, transformación
y crecimiento económico.

La inflación, medida como el incremento del ín-
dice de precios al consumidor (IPC), y la estructura
y variación de los precios relativos, entendidas como
aquellas de los distintos bienes y servicios que com-
ponen la canasta del IPC, han sido temas de interés
para la política económica latinoamericana desde la
posguerra hasta la actualidad. En dos pinceladas, las
características con que se identificaba a la región en
los análisis comparativos internacionales de los de-
cenios de 1950 y 1960 eran precisamente las eleva-
das inflaciones y el uso de los precios relativos como
instrumentos de política. No obstante, tanto la va-
riación del IPC como la de los precios relativos se dan
hoy en un entorno económico muy diverso a los
existentes en la región en los últimos cuarenta años
del siglo XX. A comienzos de la década del 2000,
el incremento del IPC se había reducido sustan-
cialmente, y en la mayoría de los países su aumento
anual era de un dígito. A la vez, el tema de los pre-
cios relativos había perdido terreno por varios
motivos, entre los cuales destacaba el convencimien-
to explícito o implícito de que los bajos niveles de
inflación convivían con una estructura relativamen-
te estable de precios relativos; esto es, de que los
distintos precios se desinflaban en forma relativa-
mente pareja, con precios relativos que cambiaban
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II
Algunas consideraciones conceptuales

1 Véase Laidler (2003) y Goodhart (2000).

Si bien por los motivos anteriormente expuestos se de-
cidió concentrar el análisis en la evolución del índice de
precios al consumidor y sus componentes, parece nece-
sario situar esta decisión de cobertura en un marco más
amplio, pues creemos que este estudio y sus resultados
estimulan el interés por extender el análisis.

El concepto más divulgado de inflación es el de
aumento del costo de una canasta de bienes y servicios
representativa del consumo privado, que por lo general
se expresa a través del índice de precios al consumidor.
Este significado no es necesariamente el de mayor in-
terés para el examen de la evolución económica y, de
hecho, los economistas han necesitado recurrir a con-
ceptos más amplios de inflación.1

La principal limitación del IPC en términos de su
capacidad de reflejar la inflación es su reducida cober-
tura de bienes y servicios. Normalmente excluye algu-
nos bienes de consumo durables, los bienes de capital,
el valor de los activos financieros y, sobre todo, el va-
lor de activos fijos como las viviendas y la tierra. Al
no considerarlos, no se contaría con las mediciones que
requiere uno de los grandes temas de estudio de la eco-
nomía de mercado, aquel de las relaciones entre la es-
tabilidad de precios, la política monetaria, los ciclos
económicos y los precios de los activos financieros.
Además, y asociado a este hecho, debe tenerse presente
que una de las mayores preocupaciones de quienes for-
mulan las políticas públicas es impedir las grandes cri-
sis gestadas por las bruscas caídas de los precios de
las monedas y de los activos. En particular, ha sido y
sigue siendo un rompecabezas la existencia de fuertes
variaciones de los precios de activos financieros, con
sus burbujas financieras y bruscas caídas de las bol-
sas, a la vez que se verifica estabilidad en los índices
de precios al consumidor. Por ello, el IPC por sí solo
no sería suficiente para tratar el tema de la estabilidad
de los precios ni para describir la evolución en senti-
do amplio de los precios relativos. Otros temas cen-
trales de la economía, como el de los precios relativos
del capital y del trabajo, tampoco se podrían analizar
recurriendo exclusivamente a los componentes del IPC.

La influencia de los precios relativos en la asig-
nación de los recursos y en el bienestar constituye otra
vertiente conceptual de la mayor importancia. En tér-
minos de política económica, la intervención pública
en el establecimiento de una estructura de precios re-
lativos y en su variación o estabilidad en el tiempo es
un tema que reviste gran relevancia y permanente ac-
tualidad. Son muchas las áreas de debate en esta últi-
ma perspectiva. Una es la legitimidad y conveniencia
de que el gobierno intervenga en la determinación de
una estructura de precios relativos. Para algunos, la
libertad de precios es lo más deseable; para otros, las
decisiones de regular determinados precios, guiadas por
criterios técnicos o políticos de mediano y largo pla-
zo, pueden ser un instrumento indispensable para la
transformación y el crecimiento económico, especial-
mente en economías que parten en desventaja con res-
pecto a las más avanzadas. Se ha defendido la
intervención pública que se efectúa para cooperar en
las primeras etapas de un proceso de industrialización
tardía, para equilibrar el desarrollo de las regiones de
un país, para controlar mercados oligopolistas o mo-
nopolistas, sean estos originados por su propia natura-
leza o por la concentración del poder económico.
También se la justifica como mecanismo de transfe-
rencia a estratos sociales pobres o medios. Por el con-
trario, se la ataca como origen de una mala asignación
de recursos, o como mecanismo ilegítimo de defensa
de intereses de grupos. Naturalmente, estos aspectos
conceptuales adquieren una importancia dispar si lo
que se está analizando es un proceso de muy alta in-
flación o uno de inflaciones reducidas.

Por los motivos expuestos y pese a las limitacio-
nes ya señaladas del análisis de los índices de precios
al consumidor, tanto al nivel agregado como al de sus
componentes, en este estudio se tomará como referen-
cia la evolución de los precios relativos de los bienes
y servicios que componen el IPC.2

2 Los resultados de esta investigación han dejado en claro que la
dispersión de los precios en términos agregados no muestra una
relación directa con la inflación y que tras ambos fenómenos hay
variables explicativas asociadas con precios de conjuntos de pro-
ductos que tienen dispersiones opuestas y que responden a políti-
cas sectoriales específicas, y con otros precios que responden a la
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III
Los precios relativos y la inflación

en América Latina

política monetaria. En términos agregados, no se cumple la hipóte-
sis de que la dispersión, medida por el coeficiente de dispersión,
caiga con la caída de la inflación. Por lo tanto, aquí no se intentó
establecer una relación econométrica entre el coeficiente de disper-
sión y la inflación. En la bibliografía donde este tema sí se trata,
para el caso de los índices de precios de los Estados Unidos, des-
taca el artículo de Vining y Elwertowski (1976). En él se examinan
posturas teóricas en torno a la dependencia o independencia entre
la variación del índice general de precios y la evolución de los
precios de los bienes y servicios que lo componen. En particular, se
somete a prueba empírica para la economía estadounidense la exis-
tencia de una relación entre las varianzas de los índices de precios
al consumidor y mayorista y las de los precios de los productos que
componen esos índices, concluyendo que ellas no son independien-
tes y están positivamente correlacionadas. En Cukierman (1983) se
pasa revista a la discusión posterior.

3 Véase Pinto (1968).
4 Véase CEPAL (1985).
5 No obstante, se pueden enumerar algunas de las características de
esa evolución. El período de endeudamiento externo de la década
de 1970 permitió liberar las restricciones de la balanza de pagos
que habían marcado las décadas anteriores, valorizar la moneda
nacional frente al dólar, rebajar aranceles y, en muchos países,
abaratar relativamente por esa vía los bienes de consumo, particu-
larmente los durables. Una paulatina reducción de la intervención
fiscal en muchos países liberó los precios de algunos productos
agropecuarios y subió algo el precio de los servicios básicos. La
valoración de la moneda permitió disminuir las tasas de inflación.
Así se produjo un primer cambio en los precios relativos y en la
inflación.

Actualmente, la estabilidad de precios, medida por las
variaciones del IPC, suscita mucho más interés público
y de los encargados de la política económica que el
tema de los precios relativos. No obstante, para un
conjunto importante de bienes y servicios los gobier-
nos vienen aplicando medidas de política que los re-
gulen. En el plano conceptual, si se aplican medidas
de regulación de precios a parte importante de las ca-
nastas del IPC, estas influirán sobre la evolución del IPC,
hecho que merece hacerse explícito. Antes de tratar el
tema en la actualidad haremos un breve recuento his-
tórico que, junto con destacar que América Latina
siempre tuvo políticas de precios relativos, ayuda a
explicar por qué cambió el interés por ambos temas en
varias ocasiones durante los últimos cincuenta años.

La transformación económica latinoamericana de
las décadas de 1950, 1960 y 1970 estuvo marcada por
un amplio uso de los precios relativos como instrumen-
to de política en varias áreas. Se tenía como objetivo
prioritario fijar precios relativos que garantizaran o faci-
litaran la inversión o producción en los sectores o
programas de industrialización o infraestructura que los
gobiernos habían elegido como prioritarios. Esta inter-
vención en los precios tuvo orígenes asociados a un
modo de acumulación y a pactos políticos entre estra-
tos sociales, y dio origen a procesos de transformación
y crecimiento marcados por crisis relativamente recu-
rrentes. El manejo de esos precios relativos estuvo vin-
culado a asignaciones administrativas, materialización

de metas de desarrollo y escaseces, con sus conse-
cuencias sobre el poder de compra de la población,
los déficit de la balanza de pagos y de las cuentas fis-
cales y los rebrotes inflacionarios, situaciones que
constituyen parte importante de la historia económi-
ca latinoamericana.3 También forman parte de esa his-
toria las tasas de crecimiento económico, que luego
no se han repetido, y una intensa transformación so-
cial y política.4

Las críticas a estas políticas, por las tasas de in-
flación a las que daban origen, y a las distorsiones que
mostraba la estructura de precios internos si se le com-
paraba con aquella del comercio internacional o con
la estructura de precios de los países desarrollados,
sustentaron muchas de las propuestas de cambio de la
modalidad de desarrollo. Esas propuestas contempla-
ban una reducción drástica de la intervención del
gobierno en la fijación de precios relativos, incluyen-
do el fin de las subvenciones y el equilibrio de las
cuentas fiscales. También implicaban una estructura de
precios relativos orientada por los precios del comer-
cio internacional, en el caso de los bienes transables,
y por el libre juego de las fuerzas de mercado o una
regulación basada en criterios de rentabilidad de mer-
cado, en el caso de los bienes y servicios no transables.

El paso desde la modalidad de desarrollo previa
a la actual fue complejo, como también lo fue la evo-
lución de los precios relativos y de la inflación. No
constituye un objetivo de este trabajo el describirlo ni
estudiarlo.5 La crisis del decenio de 1980 trajo consigo
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una segunda etapa de cambios. Los acuerdos alcanza-
dos con el Fondo Monetario Internacional (FMI) impli-
caban esfuerzos por crear superávit en el balance
comercial de la balanza de pagos, como un mecanis-
mo para poder servir la deuda externa o al menos una
parte de los intereses. Se hicieron importantes
devaluaciones de la moneda nacional y las economías
sufrieron fuertes recesiones. Estos fenómenos condu-
jeron a inflaciones muy elevadas que, junto con las
restricciones de la demanda interna, modificaron nue-
vamente los precios relativos, de manera aguda en
muchos países. Tan marcado fue el cambio de precios
que en algunos países la recuperación de la economía
se hizo en parte con producción interna, que reactivó
el uso de la capacidad ociosa o sustituyó importacio-
nes de fines de la década de 1970. Un ejemplo de lo
anterior es el caso de Chile en el período 1983-1990,
que muestra la importancia que pueden adquirir los
precios relativos en la evolución de una economía.6

A la vez, los elevados ritmos de inflación que
sufrieron algunos países a fines del decenio de 1980 y
comienzos del decenio de 1990 —superiores a 1.000%
anual en Argentina, Brasil, Nicaragua y Perú— pusie-
ron a muchos estratos sociales y a productores en si-
tuaciones muy difíciles. Al agudizarse la inflación, los
gobiernos llevaron adelante políticas antiinflacionarias
que en algunos casos tuvieron altos costos sociales. De
ser considerada un instrumento o un resultado, la tasa
de inflación pasó a ser un objetivo. Estas políticas
antiinflacionarias gestaron nuevos cambios en los
precios relativos, sobre todo en los países que usa-
ron el tipo de cambio como ancla con miras a dis-
minuir las tasas de inflación con relativa rapidez.
Entre los instrumentos utilizados estuvo también la
reducción del déficit fiscal, lo que implicó revisar
las políticas de regulación de precios en áreas tan
sensibles como las tarifas de electricidad, gas y agua,
los productos agropecuarios, los combustibles y los
transportes. Los procesos de privatización también
influyeron en la variación de los precios de estos
últimos bienes y servicios.

Este breve recuento de lo sucedido con la infla-
ción y los precios relativos pone en evidencia que
desde el decenio de 1950 hasta avanzado el de 1990
la región experimentó fuertes procesos inflacionarios,
con vaivenes que llevaron el incremento del IPC a nive-
les altísimos, y que la estructura de precios relativos

sufrió numerosos cambios y solo tuvo alguna estabi-
lidad, a grandes rasgos, en la posguerra y luego por
períodos breves. Sería muy difícil explicar la evolu-
ción económica de los países sin tener presente lo
sucedido con la inflación y los precios relativos. Per-
der de vista lo sucedido con los precios relativos es
ignorar un factor de primordial importancia para ex-
plicar la transformación productiva y la distribución
del bienestar.

Las elevadísimas inflaciones de comienzos de la
década de 1990, y una creciente apertura externa de la
mayoría de los países, alteraron la importancia relati-
va de la inflación y de los precios relativos. Los pro-
cesos de privatización y la entrada de capitales
especulativos crearon holgura en la balanza de pagos.
Las políticas antiinflacionarias ganaron espacio y, de
hecho, la apertura al comercio exterior impuso paula-
tinamente precios para los sectores transables orienta-
dos por aquellos de los mercados internacionales.7

En lo conceptual, los defensores de las inflacio-
nes reducidas asignaron un peso creciente al papel de
las bajas inflaciones en el crecimiento y desarrollo
económico de los países. Sostenían que ellas, unidas a
un déficit fiscal muy bajo o inexistente, eran condicio-
nes necesarias según algunos, suficientes según otros,
para dar inicio a un proceso de desarrollo. Hubo, no
obstante, un área donde el uso de los instrumentos
antiinflacionarios encontró mayores obstáculos. Las
políticas de privatización que perseguían reducir el
déficit fiscal trajeron como consecuencia alzas de los
precios de algunos servicios importantes, entre otros
los de electricidad, agua y combustibles, creando ma-
yores resistencias por sus obvios efectos sobre el bien-
estar de los distintos estratos económicos.

A fines de la década de 1990 y en la del 2000, el
tratamiento de la inflación se dio en un nuevo contex-
to. A partir del año 1998 la situación externa empeoró
y los gobiernos la afrontaron con un enfoque en el cual
la baja inflación y los equilibrios de la balanza de pagos
desempeñaron un papel central en la orientación de las
políticas. Este enfoque fue impuesto en parte por los
acuerdos del Fondo Monetario Internacional (FMI)8

con los países, y en parte por el capital político que
las bajas inflaciones representaban para los gobiernos.
Actualmente, es generalizada la aceptación en América

6 Véase Sáinz y Calcagno (1992).

7 En Frenkel (1995) se hace un análisis de las políticas anti-
inflacionarias aplicadas en varios países de América Latina en los
primeros años de la década de 1990.
8 Véase Boughton (2004).
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Latina de una tasa de inflación reducida como un ob-
jetivo muy importante para las autoridades económi-
cas.9 Existe también una nueva institucionalidad, en la
cual los programas de metas de inflación aplicados por
bancos centrales independientes tienen un rol signifi-
cativo.10 Su aparición en el contexto de los programas
de ajuste del FMI le agrega relevancia.11 No obstante,
sigue habiendo debate en torno a su definición concep-
tual y discusión acerca de transformarla en prioridad
central.12 Es también en este período que el índice de
precios al consumidor gana creciente importancia como
indicador de la evolución de los precios internos de las
economías, por un lado, y de la estabilidad de esos
precios, por otro.

En tales circunstancias, el tema de los precios
relativos perdió significación. Dos supuestos relativa-

mente implícitos parecen haber prevalecido. El prime-
ro, que una inflación baja era el producto de una ge-
neralizada reducción de las tasas de crecimiento de los
distintos grupos de precios que componían el índice,
o bien que las políticas de liberalización y contención
fiscal presionaban a la baja por parejo a los distintos
componentes; el segundo, que de existir distintas ten-
dencias en la evolución de los precios relativos de los
diferentes grupos de bienes, estas eran estables, relati-
vamente pequeñas, y se contrapesaban sin mostrar
grandes desviaciones. Tal como se dijo anteriormen-
te, este artículo investigará cuál ha sido el comporta-
miento de los precios de los distintos bienes y servicios
que componen la canasta del IPC, en un contexto de baja
generalizada del ritmo de crecimiento del indicador
agregado.

9 Respecto a un número mayor de países, véase Barro (1995).
10 Véase Fisher (1996). Por su parte, Bernanke, Laubach y otros
(1999) hacen un análisis detallado del alcance de las políticas de
metas de inflación, el estudio de casos y los resultados obtenidos.
11 En Blejer, Leone y otros (2002) se analiza el uso de los progra-
mas de metas de inflación en el contexto de la aplicación de pro-
gramas de ajuste impulsados por el FMI.
12 Sobre este último punto, y para el caso de Brasil, véase IPEA

(2005, p. 51).

13 La población de Brasil representa alrededor del 35% de la
población regional.

IV
La evolución del índice de precios al

consumidor en América Latina

Se ha comentado la importante reducción del ritmo de
crecimiento del IPC en los países latinoamericanos en
la década de 1990 y comienzos de la del 2000. Se pre-
senta aquí un breve recuento de cifras para dar los
órdenes de magnitud que ha alcanzado la estabilidad
de precios, haciendo referencia a la situación previa de
alta inflación que caracterizaba a América Latina.
Mientras que en 1990 la inflación anual acumulada a
diciembre medida por el IPC era algo menos del
1.200%, en 2003 la tasa anual de inflación acumulada
en igual período era solo de 8,5%, con una tasa míni-
ma de 6,1% en el 2001. Como se puede ver en el
gráfico 1, la baja de la tasa de inflación se acentuó
en 1995 y desde ahí en adelante se ha mantenido a
niveles extremadamente bajos para los estándares

latinoamericanos. De este modo, los períodos con al-
tas tasas de inflación se concentraron principalmente
en la década de 1980 y el comienzo de la de 1990.

Sin embargo, este resultado cubre diferentes
realidades en los países de la región y está altamen-
te influido por la evolución de las tasas de inflación
brasileñas (cuadro 1). Esto era de esperar, dada la im-
portancia relativa de Brasil en el conjunto, una vez
ponderado el resultado global por la población de los
respectivos países.13 En el mismo sentido, los países
que mostraron altas tasas de inflación no fueron los
mismos en los distintos períodos: así, en la década de
1970 estos países fueron Argentina, Chile y Uruguay;
en la década de 1980, los países con las tasas de infla-
ción más altas fueron Argentina, Bolivia, Brasil,
Nicaragua, Perú y Uruguay, siendo 1989 y 1990 los años
en que se registraron las tasas de inflación más eleva-
das en muchos de los países latinoamericanos; y en la
década de 1990, las tasas de inflación disminuyeron
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considerablemente en la gran mayoría de los países de
la región y todas se situaron por debajo del 100%. Pese
a que varios países registraron episodios inflacionarios,

si bien a tasas menores que las registradas en años
anteriores, la tasa de inflación regional se mantuvo a
niveles históricamente bajos.
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GRÁFICO 1

América Latina y el Caribe: Tasa de inflación anual, diciembre a diciembre
(Porcentajes)

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de estadísticas oficiales.

CUADRO 1

América Latina y el Caribe: Tasa de inflación anual,
diciembre a diciembre, algunos años
(Porcentajes)

1971-1972 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2003

América Latina y el Caribe 17,3 60,9 56,1 159,4 1 188,5 26,0 9,0 8,5
Argentina 51,1 340,3 87,6 385,4 1 343,9 1,6 –0,7 3,7
Barbados 10,2 12,3 16,1 2,4 3,4 2,8 3,8 2,2
Bolivia 13,0 6,0 23,9 8 170,5 18,0 12,6 3,4 3,9
Brasil 16,0 29,4 95,3 239,1 1 585,2 22,4 6,0 9,3
Chile 79,3 340,7 31,2 26,4 27,3 8,2 4,5 1,1
Colombia 15,2 15,3 26,5 21,8 32,4 19,5 8,8 6,5
Costa Rica 4,0 21,5 17,8 10,9 27,3 22,6 10,2 9,9
Ecuador 6,8 13,2 14,5 24,4 49,5 22,8 91,0 6,1
El Salvador 2,3 15,1 18,6 31,9 19,3 11,4 4,3 2,6
Guatemala 0,7 13,0 9,1 27,9 59,6 8,6 5,1 5,9
Haití 10,3 17,8 15.6 17,4 26,1 24,8 19,0 41,5
Honduras 4,1 5,9 11,5 4,2 36,4 26,8 10,1 6,8
Jamaica 0,0 14,7 28,6 23,3 29,8 25,6 6,1 14,1
México 2,2 16,0 29,8 63,7 29,9 52,0 9,0 4,0
Nicaragua 0,0 0,0 24,8 334,3 13 490,2 11,1 9,9 6,6
Panamá 3,9 1,8 14,4 0,4 0,8 0,8 0,7 1,5
Paraguay 7,9 8,6 8,9 23,1 44,0 10,5 8,6 9,3
Perú 6,0 25,5 59,7 158,3 7 646,8 10,2 3,7 2,5
República Dominicana 9,3 16,5 4,6 30,9 79,9 9,2 9,0 42,7
Trinidad y Tabago 6,5 13,4 16,6 6,5 9,5 3,8 5,6 3,0
Uruguay 62,5 66,8 42,8 83,2 128,9 35,4 5,1 10,2
Venezuela 3,2 8,0 19,6 7,3 36,5 56,6 13,4 27,1
(Rep. Bolivariana de)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas oficiales.
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V
La evolución del índice de precios al
consumidor y los bienes y servicios:
los casos de Chile y Brasil

economía aplicada latinoamericana que nos ayudasen
a responder a la tercera pregunta, que es tal vez la más
interesante por el efecto que puede tener una tenden-
cia estable en los grupos homogéneos sobre la asigna-
ción de los recursos y el bienestar.

Se escogió estudiar la evolución de los índices de
precios al consumidor de Chile y Brasil, tanto al nivel
del índice agregado como al de sus componentes, por
dos razones: una, la disponibilidad de información
estadística, y dos, el hecho de que estos países hubie-
sen logrado bajar de forma importante el ritmo de
aumento de la inflación. Además, como ya se dijo, son
países que en los últimos años han contraído el com-
promiso explícito de mantener tasas de inflación bajas
y estabilizar los precios en forma agregada. La evolu-
ción inflacionaria en Chile y Brasil que aquí se pre-
senta cubre en lo fundamental la década de 1990 y los
primeros años de la década del 2000. En ambos paí-
ses se contó con información detallada de la evolución
de los precios de todos productos que componen la
canasta del IPC. En Chile se estudiaron dos períodos:
abril de 1989 a diciembre de 1998 y enero 1999 a agos-
to del 2004; en el caso de Brasil, los tres períodos con-
siderados fueron julio de 1989 a diciembre de 1990,
enero de 1991 a julio de 1999 y agosto de 1999 a
agosto del 2004. En ambos casos estos períodos co-
rresponden a aquellos durante los cuales estuvo en
vigor una misma metodología y canasta de productos
para medir los precios. En el caso de Brasil, el segun-
do período se dividió en dos subperíodos (enero de
1991 a junio de 1994 y julio de 1994 a agosto de 1999),
para poder reflejar la existencia de diferencias impor-
tantes en la evolución de los precios de los distintos
productos originados en condiciones macroeconómicas
significativamente distintas.15

14 En Roger (2000) se revisa la literatura sobre el análisis de las
distribuciones de las tasas de variación (o “precios relativos”, como
se les denomina en esos artículos), en lo relacionado con la forma
de distribución de los precios relativos, entendidos como la tasa de
variación de los precios en un determinado período.

15 En el caso de Chile, el IPC correspondiente al período abril de
1989 a diciembre de 1998 tiene como base abril de 1989 = 100;
para el período enero de 1999 a agosto de 2004, la base es diciem-
bre de 1998 = 100. En el caso de Brasil, las bases correspondientes
a los distintos períodos son las siguientes: para julio de 1989 a
diciembre de 1990, la base es junio de 1989 = 100; para enero de
1991 a julio de 1999 la base es diciembre de 1990 = 100; para agosto

El análisis detallado de lo sucedido con los precios
relativos durante la década de 1990 y el comienzo de
la década del 2000 se hizo examinando los casos de
Brasil y Chile. En ambos países se contrastaron los
períodos de alta y baja inflación, y para calcular las
distribuciones de las variaciones de precios de los dis-
tintos productos se escogieron períodos en los que el
país utilizó la misma metodología y canasta de bienes
para calcular el IPC. Posteriormente, sobre la base de
la mayor desagregación disponible de productos, se
calculó la tasa de variación mensual media del precio
de cada uno de ellos, utilizando el índice de precios
del último y primer mes del período. Se dispuso así de
una distribución de las tasas medias mensuales de
variación en los precios disponibles de los productos
para los períodos estudiados en cada país. Estas dis-
tribuciones permitieron calcular un conjunto de
parámetros de la distribución, con los cuales se buscó
responder a las siguientes preguntas:

i) ¿Cambiaron las características de la distribución
con las caídas de la inflación? ¿Cuáles fueron los
cambios más destacados?

ii) ¿Aumentaron o disminuyeron los coeficientes de
dispersión de las distribuciones con la caída de la
inflación?

iii) ¿Es posible agrupar los productos que se situaron
en distintas secciones (cuartiles, deciles) de la
distribución utilizando las categorías más usuales
en que se clasifican —a un dígito— en la estruc-
tura del IPC?

Las dos primeras preguntas están asociadas a las
que han hecho anteriormente quienes estudiaron las
formas de la distribución y también al debate suscita-
do en la mayoría que veía una relación directa entre la
caída de la inflación y la reducción de la dispersión de
los precios relativos.14 No encontramos estudios de
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Conociendo la distribución, se calcularon pará-
metros de esta distribución, como la media, la desvia-
ción estándar, el coeficiente de dispersión y las
características de los cuartiles y deciles para los dife-
rentes períodos. El procedimiento de cálculo fue el
siguiente: en primer lugar, como se explicó anterior-
mente, se calcularon las tasas mensuales medias de
variación de los distintos productos incluidos en el IPC,
a partir de las cifras oficiales de los países (obte-
niéndose así un vector de tasas de variación Z).16 En
segundo lugar, se calculó una tasa media mensual para
todos esos productos. Con este propósito se calculó
para los meses de inicio y final un índice medio arit-
mético no ponderado de todos los productos, y a par-
tir de ellos se estimó la variación media mensual de
todos los productos; igual ejercicio se hizo para el IPC

oficial. En tercer lugar se calcularon los parámetros
estadísticos mencionados anteriormente. La presenta-
ción matemática de estos cálculos se encuentra en el
apéndice. Además, se comparó la evolución17 del IPC

oficial en los distintos períodos con la evolución de los
índices de precios de los distintos productos. El mis-
mo ejercicio se hizo a nivel de grupos de productos
(clasificación a un dígito), permitiendo así la compa-
ración de los resultados.18 Para simplificar, en adelante
llamaremos “tasas de variación” a las tasas de varia-
ción media mensual de los precios de los distintos

componentes de la canasta del IPC en cada uno de los
períodos.

1. El caso de Chile

Examinaremos primero el caso de Chile (cuadros 2, 3
y 4). Una primera mirada a este conjunto de indica-
dores nos permite concluir que la inflación decreció
paulatinamente y, con pequeñas oscilaciones, se situó
en niveles medios muy reducidos en el decenio del
2000. Por su parte, la media no ponderada de Z tam-
bién se movió a la baja, cayendo inclusive más que la
tasa de variación del IPC oficial. La dispersión, medi-
da por el coeficiente de dispersión, se acentuó en el
período de menor inflación, aumentando con la caída
de esta última. A la vez, los cambios en los precios
llevaron a que en ambos períodos la tasa de variación
media mensual del IPC superara la media no pondera-
da de las tasas de variación media mensual de los dis-
tintos productos; esto implica que la inflación medida
por el IPC refleja el mayor peso de un grupo de pro-
ductos cuyos precios suben por encima de esta media.

Un análisis de la distribución de las tasas de va-
riación incluidas en Z, en ambos períodos, muestra que
esta presenta características distintas. En el primer
período estudiado, tanto la mediana como la media no
ponderada no son muy distintas, lo que indica que su
distribución es relativamente simétrica. Sin embargo,
en el segundo período, la media no ponderada es bas-
tante inferior a la tasa de variación del IPC.19 Se puede
concluir, por lo tanto, que en el segundo período ana-
lizado los precios de los bienes y servicios que crecie-
ron más tienen un mayor peso en el cálculo del IPC

agregado. En la medida en que hubiera pocas posibi-
lidades de sustituir esos productos por otros cuyos
precios crecieran menos, una reponderación hecha al
final del período podría acentuar el fenómeno. Además,
se observa que las tasas de variación de los precios de
los bienes y servicios que se sitúan en el primer cuartil
de la distribución son lo suficientemente bajas como
para hacer disminuir el índice general, pero a la vez
tienden a reducir su participación en el gasto, al menos
en algunos estratos sociales, por la rigidez a la sustitu-
ción de muchos de los bienes y servicios ubicados en
la parte superior de la distribución.

de 1999 a agosto de 2004 la base es julio de 1999 = 100. Respecto
a Brasil se consideró el índice de precios al consumidor en su con-
cepto amplio (IPCA); los autores están conscientes de la cobertura de
este índice y de las diferencias que tiene con el índice nacional de
precios al consumidor (INPC), cuya cobertura es más amplia, pero se
decidió trabajar con el IPCA dado que este es el indicador usado
como referencia por las autoridades. No obstante, al utilizar el INPC

para hacer un análisis igual al efectuado en este estudio, para el
último período considerado, los autores llegaron a conclusiones si-
milares sobre el comportamiento de la distribución de las tasas de
variación de los precios. La definición de dos subperíodos en el
caso de Brasil se debió a la implementación del llamado Plan Real
(sobre este último tema véase Sáinz y Calcagno, 1999).
16 En los estudios que analizan las distribuciones de las tasas de
crecimiento de los precios se suele llamar a estas tasas “precios
relativos” (el precio en el momento t relativo al precio en el mo-
mento t–1).
17 Se comparó la tasa de variación media mensual del índice de
precios al consumidor en el período con las tasas de variación media
mensual de todos los bienes y servicios.
18 Para ambos períodos considerados se calcularon también los
indicadores de kurtosis y enviezamiento (el primero corresponde al
cuarto momento de la distribución y el segundo al tercer momen-
to). En el caso de Chile, en el período 1999-2004 la distribución de
las tasas de variación de los precios de los distintos bienes y servi-
cios indica una mayor kurtosis (5,3) que en el período 1989-1998
(–0,13). Los indicadores de enviezamiento tienen un comportamiento
similar (–0,19) en el primer período frente a –1,19 en el segundo
período.

19 Para tener presente los potenciales efectos de la estacionalidad se
calculó para el último período de Chile una variación entre enero
de 1999 y enero del 2004 y los resultados fueron similares. Por
ejemplo, la media no ponderada de las tasas de variación se situó
en 0,085 y el coeficiente de dispersión en 6,4.
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CUADRO 2

Chile: Índice de precios al consumidor y sus componentes.
Algunos indicadores estadísticos

Apertura completa de los componentes del IPC Apertura a 1 dígito de los grupos de componentes del IPC

Abril Enero Diciembre Abril Enero

Subperíodos de 1989- de 1999- Subperíodos de 1978- de 1989- de 1999-

diciembre agosto marzo diciembre agosto

de 1998 del 2004 de 1989 de 1998 del 2004

Tasa de variación Tasa de variación

media mensual media mensual

IPC (inflación media 0,94 0,23 IPC (inflación media

mensual del período) mensual del período) 1,29 0,76 0,54

Tasas de variación Tasas de variación

media mensual media mensual

de los precios de Media no ponderada 0,84 0,08 de los precios de Media no ponderada 1,59 0,66 0,18

los productos los grupos que

componentes componen la

del IPC canasta del IPC

Desviación estándar 0,41 0,50 Desviación estándar 0,16 0,34 0,34

Coeficiente de Coeficiente de

dispersión 0,49 5,99 dispersión 0,10 0,51 1,87

Mediana 0,86 0,06

Primer cuartil 0,60 –0,14

Cuarto cuartil 1,11 0,27

Número de componentes de la Número de componentes de la

canasta del IPC 368 482 canasta del IPC 4 5 8

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile.

CUADRO 3

Chile: Índice de precios al consumidor y precios de los
componentes del índice de precios al consumidor.
Indicadores de dispersión de las tasas de crecimiento

Comparación con el IPC (total de componentes del IPC) Comparación con el IPC (grupos de componentes del IPC)

Abril Enero Diciembre Abril Enero

Subperíodos de 1989- de 1999- Subperíodos de 1978- de 1989- de 1999-

diciembre agosto marzo diciembre agosto

de 1998 del 2004 de 1989 de 1998 del 2004

Tasa de variación media mensual del IPC Tasa de variación media mensual del IPC

(inflación media mensual del período) 0,94 0,23 (inflación media mensual del período) 1,58 0,94 0,23

Coeficiente de dispersión (CD) de las tasas Coeficiente de dispersión (CD) de las tasas

mensuales de variación del IPC (1) 0,78 0,34 mensuales de variación del IPC (1) 0,77 0,78 0,34

% de productos cuyas tasas de variación % de grupos de productos cuyas tasas de

mensuales presentan CD > (1) 96,7 95,2 variación mensuales presentan CD > (1) 50,0 80,0 62,50

% de productos cuyas tasas de variación % de grupos de productos cuyas tasas de

mensuales presentan CD < (1) 3,26 4,76 variación mensuales presentan CD < (1) 50,0 20,0 37,50

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile.
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Adicionalmente, pese a que en el segundo perío-
do (enero de 1999-agosto del 2004) la distribución de
Z se concentra en mayor grado en torno a la media, los
resultados extremos se alejan más. Si se analizan los
resultados de manera normalizada,20 el cambio en la
forma de la distribución muestra que las variaciones
se concentran en torno al cero, y que se alargan las
“colas”, esto es, los precios que varían en forma
significativamente distinta a este “núcleo”21 (gráfico 2).
Esto se puede ilustrar igualmente por el importante
decrecimiento, entre ambos períodos, de la desviación
estándar de las tasas de variación que componen el
“núcleo”. Cabe entonces preguntarse si hay realmente
una concentración de las variaciones de los precios en
torno a este “núcleo”, o si más bien lo que se observa
son variaciones de precios más extremas en bienes y
servicios cuyos precios bajaron o subieron relativamen-
te más que en el período anterior. De confirmarse el
primer caso, la interpretación podría ser que la varia-
ción de los precios de un conjunto de productos que
antes obedecían a un efecto inercial logró despegarse
de la variación de otros precios —un efecto de la
desindexación de la economía que hubiera eliminado
una tendencia a reajustes relativamente automáticos de
los precios de ciertos rubros. A la vez, un grupo me-
nor de productos que variaron por motivos no

inerciales aparece con variaciones relativas muy altas
por la gran estabilidad en torno a cero de las variacio-
nes de los primeros productos. En el segundo caso, se
trataría de cambios de precios más extremos de bie-
nes y servicios independizados en sus variaciones del
grupo que compone el “núcleo”, de modo que la su-
puesta concentración de variaciones de precios del
núcleo no sería otra cosa que el efecto de una norma-
lización con una desviación estándar bastante mayor.
Para dilucidar el origen de estos cambios se examina-
ron las distribuciones de Z en ambos períodos, elimi-
nando los deciles extremos. El resultado muestra que
el “núcleo” tiene dispersiones similares en ambos ca-
sos. El origen del cambio en la distribución de las ta-
sas de variación se encuentra pues en la evolución de
los precios de los bienes y servicios cuyas tasas de
variación para este período se hallan en esos deciles.

Un resultado que llama la atención es que el pri-
mer decil de la distribución de Z se encuentra ahora más
lejano de la media que el último decil.22 A la vez, la
concentración en torno al núcleo es más acentuada a
la derecha que a la izquierda del mismo,23 lo que es

20 Las tasas de variación incluidas en el vector Z fueron norma-
lizadas en torno a la media, de acuerdo a la siguiente fórmula:
(Xi–X media)/si, siendo si la desviación estándar del producto i.
21 Por “núcleo” se entiende el segundo y el tercer cuartil de la distri-
bución, a la vez que por “cola” se entiende el primer y el último decil.

22 Se puede por lo tanto concluir que, en términos normalizados, la
caída en los precios de estos productos fue superior a las alzas de
precios de aquellos cuyas tasas de variación se encuentran en el
último decil.
23 Se observa asimismo un aumento en el enviezamiento de la dis-
tribución de las tasas de variación de los precios de los productos
entre los dos períodos estudiados, pese a que se observa una dismi-
nución de la media de estas tasas de variación. En Bryan y Cecchetti
(1996) se analiza la relación entre la media y el enviezamiento de
la distribución de las tasas de variación, y se concluye que esta no
necesariamente es positiva, pudiendo ser más bien negativa.

CUADRO 4

Chile: Tasa de variación del índice de precios al consumidor y de los precios
de sus componentes. Indicadores estadísticos de su distribución
(Tasas acumuladas en el período, en porcentajes)

Subperíodos Abril de 1989- Enero de 1999-
diciembre de 1998 agosto del 2004

IPC Tasas de variación acumulada
en el período 194,9 16,6

Valor máximo del primer cuartil
de la distribución 100,1 –9,1

Valor mínimo del cuarto cuartil
de la distribución 261,7 20,0

Valor máximo del primer decil
de la distribución 31,7 –28,8

Valor mínimo del décimo decil
de la distribución 369,2 34,5
Mediana 171,4 4,3

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile.

Tasas de variación acumulada
de los precios de los productos
que componen el IPC
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consistente con la observación del párrafo anterior. Sin
embargo, al comparar este resultado con la tasa de va-
riación media mensual del IPC en cada uno de los perío-
dos se puede observar que el efecto en la variación del
IPC de los precios que suben no está compensado por la
reducción que originan los precios que caen. Esto se ve
reflejado en el hecho de que en el segundo período la
tasa de variación del IPC fue de 0,23%.

Cabe ahora preguntarse si en la distribución de Z

las tasas de variación de los precios de los distintos
rubros se agrupan de acuerdo a su clasificación por
grupos de productos (clasificación a un dígito). La res-
puesta general es que sí lo hacen. Más aún, cabe pre-
guntarse cuán estables son las ubicaciones de estas
concentraciones en las distribuciones de Z de ambos
períodos. Para poder contestar a este interrogante se
efectuó el procedimiento descrito antes24 para cada uno
de los años de los distintos períodos, y se analizó cuá-
les eran los rubros que se situaban en cada uno de los

deciles de las distribuciones obtenidas (cuadro 5). Se
analizó también si las ubicaciones de cada uno de estos
rubros eran estables a lo largo del período (esto es, com-
parando año a año) o si más bien variaban su posición
relativa dependiendo del año considerado. Más adelan-
te, en los cuadros 6 y 7 se presentan las tendencias
predominantes en el período en su conjunto. Las prin-
cipales conclusiones indican que durante el primer
período hubo ya alguna concentración relativamente
estable para algunos grupos de rubros, pero a la vez
hubo otros que oscilaron de una ubicación a otra. En
el segundo período se acentúa la tendencia a que se
estabilicen en posiciones de la distribución, sobre todo
en los deciles extremos.

Como lo muestra el cuadro 6, en el primer perío-
do considerado ciertos productos —el vestuario, por
ejemplo— exhiben variaciones de precios sistemática-
mente menores que las del IPC, a la vez que otros como
la salud por lo general tienen precios que evolucionan
por arriba de este índice. En cambio, los precios de los
alimentos aparecen más variables ya que, dependien-
do de los años, se altera su posición relativa. Respecto
del segundo período (cuadro 7), en el primer cuartil, y

24 Se estimaron los parámetros de la distribución de los precios
relativos de año en año.
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GRÁFICO 2

Chile: Distribución de las tasas de variación media mensual de los
bienes y servicios que componen la canasta del IPC
(En porcentajes, tasas normalizadas)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile.
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CUADRO 5

Chile: Tasa de variación del índice de precios al consumidor y tasas de variación
de los componentes del índice. Indicadores estadísticos de su distribución

Total de los bienes y servicios incluidos en la canasta del IPC

Subperíodos Abril de 1989-diciembre de 1998 Enero de 1999-agosto del 2004

Datos Datos
normalizados normalizados

IPC Tasa de variación media mensual 0,94 0,23

Media no ponderada 0,84 0,00 0,08 0,00

Mediana 0,86 0,07 0,06 0,11

Valor máximo del primer cuartil
de la distribución 0,60 –0,58 –0,14 –0,29

Valor mínimo del cuarto cuartil
de la distribución 1,11 0,68 0,27 0,52

Desviación estándar 0,41 1,00 0,50 1,00

Desviación estándar (segundo y
tercer cuartiles) 0,34 0,23

Excluidos los bienes y servicios cuyas tasas de variación media mensual se encuentran en el primer decil y en el último

Subperíodos Abril de 1989-diciembre de 1998 Enero de 1999-agosto del 2004

Datos Datos
normalizados normalizados

Media no ponderada 0,85109 0,00 0,05584 0,00

Mediana 0,87 0,06 0,06 0,03

Valor máximo del primer cuartil
de la distribución 0,68 –0,68 –0,09 –0,72

Valor mínimo del cuarto cuartil
de la distribución 1,04 0,74 0,23 0,81

Desviación estándar 0,26 1,00 0,21 1,00

Desviación estándar (segundo y
tercer cuartiles) 0,40 0,44

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile.

CUADRO 6

Chile: Algunos componentes de la canasta del índice de precios al consumidor.
Posición relativa según la distribución de las tasas de variación media mensual,
abril de 1989-diciembre de 1998

Primer cuartil Segundo y tercer cuartiles Cuarto cuartil

Frutas Lácteos Pan
Legumbres Pastas Cerveza

Carne Huevos
Pescados y mariscos
Bebidas
Platos preparados

Dividendo/ arriendo Agua potable
Electricidad y gas Teléfono particular
Mantenimiento del hogar

Electrodomésticos Equipamiento para el hogar

Vestuario

Gasolina Transporte y servicios de transporte

Cristales de anteojos Prestaciones médicas privadas y hospitalizaciones
Remedios (vitaminas, antitusivos, antihistamínicos, cardiovasculares, antibióticos)

Útiles escolares Educación (básica, media y superior)
Textos escolares y no escolares

Gastos financieros Cuotas de asociaciones
Juguetes

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile. Los productos se
encuentran organizados según el grupo al que pertenecen.

Tasas de variación
media mensual de
los componentes

del IPC

Tasas de variación
media mensual de

los productos
componentes del IPC
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en varios casos con promedios absolutos negativos, se
sitúan las frutas y legumbres, la computación, los elec-
trodomésticos, el vestuario y los gastos financieros. En
el otro extremo se sitúa en lo fundamental un grupo
de servicios, algunos insustituibles en la canasta po-
pular, tales como el transporte y servicios de transpor-
te, y los servicios básicos (electricidad, gas y agua).

Se puede concluir que la naturaleza de los gru-
pos de productos que se sitúan en los deciles extremos
es bien diferente. Los que se incluyen en el primer decil
(por lo tanto, aquellos cuyos precios suben menos, o
que inclusive caen) son, por lo general, bienes que
admiten sustitución en la estructura del gasto y que
muestran precios claramente a la baja en el mercado
internacional. Por el contrario, los que se encuentran
en el último decil (aquellos cuyos precios aumentan
más) incluyen los precios de los servicios de más di-
fícil sustitución en la estructura del gasto; parte impor-
tante de tales precios están sujetos a mecanismos de
regulación gubernamentales. La importancia de estos
grupos de bienes y servicios en las canastas de consu-
mo de los distintos estratos sociales es diferente; los
precios de los bienes y servicios incluidos en el últi-
mo decil tienen más peso en el conjunto del gasto. Si
un estrato se ve forzado a incluir en su estructura de

gasto rubros que han subido más de precio sin que haya
posibilidades amplias de sustituirlos (por ejemplo, el
transporte urbano) se le limita el aprovechamiento de
aquellos productos cuyos precios caen. Asimismo, al-
gunos precios corresponden a servicios en los cuales
se ha producido una segmentación, pues se ofrecen con
muy distintas calidades. Esto supone que un análisis
más detallado podría mostrar diferencias de variación
de los componentes.

Para juzgar mejor el efecto acumulativo en el
tiempo de estas variaciones se puede comparar la va-
riación acumulada en el período examinado. Esto tie-
ne especial pertinencia en el segundo período —en el
cual es más estable la posición relativa de los distin-
tos productos en la distribución de las tasas de varia-
ción de los precios— y se hace mediante la observación
de los resultados año a año. Frente a una variación
acumulada de un 16,6% en el IPC, los precios de los
productos que se encuentran en el primer cuartil caye-
ron 9,1% y los del primer decil un 28,8%, en tanto que
los precios de los productos que se hallan en el cuarto
cuartil subieron un 20% y los del último decil, un
34,5% (véase más atrás el cuadro 4). Dado que mu-
chos productos se estabilizaron en su posición relati-
va, las brechas en las tasas de variación tienen un

CUADRO 7

Chile: Algunos componentes de la canasta del índice de precios al consumidor.
Posición relativa según la distribución de las tasas de variación media mensual,
enero de 1999 a agosto de 2004

Primer cuartil Segundo y tercer cuartiles Cuarto cuartil

Frutas Pan Lácteos
Legumbres Pastas Cerveza

Carne Huevos
Pescados y mariscos
Bebidas
Platos preparados

Dividendo/ Arriendo Servicios básicos
Telefonía celular Telefonía fija

Computación Mantenimiento del hogar
Electrodomésticos Equipamiento para el hogar

Vestuario

Transporte y servicios de transporte

Cristales de anteojos Prestaciones médicas y hospitalizaciones
Remedios (cardiovasculares, Remedios (vitaminas, antitusivos y broncodilatadores,
antibióticos, antihipertensivos) antidepresivos, antihistamínicos)

Educación (básica, media y superior)
Útiles escolares Textos escolares y no escolares

Gastos financieros Juguetes Cuotas de asociaciones

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) de Chile. Los rubros se encuen-
tran organizados según el grupo al que pertenecen.
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importante impacto en la estructura de los precios re-
lativos. A la vez, la diferencia entre la tasa de varia-
ción acumulada del IPC y la mediana de las tasas de
variación acumuladas en el período para los distintos
productos (16,6% y 4,3%, respectivamente) da también
cuenta de la magnitud de la asimétrica posición de los
productos antes comentada.

2. El caso de Brasil

En Brasil la baja de la inflación también trajo consigo
un aumento de la dispersión relativa, con un incremen-
to importante del coeficiente de dispersión de las ta-
sas de variación de los precios de los bienes y servicios
desde niveles del orden del 0,1 al 0,6. Ambos valores
son muy bajos, significativamente menores que aque-
llos de Chile. Nótese que en las variaciones mensua-
les medias del orden del 30% y del 25%, en los
períodos julio de 1989-diciembre de 1990 y enero de
1991-julio de 1994, la desviación estándar solo alcan-
zaba niveles cercanos a 3. La extraordinaria indexación
de la economía brasileña y la fijación de precios por
parte del gobierno, especialmente en el primer perío-
do, explican estos valores (cuadros 8, 9 y 10).25

Aunque la tasa de variación media mensual del
IPC supera a la media no ponderada de las tasas de va-
riación incluidas en Z, al igual que en el caso de Chi-
le, la diferencia entre ambas es más reducida. Esto pone
en evidencia que los precios de aquellos productos
cuyas tasas de variación se encuentran en los dos ex-
tremos de la distribución (primer y último deciles) no
tienen ponderaciones de participación muy diferentes
en la canasta del IPC. Cuando se trabaja al nivel de
grupos de productos (clasificación a un dígito), los
resultados de la dispersión de las tasas de variación de
sus precios no varían en comparación con el resultado
que se obtiene cuando se considera la totalidad de los
productos, salvo en el período agosto de 1999-agosto
del 2004, donde la dispersión de las tasas de variación
se reduce a valores propios de los primeros períodos.
Asimismo, cuando se examina la desviación estándar
del núcleo de la distribución —o sea, el segundo y ter-
cer cuartiles—, esta es muy estable. Aunque en muy
menor medida, son los puntos extremos los que están
tras los cambios en la desviación estándar del núcleo
cuando se considera toda la distribución.

A la vez, las distribuciones normalizadas de las
tasas de variación incluidas en Z permiten establecer
algunas distinciones, tanto con el caso de Chile como
entre los períodos considerados. Curiosamente, la
mediana de estas tasas de variación, normalizadas,
está sesgada a la derecha en el período enero de 1991-
julio de 1994 (0,23) y a la izquierda en el período
agosto de 1994-agosto de 1999, situación esta última
que no se da en el caso chileno. A diferencia del caso
de Chile, en el primer y último período hay bastante
simetría entre el primer cuartil y el cuarto, salvo en
el período enero de 1991-julio de 1994, donde se da
una asimetría hacia la derecha, tal como sucede en
Chile. Estos valores hacen suponer, en términos ge-
nerales, una menor variación de los precios relativos
de los distintos componentes del IPC, así como de los
respectivos cambios de ponderaciones en el total de
la canasta (gráficos 3 y 4).

Como se puede ver en el cuadro 11, las tasas de
variación acumuladas en los distintos períodos de es-
tas concentraciones de bienes y servicios tienen efec-
tos notables en los precios relativos, muy superiores
en muchos casos a aquellos de los períodos de alta
inflación. Nótense en particular las significativas
disparidades en el período 1994-1999. Allí las dife-
rencias entre las variaciones medias del último y del
primer decil fueron de más de diez veces, y en el pe-
ríodo siguiente siguieron situadas cerca de las cinco
veces.

Finalmente, cuando se examina la ubicación en
la distribución de Z de los distintos componentes en
el último período considerado (cuadros 12 y 13), se
ven algunos rasgos similares a los observados respec-
to a Chile: es el caso de los menores aumentos de
precios de productos como computación, electrodo-
mésticos y vestuario, a los que se le suman algunos
productos diferentes, como servicios médicos y de
hospitalización. En el extremo opuesto aparecen tam-
bién los precios de los costos de transporte y de ser-
vicios de transporte, y de los servicios básicos. Sin
embargo, y a diferencia del caso de Chile, aparecen
varios alimentos de consumo extendido, como el
arroz, los porotos y el aceite, y no aparece la educa-
ción. Esto pone de relieve la potencia de algunos
factores y el rango de maniobra de otros, especial-
mente servicios que provee o regula el Estado, en los
cuales los criterios para regular los precios pueden
pesar mucho en los niveles de inflación y en los co-
eficientes de dispersión.

25 En el caso de Brasil, los indicadores de kurtosis son positivos en
todos los períodos analizados, siendo más elevados en el subperíodo
enero 1991-julio 1994 y agosto 1999-agosto 2004, a la vez que los
indicadores de enviezamiento son negativos en estos dos períodos.
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CUADRO 8

Brasil: Índice de precios al consumidor y sus componentes.
Algunos indicadores estadísticos

Apertura completa de los Apertura a 1 dígito de los grupos de
 productos incluidos en el IPC productos componentes del IPC

Subperíodos Ago. 1989- Ene. 1991- Jul. 1994- Ago. 1999- Ago. 1989- Ene. 1991- Jul. 1994- Ago. 1999-
dic. 1990 jun. 1994 jul. 1999 ago. 2004 dic. 1990 jun. 1994 jul. 1999 ago. 2004

IPC Tasa de variación
media mensual 30,86 25,81 0,96 0,71 30,86 25,81 0,96 0,71
(inflación media
mensual del período)

Tasas de variación Media no ponderada 30,40 25,23 0,89 0,73 31,56 25,70 1,02 0,66
media mensuales Desviación estándar 3,27 3,08 0,54 0,39 2,45 0,72 0,49 0,13
de los precios Coeficiente de variación 0,11 0,12 0,62 0,53 0,08 0,03 0,48 0,19
de los productos Mediana 29,61 25,22 0,72 0,70
componentes del IPC Valor máximo del

primer cuartil de la
distribución 27,78 24,17 0,47 0,51
Valor mínimo del
cuarto cuartil de la
distribución 31,35 25,94 1,15 0,89

Número de productos incluidos en la
canasta del IPC 434 347 347 513 7 7 7 9

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).

CUADRO 9

Brasil: IPC y precios de los componentes del IPC.
Indicadores de dispersión de las tasas de crecimiento

Comparación con el IPC Comparación con el IPC

(total de productos que componen el IPC) (grupos de productos)

Subperíodos Ago. 1989- Ene. 1991- Jul. 1994- Ago. 1999- Subperíodos Ago. 1989- Ene. 1991- Jul. 1994- Ago. 1999-
dic. 1990 jun. 1994 jul. 1999 ago. 2004 dic. 1990 jun. 1994 jul. 1999 ago. 2004

Tasa de variación Tasa de variación media
media mensual del IPC 30,86 25,81 0,96 0,71 mensual del IPC 30,86 25,81 0,96 0,71
(inflación media (inflación media
mensual del período) mensual del período)

Coeficiente de dispersión Coeficiente de dispersión
(CD) de las tasas (CD) de las tasas
mensuales de variación mensuales de variación
del IPC (1) 0,77 0,38 1,14 0,78 del IPC (1) 0,08 0,03 0,48 0,19

% de productos cuyas % de grupos de
tasas de variación productos cuyas tasas
mensuales presentan de variación mensuales
CD > (1) 77,0 100,0 96,3 97,3 presentan CD > (1) 57,0 100,0 71,4 100,0

% de productos cuyas % de grupos de
tasas de variación productos cuyas tasas
mensuales presentan de variación mensuales
CD < (1) 23,0 0,0 3,8 2,7 presentan CD < (1) 43,0 0,0 28,0 0,0

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
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CUADRO 10

Brasil: Tasa de variación del IPC y tasas de variación de los precios de los
productos que lo componen. Indicadores estadísticos de su distribución

Total de los bienes y servicios incluidos en la canasta del IPC

Subperíodos Ago. 1989-dic. 1990 Ene. 1991-jun. 1994 Jul. 1994- jul. 1999 Ago. 1999-ago. 2004

Datos Datos Datos Datos
normalizados normalizados normalizados normalizados

IPC Tasa de variación
media mensual 30,86 25,81 0,96 0,71

Tasas de variación Media no ponderada 30,4 0,00 25,23 0,00 0,89 0,00 0,73 0,00
media mensual de los Mediana 29,61 –0,02 25,22 0,23 0,72 –0,19 0,70 –0,02
componentes del IPC Valor máximo del primer

cuartil de la distribución 27,78 –0,58 24,17 –0,11 0,47 –0,67 0,51 –0,50
Valor mínimo del cuarto
cuartil de la distribución 31,35 0,51 25,94 0,46 1,15 0,60 0,89 0,47
Desviación estándar 3,27 1,00 3,08 1,00 0,54 1,00 0,39 1,00
Desviación estándar
segundo y tercer cuartiles) 0,30 0,16 0,36 0,27

Exluyendo los bienes y servicios cuyas tasas de variación promedio mensual se encuentran en el primer decil y en el último decil de la distribución

Subperíodos Ago. 1989-dic. 1990 Ene. 1991-jun. 1994 Jul. 1994- jul. 1999 Ago. 1999-ago. 2004

Datos Datos Datos Datos
normalizados normalizados normalizados normalizados

Tasas de variación Media no ponderada 29,59 25,09 0,78 0,70
promedio mensual Mediana 29,61 1,19 25,22 0,15 0,72 –0,18 0,70 –0,02
de los productos que Valor máximo del primer
componen el IPC cuartil de la distribución 28,18 –0,76 24,43 –0,71 0,50 –0,89 0,56 –0,73

Valor mínimo del cuarto
cuartil de la distribución 30,93 0,72 25,82 0,80 1,01 0,69 0,84 0,73
Desviación estándar 1,85 1,00 0,92 1,00 0,33 1,00 0,19 1,00
Desviación estándar
(segundo y tercer cuartiles) 0,41 0,43 0,46 0,41

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
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GRÁFICO 3

Brasil: Distribución de las tasas de variación media mensual de los bienes y
servicios que componen la canasta del IPC
(Tasas normalizadas, en porcentajes)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
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CUADRO 11

Brasil: Tasa de variación del índice de precios al consumidor
y tasas de variación de los precios de sus componentes.
Indicadores estadísticos de su distribución
(Tasas acumuladas en el período, en porcentajes)

Agosto 1989- Enero 1991- Julio 1994- Agosto 1999-
diciembre 1990 junio 1994 julio 1999 agosto 2004

IPC Tasa de variación en el período 12 556,6 1 542 419,2 78,8 53,0

Tasas de variación de los Valor máximo del primer cuartil
precios de los productos de la distribución 8 147,7 889 932,9 30,5 35,3
componentes del IPC Valor mínimo del cuarto cuartil

de la distribución 13 446,7 1 610 835,1 95,8 70,1
Valor máximo del primer decil
de la distribución 6 168,3 541 176,6 12,5 21,3
Valor mínimo del décimo decil
de la distribución 18 156,4 1 977 492,3 147,5 95,8
Mediana 10 560,7 1 267 390,7 53,3 51,7

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
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GRÁFICO 4

Brasil: Distribución de las tasas de variación media mensual de los bienes
y servicios que componen la canasta del IPC
(Tasas normalizadas, en porcentajes)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
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CUADRO 12

Brasil: Algunos componentes de la canasta del índice de precios
al consumidor. Posición relativa según la distribución de las tasas
de variación medias mensuales, período enero 1991-junio1994

Primer cuartil Segundo y tercer cuartiles Cuarto cuartil

Arroz Pasta Porotos negros
Harina Papas
Pescados y mariscos Verduras
Carne Lácteos
Verduras
Mandioca

Arriendo/gastos condominio Servicios básicos

Electrodomésticos Equipamiento para el hogar

Taxi, bus, gasolina Avión, metro
Automóviles nuevos

Vestuario

Servicios médicos y de hospitalización Remedios (analgésicos, antigripales, antitusivos, psicotrópicos)

Juguetes
Textos escolares

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
Los rubros están organizados según el grupo al que pertenecen.

CUADRO 13

Brasil: Algunos componentes de la canasta del IPC.
Posición relativa según la distribución de las tasas de variación
medias mensuales, agosto de 1999-agosto de 2004

Primer cuartil Segundo y tercer cuartiles Cuarto cuartil

Fruta Porotos
Harina Papas
Pescados y mariscos Verduras
Carne Carne
Café Aceite
Queso
Cerveza
Platos preparados

Computación Equipamiento para mantenimiento del hogar
Electrodomésticos Equipamiento para el hogar

Vestuario

Arriendo/gastos condominio Carbón, gas y energía eléctrica, servicios de agua

Taxi, tren, barco, metro Transporte y servicios de transporte
Bus, avión, peajes, bencina, alcohol, diesel

Correo, teléfono fijo

Servicios médicos y de hospitalización

Servicios personales Artículos de recreación y hoteles
Educación
Útiles escolares
Teléfono público, celular, TV cable
Juguetes

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras publicadas por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE).
Los rubros están organizados según el grupo al que pertenecen.

Del análisis anterior, que es válido tanto para el
caso de Chile como el de Brasil, se puede concluir que
los productos que componen el IPC mantienen comporta-
mientos distintos. Mientras existe un grupo de bienes
cuyos precios varían sistemáticamente por debajo de
la evolución del IPC general (vestuario y equipamiento

del hogar, por ejemplo), otros lo hacen sistemática-
mente por encima (servicios de educación, de salud y
de transporte, por ejemplo). Los alimentos presentan
un comportamiento variable. Esto en un contexto de
reducción generalizada del ritmo de crecimiento del IPC

agregado.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

PRECIOS RELATIVOS EN AMÉRICA LATINA EN PERÍODOS DE BAJA INFLACIÓN Y CAMBIOS ESTRUCTURALES
• PEDRO SÁINZ Y SANDRA MANUELITO

122

26 Se refiere a los siguientes países: Argentina, Bolivia, Colombia,
Costa Rica, Ecuador, México, Perú, Uruguay y República
Bolivariana de Venezuela.
27 El análisis se basó en el cálculo de las tasas de variación media
mensual, tanto del índice de precios al consumidor agregado como
de los grupos de bienes y servicios que lo componen, en distintos
períodos de tiempo.
28 Para normalizar las tasas de variación media mensual se restó a
la tasa de variación media mensual de los precios de cada uno de

los grupos de productos el promedio de las tasas de variación men-
sual de los precios de los distintos grupos y se dividió el resultado
por la desviación estándar de las tasas de variación media mensual
de los precios de los grupos de productos. No se consideró en el
cálculo la tasa de variación media mensual del IPC, dado que este
resulta de la agregación ponderada de las tasas de variación de los
precios de los distintos grupos de productos.

VI
Tendencias regionales a la luz

de los resultados y conclusiones

obtenidos en Chile y Brasil

Las tendencias anteriormente descritas, con base en los
resultados de analizar en Chile y Brasil la posición re-
lativa de los distintos componentes del IPC según la tasa
de variación de sus precios pueden extenderse hasta
cierto punto, a la generalidad de los países de la re-
gión. Pese a que no se dispuso de información com-
pleta acerca de todos los componentes de las
respectivas canastas de medición del IPC, una mirada a
la evolución de los índices de precios al consumidor
de otros países de América Latina,26 según el índice
agregado y según los grupos de bienes y servicios que
lo componen (clasificación a un dígito), muestra que
algunas de estas tendencias se repiten.27

Para poder comparar la evolución de las tasas de
variación de los precios de los diferentes grupos de pro-
ductos que componen el IPC se calcularon las tasas de
crecimiento medio mensual de los índices de precios
respectivos, normalizándolas posteriormente; de esta
forma se hicieron comparables los parámetros de la dis-
tribución tanto entre países como entre períodos. Igual
que en el caso de Chile y Brasil, estos períodos corres-
ponden por lo general a los de vigencia de una misma
canasta de bienes. Sin embargo, en los casos en que
en determinados momentos ocurrieron fenómenos eco-
nómicos importantes, como una devaluación significa-
tiva de la moneda nacional, se definieron subperíodos
que permitieron observar y comparar el comportamien-
to de los precios agregados, por grupos de productos,
en períodos de mayor interés para el análisis econó-
mico. Los resultados se muestran en el gráfico 5.

Por estar normalizadas las tasas de variación
mensual28 en dicho gráfico, el número de la ordenada

indica número de desviaciones estándar de la variación
media mensual y no tasas de inflación. Una desviación
estándar negativa representa los productos con varia-
ciones menores al promedio que lideraron la tenden-
cia a la baja. Para algunos países, en los períodos
analizados y cuando se lograron inflaciones muy re-
ducidas, las desviaciones negativas representaron tasas
de crecimiento absolutas negativas. Por el contrario, las
desviaciones positivas representaron productos que
estuvieron sobre el promedio y que en ocasiones, como
en los períodos posteriores a devaluaciones, fueron los
que aceleraron la inflación.

El gráfico 5 muestra algunos fenómenos signifi-
cativos. En general interesa ver para qué grupos de
productos la variación en términos normalizados fue
persistentemente superior al promedio, o si hubo osci-
laciones y de qué magnitud. Desde inicios de la déca-
da de 1990, la variación de los precios del vestuario y
de los bienes considerados de equipamiento para el
hogar tiende a ser menor, y en algunos casos significa-
tivamente menor, que la variación del IPC. En los ca-
sos en que la variación de precios de estos productos
ha sido superior a la del IPC, esto ha tendido a ocurrir
en períodos que exhibieron devaluaciones significati-
vas de la moneda nacional. Por ejemplo, en Argentina
y Uruguay las fuertes devaluaciones de sus monedas
a comienzos del 2002 significaron una aceleración
moderada de la inflación en ese año y un cambio im-
portante en los precios relativos (en Uruguay esto se
aplica al equipamiento para el hogar). La devaluación,
unida a la reactivación de la demanda interna desde los
bajos niveles en que se encontraba después de las re-
cesiones que afectaron a estos países, permitió una
recuperación de los precios de dichos productos, que
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GRÁFICO 5

América Latina (11 países): Tasas de variación media mensual
de los precios de grupos de productos que componen el IPC
(Datos normalizados)

Fuente: Elaboración propia con cifras oficiales.
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aumentaron de forma superior o similar a los del IPC.
Algo semejante pasó en México después de la deva-
luación de fines de 1994.

A su vez, los precios de los servicios en general
han aumentado más que el IPC. Sin embargo, tanto el
tipo de servicios como la magnitud de las alzas de los
precios varían de un país a otro. En algunos países y
determinados períodos la posición relativa de los pre-
cios de los sectores de servicios respecto de los pre-
cios de los sectores de bienes está influenciada por las
fluctuaciones de sus monedas, y en particular por las
fuertes devaluaciones; estas generaron aumentos sig-
nificativos en los precios de los bienes, debido al mayor
costo de los bienes importados o insumos que encare-
cen la producción interna de bienes finales, o al aumen-
to de los márgenes de comercialización de productos
nacionales. En otros países, sobre todo entre aquellos
que presentan una mayor dependencia del exterior para
abastecerse de petróleo y combustibles, los precios más
altos de los servicios de transporte han estado en los
últimos años significativamente influidos por los ele-
vados precios internacionales del petróleo y por la ten-
dencia a suprimir subsidios estatales.

Otro conjunto de precios que ha mostrado en
muchos países una clara tendencia al alza ha sido el
de los servicios básicos, debido no solo a los mayores
costos de los combustibles, sino también a las decisio-
nes de las autoridades correspondientes en torno a su
concesión o privatización. No obstante, en otros paí-
ses y/o en otros períodos, decisiones similares de las
autoridades han permitido que los precios de estos
servicios aumenten a un ritmo más bajo que el del IPC,
a través de políticas de subsidios o de regulación de
tarifas.

Otro aspecto que puede influir en la variación de
los precios de los servicios es la metodología utiliza-
da para su compilación y posterior inclusión en el
cómputo general del IPC. Por ejemplo, en Colombia los
precios del rubro vivienda reflejan principalmente el
valor del arriendo imputado a las familias. En la me-
dida en que esa imputación fluctúe poco y que su peso
en el IPC general sea alto, influye significativamente en
los precios relativos y en el IPC general.

Teniendo en cuenta lo anterior, es posible ela-
borar algunas conclusiones sobre la evolución de los
precios relativos de los componentes de la canasta de
los IPC de los países observados. En primer lugar, los
datos mencionados muestran que, en términos muy
agregados, no ha habido una tendencia homogénea
en la evolución de los precios, como lo hubo, por
ejemplo, en Brasil durante el período 1991-1994

29 Este período corresponde a uno en el cual el ritmo de crecimien-
to del índice de precios disminuyó significativamente.
30 Existen posibles razones para tal hecho. Algunas explicaciones
pueden ser la evolución de los precios internacionales de algunos
alimentos; el grado de elaboración de los productos alimenticios
incluidos en la canasta de consumo, que guarda estrecha relación
con los patrones de consumo del país y, en particular, de los grupos
de ingresos altos y medios, que son los que más influyen en la
estructura del IPC; la existencia de fenómenos climáticos que
impactan en la producción agrícola; o las regulaciones fitosanitarias
de los países que limitan el comercio (incluidas las importaciones)
de alimentos frescos.

examinado anteriormente.29 No todos los precios de los
bienes están cayendo en términos relativos. Lo hacen
los precios de bienes semidurables, como vestuario y
calzado, textiles y equipamiento para el hogar. A la
vez, los precios de los alimentos están aumentando en
varios países,30 así como los de varios servicios. Los
servicios de educación y de salud, los de transporte y
los servicios básicos son los que muestran mayores al-
zas. Por su parte, los precios de los servicios personales
o aquellos incluidos en “otros servicios” no han creci-
do de igual forma, de modo que no todos los precios de
los servicios se han comportado de igual manera.

Otra tendencia que se repite en mayor o menor
medida en los países analizados es que una baja varia-
ción del IPC no es sinónimo de una baja dispersión en
los precios de los grupos de bienes y servicios. Por el
contrario, en todos los países analizados, si se compa-
ra lo sucedido con el coeficiente de dispersión en el
período de más alta y baja inflación, este es siempre
mayor cuando la inflación se sitúa en niveles más
bajos. Este hecho se ilustra mediante los datos del
cuadro 14. Allí se observa que en períodos en que la
inflación en los países fue razonablemente baja, entre
2% y 3% acumulado en el año, el coeficiente de dis-
persión de los precios de los diferentes grupos de bie-
nes y servicios componentes del IPC global fue superior
a aquél registrado durante los períodos en que la in-
flación fue mayor que esas tasas, en promedio, duran-
te el período.

Pese a que la diferencia entre la media de las tasas
de crecimiento de los precios de los grupos de produc-
tos que componen el IPC y la tasa de crecimiento del IPC

en los distintos períodos suele ser pequeña, hay
excepciones. Además, el análisis de los casos de Chile
y Brasil ilustró ya que una mayor desagregación de pro-
ductos permite descubrir diferencias más marcadas.

Los antecedentes presentados permiten contestar
al menos en parte las preguntas que nos formulamos
antes. El coeficiente de dispersión no solo no se redujo
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con la caída de la inflación, sino que se incrementó y
bastante. Luego, aunque las inflaciones anuales fueron
relativamente reducidas, resultan significativas cuan-
do se suman en varios años las diferencias de las va-
riaciones de precios entre deciles y cuartiles extremos.
Y, tal vez lo más importante, hubo grupos homogéneos
de productos que se situaron permanentemente en esos
deciles y cuartiles extremos, dándole un sentido esta-
ble a los cambios de precios relativos, hecho poco
habitual para la región en períodos anteriores.

Estas conductas de los precios abren interrogantes
que, sin ser el objetivo central de este artículo, dan
pistas sobre posibles investigaciones: ¿En qué medida
estas variaciones de precios reflejan una reasignación
del uso de los recursos como fruto de la creciente li-
beralización de la economía internacional? ¿O ellas
resultan de la adopción de políticas públicas, princi-
palmente en lo relacionado con los sectores prestadores
de servicios, que de hecho obedecen en ocasiones a
criterios dispares entre países? ¿Qué papel desempeña
en las políticas de regulación de precios el creciente
poder económico de algunos actores, que por medio
de fusiones y adquisiciones dominan porcentajes cre-
cientes de los mercados? ¿Cómo influyen las políticas

de regulación de precios aplicadas por los gobiernos?
¿Cómo influyen las políticas de regulación de precios
en los rangos de maniobra de los bancos centrales a la
hora de fijar su política monetaria? ¿Pueden mantener-
se estables en el mediano y largo plazo las pondera-
ciones del IPC o la estructura de las líneas de pobreza
ante esta variación de los precios relativos? ¿Se sabe
lo suficiente sobre la capacidad de sustitución existente
en las canastas de consumo de los distintos estratos
sociales para diferentes grupos de productos? Respec-
to a productos que pesan mucho en el gasto de los
estratos populares y cuya variación de precios ha sido
mucho mayor que el promedio, ¿puede usarse como
criterio de reajuste de los salarios el índice de precios
al consumidor, sin efectuar cambios en ponderaciones
del IPC que se han mantenido por varios años?

En lo que sigue se explorarán aspectos asociados
a esos interrogantes: primero, los factores que están
simultáneamente tras la evolución de la inflación y los
cambios en los precios relativos y, segundo, la necesi-
dad potencial de una estrategia pública frente al tema
de los precios relativos. Estos aspectos son anteceden-
tes de importancia para la formulación de políticas en
esta área.

CUADRO 14

América Latina (algunos países): Relación entre las tasas de variación del índice de
precios al consumidor y de los grupos de rubros que componen el IPC
(Tasas de variación media mensual del período e indicadores estadísticos)

Grupos Coeficiente Grupos Coeficiente
de de de  de

IPC productos Desviación variaciónc IPC productos Desviación variaciónc

(1)a (2)b ((1)/(2))–1 (1)a (2)b ((1)/(2))–1

Argentina 1989-1992 13,90 14,35 –0,03 0,09 Ecuador 1989-1996 2,71 2,71 0,00 0,08
1993-2001 0,09 0,09 –0,08 1,80 1997-1999 5,61 5,78 –0,03 0,16
2002-2004 1,32 1,23 0,07 0,40 2000-2004 1,75 1,71 0,02 0,34

Bolivia 1989-1998 0,86 0,86 0,01 0,12 México 1989-1994 1,22 1,22 0,00 0,28
1999-2004 0,24 0,30 –0,21 0,31 1994-1998 2,06 2,02 0,02 0,10

1999-2004 0,54 0,54 –0,01 0,31

Brasil 1989-1990 29,39 29,36 0,00 0,07 Perú 1990-1998 5,98 6,15 –0,03 0,11
1991-jun 1994 25,85 25,83 0,00 0,03 1999-2004 0,21 0,28 –0,26 0,47
jul 1994 -1998 0,99 1,16 –0,14 0,57
1999-2004 0,70 0,68 0,03 0,21

Chile 1992-1998 0,68 0,69 –0,02 0,51 Uruguay 1989-1998 3,44 3,51 –0,02 0,09
1999-2004 0,23 0,15 0,52 2,28 1999-2001 0,35 0,33 0,07 0,64

2002-2004 1,27 1,15 0,10 0,25

Colombia 1989-1998 1,73 1,77 –0,02 0,15 Venezuela 1990-1999 3,13 3,26 –0,04 0,13
1999-2004 0,62 0,63 –0,02 0,39 (Rep. Bol. de) 2000-2004 1,59 1,52 0,04 0,19

Costa Rica 1995-1998 1,04 1,03 0,01 0,22
1999-2004 0,85 0,82 0,04 0,28

Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas oficiales.

a (1) = Tasa de variación media mensual del índice de precios al consumidor del período.
b (2) = Media de las tasas de variación mensual media de los bienes y servicios que componen la canasta del IPC.
c Coeficiente de variación de las tasas de variación media mensual de los distintos grupos de productos que componen la canasta del IPC.
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VII
Principales factores asociados a la evolución

de los precios en los índices de precios

al consumidor

31 Véase The Economist (2005).

En términos abstractos, tras la evolución de los pre-
cios se halla un conjunto de factores tales como el
cambio tecnológico, la evolución de la demanda, la
disponibilidad y asignación de recursos o la configu-
ración de los mercados. Estos factores pueden ser
modificados por las políticas públicas. En el decenio
de 1990 y comienzos del decenio del 2000 se ha puesto
especial énfasis en las consecuencias de las políticas
de creciente apertura externa de las economías. De
hecho, se debate hoy con alguna intensidad acerca de
los efectos de estas aperturas sobre distintos precios
(por ejemplo, sobre hacer competir en el mercado in-
ternacional fuerzas de trabajo de mercados tan dispa-
res y con legislaciones, prácticas y fenómenos
demográficos tan distintos como los de China y Ale-
mania). A la vez, se reflexiona sobre la evolución del
precio del capital y de los precios relativos del capital
y del trabajo en un nuevo contexto: el de la entrada
masiva de trabajadores al mercado mundial como re-
sultado de políticas de apertura.31

Este estudio ha mostrado el efecto de la apertura
comercial sobre los precios de un conjunto de bienes,
con efectos positivos para la contención de los aumen-
tos de los índices de precios y la generación de apre-
ciables cambios en los precios relativos.

Las políticas adoptadas por las empresas trans-
nacionales, relacionadas con su estructura de costos o
sus políticas de localización y su manejo de la produc-
ción o de las ventas, también han tenido efectos simila-
res. Un ejemplo de esto es la caída en los precios
internacionales de bienes de consumo final, relaciona-
da con la mayor productividad o con menores costos
laborales; este fenómeno es más visible en el vestuario,
los textiles y el calzado, algún equipamiento para el
hogar y ciertos productos incluidos en la educación y
recreación, como los juguetes, los artículos de papele-
ría y todo lo relacionado con la computación.

La apertura de las economías también introdujo
modificaciones en la oferta de bienes. Es evidente que
los nuevos precios afectaron la estructura producti-
va, la distribución del empleo, los salarios y la ba-
lanza de pagos, dependiendo de los países. Cada vez
que se firma un tratado de liberalización comercial
saltan a la vista sus efectos dispares sobre distintos
agentes de esta nueva estructura de precios relativos.
Lo que aquí se desea destacar es que los nuevos pre-
cios tuvieron gran impacto, que su origen no es in-
dependiente de las medidas de política adoptadas y
que sus consecuencias pueden ser estructurales. Así,
este factor que contribuye a reducir la inflación y a
elevar el bienestar de quienes acceden a bienes con
menores precios relativos —y en ocasiones absolutos—
tiene efectos muy dispares sobre distintos estratos
sociales y productivos.

Otro fenómeno que produjo importantes efectos
sobre la inflación y los precios relativos fue el de la
desindexación, que contribuyó a disminuir significa-
tivamente la inflación de inercia. En este sentido, la
desindexación permitió que se rompieran los mecanis-
mos de formulación de expectativas de inflación
futura basada en la inflación pasada. Naturalmente,
en períodos de alta inflación las estrategias empresa-
riales de ajustes de precios podrían ser vitales para
sobrevivir, y la indexación generalizada, como la uti-
lizada en algunos períodos en Brasil, garantizaba
mantener la variación de los precios relativos dentro
de rangos limitados. Pero cuando esta indexación se
fue extinguiendo aparecieron, como se muestra más
adelante, factores que se sumaron a las estrategias de
ajustes de precios seguidas por los agentes. No obs-
tante, una parte de los productos ha seguido atada a
formas de indexación y ha influido sobre los precios
relativos.

Las decisiones en materia de políticas fiscales han
influido en la evolución de los precios relativos de
algunos bienes y servicios. Al mismo tiempo, la polí-
tica fiscal ha sido en general contractiva en la mayo-
ría de los países latinoamericanos. De manera similar,
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las decisiones relacionadas con la cobertura y magnitud
de los subsidios han afectado a los precios relativos.
Ejemplo de esto son los servicios de educación y de
salud: anteriormente, en muchos países de la región
estos eran por lo general subsidiados, pero hoy han sido
privatizados en algún grado por muchos países, con el
consiguiente aumento de precios.

Los precios de transporte, por su parte, tienden a
reflejar cada vez más la evolución internacional de los
precios de los combustibles. No obstante, en muchos
países las autoridades económicas subsidian el precio
que pagan los consumidores o imponen límites a los
precios que se les cobran. De igual modo, en casi to-
dos los países la evolución de los precios de los servi-
cios básicos está determinada por las decisiones de las
autoridades de gobierno de establecer límites máximos
para los precios cobrados a los consumidores. En este
sentido, la evolución de tales precios se relaciona con
las decisiones de política fiscal y social tomadas por
las autoridades, y en particular con la rentabilidad que
se considere aceptable para las inversiones.

Otro factor importante ha sido la conducción de
la política monetaria y cambiaria en los países de la
región. El uso de programas de metas de inflación, con
sus consecuencias sobre el nivel de las tasas de inte-
rés y posible impacto en la actividad económica, se ha
reflejado en la evolución de los precios al consumidor.
El tema ha generado un muy interesante debate en
varios países latinoamericanos, debido a la relación
explícita entre la inflación y la conducción de la polí-
tica monetaria que condiciona esta última a la evolu-
ción de los precios internos. Cuando en casos como
estos la conducción de la política monetaria recae en
los bancos centrales, que en muchos países son enti-
dades autónomas e independientes en sus decisiones,
y si el objetivo explícito de disminuir la inflación o
mantener la inflación es rígido y persigue tasas muy
reducidas, es posible que dicha conducción frene en
algunos momentos la recuperación económica y sea
incompatible con las metas de reactivación del gobier-
no. Pero, en particular, esas políticas tienen efectos
sobre algunos precios y no influyen sobre otros, por
ejemplo los regulados, con lo que también llevan a
alterar los precios relativos.

Muchos países de América Latina han utilizado
los tipos de cambio como vía para controlar la infla-
ción. Con frecuencia el resultado fue una sobre-
valoración de la moneda nacional, que a la larga hizo
insostenible la relación entre los precios de los bienes
transables y de los no transables. En los casos en que
los nuevos precios relativos generaron desequilibrios

importantes en la balanza de pagos, al hacerse impo-
sible sostener los tipos de cambio hubo fuertes
devaluaciones que permitieron corregir los precios
relativos a favor de los bienes (en esencia transables)
más que de los servicios (en general no transables). Sin
embargo, la intensidad de este fenómeno difirió bas-
tante de un país a otro y en general se apartó del com-
portamiento histórico previo. Se dio así el caso de una
medida de política que influyó a la vez en los precios
relativos y en la inflación, efecto que se puede mante-
ner y acentuar en el tiempo.

También ha sido un factor importante la capaci-
dad de los mayoristas de transmitir a los minoristas y
a los consumidores las alzas de sus precios, debidas a
devaluaciones de la moneda nacional o a aumentos de
los precios internacionales de algunos productos. Este
factor guarda estrecha relación con la demanda inter-
na, y en particular la demanda de consumo privado, en
los países latinoamericanos. Tras el comportamiento de
los precios relativos está el hecho de que el crecimiento
de estos países se ha basado en gran medida en el
desarrollo de su sector externo, en tanto que la deman-
da interna ha aumentado a tasas bastante más modes-
tas. Esto limita claramente las presiones inflacionarias.
Ejemplos de lo dicho son los indicadores de desempe-
ño tanto de la inversión como del consumo privado de
las familias en los últimos años. Desde 1998 hasta 2003
la formación bruta de capital fijo cayó 10,9% en tér-
minos reales, a la vez que en el bienio 2002-2003 el
consumo privado bajó alrededor del 0,5% con relación
al del 2001. Además, las adquisiciones y fusiones,
especialmente en el comercio, alteraron el poder del
comercio y la producción en los mercados, así como
los márgenes de ambas actividades. Así, este factor
afectó a la vez la inflación y los precios relativos.

El último factor señalado se refleja también en las
diferencias de las tasas de variación de los índices de
precios al consumidor y de los índices de precios al
por mayor. Si bien es cierto que no es posible efectuar
una comparación exacta entre ellos,32 su evolución
permite hacerse una idea de cómo se están comportan-
do. En este sentido, los distintos comportamientos de
ambos índices podrían indicar una de las siguientes
situaciones: un desfase en el tiempo, por lo que los
aumentos en los precios al por mayor podrían ser tras-
ladados a los precios al consumidor en un futuro

32 Estos índices tienen canastas y coberturas distintas; la canasta
del índice de precios al por mayor sólo contiene bienes.
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próximo; una decisión de los mayoristas de disminuir
sus márgenes de comercialización, debido principal-
mente a la baja demanda de consumo, siendo esos már-
genes todavía rentables, pero sin trasladar todo el
incremento de sus precios a los consumidores; y, por

último, una decisión de los mayoristas de mantener sus
márgenes de comercialización pero cambiar la oferta
de bienes, recurriendo a lo nacional o lo importado
según la variación relativa de sus precios, para así
mantener e inclusive bajar los precios al consumidor.

VIII
Conclusiones

En este artículo se ha estudiado la evolución de los
precios relativos en varios períodos del decenio de
1990 y comienzos del decenio del 2000. Se ha anali-
zado la relación entre la caída de las tasas de inflación
y la evolución de la dispersión, medida por el coefi-
ciente de dispersión, en las variaciones de precios de
los distintos bienes y servicios. Se ha mostrado que esa
caída, en la mayoría de los casos, estuvo acompañada
por un aumento de esa dispersión, fenómeno que se
contrapone al experimentado anteriormente en otros
países. Se ha identificado la magnitud de esas disper-
siones y, tal vez lo más importante, se ha comprobado
que en los deciles y cuartiles extremos de las variacio-
nes de los precios se situaron en forma relativamente
estable conjuntos de productos homogéneos, tema no
abordado en investigaciones anteriores.

Se pone así en evidencia que la caída de la infla-
ción coincidió con cambios significativos de las polí-
ticas, que llevaron a cambios estructurales en el
funcionamiento de las economías. Se han instalado
nuevos precios relativos que, a diferencia del pasado,
responden por grupos de bienes y servicios a objeti-
vos independientes. No parece haberse prestado aten-
ción suficiente a una mirada de conjunto de los precios
relativos resultantes.

No cabe duda de que los cambios en los precios
relativos asociados a la evolución descrita influyen en
la asignación de los recursos y el bienestar de los dis-
tintos estratos sociales. Con respecto a las diferentes
ramas productivas, han alterado las funciones de pro-
ducción, las estructuras de costos, el abastecimiento
nacional e importado y la densidad ocupacional.
Ameritan entonces una atención mayor que la que se
les ha asignado. Los encargados de las cuentas nacio-
nales podrían contribuir a esclarecer los efectos de los
nuevos precios relativos, destacando en sus publicacio-
nes los cambios enumerados. La evolución descrita ha
coexistido con un cambio en la percepción del papel y

la importancia de los precios relativos. En efecto, existe
consenso en estimar que las políticas de estabilidad de
precios que utilizan como indicador la tasa de varia-
ción del IPC han ganado preponderancia en las políti-
cas públicas y particularmente en las políticas
monetarias de los bancos centrales. Simultáneamente,
como ya se dijo, no se ha dado una mirada de conjun-
to a los precios relativos al momento de concebir la
política económica.

Los antecedentes que se han presentado muestran
que los resultados de los IPC son fruto de tendencias
bastante contrapuestas y que el ritmo de crecimiento
del IPC ha venido acompañado por cambios importan-
tes en los precios relativos de grupos homogéneos de
sus componentes. En los extremos de la distribución
se sitúan, en la parte inferior, bienes y servicios que
responden más a las medidas de apertura comercial, el
tipo de cambio y las caídas de precios asociados a
modificaciones en la estructura de la oferta mundial de
bienes transables, y que son más susceptibles a las
oscilaciones de la economía mundial y sus consecuen-
cias sobre las balanzas de pagos y el tipo de cambio.
En general, puede decirse que, desde mediados del
decenio de 1990 hasta mediados del decenio del 2000,
estos productos contribuyeron de manera importante a
las caídas de la inflación. En el extremo superior, se
sitúan productos asociados a las políticas de liberali-
zación de la oferta de servicios y a concesiones de
distinto tipo, en los cuales el Estado fija precios con
criterios disímiles; pero las alzas han prevalecido. Di-
chos precios son fruto de políticas públicas en las cua-
les la política monetaria tiene escaso impacto. Se
suman a estos productos los combustibles, en cuyos
precios han tendido a primar en el último tiempo una
mayor liberalización y crecientes alzas, y en los cua-
les la política pública ha sido más pasiva que en el
pasado. Todos los productos ubicados en el extremo
inferior han tendido a elevar la inflación. En el núcleo
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central están los bienes y servicios más susceptibles de
ser afectados por la política monetaria y que, debido a
ella, sufren cambios en sus precios relativos respecto
a los productos situados en los extremos.33 Por lo tan-
to, la evolución inflacionaria no es independiente de
dos tipos de factores en los cuales desempeñan un
papel significativo políticas diferentes a la monetaria,
asociadas a sus propios fines. Este hecho, como ya se
mencionó, ha originado algún debate en torno a los
alcances e intensidad de la política monetaria.

Simultáneamente, como resultado de los cambios
estructurales de las economías, ha habido cambios en
la distribución del ingreso y la estructura de la oferta.
Surgen aquí patrones de consumo que acusan diferen-
cias significativas entre los distintos estratos sociales, y
en los cuales la estructura de precios relativos tiene un
papel destacado. Los márgenes de sustitución que exis-
ten en las canastas son aquí muy dispares, dándose para
algunos estratos una menor posibilidad de aprovechar
los precios que suben menos para incrementar su
bienestar. En la medida en que las ponderaciones del
IPC y las canastas utilizadas para valorar las líneas de

33 Los productos que componen los cuartiles extremos y centrales
están descritos en las secciones V y VI.

pobreza solo cambian su estructura en el largo plazo,
se deteriora su capacidad de representar tales fenóme-
nos. No obstante, la creciente presión política de los
grupos más afectados pone de relieve la importancia que
adquiere una visión de conjunto de los precios relativos.

En estas circunstancias, es cuestionable la supues-
ta independencia de las políticas que obedecen a fines
particulares importantes, pues de hecho tienen efectos
residuales sobre el rango de acción de la política mo-
netaria, y sobre todo efectos dispares en el bienestar
de distintos estratos sociales que poseen ingresos y
capacidades de reacción muy disímiles para responder
a los cambios de los precios relativos. Esta situación
de cambios importantes en los precios relativos
amerita, en nuestra opinión, que se abra espacio para
investigaciones que cuantifiquen mejor los efectos que
ellos están causando. A la vez, permite preguntarse si
los cambios identificados mantendrán su tendencia u
obedecen a factores cuyo efecto se agotará o cambia-
rá (por ejemplo, al pasar de un período recesivo a
comienzos del decenio de los 2000 a uno expansivo
como el del período 2004-2006).

APÉNDICE

Matriz V

Índices de precios A Z

V es una matriz de índices de precios mensuales en que:

IPC es el índice de precios al consumidor publicado por el país
Pi representa los bienes y servicios (productos) que com-

ponen la canasta usada por el país para la compilación
del IPC en cada uno de los períodos

M es el promedio no ponderado de todos los índices de
precios de los Pi

A es un vector que contiene las tasas de variación acu-
muladas en el período considerado para el IPC, cada uno
de los Pi y para M

Z es un vector que contiene las tasas de variación media
mensual del período considerado para el IPC, cada uno
de los Pi y para M

t es el tiempo, medido en meses.

Pr
od

uc
to

s

IPC

P1

P2

Pn

t0 t1 tm

P1

P2

Pn

P1

P2

Pn

P1

P2

Pn

P1

P2

Pn

Pi Pi Pi



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

PRECIOS RELATIVOS EN AMÉRICA LATINA EN PERÍODOS DE BAJA INFLACIÓN Y CAMBIOS ESTRUCTURALES
• PEDRO SÁINZ Y SANDRA MANUELITO

130

Bibliografía

Barro, R.J. (1995): Inflation and economic growth, Quarterly
Bulletin, vol. 35, Nº 2, Londres, Bank of England, mayo.

Bernanke, B., T. Laubach y otros (1999): Inflation Targeting:
Lessons from the International Experience, Princeton,
Princeton University Press.

Blejer, M.I., A.M. Leone y otros (2002): Inflation Targeting in the
Context of IMF-Supported Adjustment Programs, IMF Staff
Papers, vol. 49, Nº 3, Washington, D.C., Fondo Monetario
Internacional.

Boughton, J.M. (2004): The IMF and the Force of History: Ten
Events and Ten Ideas That Have Shaped the Institution, IMF

Working Papers, Nº 04/75, Washington, D.C., Fondo Mone-
tario Internacional.

Bryan, M. y S. Cecchetti (1996): Inflation and the Distribution of Price
Changes, NBER Working Paper, Nº 5793, Cambridge,
Massachusetts, National Bureau of Economic Research, octubre.

CEPAL (Comisión Económica para América Latina y el Caribe)
(1985): Transformación y crisis: América Latina y el Caribe
1950-1985, en Crisis y desarrollo: Presente y futuro de
América Latina y el Caribe, volumen I, LC/L.332 (Sem. 22/3),
Santiago de Chile, 1985.

Cukierman, A. (1983): Relative Price Stability and Inflation: A
Survey and Further Results, Carnegie-Rochester Conference
Series on Public Policy, Amsterdam, North-Holland.

Fisher, S. (1996): Central banking: the challenges ahead, maintaining
price stability, Finance and Development, vol. 33, Nº 4,
Washington, D.C., Fondo Monetario Internacional/Banco
Mundial, diciembre. Disponible en www.worldbank.org/fandd/
english/1296/articles/0101296.htm

Frenkel, R. (1995): Las políticas antiinflacionarias en América
Latina, Buenos Aires, Centro de Estudios de Estado y Socie-
dad (CEDES).

Los vectores A y Z se elaboraron de la siguiente forma:

Para los datos incluidos en el vector Z se calcularon los
seguientes indicadores:

1) La media no ponderada de la tasa de variación media
mensual de la totalidad de los bienes y servicios que
componen la canasta del IPC

siendo n el número de bienes y servicios incluidos en
la canasta del IPC en cada uno de los períodos

2) La mediana de la distribución de Z Pi

3) La desviación estándar de estas tasas de variación
media mensual

S Z = desviación estándar de las tasas de variación Z Pi

4) El coeficiente de dispersión

CV Z = S Z / M Z

5) Las medias, medianas y variaciones acumuladas en los
cuartiles y deciles de la distribución de Z Pi

(1/tm – t0)
Media z =  (IPi m / I Pi 0) –1  / n =  (ZPi ) / n{ }

P1 P1 P1

P2 P2 P2

Pn Pn Pn

P1 P1 P1

P2 P2 P2

Pn Pn Pn



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

PRECIOS RELATIVOS EN AMÉRICA LATINA EN PERÍODOS DE BAJA INFLACIÓN Y CAMBIOS ESTRUCTURALES
• PEDRO SÁINZ Y SANDRA MANUELITO

131

Goodhart, C.A.E. (2000): What Weight Should be Given to Asset
Prices in the Measurement of Inflation?, tercera conferencia
anual “Measuring Inflation for Monetary Policy Purposes”,
Amsterdam, De Nederlandche Bank.

IPEA (Instituto de Investigación Económica Aplicada) (2005):
Boletim de conjuntura, Nº 69, Rio de Janeiro, junio.

Laidler, D. (2003): The Price Level, Relative Prices and Economic
Stability: Aspects of the Interwar Debate, BIS Working Papers,
Nº 136, Basilea, Banco Internacional de Pagos, septiembre.

Pinto, A. (1968): Raíces estructurales de la inflación en Améri-
ca Latina, Estabilidad monetaria y desarrollo económico,
México, D.F., Arte y Cultura.

Roger, S. (2000): Relative Prices, Inflation and Core Inflation, IMF

Working Papers, Nº 00/58, Washington, D.C., Fondo Mone-
tario Internacional, marzo.

Sáinz, P. y A.F. Calcagno (1992): En busca de otra modalidad de
desarrollo, Revista de la CEPAL, Nº 48, LC/G.1748-P, Santia-
go de Chile, diciembre.

––––––– (1999): La economía brasileña ante el Plan Real y su cri-
sis, serie Temas de coyuntura, Nº 4, LC/L.1232-P, Santiago
de Chile, Comisión Económica para América Latina y el
Caribe (CEPAL), julio. Publicación de las Naciones Unidas,
Nº de venta: S.99.II.G.13.

The Economist (2005): From t-shirts to t-bonds, Londres, 28 de
julio.

Vining, D.R. y Th. Elwertowski (1976): The relationship between
relative prices and the general price level, The American
Economic Review, vol. 66, Nº 4, Nashville, Tennessee,
American Economic Association, septiembre.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

PRECIOS RELATIVOS EN AMÉRICA LATINA EN PERÍODOS DE BAJA INFLACIÓN Y CAMBIOS ESTRUCTURALES
• PEDRO SÁINZ Y SANDRA MANUELITO

132



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

INESTABILIDAD, MOVILIDAD Y DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO EN ARGENTINA
• LUIS BECCARIA Y FERNANDO GROISMAN

133

R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

Inestabilidad, movilidad
y distribución del
ingreso en Argentina

Luis Beccaria y Fernando Groisman

E ste artículo analiza los cambios en la inestabilidad de los

ingresos laborales registrados en el Gran Buenos Aires entre fines del

decenio de 1980 y principios del decenio del 2000. Sus objetivos son,

por un lado, estudiar el impacto que tuvieron esos cambios sobre

diferentes grupos de personas y hogares y, por el otro, evaluar el influjo

de la variabilidad de los ingresos corrientes sobre la concentración de

los ingresos. Para esto último, se compara el promedio de la

desigualdad de los ingresos corrientes con la desigualdad de los

ingresos medios (más permanentes). Los resultados obtenidos refuerzan

la conveniencia de combinar datos de sección cruzada con otros que

sigan las trayectorias de las personas.

Luis Beccaria

Universidad Nacional de

General Sarmiento, Argentina

✒ lbeccari@ungs.edu.ar

Fernando Groisman

Consejo Nacional de Investigaciones

Científicas y Técnicas (CONICET)

Universidad Nacional de

General Sarmiento, Argentina

✒ fgroisma@ungs.edu.ar



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 9  •  A G O S T O  2 0 0 6

INESTABILIDAD, MOVILIDAD Y DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO EN ARGENTINA
• LUIS BECCARIA Y FERNANDO GROISMAN

134

I
Introducción

Los autores agradecen los comentarios de Mariana González,
Roxana Maurizio, Paula Monsalve y Valeria Esquivel.
1 Véase, por ejemplo, Altimir y Beccaria (2001).
2 Véase Hopenhayn (2001), Galiani y Hopenhayn (2000), Beccaria
y Maurizio (2004).

3 Véase Albornoz y Menéndez (2002), Cruces y Wodon (2003),
Gutiérrez (2004), Fields y Sánchez Puerta (2005).

Argentina exhibe, desde mediados de la década de
1970, un proceso de continuo crecimiento del grado de
concentración de los ingresos, tanto individuales como
familiares. Esta dinámica se extendió tanto al decenio
de 1980, signado en buena parte por la inestabilidad y
el estancamiento, como a la década siguiente, no obs-
tante el mejor desempeño macroeconómico.1

A lo largo de este período, hubo también marca-
dos cambios en el ritmo inflacionario. Fue muy ele-
vado en las décadas de 1970 y 1980 —alcanzando
máximos hiperinflacionarios hacia el final de esta úl-
tima y principios del decenio de 1990—, mientras que
en el resto del último decenio del siglo se logró una
marcada estabilidad de precios. Dado que la inflación
es un factor primordial para explicar el grado de esta-
bilidad de los ingresos reales, ella debió haberse redu-
cido durante la década de 1970 y especialmente de
1980, mientras que tuvo que mejorar en el decenio
siguiente. Sin embargo, también hay evidencia de ele-
vados niveles de inestabilidad ocupacional, especial-
mente durante el decenio de 1990,2 otro factor que
afecta la variabilidad de los ingresos tanto individua-
les como de los hogares.

En consecuencia, conviene profundizar en el aná-
lisis de la inestabilidad de los ingresos en las diferen-
tes configuraciones macroeconómicas de Argentina,
pues esa inestabilidad tiene efectos adversos en el ni-
vel de bienestar de los individuos. En efecto, aumenta
el riesgo y, por lo tanto, reduce la utilidad de un flujo
de recursos dados; además, puede impactar negati-
vamente sobre los niveles de consumo aun cuando pueda
predecirse.

La inestabilidad puede ir acompañada de movili-
dad, denominación con la que suele indicarse la pre-
sencia de alteraciones de la posición relativa de los
ingresos en la distribución, o de la distancia entre ellos.
La presencia de un proceso de movilidad tiene impac-
to sobre la distribución del ingreso. En particular, ella

puede hacer que el grado de concentración, medido con
los ingresos de un año determinado, sobreestime la
desigualdad de la distribución de aquellos más perma-
nentes o promedio de varios años. Y lo que es más
importante para los efectos de muchos diagnósticos, los
cambios en el grado de movilidad pueden provocar que
las modificaciones de la desigualdad de los ingresos
corrientes no reflejen adecuadamente los cambios en
la desigualdad de los ingresos medios.

Dada esta relevancia analítica de las variaciones
de los ingresos para el análisis de su nivel y distribu-
ción, el presente trabajo analizará los cambios que ha
experimentado la diferencia en la distribución desde
fines del decenio de 1980 en Argentina. No obstante
la importancia de estos temas, no existen muchos es-
tudios previos que los hayan abordado. Más aun, en
los escasos análisis existentes3 la cobertura temporal
es menor que la que se considerará aquí y, en espe-
cial, no se incluyen períodos de alta inflación. Además,
no se relacionan explícitamente los fenómenos de ines-
tabilidad, riesgo, movilidad y concentración de los
ingresos medios.

Específicamente, la investigación que aquí se re-
sume estudió los principales factores determinantes de
la inestabilidad y la intensidad diferencial según gru-
po de hogares. Se evaluó, asimismo, en qué medida los
cambios en la inestabilidad han influido en las modi-
ficaciones de la distribución del ingreso. Se desea, en
este sentido, explorar la hipótesis de que el incremen-
to que esta última registró cuando se la estudia con los
datos de cada período o de sección cruzada —esto es,
con los ingresos corrientes— refleja también lo aconte-
cido con la desigualdad de la distribución de los
ingresos medios. Complementariamente se ajustó el in-
greso medio de los hogares por el efecto de la variabi-
lidad y se comparó su evolución con la del ingreso
medio sin ajustar.

La indagación abarcará los años 1988-2001 y dis-
tinguirá cuatro períodos relativamente homogéneos res-
pecto de ciertas variables importantes para los objetivos
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planteados. Se utilizarán datos correspondientes al
Gran Buenos Aires, principal área metropolitana del
país en la que habita cerca de un tercio de la pobla-
ción argentina. El corte temporal y el geográfico obe-
decen a la disponibilidad de información estadística,
ya que solo se cuenta de manera continua con
microdatos para esa región y para esos años de la en-
cuesta de hogares. Se excluye del análisis a los años
2002-2003, dado que su tratamiento se hace difícil por
la metodología utilizada en este trabajo.4

La sección II siguiente sitúa en su contexto el
análisis de la movilidad en Argentina, presentando un
breve resumen del comportamiento macroeconómico

y de la distribución del ingreso. La sección III examina
algunos de los diferentes enfoques que se encuentran
en la literatura sobre la dinámica de los ingresos,
poniendo de relieve las diversas preocupaciones que
animan a quienes abordan el estudio de este tema. La
sección IV plantea los objetivos específicos del traba-
jo, así como los métodos de análisis empleados. La
sección V describe la fuente de información a la que
se recurre. El núcleo del artículo está conformado por
las secciones VI y VII, en las que se presentan y ana-
lizan respectivamente los resultados para Argentina
referentes a la variabilidad y la movilidad. La sección
VIII contiene las conclusiones.

4 Como se ve más adelante, la inestabilidad se evalúa a partir de
información que muestra los cambios en los ingresos de los indivi-
duos a lo largo de períodos de 18 meses. Incluir los primeros meses
de 2002 resultaría heterogéneo en términos de inflación, pues con-
templaría momentos de relativa estabilidad, lo que no permitiría ca-
racterizar adecuadamente a esta etapa. Además, esta también abarca
momentos diferentes de la dinámica de la producción agregada.

5 Esa tasa osciló alrededor del 7% entre octubre de 1990 y enero de
1991 y se elevó al 27% en febrero, producto de la devaluación y
otras medidas (como el aumento de ciertas tarifas).

II
Comportamiento macroeconómico

y distribución del ingreso desde

mediados del decenio de 1970

Hacia la mitad de la década de 1970 comenzó un pe-
ríodo de 15 años que estuvo signado por la inestabili-
dad macroeconómica y el estancamiento productivo. El
producto interno bruto (PIB) permaneció prácticamen-
te a niveles similares a lo largo de ese período, en el
cual prevalecieron tasas elevadas de inflación (gráfi-
co 1). Este desempeño estuvo asociado a la restricción
externa que derivó del abultado endeudamiento exter-
no, y a su vez fue generado por las políticas aplicadas,
especialmente entre 1978 y 1981. Por su parte, las me-
didas adoptadas posteriormente —a lo largo de la dé-
cada de 1980— no pudieron hacer frente con suficiente
éxito a algunos aspectos ya estructurales de la economía
argentina, como el manejo de las cuentas públicas y
el “régimen de alta inflación” (aun cuando ambos fac-
tores no resultan independientes). Este último elemento
es de gran importancia para entender tanto los efectos
internos del endeudamiento externo como las dificulta-
des para lograr una estabilización sostenida.

Este proceso de inestabilidad macroeconómica
culminó con los episodios hiperinflacionarios de 1989
y 1990. El gobierno instalado en 1989 no consiguió
mejorar inicialmente la situación y fue el equipo eco-
nómico que comenzó a operar a fines de enero de 1991
el que puso en marcha un programa de estabilización
que logró detener la inflación y hacer crecer el nivel
de actividad. La pieza clave de ese programa fue la Ley
de convertibilidad, que fijó el tipo de cambio, estable-
ció la convertibilidad de todo el circulante y prohibió
la emisión de dinero sin el correspondiente respaldo en
activos externos. Esta medida, más algunas implemen-
tadas en el plano fiscal y en otras áreas, permitieron
una rápida baja de la inflación: la variación del índice
de precios al consumidor alcanzó 3%5 en mayo de
1991 y valores cercanos al 1% hacia fines de año. La
estabilidad posibilitó, por un lado, la mejora del poder
de compra de las remuneraciones y, por el otro, la difu-
sión del crédito. Estos fenómenos estuvieron asociados
al significativo crecimiento del consumo, de particular
relevancia para los bienes durables y la construcción.
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Las inversiones de las empresas privatizadas fue otro
de los factores que contribuyeron a ampliar la deman-
da interna.6 La reducción de la inflación permitió, asi-
mismo, mejorar la recaudación impositiva.

La fuerte entrada de capitales externos entre 1991
y 1994 —derivada de la mayor confianza que genera-
ba la estabilidad y la orientación de la política econó-
mica, pero debida también a la amplia oferta de fon-
dos del mercado financiero internacional— ayudó al
crecimiento de la demanda agregada. La crisis mexi-
cana de fines de 1994 hizo patente la fragilidad de una
economía cuya expansión descansaba en la entrada de
capitales del exterior. De cualquier manera, la recesión
argentina asociada a este acontecimiento fue breve y

la economía volvió a crecer de manera acelerada cuan-
do mejoraron las condiciones del mercado internacio-
nal de capital. En 1998, sin embargo, cuando este
mercado volvió a complicarse y Brasil (destino impor-
tante de las exportaciones) enfrentó una recesión, hubo
una nueva fase de caída del PIB que, a diferencia de la
anterior, tuvo una duración inusitada y desencadenó,
apenas iniciado el año 2002, el abandono del sistema
de tipo de cambio fijo.

La marcada inestabilidad macroeconómica que
se experimentó desde mediados del decenio de 1970
fue uno de los factores que provocaron el significati-
vo deterioro de la distribución del ingreso desde ese
momento. Inicialmente, el aumento de la desigualdad
habría derivado del distinto impacto que tuvo el
aumento de la inflación registrada en 1975 y 1976 sobre
las remuneraciones relativas de personas de diferen-
te calificación. La concentración de los ingresos
continuó siendo alta en la década de 1980, período
en que se mantuvo la correspondiente a los ingresos

6 El proceso de privatizaciones se realizó aceleradamente ya que,
además de reflejar el objetivo de retirar al Estado de la esfera pro-
ductiva, resultaba fundamental la entrada de capitales para apoyar
el equilibrio de las cuentas externas y fiscales.

GRÁFICO 1

Gran Buenos Aires: Desigualdad e inflación

Fuente: Estimaciones propias con datos del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC).
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personales, pero se elevó nuevamente la de los ingre-
sos familiares.

No obstante la mejora en el marco macroeco-
nómico y la introducción de reformas estructurales, la
desigualdad prosiguió su tendencia ascendente en la
década de 1990, salvo durante la etapa de expansión
inicial (1991-1994). Si bien no es este el lugar para
analizar con detenimiento tal evolución, parece crucial
tener en cuenta los efectos del significativo deterioro
del mercado laboral. La desocupación, por ejemplo,
pasó del 6% al inicio de la década indicada al 12% en
1994 y al 18% en 2001, manteniendo niveles del 15%
aun durante la fase de recuperación de 1995-1998. Este
comportamiento afectó en mayor medida a las remu-

neraciones, a las posibilidades de empleo y a la cali-
dad de los puestos de trabajo, especialmente de aque-
llos de menor calificación.

Una consecuencia del insatisfactorio comporta-
miento del empleo durante la década de 1990 fue el
incremento que registró el grado de movilidad ocupa-
cional. Como se mencionó en la introducción, algunos
estudios dan cuenta de un alza de la tasa de salida
desde las ocupaciones, especialmente aquellas de los
no asalariados y de los asalariados precarios, no regis-
trados en la seguridad social. Adicionalmente, el au-
mento en la proporción de estos últimos, que registran
una estabilidad media menor, fue un factor adicional
del descenso de la duración media de los empleos.

III
Los diferentes intereses

de los estudios sobre la dinámica

de los ingresos

Numerosos son los trabajos que, usando de datos de
panel, analizan los cambios en el tiempo de los ingre-
sos de las personas y/o de los hogares. Por un lado,
algunos estudios abordan el análisis de la inestabilidad
de los ingresos, evaluando su intensidad y su variación
en el tiempo o entre grupos de personas, o indagando
su impacto sobre el bienestar de individuos y hogares.
Por el otro lado, una cantidad sin duda mayor de in-
vestigaciones se concentra en el estudio de la movili-
dad de los ingresos, esto es, los cambios a lo largo del
tiempo de la posición relativa que los ingresos ocupan
en la distribución, o de la distancia entre ellos. Entre
quienes analizan esta variable se distinguen dos tipos
de preocupaciones: algunos investigan la magnitud y
características de la movilidad y sus cambios en el
tiempo, en tanto que otros examinan el efecto que tie-
ne la movilidad sobre la desigualdad.

1. La movilidad de ingresos

Muchos estudios analizan las trayectorias de los in-
gresos de las personas u hogares con el objetivo de
evaluar la presencia de cambios a lo largo del tiem-
po en la posición relativa que estos ocupan en la dis-
tribución. Las modificaciones en el orden en el que

se ubican las unidades perceptoras en la distribución
de los ingresos suelen ser identificadas como la “mo-
vilidad” de los ingresos.

Pero las trayectorias de los ingresos pueden se-
guirse también con el objetivo de analizar la dirección
y magnitud de los cambios que ellos experimentan,
vayan o no acompañados de alteraciones en el orde-
namiento jerárquico. Esto se conoce en la literatura
especializada como “movilidad absoluta”.

Ambos enfoques son complementarios y pueden
producirse simultáneamente y con diferente intensidad:
una elevada/reducida movilidad en el orden puede
ocurrir con una baja/alta movilidad absoluta. En ello
incide el nivel vigente de la desigualdad de la distri-
bución del ingreso corriente, ya que cuando esta es
elevada, la alteración absoluta en los ingresos necesa-
ria para que se produzca un cambio de orden será
mayor que en una situación de baja concentración.

Una forma usual de examinar la proporción de
perceptores de ingresos que cambian su orden en la
distribución es la de recurrir a matrices que muestran
las transiciones de un cuantil de la distribución a otro
entre dos períodos. Este procedimiento es el más ex-
tendido en la literatura especializada, aunque enfrenta
limitaciones. En particular, no capta los cambios que
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se producen dentro de los límites de los cuantiles se-
leccionados.7 Algunos autores han buscado corregir
estas limitaciones, por ejemplo, flexibilizando los lí-
mites de los cuantiles de ingreso (Hills, 1998). Otras
formas de contar con evidencia cuantitativa de la
movilidad es a través de medidas de asociación como
los coeficientes de correlación simple y de rango, de
Pearson y de Spearman respectivamente (OCDE, 1996).
Téngase en cuenta que el primero de estos coeficien-
tes no se limita a los cambios de orden.

Además, tanto las matrices como los coeficientes
de correlación solo pueden aplicarse para evaluar los
cambios entre dos períodos. Tales instrumentos no
resultan adecuados para el análisis de la movilidad
absoluta, ya que las matrices de transición, por ejem-
plo, no registran las variaciones de ingresos que no
acarrean modificaciones de orden. Por lo tanto, cuan-
do no aparece como una preocupación el cambio de
orden, suele recurrirse a un conjunto de procedimien-
tos que cuantifican específicamente la magnitud del
cambio de los ingresos.

Por ejemplo, en Fields (2004) se utiliza el siguien-
te indicador de variación absoluta, donde i equivale a
cada perceptor, mientras que y equivale a los ingresos
en t0 = 1 y t1 = 2,

= ( )
=

1 2 1
1

/ n y yi i
i

n

(1)

aunque también se recurre a evaluar las diferencias
entre los logaritmos de los ingresos o entre la partici-
pación relativa del ingreso del perceptor en el total.
Estos indicadores expresan el monto de la movilidad
con prescindencia de la dirección del cambio. La con-
sideración del signo del cambio permite incorporar el
sentido de la variación media, que se refleja en *.

* /= ( ) ( )
=

1 2 1
1

n y yi i
i

n

(2)

Una preocupación particular es la de analizar
en qué medida la presencia de movilidad está asocia-
da a la de convergencia de los ingresos. Esta última

—también denominada microconvergencia— tiene lu-
gar cuando los ingresos sufren variaciones que los acer-
can al valor del ingreso medio de la distribución. En
este sentido, suele focalizarse el estudio en el signo del
coeficiente  de un modelo como el siguiente:

ln lny yi i i= + +1 (3)

donde lnyi es la diferencia del logaritmo del ingreso
entre dos períodos —t0 y t1—, mientras que lny1i es el
logaritmo del período inicial. Cuando el coeficiente 
asuma un valor negativo se observará convergencia a
la media; por el contrario, si el coeficiente es positivo,
habrá divergencia respecto de la media.8 Una ventaja
del análisis por regresión es que puede incluir nume-
rosas observaciones de ingresos para cada perceptor y,
además, evaluar los factores determinantes de los cam-
bios en los ingresos.

2. El impacto de la movilidad sobre la
desigualdad

En segundo lugar, y en estrecha relación con el ob-
jetivo del análisis de la movilidad, cabe identificar
las investigaciones que buscan evaluar el impacto de
los cambios en los ingresos individuales sobre la distri-
bución del ingreso. Específicamente, se interrogan si
el grado de desigualdad medido con los datos de sec-
ción cruzada difiere —y en cuánto— del correspondien-
te a los ingresos “permanentes” o promedio de varios
períodos.

Así, gran parte de la literatura sobre la dinámica
de los ingresos se ha concentrado en estimar el efecto
igualador de la movilidad y, de esta forma, en aproxi-
marse a la medición de la desigualdad más permanente
de la sociedad. Para ello suelen compararse los diver-
sos indicadores de desigualdad calculados a partir de
los datos de ingresos de corte transversal, con los que
resultan de los ingresos de más largo plazo. En gene-
ral, se ha seguido la metodología de Shorrocks (1978),
quien analiza la intensidad de este efecto igualador a
través de un indicador “de ajuste de la desigualdad por
movilidad” (R) que compara la concentración del
ingreso medio de los períodos considerados con el
promedio de las desigualdades de esas diversas ob-
servaciones.

7 Además es una medida sensible al grado de desigualdad de una
sociedad y, por lo tanto, no apta para la comparación entre países.
Considérese, por ejemplo, que un mismo 10% de incremento en
los ingresos puede representar en una sociedad un cambio de
cuantil, mientras que en otra puede implicar permanencia en el
mismo estrato.

8 A veces se emplean regresiones “cuantílicas”; véase, por ejemplo,
Fontenay, Gorgens y Liu (2002).
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R W
I w

I w
T

t t
t

T( ) =

=

( )

( )
1

1
(4)

donde I hace referencia al indicador de desigualdad,
w es el ingreso medio de los T períodos, wt es el in-
greso en el periodo t, y t es el factor de ponderación,
definido como la participación de los ingresos totales
de las unidades en el período t respecto del ingreso en
el conjunto de los T períodos. Fields (2004) argumen-
ta que si el objetivo es evaluar en qué medida la mo-
vilidad alteró la desigualdad que se registraba en un
momento dado, la comparación debe efectuarse direc-
tamente entre I (w1) y I ( wT ), esto es, entre la desigual-
dad del período inicial y la desigualdad del ingreso
medio. R tiende a cero como valor máximo —cuando
no hay movilidad— y va disminuyendo a medida que
la movilidad tiene más efectos sobre la distribución.

El período de tiempo sobre el que se computan
los ingresos más permanentes ejerce especial influen-
cia, ya que a mayor extensión del período, es esperable
que las diferencias entre los ingresos medios sean
menores.

3. Los cambios en la intensidad de la movilidad

El aporte de los datos de panel es relevante para eva-
luar mejor la dinámica de la desigualdad bajo la hipó-
tesis de cambios en la intensidad de la movilidad. Pero
si esta última fuera constante, las mediciones de la
desigualdad con datos puntuales reflejarían adecuada-
mente lo que ocurriría con la dirección del cambio de
la concentración de los ingresos más permanentes. Para
que el aumento de la desigualdad estática no derive en
un incremento de la inequidad en la distribución de
estos últimos, debe producirse un aumento concomi-
tante en la movilidad de los ingresos. Precisamente,
como mostraron Gottschalk y Danziger (1998), la
variancia de los ingresos medios es una función del
promedio de las variancias de las distribuciones de cada
observación y del promedio de las covariancias entre
las diferentes observaciones.

4. El efecto de la inestabilidad de los ingresos
sobre el bienestar

Una preocupación diferente a las anteriores es la de
evaluar cuán intensa es la inestabilidad de los ingresos

de los individuos en tanto esta afecta negativamente la
utilidad de un monto de recursos dado. En efecto, la
variabilidad eleva el riesgo9 y, aun cuando ella se puede
anticipar, también puede alterar la utilidad, espe-
cialmente en los países con escaso desarrollo de los
mercados de crédito. En efecto, si dos hogares percibieron
el mismo ingreso medio al término de un año, pero uno
de ellos estuvo sin ingresos la mitad de ese año mien-
tras que el otro recibió la doceava parte del ingreso anual
en cada mes, cabe esperar que los niveles de bienestar
de cada perceptor hayan sido muy diferentes.

La evaluación de las fluctuaciones de los ingresos
suelen basarse en la estimación del grado de variación
intertemporal alrededor de un ingreso esperado o del
ingreso medio efectivamente observado. El indicador
clásico es el coeficiente de variación. Se suele utilizar
también la variancia o la desviación media del loga-
ritmo de los ingresos (Gottschalk y Danziger, 1998 y
Shorrocks, 1978). Algunos autores utilizan como me-
dida de la variabilidad los residuos de modelos de
regresiones salariales de efectos fijos (Burgess, Gardiner
y otros, 2000).

Otros procedimientos incorporan la variabilidad
de los ingresos observados para estimar un “ingreso
corregido por fluctuaciones”. Es usual, en este caso,
aplicar funciones de riesgo que permitan estimar un
ingreso medio que, de permanecer fijo, brindaría la
misma utilidad que la efectivamente registrada.10 Se
parte de la idea de que los individuos —perceptores
de ingresos— tienen aversión al riesgo y, por lo tanto,
cuanto mayor sea la variabilidad de ingresos menor
será la utilidad que de estos obtengan. Las funciones
de utilidad empleadas —estrictamente cóncavas— se
encuentran definidas por un parámetro de aversión a
la variabilidad — — que determina el descuento por
inestabilidad que sufren los perceptores.

Un ejemplo de función que considera la aversión
relativa al riesgo es la siguiente:

y

y
si

Y si

( ) =

=

1

1
1

1ln
(5)

9 Véase Arrow (1970).
10 Estos procedimientos se originan en los análisis distributivos
basados en el enfoque de bienestar social que formulara Atkinson
(1970). Puede consultarse a Cowell (2000).
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que muestra que la utilidad de un monto de ingreso dado
va disminuyendo a medida que aumenta la aversión
al riesgo —el coeficiente —.

En este caso, el “ingreso corregido” yc —esto es, el
nivel de ingreso constante que brinda la misma utilidad
que la corriente de ingresos observados— se calcula
de la siguiente manera:

y g t yc
tt

T= ( )=
1

1

1
1 (6)

donde

g tt
T ( ) == 11

IV
Objetivos y métodos

Dada la amplia gama de intereses que se puede en-
contrar en la literatura sobre dinámica de ingresos que
recurren a datos de panel, conviene poner de relieve
aquí los objetivos específicos que tuvo la parte de la
investigación cuyos primeros resultados se presentan
en este artículo. Por un lado, se analizó el grado de
inestabilidad de los ingresos reales, considerando que
tal inestabilidad afecta negativamente el bienestar de
los individuos y los hogares. El análisis de la varia-
bilidad de los ingresos durante períodos relativamente
cortos ha sido un tema poco explorado, probablemen-
te porque no constituye un fenómeno relevante en las
economías centrales. Sin embargo, en países como
Argentina, donde la inestabilidad macroeconómica
fue un rasgo característico a lo largo de buena parte
de la historia moderna del país, su estudio reviste un
especial interés, aun con prescindencia de los impac-
tos distributivos que pudiera tener. Sobre todo, como
se verá, cuando parece ser una característica que se
mantiene incluso en situaciones de estabilidad de
precios.

Por otro lado, se evaluó el grado de movilidad de
los ingresos y se analizó su impacto sobre la distribu-
ción de aquellos más permanentes.

En cuanto al grado de inestabilidad, se utilizaron
dos enfoques de análisis. En el primero de ellos se
midió el grado de variabilidad del ingreso corriente
observado —de los individuos y de los hogares— al-
rededor del promedio, para lo cual se recurrió al co-
eficiente de variación (CVi para individuos y CVh para
hogares).

CV
w w

wi
it it

T

i

=
( )=

2
1 ,  donde  w

w

Ti

it
t

T

= =1 (7)

CV
y y

yh
ht ht

T

h

=
( )=

2
1 (8)

donde  y wht iht
i

m
=

=1

donde T es la cantidad de observaciones de que se dis-
pone, e i representa cada uno de los m miembros ocu-
pados del hogar que estuvieron ocupados al menos en
una de las cuatro observaciones.

y
y

Th

ht
t

T

= =1

La variabilidad media surgió directamente de pro-
mediar los CV de cada individuo o de cada hogar.
Como se suponía que el impacto de la inestabilidad era
diferente entre perceptores y entre familias —mayor
entre los trabajadores menos calificados y los hogares
de menores recursos— se efectuaron las estimaciones
de manera desagregada para ambos. Con este fin, se
identificaron grupos a partir del nivel de escolaridad
(de escolaridad del jefe, en el caso de hogares), en tanto
este nivel constituye una variable sustitutiva de la si-
tuación socioeconómica.

A su vez, se llevaron a cabo ejercicios tendientes
a obtener evidencia sobre la importancia de los fenó-
menos directamente asociados a la variabilidad. Así,
en el caso del análisis de la inestabilidad de los ingre-
sos reales de los individuos, puede considerarse que
ella se encuentra asociada tanto a las alteraciones de
la remuneración horaria como a los cambios en la
condición de ocupación (ocupado/no ocupado). La
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intensidad de estos últimos cambiará sobre todo cuan-
do se altere la movilidad ocupacional, mientras que las
variaciones en las remuneraciones nominales se asocian,
entre otros factores, al grado de estabilidad de precios,
pues serán más amplias y frecuentes en contextos
inflacionarios.11 Por su parte, el tiempo que trabaja una
persona puede especificarse más detalladamente y des-
componerse en dos: la variabilidad ocupacional y la que
registra la cantidad de horas que trabaja la persona mien-
tras se encuentra empleada.

Con el fin de mostrar el impacto de algunas
de estas variables, se realizó un ejercicio que se-
ñala la variabilidad de los ingresos cuando se aíslan,
alternativamente, los efectos de la inestabilidad ocu-
pacional y los de las remuneraciones mensuales (que,
por lo tanto, reflejan también alteraciones en las ho-
ras trabajadas). Para el primer caso, con el que se
mediría el efecto de los cambios en las remuneraciones,
se calcula el coeficiente de variación de las remunera-
ciones de las ocupaciones de cada individuo, esto es,
el que surge de considerar solo los ingresos positivos,
excluyendo las observaciones correspondientes a situa-
ciones en las cuales la persona no estaba ocupada
(CVao

i).

cv
w w

w
para wao

i
it it

n

i
it

i

=
( )

>=
*

*

2

1
0 (9)

donde ni es la cantidad de observaciones en las cuales
el individuo i tiene un ingreso positivo (esto es, donde
wit > 0).

w
w

ni

it
t

n

i

* = =1

Para contar con un indicador que aísle los cambios
en las remuneraciones, se recurre a un coeficiente de
variación calculado sobre valores que, cuando resulten
positivos, se igualan a los correspondientes a la
primera observación en la que la persona se encontraba
ocupada.

cv
A w

w
i
ar it it

T

i

=
( )=

**

**

2

1
(10)

con  A
w w

wit
it i

it

=
>

=
1 0

0 0 ;  w
A

Ti

it
t

T

** = =1

donde wi1 es la remuneración de la primera observa-
ción con valor positivo.

En cuanto a los ingresos laborales nominales de los
hogares, se parte de considerar que en su variabilidad
influyen dos factores: la fluctuación en la cantidad de
ocupados de un hogar y la que corresponde a los in-
gresos que perciben los miembros ocupados. Ambos
factores pueden operar en direcciones opuestas y, por
lo tanto, compensarse entre ellos; en el caso de com-
pensación perfecta, el cambio en la variabilidad de
ingresos del hogar es nulo. Estas variaciones en la
cantidad de ocupados pueden deberse a modificaciones
en el tamaño del hogar, a cambios en la tasa de ocu-
pación de un hogar que no vio alterada la cantidad de
miembros, o a ambos factores a la vez. En este traba-
jo no se han diferenciado las causas que llevan a mo-
dificar el número de ocupados.

La importancia de la inestabilidad de las remune-
raciones se deduce del coeficiente de variación del
ingreso de cada hogar, calculado cuando se supone que
no se altera la cantidad de ocupados (Cvao

h). En este
caso se imputó un ingreso a los miembros alguna vez
ocupados para el o los períodos en los cuales no tu-
vieron ingresos; este valor imputado es equivalente a
su remuneración positiva registrada en el período más
cercano (anterior o posterior), ajustada por la variación
media de los ingresos entre ambos períodos.

CV
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donde:
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=
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11 Los ingresos horarios nominales varían como consecuencia de
meros cambios en las retribuciones que se obtienen en un puesto.
También pueden variar como resultado de tránsitos de una ocupa-
ción a otra. El impacto de este efecto no se calculó.
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w wt iht
h

H

i

n
=

== 11
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siendo s el período más cercano a t con ingresos posi-
tivos, mientras que wt es el salario medio del período
t, ya que n es el número de personas ocupadas en el
período y H es el número de hogares.

Con miras a evaluar la relevancia de los cambios
en la cantidad de ocupados se computó el coeficiente
de variación del ingreso familiar y se supuso que se
mantienen fijas las remuneraciones mensuales de to-
dos los ocupados, considerando para tal efecto la re-
muneración correspondiente a la primera observación
positiva de cada uno de ellos (Cvar

h).
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donde wih1 es la remuneración del primer período con
valor positivo.

El segundo enfoque empleado para analizar la
inestabilidad de los ingresos recurre al uso de funcio-
nes de utilidad que reconocen cómo ella disminuye
cuando la variabilidad del ingreso se incrementa. Así,
se recurrió a la conocida función de utilidad con coefi-
ciente constante y relativo de aversión al riesgo —aver-
sión relativa al riesgo constante— que es estrictamente
cóncava y permite estilizar el hecho de que el riesgo dis-
minuye con el nivel de ingreso y aumenta con la varia-
bilidad.

y
n

yi it
t s

s n
* =

=

+1 1

1
1

(13)

donde y* es el ingreso ajustado por riesgo, y es el in-
greso del período, i indica el hogar y  es el coeficiente

de aversión al riesgo. Para el cálculo se ha asignado
un valor de dos a este último coeficiente.12

Con el procedimiento descrito se “castiga” el
nivel del ingreso medio que obtiene un individuo u
hogar a lo largo del tiempo en caso de que ese nivel
haya sido el resultado de un sendero con variabilidad.

Respecto a la movilidad de los ingresos —el se-
gundo de los objetivos planteados—, el análisis de su
intensidad en Argentina, y especialmente de sus va-
riaciones entre las fases identificadas, se analizó a
partir de los movimientos que los hogares realizan en-
tre quintiles de ingresos. Esto es, se computaron los
quintiles de esa distribución para cada una de las
observaciones y se constató a cuál pertenecía cada
hogar en cada una de ellas. Fue posible, entonces,
identificar diferentes trayectorias. Como se indicó
antes, este enfoque que analiza las trayectorias entre
cuantiles de ingresos puede ser cuestionado, porque
no contempla movimientos dentro de ellos y además
porque trata de manera similar a trayectorias que
implican cambios de ingresos muy diferentes. Por lo
tanto, se complementó este enfoque con el análisis de
los coeficientes de correlación entre los ingresos de
los hogares obtenidos de las cuatro observaciones.
Este procedimiento permite evaluar los cambios de
las posiciones y distancias relativas de los percep-
tores en la distribución del ingreso. Cuanto menor
resulte la correlación, mayores serán las diferencias
entre los ingresos que los mismos hogares obtienen
en dos períodos de tiempo y, por lo tanto, más ele-
vada la movilidad de los ingresos. Se recurrió a los
indicadores de correlación de Pearson y Spearman (de
rango).

Finalmente, para cuantificar la influencia de la
movilidad sobre la distribución del ingreso se calculó
la medida de “ajuste de la desigualdad por movilidad”
de Shorrocks, comentada antes.13

12 Estimaciones con coeficientes mayores no modificaron los resul-
tados obtenidos.
13 Fields y Sánchez Puerta (2005), así como Albornoz y Menéndez
(2002), abordan una temática similar a la de la movilidad, pues
analizan la relación entre la intensidad del cambio de ingresos y el
nivel de ingresos, recurriendo a los modelos indicados en la ecua-
ción [3]. También examinan la asociación entre la movilidad y la
desigualdad.

w w w
wiht ihs

t

s
= ( )
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V
La base de datos utilizada

14 Véase una descripción de la metodología de la EPH en www.
indec.gov.ar. El esquema de la encuesta fue modificado sustan-
cialmente en 2003.

15 Si bien este procedimiento permite trabajar con un número
elevado de observaciones, el fenómeno de reducción natural pue-
de introducir sesgos en la muestra, los cuales no han sido inves-
tigados aún.
16 Constituye la principal aglomeración urbana argentina y concen-
tra el 30% de la población del país y el 40% de su población urbana
total.
17 Véase, por ejemplo, Beccaria, Esquivel y Maurizio (2002).

La posibilidad de evaluar la inestabilidad y movilidad
de los ingresos, así como su impacto sobre los niveles
y cambios en la distribución del ingreso, solo es posi-
ble cuando se dispone de datos longitudinales, esto es,
referidos a los diferentes ingresos que obtiene una
misma persona u hogar a lo largo del tiempo. Si bien
Argentina no cuenta con encuestas longitudinales, la
información proveniente de la Encuesta Permanente de
Hogares (EPH) que realiza regularmente el INDEC14 per-
mite contar con datos de esa naturaleza, útiles para
abordar el análisis de los temas indicados.

Si bien la EPH no indaga directamente acerca de
cambios de las variables en el tiempo, es posible cons-
truir datos de este tipo debido a que el panel de su
muestra es rotativo y los hogares son entrevistados en
cuatro oportunidades sucesivas. Por consiguiente, com-
parando la situación de un individuo en esas cuatro
“ondas” se deducen los eventuales cambios experimen-
tados en diversas variables, incluidas las de ingresos y
las ocupacionales. Se utilizaron los datos de la EPH que
muestran para cada unidad (individuos u hogares) los
cambios que experimentan los ingresos, la condición
de actividad y la ocupación. Cada una de las unidades
puede ser, a su vez, caracterizada por una serie de atri-
butos sociodemográficos y laborales.

La muestra de la EPH está conformada por cuatro
grupos de rotación, uno de los cuales ingresa y otro
egresa en cada una de las dos “ondas” que se realizan
cada año (en mayo y en octubre). En cada oportuni-
dad se renueva, por lo tanto, el 25% de la muestra, lo
cual implica que entre dos ondas sucesivas es posible
comparar el 75% de los casos. Por tanto, si se desease
seguir a los hogares por el máximo de tiempo posible
—esto es, durante las cuatro ondas que permanecen en
la encuesta a lo largo de un año y medio— solo se
podría evaluar un conjunto que representaría el 25% de
la muestra total. La proporción efectiva de hogares y
personas que se reentrevistan es incluso menor que

estos porcentajes, ya que hay pérdida de casos —existe
algún grado de reducción natural (attrition)— por diver-
sos motivos, como hogares que abandonan el panel o
cambian de domicilio, o dificultades surgidas en las
tareas de campo. Como el tamaño de la muestra resul-
taba insuficiente, se decidió seguir un procedimiento
que suele emplearse: el de construir bases que surgen
de agregar (mancomunar) los grupos de rotación que
ingresaron a la muestra en momentos diferentes.15

Esto significa que se consideró simultáneamente a in-
dividuos (y hogares) que respondieron a la encuesta
en momentos diferentes: es decir, se están agregan-
do cambios que ocurrieron en períodos cercanos pero
distintos.

Los datos empleados corresponden al Gran
Buenos Aires,16 ya que no se dispone de microdatos
para otras zonas del país consideradas en la encuesta.
De cualquier manera, la evolución de la situación
laboral y de la distribución del ingreso en el Área
Metropolitana no ha diferido de lo experimentado en
otras zonas urbanas, de modo que las conclusiones que
aquí se alcanzarán pueden, razonablemente, extra-
polarse al conjunto de las regiones.17

Específicamente, con el fin de analizar las tra-
yectorias de los ingresos en las cuatro etapas identi-
ficadas más arriba, se elaboraron paneles de datos para
cada una de esas etapas. En el esquema siguiente se
indican los diferentes grupos de rotación que confor-
man cada una de ellas. En el cuadro 1 se incluye el
número de personas alguna vez ocupadas y de hogares
correspondientes a cada fase.

Es preciso tener en cuenta que la cantidad de
cambios que se miden al comparar dos ondas sucesi-
vas de la encuesta subestima aquellos efectivamente
ocurridos, ya que se están identificando transiciones
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a partir de la comparación de dos observaciones en-
tre las que median aproximadamente seis meses. Los
individuos pudieron, por lo tanto, realizar dos o más
movimientos durante el período que transcurre entre
las dos ondas —por ejemplo, desde la inactividad al
desempleo y viceversa—, sin que estos puedan ser
captados.

También debe considerarse que solo se analiza el
subconjunto de ingresos que obtienen los miembros de
un hogar por su participación en el mercado de traba-
jo, sea como asalariados, trabajadores independientes
o empleadores. Esta definición acotada de los ingre-
sos facilita una más clara asociación de las dinámicas
de la desigualdad y de la inestabilidad de ingresos con
los factores laborales que aparecen como determinan-
tes de ellas. De esta manera, el ingreso del hogar que
se utiliza es el que surge de sumar los ingresos labo-
rales de los miembros ocupados. Por otro lado, hay que
tomar en cuenta que la encuesta de hogares utilizada,

como muchas otras en la región, no captan adecuada-
mente —y subregistran de manera marcada— los mon-
tos de recursos corrientes que los hogares obtienen de
la propiedad de capital. Una prueba de esto último es la
similitud de los cambios que registran los indicadores
de desigualdad del ingreso total y del laboral. En el
mismo sentido, se limitó el universo de los hogares que
se estudiaron al conformado por aquellos hogares con
jefes no mayores de 65 años.

Al momento de estudiar la inestabilidad de los
ingresos laborales de los individuos se analizó lo suce-
dido con el grupo de personas que estaban ocupadas en
al menos una de las observaciones, que son precisamente
las que registraron algún ingreso positivo proveniente
del trabajo.

Para obtener resultados sobre la inestabilidad del
poder de compra —el concepto relevante— los mon-
tos nominales se corrigieron según las variaciones del
índice de precios al consumidor (IPC).

CUADRO 1

Gran Buenos Aires: Grupos de rotación que componen la muestra en cada fase

Fases Primera observación Segunda observación Tercera observación Cuarta observación

Alta inflación Oct 1987 May 1988 Oct 1988 May 1989
May 1988 Oct 1988 May 1989 Oct 1989
Oct 1988 May 1989 Oct 1989 May 1990
May 1989 Oct 1989 May 1990 Oct 1990
Oct 1989 May 1990 Oct 1990 May 1991
May 1990 Oct 1990 May 1991 Oct 1991

Nº de individuos: 1 877
Nº de hogares: 1 141
Estabilización May 1991 Oct 1991 May 1992 Oct 1992

Oct 1991 May 1992 Oct 1992 May 1993
May 1992 Oct 1992 May 1993 Oct 1993
Oct 1992 May 1993 Oct 1993 May 1994
May 1993 Oct 1993 May 1994 Oct 1994

Nº de individuos: 1 773
Nº de hogares: 976
Recuperación Oct 1995 May 1996 Oct 1996 May 1997

May 1996 Oct 1996 May 1997 Oct 1997
Oct 1996 May 1997 Oct 1997 May 1998
May 1997 Oct 1997 May 1998 Oct 1998

Nº de individuos: 2 391
Nº de hogares: 1 263
Recesión May 1998 Oct 1998 May 1999 Oct 1999

Oct 1998 May 1999 Oct 1999 May 2000
May 1999 Oct 1999 May 2000 Oct 2000
Oct 1999 May 2000 Oct 2000 May 2001
May 2000 Oct 2000 May 2001 Oct 2001

Nº de individuos: 3 129
Nº de hogares: 1 651

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).
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VI
Inestabilidad de ingresos en Argentina

en el decenio de 1990

18 No se aíslan los efectos de los cambios de remuneración asocia-
dos a cambios de ocupación, o de las horas trabajadas, de aquellos
individuos que permanecen ocupados. Por lo tanto, la variabilidad de
ingresos por factores ocupacionales —aislando las variaciones en las
remuneraciones reales— puede ser aun mayor si se incorporan
estos efectos. Debe señalarse también que una fuente adicional de
variabilidad de ingresos es el error de información o medición de
los ingresos declarados. De todas maneras, un ejercicio realizado
excluyendo aquellos casos en los que posiblemente tuviera lugar
este error –cambios de ingreso no asociados a cambios de ocu-
pación ni de dedicación horaria– no modificó los resultados
obtenidos.

Se aborda en esta sección uno de los dos objetivos del
trabajo, que es el estudio de la inestabilidad de los
ingresos y sus efectos sobre el nivel de bienestar. En
el primer apartado se analizarán los cambios en el
grado de variabilidad de los ingresos, sus fuentes y su
incidencia en diferentes grupos de trabajadores y ho-
gares. En el segundo se examinará el impacto sobre el
nivel de bienestar así como los cambios que este re-
gistró a lo largo del período bajo análisis.

1. Inestabilidad de los ingresos individuales y de
los hogares

a) Inestabilidad de los ingresos individuales
Como se muestra en el cuadro 2, no se registra-

ron modificaciones significativas en el coeficiente de
variación de los ingresos laborales de las personas al-
guna vez ocupadas entre las cuatro fases analizadas.
Este resultado es destacable dado que, contrariamen-
te a lo que podría haberse esperado, el marcado des-
censo de la inflación que se produjo entre el primero
de esos períodos —que abarca los años previos a la
vigencia del Plan de Convertibilidad— y los tres res-
tantes no incidió sobre el nivel de variabilidad me-
dia de los ingresos corrientes. Como se mencionó más
arriba, aquella inflación afecta la variabilidad en el
tiempo de los ingresos laborales reales de una perso-
na a través de su impacto sobre las alteraciones de
las retribuciones que obtiene en un puesto. En este
sentido, la merma de la inflación —especialmente
desde tasas tan elevadas como las que se registraron
entre 1987 y 1991— llevó a disminuir la inestabili-
dad de las remuneraciones reales. Esto se advierte en
el mismo cuadro 2, que incluye la evaluación de la
variabilidad de los ingresos cuando se aíslan los efec-
tos de la inestabilidad ocupacional. Efectivamente, el
coeficiente de variación de las remuneraciones de las
ocupaciones —esto es, el que surge de considerar solo
los ingresos positivos, excluyendo las observaciones
correspondientes a situaciones en las cuales la persona
no estaba ocupada— registró una reducción en el
segundo período respecto del primero, y también en

el siguiente.18 Simultáneamente, sin embargo, hubo un
incremento de la variabilidad de los ingresos asociada
a la inestabilidad ocupacional, lo que se deduce del
aumento del coeficiente de variación de los ingresos,
midiendo por las alteraciones de las remuneraciones.

Puede concluirse, entonces, que el grado de va-
riabilidad media de los ingresos de las personas alguna
vez ocupadas se mantuvo a lo largo del período, pese
al importante descenso de la inflación que se registró
desde principios de la década de 1990. Esto no signi-
fica que este descenso no haya producido los efectos
esperados en términos de estabilización del poder de
compra de las remuneraciones, sino que tales efectos
fueron contrarrestados por los acontecimientos en el
mercado de trabajo que incrementaron la inestabilidad
ocupacional.

Otra forma de comprobar este último fenómeno
es observar que hacia fines de la década de 1980 el
69% de los que estuvieron alguna vez ocupados había
estado empleado en las cuatro observaciones, propor-
ción que se redujo cinco puntos porcentuales en la fase
siguiente. Esta tendencia continuó, aunque con menor
intensidad, en las dos fases posteriores y, como resul-
tado, la participación del segmento de ocupados con
trayectorias estables se redujo en 10 puntos porcentua-
les entre las fases extremas.

Se aplicó un modelo de mínimos cuadrados con la
intención de evaluar en qué medida algunas variables
individuales y del hogar se encontraban asociadas a la
inestabilidad de los ingresos y a la de sus componentes
ocupacional y de remuneraciones. Se consideró que el
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nivel educativo,19 las condiciones de jefe de hogar,
la edad y el género son atributos que suelen influir
directamente sobre la variabilidad de los ingresos o
sobre algunos de sus factores determinantes.20 Efec-
tivamente, en el cuadro 3 se aprecia que todos estos
atributos resultaron, en general, significativos y tuvieron
el signo esperado. En el caso de la edad y de la edad
al cuadrado, se confirman los signos negativo y positi-

vo, respectivamente, reflejando la influencia esperada
del ciclo de vida: la inestabilidad desciende a medida
que la edad aumenta, pero a un ritmo cada vez menor.
Solo cuando la variable dependiente es la variabilidad
“pura” de las remuneraciones se observa, sin embar-
go, que el coeficiente de baja educación no resulta
significativo en el primer período, indicando así que
los efectos de la inflación alcanzaron al conjunto de la
población ocupada. Esta situación se repitió luego de
la estabilización de precios de comienzos de la déca-
da de 1990, es decir, durante la fase de estabilización,
reflejando también que ese proceso habría beneficia-
do al conjunto de los individuos, independientemente
de otros atributos. En las otras dos fases, por el contra-
rio, el coeficiente de baja educación resultó significati-
vo, sugiriendo que entre estas personas la inestabilidad
cayó menos o subió.

19 La estratificación según nivel educativo fue la siguiente: nivel
educativo bajo es el de quienes tienen hasta enseñanza secundaria
incompleta, nivel educativo medio es el de quienes tienen hasta
enseñanza terciaria incompleta y alto es el de quienes completaron
esta última. En el análisis de mínimos cuadrados se utilizó una va-
riable ficticia para el nivel educativo bajo, la que asumió valor 0
para los niveles educativos medio y alto.
20 Es amplia la evidencia respecto de la influencia de esas variables
sobre la inestabilidad ocupacional; véase, por ejemplo, Farber (1999)
y Nickel, Jones y Quintini (2000).

CUADRO 2

Gran Buenos Aires: Coeficiente de variación de los ingresos
de las personas alguna vez ocupadas

Fase de Fase de Fase de Fase de
alta inflación estabilización recuperación recesión

Personas alguna vez ocupadas Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de
menores de 65 años dio confianza dio confianza dio confianza dio confianza

Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím.
inf. sup. inf. sup. inf. sup. inf. sup.

Total

Efectivo 0,562 0,540 0,583 0,558 0,533 0,582 0,565 0,543 0,587 0,578 0,559 0,598

Efecto variación de las remuneraciones
reales (simulado controlando 0,280 0,271 0,288 0,211 0,202 0,219 0,194 0,187 0,202 0,190 0,183 0,196
inestabilidad ocupacional)

Efecto variación ocupacional
(simulado controlando inestabilidad 0,326 0,301 0,351 0,389 0,362 0,417 0,421 0,397 0,446 0,439 0,417 0,461
de remuneraciones)

Personas de baja escolaridad

Efectivo 0,606 0,579 0,634 0,605 0,574 0,636 0,641 0,611 0,671 0,673 0,646 0,700

Efecto variación de las
remuneraciones reales 0,285 0,274 0,296 0,212 0,202 0,223 0,204 0,194 0,214 0,198 0,189 0,207

Efecto variación ocupacional 0,374 0,342 0,406 0,441 0,406 0,476 0,497 0,464 0,531 0,533 0,503 0,563

Personas de escolaridad media

Efectivo 0,525 0,481 0,568 0,489 0,444 0,534 0,496 0,456 0,535 0,494 0,460 0,528

Efecto variación de las
remuneraciones reales 0,263 0,247 0,280 0,206 0,191 0,221 0,175 0,162 0,188 0,176 0,164 0,187

Efecto variación ocupacional 0,294 0,243 0,345 0,317 0,267 0,368 0,362 0,319 0,405 0,364 0,327 0,400

Personas de alta escolaridad

Efectivo 0,346 0,308 0,384 0,384 0,310 0,458 0,334 0,284 0,385 0,339 0,297 0,381

Efecto variación de las
remuneraciones reales 0,281 0,259 0,302 0,209 0,183 0,236 0,187 0,167 0,207 0,178 0,162 0,194

Efecto variación ocupacional 0,079 0,038 0,120 0,194 0,113 0,274 0,169 0,116 0,222 0,184 0,140 0,229

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).
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La inestabilidad de los ingresos existente hacia el
final del período considerado fue mayor que la inicial
entre los ocupados de menor calificación. Esto se ob-
servó directamente en el cuadro 2 y también se dedu-
ce del modelo que se vuelca en el cuadro 3 para cada
uno de los cuatro períodos.21 La significatividad de este
resultado, sin embargo, surge de un ejercicio (cuyos
valores no se muestran aquí) consistente en aplicar un
modelo similar al conjunto de las observaciones de los
cuatro períodos conformado exclusivamente por indi-
viduos de baja educación, en el cual se identificaron
variables ficticias para las fases. Aquella correspon-
diente a la fase recesiva (1998-2001) resultó positiva
y significativa respecto de la primera fase (la de alta
inflación, considerada como base), mientras que esto
no sucedió con las variables ficticias correspondientes
a las otras dos fases. En cambio, no arrojó diferencias
significativas cuando el ejercicio se repitió para los

individuos de mayor educación. Más atrás, en el cua-
dro 2, se aprecia el aumento de la inestabilidad para el
grupo de personas de baja educación, la que no se al-
tera para los otros dos subconjuntos de individuos.

Este procedimiento también se aplicó para analizar
la significatividad de los cambios en la inestabilidad de
los grupos educacionales asociados, alternativamente,
a las fluctuaciones de las remuneraciones o de la condi-
ción de ocupación. Se confirma que entre las personas
de reducida escolaridad, la variabilidad ocupacional
aumentó ya a comienzos de la década de 1990 y la de
ingresos pura no exhibió cambios significativos. Por
el contrario, el otro grupo no exhibió alteraciones en
ninguna de estas dos variabilidades.

Se deduce del análisis anterior no solo que el
grado de variabilidad de los ingresos de los individuos
difiere según el nivel educativo de la población algu-
na vez ocupada, sino que su mantenimiento entre las
etapas analizadas para el conjunto de las personas en-
cubre comportamientos diferentes de los grupos defini-
dos según ese atributo. En efecto, los coeficientes de

21 Similar resultado se obtuvo en Gutiérrez (2004) para el período
recesivo de 1998 a 2002.

CUADRO 3

Gran Buenos Aires: Estimación de los factores determinantes
de la inestabilidad de los ingresosa

Fase de alta inflación Fase de estabilización Fase de recuperación Fase de recesión

Variable dependiente: coeficiente de variación efectivo

Baja educación 0,155 0,166 0,202 0,241
Varón –0,201 –0,228 –0,154 –0,149
Edad –0,051 –0,030 –0,056 –0,053
Edad al cuadrado 0,001 0,000 0,001 0,001
Jefe –0,129 –0,240 –0,165 –0,159
Constante 1,582 1,198 1,638 1,610

Variable dependiente: coeficiente de variación simulado, midiendo por la inestabilidad ocupacional

Baja educación 0,015 b 0,000 b 0,020 0,015
Varón 0,017 b 0,035 0,022 0,021
Edad 0,008 0,000 b 0,004 0,003 b

Edad al cuadrado 0,000 0,000 b 0,000 b 0,000 b

Jefe 0,019 b 0,029 0,011 b 0,016 c

Constante 0,096 0,174 0,083 0,098

Variable dependiente: coeficiente de variación simulado, midiendo por la inestabilidad de las remuneraciones

Baja educación 0,068 0,094 0,099 0,110
Varón –0,114 –0,157 –0,093 –0,086
Edad –0,048 –0,021 –0,050 –0,052
Edad al cuadrado 0,001 0,000 0,001 0,001
Jefe –0,045 b –0,122 –0,112 –0,086
Constante 1,111 0,706 1,200 1,230

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).
a Salvo indicación en contrario, los coeficientes son significativos al 5%.
b No es significativo al 5%.
c No es significativo al 10%.
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variación de los ingresos correspondientes a los estra-
tos de escolaridad media y alta (cuadro 2) permane-
cieron sin cambios a lo largo de los cuatro períodos,
mientras que los menos educados registraron en el
último de ellos una inestabilidad de ingresos incluso
superior a la correspondiente al período de alta inflación.

b) Inestabilidad de los ingresos de los hogares
Se estudiará ahora la variabilidad de los ingresos

de los hogares, lo que es relevante no solo para el aná-
lisis sino también para evaluar en qué medida influyó
en ella la inestabilidad de los ingresos laborales de las
personas que alguna vez estuvieron ocupadas. La rela-
ción no resultará necesariamente directa, ya que ésta
pudo ser compensada por el efecto de otras variables.

En el cuadro 4 se observa una importante merma
del coeficiente de variación (18%) de los ingresos
laborales de los hogares, entre el primero y segun-
do período a comienzos de la década de 1990. Esto
fue resultado del aumento de la inestabilidad ocupacio-
nal media de los hogares y de la caída en la variabilidad
de las remuneraciones. Empujada por el incremento de
la inestabilidad ocupacional, la variabilidad de los in-
gresos familiares volvió a incrementarse (6% y 5%, res-
pectivamente) durante las fases expansiva y recesiva que
se verificaron desde mediados de la década. De cualquier
manera, el grado de variabilidad de los ingresos fami-
liares laborales se ubicaba, en el último de los períodos,
un 9% por debajo del valor que exhibió a fines del de-
cenio de 1980. Aun cuando este resultado agregado
resume fuertes diferencias según los estratos definidos por
el nivel de educación de los jefes de hogar, en el prome-
dio se configuró una situación diferente a la encontrada
para la variabilidad de los ingresos individuales.

La relevancia de la creciente inestabilidad labo-
ral se refleja en el persistente incremento que muestra
el coeficiente de variación de los ingresos familiares
calculado luego de tener en cuenta cambios en las
variaciones de las remuneraciones de los ocupados
(cuadro 4). Dicho incremento aumentó 38% con la
estabilización de comienzos de la década de 1990,
mientras que el cambio puro de remuneraciones reales
se redujo en 22%. Si se consideran las fases extremas,
las diferencias entre ambas medidas se ampliaron: la
inestabilidad de los ingresos emanada de la variabili-
dad de remuneraciones se incrementó un 56%, mientras
que la derivada de las fluctuaciones de los ingresos
se ubicó un 18% por debajo de la que se había ob-
servado en los años de alta inflación. De manera
consistente con lo analizado a nivel de las personas,
los hogares con jefe de menor nivel educativo exhi-

bieron la mayor alza en la variabilidad de ingresos aso-
ciada a la inestabilidad laboral.

Debe tenerse en cuenta que el procedimiento
empleado para medir la variabilidad ocasionada por los
cambios ocupacionales considera los efectos derivados
de las estrategias que sus miembros puedan seguir para
responder a ciertos acontecimientos que los afectan.
Específicamente, al interior de los hogares operan
mecanismos de sustitución y complementariedad de los
miembros activos que inciden sobre la inestabilidad
tanto ocupacional como de remuneraciones, dependien-
do el resultado final del efecto que prevalezca.22 Un
ejemplo claro de ello es el cambio de ingresos que
pueda estar asociado a una sustitución “perfecta” de
miembros ocupados de un hogar (es decir, si al que-
dar sin trabajo uno de ellos se emplea otro). Si el in-
greso del nuevo trabajador es distinto al del miembro
que abandonó, se producirá una modificación del in-
greso del hogar sin que cambie el número de ocupa-
dos, la que debe ser atribuida al factor ocupacional y
no a las fluctuaciones de las remuneraciones.

Del mismo modo que se hizo al estudiar la ines-
tabilidad de los ingresos individuales, se procedió a
calcular la variabilidad de los ingresos reales de los
hogares, incluyendo entre los factores determinantes
los atributos sociodemográficos del jefe de hogar (sexo,
nivel educativo —baja educación—, edad, edad al cua-
drado) y variables que reflejan la composición de los
hogares, como el tamaño y presencia de menores de
18 años entre sus miembros (cuadro 5).

La variabilidad de los ingresos laborales de los
hogares resultó asociada negativamente a la educación
del jefe, con mayor intensidad a partir de la segunda
fase expansiva. Otros factores que tuvieron una influen-
cia significativa fueron la edad con signo negativo y
la edad al cuadrado con signo positivo, mientras que
el coeficiente de tamaño del hogar tuvo signo negati-
vo y la presencia de niños estuvo asociada a mayor
variabilidad durante toda la década de 1990.

Además de aplicar el análisis de mínimos cuadra-
dos a la inestabilidad global de los ingresos, se estudió
la influencia de las variables independientes arriba
mencionadas sobre la variabilidad en la cantidad de
ocupados y sobre aquella que surge de la fluctuación
de las remuneraciones de los miembros ocupados.
También se procedió a estimar el mismo modelo
para el caso de la variabilidad pura de ingresos, que

22 Véase Beccaria y Groisman (2005).
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CUADRO 4

Gran Buenos Aires: Coeficientes de variación de los ingresos laborales reales
de los hogares y del número de ocupados

Fase de Fase de Fase de Fase de
alta inflación estabilización recuperación recesión

Hogares con jefes menores de 65 años Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de
dio confianza dio confianza dio confianza dio confianza

Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím.
inf. sup. inf. sup. inf. sup. inf. sup.

Ocupados 0,172 0,163 0,180 0,178 0,170 0,187 0,217 0,208 0,225 0,235 0,227 0,243
Ingreso laboral del hogar 0,364 0,355 0,372 0,300 0,292 0,308 0,317 0,309 0,326 0,332 0,324 0,340
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad laboral 0,312 0,305 0,318 0,244 0,238 0,249 0,259 0,252 0,266 0,255 0,249 0,262
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad de ingresos 0,094 0,086 0,102 0,130 0,120 0,140 0,127 0,119 0,135 0,147 0,140 0,155

Hogares con jefes menores de 65 años con
baja educación

Ocupados 0,186 0,176 0,197 0,194 0,184 0,204 0,245 0,234 0,256 0,263 0,253 0,274
Ingreso laboral del hogar 0,378 0,368 0,388 0,315 0,306 0,325 0,348 0,337 0,359 0,368 0,358 0,378
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad laboral 0,318 0,310 0,326 0,252 0,245 0,259 0,282 0,273 0,291 0,281 0,273 0,290
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad de ingresos 0,106 0,096 0,115 0,141 0,130 0,153 0,145 0,135 0,155 0,174 0,164 0,184

Hogares con jefes menores de 65 años con
educación media

Ocupados 0,153 0,135 0,171 0,131 0,115 0,147 0,178 0,162 0,195 0,185 0,170 0,201
Ingreso laboral del hogar 0,336 0,319 0,354 0,263 0,245 0,280 0,268 0,251 0,285 0,269 0,254 0,285
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad laboral 0,296 0,281 0,311 0,229 0,217 0,242 0,214 0,201 0,226 0,202 0,190 0,213
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad de ingresos 0,081 0,062 0,100 0,100 0,079 0,122 0,099 0,082 0,115 0,111 0,097 0,124

Hogares con jefes menores de 65 años con
alta educación

Ocupados 0,078 0,061 0,096 0,110 0,088 0,132 0,081 0,068 0,093 0,149 0,133 0,165
Ingreso laboral del hogar 0,290 0,275 0,305 0,207 0,187 0,227 0,187 0,172 0,201 0,234 0,218 0,250
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad laboral 0,286 0,272 0,300 0,184 0,168 0,201 0,175 0,162 0,188 0,207 0,194 0,221
Ingreso laboral del hogar midiendo por
inestabilidad de ingresos 0,017 0,008 0,026 0,049 0,032 0,066 0,050 0,029 0,071 0,049 0,037 0,061

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).

considera los cambios en la cantidad de ocupados en el
hogar. El nivel educativo de los jefes también aparece
afectando negativamente a la variabilidad de percepto-
res, la inestabilidad de ingresos asociada a la variabili-
dad ocupacional y la inestabilidad pura de ingresos.

El cuadro 4 permitió observar que la reducción
de la inestabilidad de los ingresos familiares que estu-
vo asociada al control de la inflación afectó a hogares
con jefes de distinto nivel educativo. Sin embargo, el

comportamiento comenzó a divergir a partir de la re-
cuperación posterior a 1995, ya que aumentó la varia-
bilidad en los hogares con jefes de baja escolaridad,
mientras que en los otros grupos no se registraron
cambios luego de la reducción asociada a la estabili-
zación. Esto refleja en buena medida lo acontecido con
la variabilidad de ocupados, que creció más en el pri-
mer grupo. Entre ellos también se elevó la variabili-
dad pura de las remuneraciones, la que no se alteró para
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los otros conjuntos. Los cambios que registra el coefi-
ciente de la variable “jefe con baja educación” entre
la segunda y la tercera fases (cuadro 5) también indi-
can el comportamiento dispar de la inestabilidad en
hogares de diferentes estratos.

Hacia el final del decenio de 1990, por lo tanto,
se había configurado una diferencia en los niveles de
inestabilidad de los ingresos de los hogares aún ma-
yor que la registrada al principio del mismo. Si bien
en el caso de la variabilidad del número de perceptores
se redujo la brecha entre los hogares de los estratos alto
y bajo debido al fuerte aumento para los primeros en la
fase recesiva, se ampliaron las brechas en la variabilidad
de remuneraciones.

El análisis anterior sobre la inestabilidad de los
ingresos, tanto individuales como familiares, puede
resumirse señalando que ella se redujo en la segunda
de las fases identificadas —de principios de la década
de 1990— como consecuencia de la estabilización
macroeconómica. Sin embargo, a mediados de dicha
década comenzaron a ser más inestables las trayectorias
ocupacionales de la población. Consecuentemente,
se observa que en la última de las fases consideradas
subsiste un elevado grado de inestabilidad de los in-
gresos reales de los hogares, ya que ellos no pudieron
beneficiarse plenamente de la caída de la inflación. Esto
se verificó, especialmente, entre los hogares con jefes
de baja educación, en los cuales el aumento de la

CUADRO 5

Gran Buenos Aires: Estimación de los determinantes de la inestabilidad
de ingresos y ocupacional de los hogaresa

Fase de alta inflación Fase de estabilización Fase de recuperación Fase de recesión

Variable dependiente: coeficiente de variación de ingresos laborales efectivo

Edad –0,010 –0,011 –0,007 –0,006 b

Edad al cuadrado 0,000 0,000 0,000 0,000
Jefe varón –0,007 c –0,011 c –0,001 –0,017 b

Jefe con baja educación 0,049 0,053 0,091 0,094
Tamaño del hogar –0,007 c –0,036 –0,027 –0,026
Niños hasta 18 años 0,014 0,048 0,043 0,048
Constante 0,496 0,449 0,376 0,360

Variable dependiente: coeficiente de variación ocupados

Edad –0,009 0,001 c –0,001 –0,001 c

Edad al cuadrado 0,000 0,000 b 0,000 c 0,000 c

Jefe varón –0,006 c –0,010 c –0,003 c –0,027
Jefe con baja educación 0,048 0,052 0,085 0,073
Tamaño del hogar 0,002 c –0,026 –0,001 c 0,000 c

Niños hasta 18 años –0,001 c 0,032 0,010 b 0,012
Constante 0,253 0,047 c 0,104 c 0,143

Variable dependiente: coeficiente de variación de ingresos laborales midiendo por variabilidad ocupacional

Edad –0,004 –0,007 –0,004 c –0,004 c

Edad al cuadrado 0,000 b 0,000 0,000 b 0,000
Jefe varón –0,014 b –0,005 c 0,002 c –0,007 c

Jefe con baja educación 0,021 0,027 0,069 0,067
Tamaño del hogar –0,019 –0,005 c –0,012 –0,015
Niños hasta 18 años 0,032 0,013 0,022 0,030
Constante 0,388 0,338 0,273 0,260

Variable dependiente: coeficiente de variación de ingresos laborales controlando variabilidad de remuneraciones

Edad –0,008 –0,008 –0,005 c –0,004 c

Edad al cuadrado 0,000 0,000 0,000 b 0,000 c

Jefe varón 0,008 c –0,009 c –0,001 c –0,016 b

Jefe con baja educación 0,036 0,032 0,052 0,069
Tamaño del hogar 0,026 –0,020 –0,003 c –0,003 c

Niños hasta 18 años –0,029 0,032 0,013 0,016
Constante 0,130 0,170 0,179 0,158

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).
a Salvo indicación en contrario, los coeficientes son significativos al 5%.
b No es significativo al 5%.
c No es significativo al 10%.
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inestabilidad ocupacional descontó totalmente la reduc-
ción de la correspondiente a las remuneraciones.

2. Inestabilidad y bienestar

Como fue señalado, las fluctuaciones en el flujo de
recursos que perciben los hogares acarrean perjuicios,
porque generan incertidumbre sobre los montos futu-
ros, puede afectar los niveles de consumo y la progra-
mación de los gastos, o acarrean dificultades para
amortiguar sus efectos, incluso cuando la variabilidad
pueda anticiparse. Como se describe en la sección
metodológica (la IV), para tomar en cuenta este factor
se recurre a funciones de utilidad a partir de las cuales
puede estimarse un ingreso corregido por los efectos de
las fluctuaciones. Debe apreciarse que esta corrección

por riesgo también se realiza aun cuando la variabilidad
haya sido siempre ascendente o descendente. Sin em-
bargo, como se verá más adelante (sección VII, aparta-
do 1), los hogares con trayectorias ascendentes repre-
sentan menos del 5% del conjunto de los casos.

Los resultados confirman que el ingreso ajustado
se incrementó más que el efectivo entre extremos del
período, como consecuencia de la reducción en la va-
riabilidad de los ingresos reales ya señalada. Sin em-
bargo, esta mejora no tuvo la misma intensidad para
los distintos grupos de hogares; entre los de más baja
educación el aumento medio de ambas medidas de
ingreso fue similar, mientras que en el segmento de los
hogares con jefes con mayor educación el aumento
ajustado por riesgo se elevó 52%, contra 29% que
exhibió el promedio efectivo de ingresos (cuadro 6).23

23 Similares resultados confirma el análisis de Cruces y Wodon
(2003) para el período 1995-2002.

CUADRO 6

Gran Buenos Aires: Ingreso laboral de los hogares.
Promedio efectivo y promedio ajustado por riesgo
(En pesos de 2001)

Fase de Fase de Fase de Fase de
alta inflación estabilización recuperación recesión

Hogares con jefes menores de 65 años Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de Prome- Intervalo de
dio confianza dio confianza dio confianza dio confianza

Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím.
inf. sup. inf. sup. inf. sup. inf. sup.

Ajustado por riesgo 597 564 630 874 823 925 855 804 905 851 806 895

Efectivo 707 669 746 982 926 1 037 958 911 1 005 950 909 992

Hogares con jefe de baja educación

Ajustado por riesgo 433 411 454 682 646 718 591 561 621 576 544 609

Efectivo 520 495 545 788 753 824 687 653 721 668 637 698

Hogares con jefe de educación media o alta

Ajustado por riesgo 658 598 718 870 790 948 1 014 925 1 103 1 000 930 1 070

Efectivo 942 868 1 016 1 235 1 132 1 338 1 273 1 176 1 371 1 215 1 137 1 293

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).

VII
Movilidad y desigualdad

En esta sección se evaluará en qué medida los cambios
en la inestabilidad de los ingresos han ido acompaña-
dos de modificaciones en la desigualdad distributiva.
Como se señaló en la sección II de este artículo, lo
sucedido con la movilidad de los ingresos resulta cla-
ve para evaluar la relación entre esas dos variables.
Precisamente, en el primer apartado se examinarán los

cambios acaecidos con la movilidad, mientras que en
el segundo se indagará en qué forma ellos han afecta-
do la distribución del ingreso.
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1. La evolución de la movilidad de los ingresos

Como fue analizado más atrás, a comienzos del dece-
nio de 1990 se redujo la variabilidad de los ingresos
laborales familiares, lo que reflejó el impacto del pro-
grama de estabilización macroeconómica aplicado
hacia ese momento. Este descenso coincidió con el
registrado en los niveles de concentración del ingreso,
que habían sido muy elevados durante los años de alta
inflación (véase la sección II). Sin embargo, y pese al
mantenimiento de la estabilidad de los precios, la va-
riabilidad de los ingresos laborales de los hogares se
incrementó gradualmente en las fases tercera y cuarta
(esto es, a lo largo de la última mitad de la década de
1990). Lo mismo ocurrió con la desigualdad, la que
creció a mediados de dicha década para luego mante-
ner su nivel durante la etapa recesiva.

La variabilidad podría no ir acompañada de mo-
dificaciones en el orden relativo de los ingresos de los
perceptores ni, eventualmente, en las distancias relati-
vas entre ellos. Sin embargo, estas situaciones son poco
probables, ya que usualmente la variabilidad de los
ingresos acarrea cambios en las posiciones relativas de
los perceptores y/o en las distancias entre sus ingre-
sos. Esto sucede especialmente cuando se tienen en
cuenta ciertos acontecimientos laborales, como el paso
por el desempleo.

Para analizar este tema de la movilidad se recu-
rrió inicialmente al análisis de los movimientos que los
hogares realizaron entre quintiles de ingresos a lo lar-
go de las cuatro observaciones. A partir de esta infor-
mación, fue posible identificar diferentes trayectorias
que, siguiendo una tipología ya conocida,24 fueron
clasificadas como: planas, crecientes, decrecientes, de
cambio abrupto y momentáneo y, finalmente, irregu-
lares. Entre las primeras se incluyeron los casos de
hogares que se mantuvieron en el mismo quintil a lo
largo de las cuatro observaciones, o se movieron
como máximo al inmediatamente superior o inferior
del inicial (independientemente de que luego volvieran
o no al quintil de origen). Se consideraron trayecto-
rias crecientes aquellas de los hogares que ascendieron
al menos dos quintiles respecto al inicial, y perma-
necieron en esa situación o incluso volvieron a ascender.
Las situaciones simétricas a éstas, pero con movi-
mientos descendentes, se clasificaron como trayectorias
decrecientes. La alternativa de “cambio abrupto y

momentáneo” incluyó situaciones de aumentos (des-
censos) de dos o más quintiles respecto del inicial, pero
seguidos de retornos al inicial o, incluso, a un quintil
más bajo (más alto) que el inicial. Las otras alternati-
vas, más oscilantes, se clasificaron como “irregulares”.
Este procedimiento permite, entonces, describir las
pautas de movilidad a partir del traspaso de ciertos
umbrales —los límites de los quintiles— que realizan
los hogares.

Entre la primera y la segunda fase, con la estabi-
lización de comienzos de la década de 1990, aumen-
taron las trayectorias planas del 55% al 59% de los
hogares, mientras que disminuyó del 25% al 20% la
proporción de hogares que experimentaron cambios
abruptos y momentáneos (cuadro 7). Las restantes
categorías no mostraron alteraciones de importancia.
En la recuperación posterior a 1995 las trayectorias entre
quintiles dan cuenta de un cambio sustantivo en la
movilidad de los ingresos, ya que los movimientos
planos pasaron a abarcar al 72% de los hogares y, si-
multáneamente, se redujeron los restantes tipos de tran-
siciones. Finalmente, la última fase, recesiva, mantuvo
el patrón de movilidad de la anterior, volviendo a
aumentar el peso de las trayectorias planas.

Complementariamente, se analizaron los coefi-
cientes de correlación de Pearson y de Spearman entre
los ingresos de los hogares. En el cuadro 7 se incluyó,
para cada fase, el promedio de los seis coeficientes
que se pueden calcular entre todos los pares de
observaciones.25 Se verificó un aumento en ambos

24 Puede consultarse, por ejemplo, a Hills (1998) o a Jarvis y Jenkins
(1998).

CUADRO 7

Gran Buenos Aires: Movilidad de los
ingresos laborales de los hogares
(En porcentajes)

Fase Fase Fase Fase
Trayectorias de alta de de de

inflación estabilización recuperación recesión

Planas 55,3 59,1 71,7 73,5
Crecientes 5,1 5,6 3,9 2,9
Decrecientes 3,7 3,4 3,4 2,9
Cambio momentáneo 25,7 20,7 15,3 14,7
Irregulares 10,2 11,3 5,7 6,1

Total 100 100 100 100

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente
de Hogares (EPH).

25 Los resultados de la comparación no se alterarían si se conside-
rase el promedio de los tres coeficientes que se pueden calcular
entre pares de observaciones consecutivas.
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26 Tal como surge de considerar los intervalos de confianza para las
diferencias de correlaciones calculadas por medio de técnicas de
bootstrapping. Estas técnicas corresponden a un método estadístico
para calcular la distribución del estimador y confirmar que una nueva
muestra da el mismo resultado que la anterior.

27 Resultados similares se obtuvieron con otros indicadores de
desigualdad.

coeficientes de correlación de los ingresos de los ho-
gares en las dos últimas fases (cuadro 8). Esto indica-
ría que no solo se fueron aminorando los cambios en
el orden de los ingresos, sino también en las distan-
cias entre ellos, situación que resulta consistente con
los resultados del análisis de trayectorias. En efecto,
la diferencia entre los coeficientes de la tercera y cuarta
fase fue significativamente superior a aquella entre los
coeficientes de la primera y segunda.26 Los incremen-
tos fueron importantes en la tercera fase, de expansión
económica posterior a la “crisis del tequila”, y conti-
nuó la tendencia al alza en la última etapa (cuadro 8).
En cambio, entre la primera y segunda fase, y junto
con la mayor reducción de la variabilidad de los in-
gresos, la correlación de ingresos no se modificó. Esto
reflejaría la generalización de los efectos del manejo
de la inflación y resulta compatible con el incremento
de las trayectorias planas de los ingresos comentado
anteriormente. Esa fuerte elevación de la correlación
de ingresos que se produjo entre la fase de la estabili-
zación inicial y la de recuperación económica fue
acompañada, como se recordará, de un aumento de la
variabilidad. Este resultado ilustra la necesidad de es-
tudiar el grado de movilidad que acompaña a la ines-
tabilidad, ya que no siempre ambas se comportan de
la misma manera. Lo que aconteció entre la segunda
y la tercera de las fases analizadas es indicativo de tal
situación y refleja el hecho de que las distancias aso-
ciadas a los cambios de ingresos se redujeron aun
cuando estos resultaron ser cada vez más frecuentes.

La combinación de la evidencia que surge de los
dos procedimientos empleados en esta sección da cuen-
ta de un proceso de reducción de la movilidad de in-
gresos familiares laborales desde fines del decenio de
1980. Ello resulta consistente con un mayor endureci-
miento de las posiciones que ocupan los hogares en la
distribución del ingreso. Se estaría produciendo enton-
ces una segmentación cada vez mayor entre hogares
de diferente tipo y, en particular, serían crecientes las
dificultades para que los hogares de menores ingresos
pudieran ir ascendiendo, tanto en términos absolutos
como relativos. Este resultado se debería a la evolu-
ción del mercado de trabajo en el período. Como fue
señalado al analizar la inestabilidad de los ingresos

individuales, hubo aumentos en el grado de rotación
entre las condiciones de actividad económica y entre
las ocupaciones. Este comportamiento individual se
trasladó en buena medida a los hogares, dada la esca-
sa capacidad que mostraron estos para implementar
mecanismos de compensación frente a las fluctuacio-
nes de los ingresos laborales individuales.

2. Distribución de los ingresos corrientes y de los
ingresos medios

Según lo expuesto en el apartado anterior, Argentina
experimentó un proceso de disminución de la movili-
dad de los ingresos familiares a partir de fines de la
década de 1980 y durante la de 1990. Por otra parte,
se mostró en la sección III una acentuación de la des-
igualdad de la distribución de los ingresos corrientes
que tuvo lugar desde mediados del decenio de 1990.
Ambas evidencias sugieren que la concentración de los
ingresos más permanentes se expandió a un ritmo más
acelerado que la de los ingresos corrientes. Dicho de
otra manera, la movilidad de los ingresos influyó so-
bre la dinámica de la desigualdad de la distribución del
ingreso en forma cada vez menos intensa. Para cuan-
tificar esta influencia se calculó una medida de “ajus-
te de la desigualdad por movilidad”, descrita en el
apartado metodológico (sección IV). Como se señaló con
anterioridad, el indicador del grado de desigualdad
empleado es el coeficiente de Gini.27

CUADRO 8

Gran Buenos Aires: Coeficientes de
correlación de los ingresos laborales
de los hogaresa

Hogares con Fase Fase Fase Fase
jefes menores de alta de de de
de 65 años inflación estabilización recuperación recesión

Pearson 0,695 0,715 0,817 0,875
Spearman 0,703 0,731 0,782 0,791

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente
de Hogares (EPH).

a Todos los coeficientes calculados entre dos períodos fueron sig-
nificativos al 1%. Los valores del cuadro son los promedios sim-
ples de los seis coeficientes que se pueden calcular entre los pares
de observaciones de cada fase.
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El ajuste de la desigualdad por movilidad estuvo
en torno al 8% para el conjunto de los hogares en la
primera fase —final de la década de 1980/principio de
la siguiente— y se mantuvo en niveles similares en la
fase segunda, que abarcó la primera mitad del decenio
de 1990 (cuadro 9). Ese indicador se redujo en las dos
fases siguientes, para ubicarse alrededor del 5% en la
última. En ellas, por lo tanto, el descuento por movi-
lidad fue menor que durante los momentos de alta
inflación.

Precisamente, el hecho de que la corrección de la
desigualdad estática por movilidad de ingresos haya
sido cada vez menor refleja el ya comentado endure-
cimiento de las posiciones de los hogares en la distri-
bución del ingreso.

Puede concluirse, entonces, que el aumento de la
desigualdad producido desde mediados del decenio de
1990, documentado en varios estudios a partir de
datos de sección cruzada, subestimó en parte el in-
cremento de la concentración de los ingresos per-
manentes de los hogares. En efecto, el aumento de la
desigualdad medida por el promedio de los coeficien-
tes de Gini creció 11% entre el segundo y el último
períodos, mientras que el grado de concentración de
los ingresos medios subió 14%.

El análisis de la desigualdad de ingresos corregi-
dos por riesgo brinda un panorama que refuerza estos
resultados, ya que esa desigualdad cambió de manera
similar y de forma aún más pronunciada que la del
promedio de los ingresos efectivos.

CUADRO 9

Gran Buenos Aires: Coeficientes de Gini de desigualdad
de los ingresos laborales de los hogares

Fase de Fase de Fase de Fase de
alta inflación estabilización recuperación recesión

Total de hogares Coefi- Intervalo de Coefi- Intervalo de Coefi- Intervalo de Coefi- Intervalo de
ciente confianza ciente confianza ciente confianza ciente confianza

Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím. Lím.
inf. sup. inf. sup. inf. sup. inf. sup.

Coeficiente de Gini del ingreso medio 0,452 0,432 0,472 0,392 0,375 0,409 0,444 0,428 0,459 0,447 0,430 0,463

Promedio de coeficientes de Gini
de corte transversal 0,492 0,476 0,507 0,423 0,405 0,443 0,472 0,468 0,475 0,472 0,462 0,482

Coeficiente de Gini del ingreso medio
ajustado por riesgo 0,491 0,469 0,513 0,441 0,423 0,460 0,497 0,477 0,516 0,504 0,487 0,521

Coeficiente R de ajuste de la
desigualdad por movilidad (%) –8 7,5 –5,9 –5,4

Fuente: Estimaciones propias con datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH).

VIII
Conclusiones

La estabilización macroeconómica alcanzada a princi-
pios de la década de 1990 redujo la variabilidad de los
ingresos familiares. Sin embargo, y debido al creci-
miento de la inestabilidad ocupacional que se registró
a partir de mediados de ese decenio, las fluctuaciones
de los ingresos familiares corrientes que subsistieron
hacia principios del siglo XXI resultaron menores que
en la fase de alta inflación, aunque siguieron siendo
elevadas. Se destaca en este sentido el diferente im-

pacto del descenso de la inflación en hogares pertene-
cientes a distintos estratos; en el caso de aquellos con
jefes de baja educación, el efecto estabilizador fue
plenamente descontado por la variabilidad ocupacio-
nal. Cuando el análisis se efectúa para los ingresos
individuales, el impacto de esa variabilidad es mayor,
ya que no se observa ninguna aminoración de la ines-
tabilidad de ingresos para el conjunto, la que incluso
aumenta entre los ocupados de reducida escolaridad.
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Estos comportamientos de las oscilaciones en los
ingresos corrientes se reflejan en la diferencia entre las
evoluciones del ingreso familiar laboral medio y el
ingreso familiar laboral corregido por riesgo, que fue
más reducida en los hogares del estrato bajo.

Junto con la (leve) disminución de la inestabili-
dad de los ingresos de los hogares que se registró
entre las fases extremas analizadas, las distancias re-
corridas por los ingresos familiares se hicieron cada vez
más cortas. Se fueron endureciendo, por lo tanto, las
posiciones de los hogares en la distribución del ingre-
so, causando una segmentación creciente entre hoga-
res de diferente tipo. Se deduce de lo anterior que las
familias de bajos recursos no solo fueron menos be-
neficiadas por la estabilización de ingresos, sino que
también vieron aumentar las dificultades para mejorar
su posición relativa.

El panorama de creciente desigualdad de la dis-
tribución del ingreso desde principios de la década de
1990 mostrado por diversos estudios que recurren a los

ingresos corrientes resulta también adecuado para
describir lo que aconteció con los cambios en la distri-
bución de los ingresos más permanentes. Esta última dis-
tribución incluso aumentó algo más que la distribución
de los ingresos corrientes, dada la disminución de la
movilidad registrada a lo largo de ese período.

Una conclusión general que se deduce de lo ana-
lizado en este artículo es que la desigualdad de princi-
pios del decenio del 2000 fue similar a la registrada a
fines de la década de 1980. Al evaluar esta similitud
debe tenerse en cuenta que los períodos de elevada
inflación fueron acompañados de marcados deterioros
distributivos. Incluso cuando la comparación se efec-
túa con la tercera fase —de crecimiento— en lugar de
hacerlo con la última —recesiva—, no se observa re-
ducción respecto de los años de hiperinflación.

Parecería tener apoyo, entonces, la hipótesis de
que la creciente diferenciación en los niveles de ines-
tabilidad laboral acentuó el aumento de la desigualdad
de los ingresos más permanentes.
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Este trabajo analiza la magnitud y el tipo de movilidad del empleo

registrado en Argentina desde mediados del decenio de 1990. La fuente

de datos utilizada es el Observatorio de Empleo y Dinámica Empresarial

del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de Argentina, construido a

partir de registros administrativos de la seguridad social que dan cuenta

del empleo asalariado registrado privado, en la industria, el comercio y

los servicios. Esa categoría ocupacional, sin embargo, fue minoritaria

(25%) en la estructura del empleo de Argentina en el período. El

principal resultado obtenido fue la medición de una elevada movilidad

laboral. El artículo muestra que en el período estudiado, que se

caracterizó por la inestabilidad macroeconómica y por elevados costos

laborales en dólares, el patrón de movilidad laboral predominante de los

trabajadores registrados fue hacia la exclusión del mercado de trabajo

formal (desocupación, inactividad u ocupación en puestos no

registrados).
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I
Introducción

Este trabajo se enmarca en una larga tradición de in-
vestigaciones que, considerando los marcos institu-
cionales predominantes en cada mercado de trabajo,
estudian la movilidad laboral y las trayectorias de
empleo de corto plazo de los trabajadores desde dis-
tintas perspectivas. Estos trabajos también analizan el
efecto de la demografía de las empresas sobre la diná-
mica ocupacional y sobre la reasignación del empleo
desde y hacia firmas, sectores y regiones.

En ese marco, el objetivo de este trabajo es ana-
lizar la magnitud y las características que tuvo la
movilidad del empleo registrado en Argentina desde
mediados de la década de 1990. En esa dirección tam-
bién se espera indagar sobre la existencia de un tipo
de segmentación del mercado de trabajo donde el seg-
mento principal del mercado muestra una mayor per-
manencia de los trabajadores en la misma empresa, o
una mayor continuidad de sus carreras laborales en
otras empresas.

La fuente de datos utilizada proviene del Obser-
vatorio de Empleo y Dinámica Empresarial del Minis-
terio de Trabajo de Argentina, construido a partir de
los registros administrativos de la seguridad social, que
involucra a todos los trabajadores asalariados que re-
gistra el sector privado (alrededor de 3,5 millones). Sin
embargo, este tipo de empleo (25%) es una categoría

minoritaria en la estructura ocupacional de Argentina
en el período, donde el empleo asalariado no registra-
do representa el 28%, el no asalariado el 26% y el
empleo público y los planes de empleo concentran el
22% restante. Para este estudio se construyó un panel
con la secuencia de empresas empleadoras de cada
trabajador y los indicadores de transición de cada pe-
ríodo entre 1996 y 2004, de acuerdo a la disponibili-
dad de información de la fuente.

En la sección II se presenta el marco conceptual y
algunos antecedentes de estudios nacionales e interna-
cionales. En la sección III se hace una breve descrip-
ción del contexto macroeconómico y del funcionamiento
del mercado de trabajo argentino correspondiente al
período que abarca el estudio. En la sección IV se
describen las transiciones laborales de los asalariados
argentinos registrados a lo largo del período y se dis-
cuten algunas hipótesis del trabajo. En la sección V se
evalúan las trayectorias laborales de corto plazo de los
asalariados registrados que tenían ocupación al mo-
mento de comenzar la crisis (1998) y se presenta un
modelo probit1 que permite evaluar las variables que
explican la permanencia de los trabajadores en la mis-
ma empresa desde esa fecha y complementar la discu-
sión de las hipótesis presentadas. Finalmente, en la
sección VI se examinan las principales conclusiones.

II
Marco conceptual

la estabilidad del empleo. Estos estudios se vieron fa-
vorecidos por la aparición de nuevas fuentes que per-
mitieron estimar nuevos indicadores.

El concepto de movilidad laboral alude a los
cambios de empleos que realizan los trabajadores y

Los estudios sobre movilidad laboral, que tienen una
larga tradición, han cobrado mayor importancia en las
últimas décadas debido a que, con la globalización de
los mercados, se percibió una tendencia declinante en

Este estudio fue realizado en el Ministerio de Trabajo, Empleo
y Seguridad Social de Argentina, en el marco de la Subsecretaría
de Programación Técnica y Estudios Laborales. Contó con el apo-
yo financiero del Proyecto UNPRE-BID EG59 denominado Estudios es-
tratégicos para el Observatorio del Trabajo y del Empleo del
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Una versión
preliminar de este estudio fue presentada en el congreso Globelics

África 2005 “Innovation systems promoting economic growth, so-
cial cohesion and good governance”. La base de datos fue construi-
da por Óscar Berlari y Verónica Miganne. Se agradecen los
comentarios formulados por un juez anónimo.
1 Los modelos probit son modelos de elección de variables discre-
tas binomiales, es decir, de dos alternativas.
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se diferencia del concepto de movilidad del empleo,
que se refiere a la creación y destrucción de puestos
de trabajo originadas en empresas que cierran, que
nacen, o que permanecen en el mercado cambiando su
tamaño medio. La movilidad laboral es un concepto
más amplio, que incluye el movimiento de trabajado-
res que se produce a partir de la creación y destruc-
ción de puestos y la movilidad generada por las
cadenas de vacantes. Es decir, involucra la secuencia
de movimientos (incorporaciones y desvinculaciones
de personal) que se puede generar cuando un puesto
de trabajo disponible es ocupado por un trabajador, que
a su vez libera su antiguo empleo que será ocupado por
otro trabajador, hasta que el efecto se agote con la
incorporación de un nuevo trabajador al empleo2

(Sorensen y Tuma, 1981).
La literatura estudia diferentes dimensiones de la

movilidad laboral. Esta puede ser “inclusiva” o “de
exclusión” del mercado de trabajo cuando los trabaja-
dores transitan hacia el desempleo, la inactividad o el
empleo precario. También la movilidad puede ser “in-
terna” o “externa”, si los trabajadores consiguen una
nueva posición en la misma empresa o cambian de
empleador (Diprete, 1993); “voluntaria” o “involun-
taria”, si se trata de despidos o de renuncias (Hachen,
1988); y “ascendente”, “descendente” o “lateral”, en
términos de la diferencia entre el salario del empleo
anterior y el del nuevo empleo (Shin, 2004). También
puede implicar la continuidad o la modificación de la
carrera profesional (Shin, 2004; Stambol, 2003) y, bajo
ciertas condiciones, dar lugar a un proceso difusor
de competencias técnicas en el tejido empresarial
(Lundmark y Power, 2004; Dahl, 2002).

La forma como se manifiestan estas dimensiones
da lugar a diversos regímenes o patrones de movilidad.
En tal sentido, la movilidad laboral puede ser un pro-
ceso beneficioso para la sociedad, para los trabajado-
res y para las firmas cuando contribuye a mejorar las
posibilidades de acceso al empleo y a aumentar la
productividad global. Un caso virtuoso, es el de las
carreras laborales ascendentes, que se caracterizan por
ser de inclusión social y de difusión de conocimientos
y competencias. La movilidad tiene una interpretación
muy distinta cuando excluye a las personas del traba-
jo, produciendo quiebres en las trayectorias de acumu-
lación de competencias individuales y colectivas.

La movilidad laboral asume distintos niveles de
magnitud y patrones (regímenes) según las condicio-
nes de la estructura productiva y la institucionalidad
de los mercados de trabajo de cada economía. A su vez,
el contexto macroeconómico es un factor determinan-
te, ya que el ciclo económico afecta los mercados de
productos y la demanda laboral. Cuando se contrae el
nivel general de empleo, la movilidad hacia la exclu-
sión del mercado de trabajo (desempleo, empleo pre-
cario o inactividad) cobra mayor relevancia y las
posibilidades de movilidad voluntaria y ascendente se
reducen (Burgess y Rees, 1996; Schettkat, 1996;
Lundmark y Power, 2004; Moscarini y Vella, 2002).
En esas condiciones, la incidencia del desempleo abier-
to y del empleo precario dificultan los patrones de
movilidad ascendente e inclusiva.

A manera de ejemplo, presentamos dos situacio-
nes paradigmáticas y polares de regímenes de movili-
dad laboral. Por un lado, estudios para Estados Unidos,
Inglaterra y Alemania occidental muestran que en esos
mercados de trabajo prevalece el empleo de larga du-
ración y que el cambio tecnológico y la desregulación
de las últimas décadas no habrían afectado
significativamente la incidencia de este tipo de empleo.
En esos países se registra una elevada movilidad la-
boral que no implica que el empleo del promedio de
los ocupados sea inestable (de corta duración), ya que
coexisten relaciones laborales de largo plazo con un
segmento de empleos volátiles (Farber, 1998;
Mertens, 1999). En el caso de América Latina, estu-
dios sobre Brasil y Argentina, respecto a la segunda
mitad de la década de 1990, muestran que la movili-
dad laboral ha sido elevada y que en estos países el
patrón de movilidad medio es de exclusión del em-
pleo asalariado registrado hacia la precariedad laboral
o hacia el desempleo (Paz, 2003; Araujo Guimarães,
2004; Galiani y Hopenhayn, 2003; Castillo, Ferlan y
otros, 2005).

Si bien el patrón de movilidad laboral medio de
cada economía es una medida elocuente de las diferen-
tes realidades, la existencia de diversos planos de seg-
mentación de los mercados de trabajo requiere una
lectura más compleja que permita identificar la coexis-
tencia de diversos regímenes de movilidad laboral en un
mismo momento y en un mismo país. En este sentido,
la larga tradición de estudios empíricos sobre segmen-
tación muestra que, en general, los segmentos principa-
les, ya sea definidos a partir de i) la estructura
productiva, ii) los perfiles de los trabajadores o iii) las
regiones, presentan una mayor permanencia en las rela-
ciones laborales (menor movilidad externa) que el resto

2 Las cadenas de vacantes pueden tener diferentes longitudes y
grados de complejidad, involucrando movimiento para diferentes
cantidades de trabajadores.
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de la economía. Además, en estos segmentos principa-
les el régimen de movilidad es, en general, de tipo as-
cendente (Shin, 2004; Thomson, 2003; Stambol, 2003).

La segmentación del mercado de trabajo defini-
da en términos de la heterogeneidad estructural en el
sistema productivo se deriva de un conjunto de facto-
res tales como la tecnología, la estructura organizativa
de las firmas, la naturaleza de la demanda del produc-
to (poder de monopolio) y el grado de sindicalización
del empleo (Thomson, 2003). Desde este enfoque,
Beck, Horan y Tolbert II (1978) definen los segmen-
tos principal (core) y periférico a partir de la relación
entre el tipo de mercado del producto y la estructura
industrial: el segmento principal estaría dominado por
empresas grandes que constituyen un sistema de pro-
ducción oligopolista; este se diferencia de la periferia,
caracterizada por empresas más pequeñas que operan
en un entorno más competitivo. En este sentido, las
empresas que operan en mercados más estables gene-
ran empleos primarios (con mayor permanencia) y las
empresas que enfrentan funciones de demanda inesta-
bles operan en el sector secundario del mercado de
trabajo. Otras formas de segmentación se definen por
la baja probabilidad de supervivencia que tienen las
empresas jóvenes, y por la reasignación de recursos
entre firmas con distintos niveles de productividad. Una
parte sustantiva de la movilidad del empleo (involun-
taria) resulta de la salida del mercado de empresas
relativamente jóvenes, siendo menor la destrucción
entre las empresas más antiguas (Dunne, Roberts y
Samuelson, 1988). Por otro lado, la movilidad de re-
cursos entre firmas con diferentes niveles de producti-
vidad explica casi la mitad del crecimiento de la
productividad de la industria manufacturera de Esta-
dos Unidos (Haltiwanger, Lane y Spletzer, 2000).

La segmentación definida a partir de los perfiles
de los trabajadores muestra que distintos segmentos de
mercado se corresponden con patrones de movilidad
heterogéneos. Los trabajadores más educados se bene-
fician más con la movilidad laboral ascendente; la
movilidad laboral intersectorial es más frecuente en-
tre los trabajadores jóvenes que todavía no han adqui-
rido competencias específicas a lo largo su carrera
profesional (Stambol, 2003); las mujeres en general se
concentran en segmentos secundarios de los mercados
de trabajo, con acceso a empleos menos estables y con
menores posibilidades de movilidad ascendente
(Thompson, 2003; Hall, 1982; Mertens, 1999). La teo-
ría de los mercados de trabajo internos indica que las
empresas protegen a un segmento limitado (principal)
de su fuerza de trabajo, asociado a los trabajadores

profesionales3 y gerenciales, mientras que el segmen-
to secundario se asocia a trabajadores con un estatus
ocupacional más bajo (Doeringer y Piore, 1971). Para
ese segmento principal del empleo se desarrollan mer-
cados de trabajo internos caracterizados por carreras
laborales ascendentes, promociones e incentivos
(Doeringer y Piore, 1971). En las organizaciones
grandes, la movilidad interna de los trabajadores es
el patrón principal de movilidad. Los programas exten-
sivos de promoción de las carreras y las perspectivas
de una mayor permanencia en la firma desincentivan
la movilidad externa voluntaria. En este sentido, como
la movilidad externa es poco frecuente y selectiva,
cuando estos trabajadores principales deciden cambiar
de empresa generalmente lo hacen en trayectorias
ascendentes.

Definiendo la segmentación del mercado de tra-
bajo en términos de la división regional del empleo,
también se observan patrones de movilidad hetero-
géneos. Esta segmentación se refiere a un número de
submercados separados, configurados de diferente
manera, que presentan una movilidad externa baja y
una elevada movilidad interna. Tal es el caso de las
aglomeraciones productivas (clusters) que hacen uso
intensivo de conocimientos, utilizando una fuerza de
trabajo local que se caracteriza por su elevada espe-
cialización económica y tecnológica resultante de eco-
nomías de aglomeración y procesos de eficiencia
colectiva (Dahl, 2002). Diversos estudios realizados en
el Silicon Valley y en aglomeraciones de este tipo
localizadas en países escandinavos muestran que la
difusión de conocimientos que deriva de la movilidad
de trabajadores dentro del conjunto incrementa las
competencias colectivas y genera economías internas
a la industria y externas a la empresa (Dahl, 2002;
Lundmark y Power, 2004; Stambol, 2003). Los traba-
jadores se benefician, a su vez, con una movilidad
laboral ascendente que les permite continuar sus carre-
ras laborales en otras firmas del conglomerado. En este
caso, la movilidad beneficia a los trabajadores y a las
empresas.

Desde esta perspectiva, el proceso de movilidad
laboral contribuye al desarrollo de competencias de
la firma bajo el supuesto de que los trabajadores son
portadores de conocimientos y de ideas (que ya es-
tán grabadas en sus mentes). Si los conocimientos que

3 Moscarini y Vella (2002) encontraron que, en el caso de los Esta-
dos Unidos, la movilidad externa está inversamente relacionada con
el nivel educativo, la edad y las obligaciones familiares.
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portan los trabajadores son relevantes, otras empre-
sas promueven la movilidad. De esa manera, los flu-
jos de difusión de conocimientos entre empresas se
producirían fundamentalmente a través de los movi-
mientos de trabajadores (Dahl, 2002; Lundmark y
Power, 2004). Como se ha mencionado, este patrón
de movilidad ha sido ampliamente estudiado en aglo-
meraciones productivas basadas en el conocimiento,
donde existe un tipo de cultura institucional que lo
promueve. Además, existen numerosos estudios de
casos referidos a segmentos de los mercados tradicio-
nales, como los trabajadores principales de empresas

que hacen uso intensivo de conocimientos, las que de-
sarrollan estrategias para atraer a los trabajadores
principales de empresas competidoras con el fin de
apropiarse de conocimientos.

A partir de este marco conceptual, se analizará la
intensidad y el patrón de la movilidad laboral en el
promedio de los trabajadores registrados en Argentina
en el período 1996-2004. Para comprender mejor es-
tos procesos, en la sección siguiente se presenta una
descripción del contexto macroeconómico que, como
se ha mencionado, es un factor determinante de la
movilidad laboral.

III
El contexto macroeconómico y el mercado de

trabajo de Argentina en el período 1996-2004

Durante la década de 1990, la economía argentina
experimentó profundas transformaciones que afectaron
al mercado de trabajo. A las reformas estructurales
derivadas del Consenso de Washington (apertura, pro-
cesos de privatización y desregulación de mercados)
se sumaron la incorporación de nuevas tecnologías y
modificaciones importantes en las regulaciones del
trabajo (Kosacoff, Yoguel y otros, 2000; Gatto y
Ferraro, 1997; Yoguel, 2000a), en el marco de una
apertura financiera que sería uno de los principales
factores de la crisis que se inició en el cuarto trimes-
tre de 1998 (Stiglitz, 2003).

Como consecuencia, en un escenario de reva-
luación del tipo de cambio, el contexto macroeco-
nómico sometió a los sectores productores de bienes
transables, y en particular al sector manufacturero, a
mercados con precios de venta en baja, debido a la
mayor exposición a la competencia de bienes impor-
tados, a costos de producción en dólares elevados y a
una creciente incertidumbre.

Aun cuando en ese período se implementaron
importantes cambios en las regulaciones orientadas a
reducir el costo laboral no salarial y a flexibilizar la
distribución del tiempo de trabajo, el aumento del costo
laboral unitario en dólares resultó un fuerte incentivo
a sustituir trabajo por capital (Altimir y Beccaria,
1999). La estabilidad, el acceso a partes y equipo im-
portados, la desregulación de las condiciones para
despedir trabajadores, la facilidad de radicación para

las empresas transnacionales y la recreación del crédi-
to comercial y bancario, fueron elementos que favore-
cieron al proceso de destrucción de empleo, en
particular industrial.

En este período se llevaron a cabo diversos cam-
bios en el marco normativo laboral orientados a
flexibilizar el mercado de trabajo, bajo el supuesto de
que estas reformas generarían una mayor competitividad
de las firmas y el crecimiento de la demanda de em-
pleo. La evidencia, sin embargo, sugiere que estas
medidas no tuvieron un efecto positivo, pues hubo un
incremento notorio del empleo no registrado, que cons-
tituyó una de las expresiones más generalizadas de la
precariedad laboral durante la década de 1990. Así, por
ejemplo, entre 1991 y el 2000 la tasa de empleo no
registrado pasó de 29% a 37%.

Debido a que las estrategias de las distintas em-
presas para adecuarse a los cambios en su entorno
fueron muy diferentes, el importante aumento de la
productividad global, acompañado de una caída de la
demanda de trabajo, fue la resultante de situaciones
muy heterogéneas: las estrategias ofensivas de algunas
empresas y las de supervivencia de otras. También
fueron muchas las empresas que desaparecieron y las
nuevas que se incorporaron a la estructura industrial.
Las llamadas reestructuraciones “ofensivas” incluye-
ron fuertes inversiones en máquinas y equipos y al
mismo tiempo profundos cambios organizacionales.
Las empresas “sobrevivientes” se adaptaron a las
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nuevas condiciones reduciendo personal, lo que les
permitió lograr la misma capacidad productiva con me-
nor ocupación, implementando cambios organiza-
cionales y eliminando tiempos muertos. Como
resultado de estos procesos, el empleo industrial se
redujo de 28% del empleo total en 1995 al 23% en el
2000, lo que se manifestó en una pérdida de aproxi-
madamente 57 mil puestos de trabajo en la industria
(Castillo, Cesa y otros, 2002).

En este contexto de inestabilidad macroeco-
nómica, cambios en la organización del modelo
productivo, introducción de tecnologías, pérdida de
participación del empleo industrial y precariedad, se
analizará la movilidad del empleo.

El análisis de la tasa de desocupación permite
identificar tres etapas diferenciadas, que coinciden con
las fases de la evolución económica reciente: un pri-
mer período expansivo (1996-1998) de tasas de des-
empleo descendentes y tasas de empleo crecientes,
siendo estables las tasas de actividad; un segundo pe-
ríodo recesivo (1999-2002) de empeoramiento de la
situación general del mercado de trabajo, con fuerte
incremento del desempleo y caídas en el empleo y en
la participación económica; y, por último, entre el bie-
nio 2003 y 2004, junto con la recuperación económi-

ca que continúa a lo largo del 2005, se advierte clara-
mente un cambio de tendencia: la desocupación dismi-
nuye y las tasas de actividad y de empleo aumentan.

En particular, la movilidad de los trabajadores
también resultó afectada por este conjunto de cambios
ocurridos desde mediados de la década de 1990.
Así, las historias laborales son el resultado de múlti-
ples conductas que responden a las diferentes situacio-
nes que se presentan en el país. Con el objeto de
estudiar comportamientos diferenciados en la movili-
dad del empleo, el análisis se centrará en las tres etapas
mencionadas.

Hacia el año 2004 (tercer trimestre), el mercado
de trabajo de Argentina presenta una estructura
“atípica”. En un contexto de elevado desempleo (13%),
los trabajadores privados asalariados y registrados
constituyen una categoría minoritaria en el empleo
(25%). El trabajo asalariado no registrado representa
el 28% y el no asalariado el 26%. El empleo público
y los planes de empleo concentran el 22% restante.

En las siguientes secciones se mostrará que exis-
ten quiebres en las historias laborales, los que influyen
sobre el desarrollo de competencias, la precarización del
empleo, la estabilidad de los ingresos de los hogares4

y la probabilidad de jubilarse.

4 Debe considerarse que la mayoría de los asalariados registrados
en el sector privado son jefes de hogar, particularmente en la
industria.

IV
Transiciones laborales de los

asalariados registrados en Argentina

en el período 1996-2004

En esta sección se analiza la movilidad laboral exter-
na de los asalariados registrados, utilizando los flujos
de personas que ingresan al empleo registrado, que
egresan del empleo registrado, que permanecen con un
mismo empleador o que cambian de empleador. Los
datos se expresan en períodos anuales medidos entre
los cuartos trimestres de años consecutivos.

La fuente utilizada es la base de registros admi-
nistrativos del Sistema Integrado de Jubilaciones y
Pensiones (SIJP), que permite medir el empleo declara-
do en el período comprendido entre los años 1996 y
2004. A partir de esta información se construyen, para
cada año, las matrices de transiciones de los ocupados
asalariados del sector privado, registrados por la segu-

ridad social en la industria, el comercio y los servicios.
Las matrices de transiciones, a partir de las cuales se
calculan los flujos de trabajadores, se refieren a los
trabajadores en edad activa (menores de 65 años), con
el objeto de excluir del análisis los posibles tránsitos
hacia el sistema previsional que se producirían a los
66 años, cuando las personas se jubilaran (véase el
apéndice metodológico).

Entre 1996 y 2004 se registra en cada año, en el
agregado de la industria, el comercio y los servicios,
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un promedio de unos 3,3 millones de empleados asa-
lariados menores de 65 años. En promedio, aproxima-
damente 2,4 millones permanecen con un mismo
empleador de un año a otro, unos 380.000 cambian de
empleador, permaneciendo en el empleo registrado,
unos 592.000 ingresan al sistema y unos 550.000 sa-
len de él. En los subperíodos analizados (el de creci-
miento del empleo en la fase ascendente del plan de
convertibilidad, el de recesión y crisis del 2002 y el
de recuperación posconvertibilidad), los flujos de
empleo reflejan los cambios en el contexto macro-
económico del país. Durante el período recesivo
1999-2002, las salidas del sistema superan a las en-
tradas, indicando que el empleo registrado cada año
disminuye (cambios netos negativos); por el contra-
rio, en los años de crecimiento, en especial en la úl-
tima fase, las entradas de trabajadores al sistema
superan las salidas.

Como consecuencia de estos flujos, la movilidad
laboral es elevada en el período, afectando al 39% de
los trabajadores que estuvieron ocupados en un año
(cuadro 1). Esta tasa corresponde al conjunto de quie-
nes ingresan al empleo registrado (15%), de quienes
son desplazados (14%) y de quienes cambian de em-
pleador (10%).

El porcentaje de trabajadores que permanece en
el empleo registrado de un año a otro es del 84% para
el promedio de los años analizados y tiene carácter
procíclico. Esta proporción es mayor en la última fase
de crecimiento (88%) que durante la crisis (82%) y en
el primer período de expansión del nivel de actividad
(84%).5 Asimismo, la tasa de permanencia bajo el
mismo empleador es del 72%, proporción que aumen-
ta significativamente en el último período de creci-
miento (77%).6

En forma agregada, el porcentaje de trabajadores
que cambia de empresa es algo menor que el porcen-
taje que se desvincula del empleo asalariado registra-
do. Considerando la actividad hacia donde transitan
estos trabajadores que cambian de empleador, sólo la
tercera parte permanece en la misma rama (a dos
dígitos de la Clasificación Industrial Uniforme de to-
das las actividades económicas —CIIU—, tercera revi-
sión), lo que indica que serían limitadas las
posibilidades de difusión de conocimientos en el teji-
do empresarial a través de las migraciones de trabaja-
dores (cuadro 2).

CUADRO 1

Argentina: Indicadores de movilidad
laborales de los ocupados asalariados
registrados por empresas privadas,
menores de 65 años, en la industria,
comercio y servicios, 1997-2004
(Porcentajes)

Tasas de movilidad 1997- 1999- 2003- Promedio
desde y hacia el SIJP 1998 2002 2004 1997-2004

Tasa de entradaa 18 13 19 16

Tasa de salidab 13 16 10 14

Porcentaje de cambios
de empleadorc 11 9 9 10

Tasa de movilidad
(a)+(b)+(c) 42 38 38 39

Crecimiento neto del empleo
(entradas–salidas)/empleo en t 6,0 –3,1 11,0 2,4

Fuente: Observatorio del Empleo y Dinámica Empresarial en
Argentina (OEDE, varios años), sobre la base del Sistema Integrado
de Jubilaciones y Pensiones (SIJP). Este Observatorio depende de la
Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales del
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

a Ingresos/ (ingresos + salidas + permanencias en el sistema).
b Salidas/ (ingresos + salidas + permanencias en el sistema).
c Cambios del Código Único de Identificación Tributaria/ (ingre-

sos + egresos + permanencias en el sistema).

5 Estos valores se aproximan a las estimaciones realizadas por otros
autores, a partir de la Encuesta Permanente de Hogares, para el
promedio de semestres del período 1997-2002 (Paz, 2003; Pessino
y Andrés, 2000).
6 Es interesante señalar que el porcentaje de trabajadores que per-
manece en la misma empresa se mantiene relativamente estable
(70%) tanto en los años recesivos como en los expansivos durante
el período 1996-2001. Sin embargo, a partir del 2002, el porcentaje
de trabajadores que permanece en una misma empresa se incrementa,
tanto por la reducción de los costos laborales en dólares debida a la
devaluación como por el aumento del costo del despido. (A partir
de enero de 2002, la Ley de Emergencia Pública y Reforma del
Régimen Cambiario Nº 25.561 estableció la devaluación del peso
y, en línea con la severa crisis económica y social, la duplicación
de los pagos indemnizatorios para todos los trabajadores).

CUADRO 2

Argentina: Tasas de transiciones laborales
de los ocupados asalariados registrados
por empresas privadas, menores de 65
años, en la industria, comercio y
servicios, 1997-2004
(Porcentajes)

Transiciones 1997- 1999- 2003- Promedio
1998 2002 2004 1997-2004

Permanece en la empresa 70 71 77 72
Cambia de empresa 14 11 11 12

Cambia de empresa en la rama 4 4 4 4
Cambia de rama en el sector 4 3 3 3
Cambia de sector 6 4 4 5

Permanece en el SIJP 84 82 88 84
Sale del SIJP 16 18 12 16

Total de ocupados en t–1 100 100 100 100

Fuente: La misma del cuadro 1.
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La participación de los trabajadores que cambian
de empleador, manteniéndose en el sistema formal,
tiene un comportamiento procíclico: es más elevado
durante los períodos de crecimiento y se retrae en los
períodos recesivos. Esto podría deberse en parte a
desvinculaciones laborales voluntarias que se realizan
con el objetivo de mejorar los ingresos y las condicio-
nes laborales, las que son más probables en la fase
ascendente del ciclo. Por el contrario, en los períodos
recesivos las oportunidades laborales son escasas y las
personas asumen comportamientos más conservadores.

La fuente de información utilizada no permite
identificar el destino laboral de los desvinculados del
SIJP, pero el análisis se puede complementar atendien-
do a resultados obtenidos a partir de otras fuentes,
como la Encuesta Permanente de Hogares. En el pe-
ríodo 1997-2002, los asalariados con protección social
que se desvinculan van principalmente a empleos asa-
lariados sin protección, al desempleo o a la inactivi-
dad, en ese orden de importancia, mientras que la
proporción de trabajadores que se vuelven patrones al
año siguiente es muy pequeña (Paz, 2003).

Una vez cuantificado el importante porcentaje de
trabajadores en edad activa que cada año se desvincula
del empleo protegido por la seguridad social, interesa
examinar la probabilidad que tienen las personas de
reinsertarse en años posteriores. Con ese propósito
fueron estimadas las reincorporaciones de trabajado-
res que salieron del sistema en los siete años compren-
didos entre 1996 y 2003 (cuadro 3).

En primer lugar, hay un comportamiento estruc-
tural, con algunas variaciones derivadas del ciclo

económico, que se manifiesta en que la mayor proba-
bilidad de retornar al empleo formal ocurre al año de
salir del sistema y es decreciente el resto de los años,
tal vez porque la estrategia de búsqueda laboral más
frecuente es la de recurrir a los contactos y las redes
personales, que se deterioran con el tiempo. Las em-
presas prefieren tomar trabajadores que están en el
mercado y no los que están desocupados. En general,
y considerando el factor demográfico, una vez trans-
curridos siete años desde su desvinculación casi el 60%
de los trabajadores en edad activa no consigue retor-
nar a un empleo registrado en la industria, comercio o
servicios, por lo que quedan excluidos del sistema de
seguridad social. La baja probabilidad de reinserción
se explicaría por la elevada tasa de no registro exis-
tente, por el reducido peso de los asalariados registra-
dos en la ocupación total, y por la debilidad de las
instituciones de intermediación laboral.

Como complemento del análisis anterior, en el
cuadro 4 se presenta el porcentaje de personas que
ingresaron en los años 2003 y 2004 y que habían sido
desplazadas del empleo registrado a partir de 1996. En
promedio para los dos años, y descontando los cam-
bios de empresas, un 34% de las personas que se in-
corporaron al empleo registrado estaban reingresando
a él. El 66% restante eran trabajadores que no habían
tenido un empleo registrado con una duración superior
al año. Asimismo, una proporción importante de los
trabajadores que reingresaban al empleo registrado
(25% en el 2004 y 40% en el 2003) habían sido re-
cientemente desvinculados.

CUADRO 3

Argentina: Reincorporaciones al empleo registrado de los asalariados
desvinculados de empresas privadas en la industria, comercio y servicios,
menores de 55 años, 1996-2003
(Tasas anuales en porcentajes)

Años transcurridos IV1996 IV1997 IV1998 IV1999 IV2000 IV2001 IV2002 Promedio
desde la desvinculación IV1997 IV1998 IV1999 IV2000 IV2001 IV2002 IV2003

1 año 20 18 18 15 13 21 22 18
2 años 8 9 7 6 12 12 10
3 años 5 5 4 7 9 6
4 años 3 2 5 7 4
5 años 2 4 5 4
6 años 2 4 3
7 años 3 2
Aún no retornan al sistema 57 59 61  65 66 67 78 64

Total salidas 100 100 100 100 100 100 100 100

Fuente: La misma del cuadro 1.
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Estos resultados confirman que en el nuevo pe-
ríodo expansivo del empleo que se inicia en el 2003
se reincorpora una pequeña proporción de trabajado-
res que, habiendo transitado por el empleo asalariado
registrado en períodos anteriores, habían sido despla-
zados hacia el trabajo precario, el desempleo o a la
inactividad.

La elevada expulsión por el sistema de trabajado-
res en edad activa, que se produce año tras año, suma-
da a la baja probabilidad de reinsertarse en el mediano
plazo en el empleo asalariado, configura patrones de
continuos quiebres en las carreras laborales, de destruc-
ción de competencias y de exclusión del empleo pro-
tegido por la seguridad social.

Con el objetivo de medir el impacto de estos pro-
cesos sobre las trayectorias laborales agregadas de los
trabajadores desde una perspectiva de mediano pla-
zo, se estudió la cohorte de trabajadores que estaban
empleados en 1996 en empresas industriales, comer-
ciales y de servicios y que tenían entonces menos de
55 años.7 Este análisis no consideró a los trabajado-
res que ingresaron al empleo registrado en los años
siguientes.

Hacia el año 2004 solamente el 26% de los tra-
bajadores permanecía trabajando en la misma empre-
sa, es decir, había logrado acumular ocho años de
antigüedad. Permanecía en el trabajo registrado en los
sectores mencionados, ya sea en la misma o en otra

actividad, el 58% de esos trabajadores (32% había
cambiado de empresa). A su vez, 42% había salido del
sistema, hacia la precariedad, el desempleo o la inac-
tividad, posiblemente iniciando trayectorias de exclu-
sión (gráfico 1).

Esta trayectoria se puede especificar para cada
uno de los sectores considerados. En el sector indus-
trial, especialmente, la proporción de asalariados en
edad activa que permanece ocupado es levemente su-
perior a la que queda fuera del sistema, mientras que
sólo 10% logra reinsertarse en actividades de comer-
cio y servicios. De esta manera se pone en evidencia
que la terciarización del empleo registrado verificada
en el período 1996-2004 —entendida como la pérdida
de participación del empleo industrial en relación con
el comercio y los servicios— se produjo a través de la
sustitución de los asalariados industriales desplazados
por el reclutamiento de nuevos trabajadores que se
incorporan al sector terciario, y no por la reconversión
del empleo industrial al de los servicios. Es interesan-
te señalar finalmente que a partir del 2003 se produjo
un cambio en la curva de trayectoria del empleo in-
dustrial de la cohorte, que reflejó el freno a la expul-
sión de estos trabajadores industriales y el retorno de
algunos trabajadores que habían sido previamente des-
plazados.

CUADRO 4

Argentina: Reincorporaciones al empleo
registrado de los asalariados desvinculados
de empresas privadas de la industria,
comercio y servicios, menores de 55 años,
2003-2004
(Tasas anuales en porcentajes)

Años Reingresos Ingresos totales Reingresos/
(miles) (miles) total de ingresos

2003 251 675 37
2004 259 809 32

Promedio 255 742 34

Fuente: La misma del cuadro 1.
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GRÁFICO 1

Argentina: Trayectorias laborales
intersectoriales de la cohorte de
trabajadores de 1996, de menos
de 55 años, 1996-2004

Fuente: La misma del cuadro 1.

7 En ese sentido, se excluye de la cohorte a los trabajadores que se
podían jubilar en algún año del período.

Porcentajes
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V
Segmentación del mercado de trabajo

y estabilidad laboral

En la sección anterior se ha mostrado que, a diferen-
cia de otros modelos virtuosos en los que la movili-
dad de los trabajadores es elevada tanto dentro de una
aglomeración productiva o sistema local como hacia
otra empresa más allá de la forma organizacional pre-
dominante, en el caso argentino el patrón de movili-
dad que privó fue el de exclusión del tejido empresarial
y de las relaciones laborales clásicas.

En esta sección se analiza si los regímenes de
movilidad y la estabilidad del empleo son diferentes
del promedio en los segmentos principales del merca-
do de trabajo. Se eligió el período 1998-2004, que
abarcó una profunda y prolongada recesión (1998-
2002), y dos años de recuperación (2003-2004).

En las últimas décadas, la literatura económica ha
utilizado ampliamente modelos de duración para estu-
diar cuestiones relacionadas con la movilidad laboral,
como la probabilidad de permanecer en el empleo.
Estos modelos explican dicha probabilidad a partir de
la antigüedad acumulada en el empleo y de las carac-
terísticas propias de cada individuo8 (Lancaster, 1990).

Sin embargo, los registros administrativos, fuen-
te de este estudio, no cuentan con información com-
pleta acerca de la antigüedad de los trabajadores,
variable que se construyó a partir de la permanencia
en el empleo observada desde que el registro existe
(1995).9 Es decir, para la cohorte de trabajadores de
1998 se conoce solamente la antigüedad acumulada
desde 1995, limitación que llevó a descartar para este
ejercicio los tradicionales modelos de duración. Por lo
tanto, se utilizaron dos modelos probit para estimar
tanto la probabilidad de seguir trabajando en la mis-
ma empresa como la de permanecer en el empleo re-
gistrado (cuadro 5).

8 Los modelos de duración describen la probabilidad condicional
de finalización de un evento particular. Se llaman modelos de du-
ración porque a partir de observaciones de la duración de un even-
to, que siguen una función de distribución acumulada, se estima la
función de supervivencia del individuo en el ciclo y la función de
riesgo de que termine el ciclo.
9 Es decir, para la cohorte de trabajadores de 1998 elegida para este
ejercicio, se conoce en forma acotada la antigüedad inicial: tres
años o más, dos años, un año y recién ingresados.

Entre las variables disponibles se eligió el grupo
que mostró mayor capacidad explicativa en los nume-
rosos estudios de segmentación y movilidad laboral
analizados (véase la sección I). Las características de
las empresas que se tuvieron en cuenta fueron el ta-
maño, el sector y la antigüedad. Por su parte, entre los
atributos de los trabajadores se analizaron el género,
la edad, el nivel salarial y la antigüedad en el puesto,
como variables sustitutivas del capital humano (dimen-
sión que no está contenida en la fuente de información),
aun cuando, como se ha mencionado, la relevancia de
la duración no se deriva solamente de su asociación con
el capital humano.10

Los sectores analizados fueron la industria manu-
facturera, el comercio y los servicios. Se espera que el
comportamiento de los trabajadores del sector indus-
trial sea diferente del de los otros dos sectores. Como
se expresó más atrás en la sección III, durante la se-
gunda mitad de la década de 1990 el contexto macro-
económico argentino fue desfavorable al desarrollo del
sector industrial. En efecto, a lo largo del período 1998-
2004 la pérdida de 9% del empleo industrial dio ori-
gen a una importante movilidad de los antiguos
trabajadores hacia la exclusión, como se analizó en la
sección IV. En el mismo período, el comercio y los ser-
vicios tuvieron un mejor desempeño, con un crecimien-
to del 9% en el empleo.

Hipótesis: A partir del cambio en la distribución
sectorial del empleo (terciarización) se espera que los
trabajadores industriales presenten una mayor movilidad,
en particular aquellos con menor nivel de calificación
(o estatus laboral), siguiendo la lógica de la cadena de
vacantes expuesta en la sección II. La permanencia en
la misma empresa debería ser menor, porque la de-
manda laboral del sector se estuvo contrayendo. La
movilidad inclusiva (probabilidades de reconvertirse
a otros sectores) debería ser menor, especialmente
entre los trabajadores de mayor edad, porque tienen

10 Este conjunto de variables y otras omitidas en el análisis por las
limitaciones de la fuente de información han sido destacadas en la
mayor parte de la literatura discutida en la segunda sección. Entre
los planos no incluidos en el análisis que influyen en las transicio-
nes mencionadas se destacan la estructura de la demanda y el de-
sarrollo de competencias tecnológicas de las empresas.
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perfiles menos transversales y un nivel educativo infe-
rior en promedio a la media de la economía.

Las empresas han sido clasificadas en cuatro es-
tratos (grandes, medianas, pequeñas y microempresas)
a partir de su número de ocupados en el año base del
estudio (1998).

Hipótesis: Se espera que la probabilidad de per-
manecer en la empresa sea más elevada en las empre-
sas grandes, considerando que las organizaciones
mayores ofrecen a los trabajadores posibilidades para
desarrollar carreras profesionales en la misma empre-
sa (mercados internos), en particular para el segmento
de trabajadores principales. La movilidad externa de
este tipo de trabajadores de empresas grandes en ge-
neral es selectiva, por lo que suele implicar la conti-
nuidad de sus carreras en otras empresas.

Adicionalmente, a lo largo del período estudiado
la mortalidad de empresas en Argentina fue elevada y
significativamente más importante entre las firmas de
menor tamaño relativo, lo que limita la posibilidad de
conservar la relación laboral, a medida que se reduce
la probabilidad de supervivencia de la firma. La lite-
ratura sobre creación y destrucción de empleo indica
que la rotación de puestos de trabajo decrece con el
tamaño de los agentes (Davis, Haltiwanger y Schuh,
1997; Castillo, Cesa y otros, 2002; Castillo, Ferlan y
otros, 2005; OEDE, varios años).

Desde el punto de vista de los factores estructura-
les de las empresas, la antigüedad de la firma —consi-
derada en el año inicial de análisis— constituye una
variable relevante para explicar la tasa de permanen-
cia y de salida de sus trabajadores. La variable se in-
corpora en dos tramos: en el primero, el grupo de las
empresas muy jóvenes, fundadas antes de 1990, tiene
una antigüedad menor a ocho años en 1998 y presen-
taba una menor probabilidad de supervivencia que las
firmas de mayor antigüedad. El otro tramo reúne a las
firmas “viejas y consolidadas”, cuya probabilidad de
supervivencia es mayor. La literatura indica que una
parte sustantiva de la movilidad del empleo se explica
por la vida relativamente breve que tienen las empre-
sas que nacen y que son reemplazadas por otras nue-
vas, muchas de las cuales probablemente también
vivirán poco tiempo (Dunne, Roberts y Samuelson,
1988; Castillo, Cesa y otros, 2002).11

Hipótesis: Es decir, se espera que la probabilidad
de permanecer en la misma empresa sea mayor en las
empresas antiguas que en las empresas nuevas, debi-
do a que la probabilidad de sobrevivir al período
recesivo es mayor para las empresas antiguas.

Este conjunto de planos pondría de manifiesto que
la permanencia en el puesto de trabajo depende de la
estabilidad de las firmas en el mercado, y del tamaño,
sector y antigüedad de ellas, rasgos que en general
están asociados al perfil de agentes con mayores com-
petencias técnicas.

Desde una perspectiva de segmentación del mer-
cado de trabajo definida a partir de las características
personales de los trabajadores, se incorporan el géne-
ro y la edad —considerada en el año inicial de análi-
sis— en tres tramos.

Hipótesis: Se espera que en el segmento de tra-
bajadores más jóvenes la estabilidad en la empresa sea
menor, porque ellos no han acumulado competencias
relevantes que los incluya entre los trabajadores prin-
cipales, pero que la movilidad laboral intersectorial sea
frecuente, ya que todavía no han adquirido competen-
cias específicas a lo largo de su carrera profesional. De
igual manera, para los tramos de edad más avanzada
se espera una mayor permanencia en la empresa y una
menor movilidad externa.

La literatura indica que las mujeres suelen con-
centrarse en segmentos secundarios de los mercados
de trabajo, con acceso a empleos menos estables y con
menor posibilidad de movilidad ascendente.

Hipótesis: En el segmento de trabajadoras se es-
pera una menor estabilidad laboral.

Otra variable que tendría una relación positiva con
la probabilidad de permanencia en la empresa y en el
sistema es la antigüedad de los trabajadores en la fir-
ma, considerada en el año inicial de análisis. Los es-
tudios sobre la probabilidad de permanecer en el
mismo empleo según la antigüedad mostraron, para Es-
tados Unidos y algunos países europeos, que la esta-
bilidad está positivamente asociada a la antigüedad. La

11 En forma complementaria a los resultados del modelo, es intere-
sante señalar que dos tercios de los asalariados que trabajaban en
1998 en empresas que dejaron de operar quedaron fuera del siste-
ma, cualquiera haya sido el sector en el que trabajaban. A su vez,
algo menos de un tercio de los que trabajaban en empresas que
cerraron permanece en el sector, con menor peso en el comercio y

la industria. Por el contrario, la proporción de asalariados que salen
del sistema en empresas “continuadoras” es menor. La escasa
reinserción de los trabajadores de empresas que cierran amerita una
reflexión acerca de la necesidad no sólo de impulsar la creación de
nuevas empresas, sino fundamentalmente la de lograr tasas de su-
pervivencia significativamente mayores que las actuales en las nue-
vas empresas. Desde esa perspectiva, en una economía con elevada
tasa de desempleo estructural, no basta, como se suele señalar en
los estudios sobre creación de empresas, que la tasa de natalidad
sea mayor que la tasa de mortalidad.
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mayoría de los empleos tiene una duración limitada,
mientras que aquellos que superan los primeros cinco
años tienen una elevada probabilidad de perdurar (Hall,
1982; Mertens, 1999). Estas evidencias están en línea
con las teorías del capital humano y con las teorías
neoschumpeterianas de creación de competencias. En
este sentido, respecto a los trabajadores que en el año
1998 no tenían antigüedad en la empresa, se distingue
entre aquellos que ingresaron a la firma ese año como
consecuencia de un cambio de empleador y aquellos
que ingresaron a la firma sin experiencia laboral en el
empleo registrado.

Hipótesis: Se espera que la probabilidad de per-
manecer sea mayor para los trabajadores procedentes
de otra firma que para los que vienen de fuera del
empleo registrado.

La fuente utilizada no cuenta con información
sobre el nivel educativo ni el nivel de calificación de
los trabajadores, dimensiones que en la literatura se
presentan como determinantes de la probabilidad de
permanecer en el empleo. Para compensar esta falen-
cia del modelo, se toma el quintil de remuneraciones
percibidas por los trabajadores como una variable
sustitutiva de su nivel de calificación, ya que en el
mercado de trabajo argentino las remuneraciones cre-
cen con dicho nivel.

Hipótesis: Se espera observar una mayor estabi-
lidad laboral en los segmentos de mayores remunera-
ciones y calificación, y también patrones de movilidad
inclusivos y ascendentes.

En el cuadro 5 se presentan los principales resul-
tados.

Todas las variables resultaron individual y glo-
balmente significativas, y en casi todos los casos los
signos obtenidos fueron los esperados (véase el
Apéndice B).

Teniendo al sector servicios como referencia, la
probabilidad de permanecer en el mismo puesto fue
mayor en la industria y menor en el comercio. Este
resultado difiere del esperado. Indica que la caída del
empleo industrial se debe a que una gran proporción
de los empleos destruidos no fueron reemplazados por
empleos nuevos, aun cuando en la industria fue ma-
yor la retención del empleo. Sin embargo, la perma-
nencia de los trabajadores de la industria en el sistema
de empleo registrado fue menor en relación a los servi-
cios, lo que pone de manifiesto que una vez perdido el
puesto la probabilidad de reinserción es más reducida.
La probabilidad de permanecer en la misma empresa es
mayor para los trabajadores de las empresas grandes,
y menor para los de las empresas pequeñas y media-
nas, tomando como referencia a las medianas. Sin

CUADRO 5

Argentina: Probabilidad de permanecer en el SIJP en el 2004, cohorte de 1998,
menores de 55 años
(Signos de la estimación probit)

Variables Permanecer en la Permanecer en el sistema
misma empresa (en la misma o en otra empresa)

Varones (ref. mujeres) – +
Edades (26 a 35 años)
Menores de 25 – +
De 36 a 55 años + –
Remuneraciones (ref. medias altas)
Bajas – –
Medias bajas – –
Altas + +
Antigüedad de la relación laboral (ref. 1 y 2 años)
Sin antigüedad (fuera de la empresa) – –
Sin antigüedad (dentro de la empresa) – +
Tres años o más + +
Sector (ref. servicios)
Industria + –
Comercio – –
Tamaño de la firma (ref. medianas)
Grandes + –
Pequeñas – –
Microempresas – –
Firmas creadas antes de 1990 (ref. nuevas) + +

Fuente: La misma del cuadro 1.
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embargo, la probabilidad de permanecer en el empleo
registrado es mayor para los trabajadores de las em-
presas medianas. De acuerdo a lo esperado, tanto la
probabilidad de permanecer en la misma empresa como
en el sistema fue más alta para los trabajadores de las
empresas más antiguas (anteriores a 1990) que para los
de las empresas jóvenes.

Los atributos de los trabajadores también marcan
diferentes probabilidades de transición. Como se espe-
raba, la probabilidad de permanecer en la empresa es
menor entre los trabajadores más jóvenes (menores de
25 años) en relación con el tramo etario siguiente (en-
tre 26 y 35 años), y mayor para el tramo de 36 a 55
años. Sin embargo, también de acuerdo con lo espera-
do, la probabilidad de permanecer en el sistema, es
decir, de transitar hacia otras firmas una vez desvin-
culados, es mayor entre los jóvenes. Las mujeres, a
diferencia de lo esperado, presentan una mayor proba-
bilidad de permanecer en la misma empresa que los
varones. Sin embargo, tienen menor probabilidad que
los varones de permanecer en el empleo registrado, ya
que enfrentan mayores dificultades para reinsertarse en
otras empresas. Los trabajadores con más de tres años
de antigüedad en el empleo tienen una mayor proba-
bilidad de permanecer, tanto en la misma empresa
como en el empleo registrado, que quienes tienen una
antigüedad menor. En el caso de los trabajadores sin
antigüedad, quienes ingresaron a la firma desde otra
empresa tienen más probabilidades de permanecer en
el empleo registrado que los trabajadores de poca an-
tigüedad. Finalmente, la probabilidad de mantenerse en
la misma empresa o en el sector formal es mayor en-
tre los trabajadores con remuneraciones altas (en rela-
ción con los de ingresos medios altos) y es menor en
el resto de los casos. Esto pone de manifiesto un ma-
yor interés de las empresas en retener a los trabajado-
res de mayores salarios, en general asociados a perfiles
de mayor capital humano y mayores competencias
técnicas acumuladas en sus carreras laborales.12

En otras palabras, se observa una segmentación
del mercado de trabajo tanto en términos del perfil

de los trabajadores ocupados como del tipo de empre-
sas donde trabajan. Esto se manifiesta en la estabili-
dad del empleo y en las posibilidades de seguir
patrones de movilidad distintos de la exclusión del
empleo registrado.

En la sección IV se mostró que, en el promedio
de la economía, sólo el 32% de los trabajadores per-
maneció trabajando en la misma empresa entre los
años 1998 y 2004. A continuación se presenta una es-
timación de la probabilidad de permanecer en el mis-
mo empleo para un conjunto de agentes que se
aproximaría al segmento principal del mercado de
trabajo argentino.

Este segmento se definió como el de los trabaja-
dores ocupados en empresas grandes, de la industria
manufacturera o del sector servicios, con más de ocho
años de antigüedad en el mercado, y que permanecie-
ron en este durante la fuerte recesión. A su vez, se
consideró al segmento principal de trabajadores de
estas empresas, definido como aquellos trabajadores
con remuneraciones altas y medio altas, y con una
antigüedad en la empresa superior a tres años. Con el
objetivo de verificar si los trabajadores del segmento
principal del mercado tuvieron una mayor estabilidad
laboral, se aplicó el modelo anterior, considerando las
variables mencionadas pero teniendo en cuenta el pa-
nel de empresas sobrevivientes. Los signos obtenidos
fueron iguales a los del modelo anterior, salvo en cuan-
to a la variable tamaño. En ese caso, los asalariados
que trabajan en las empresas de menor tamaño relati-
vo son los que tienen mayor probabilidad de perma-
nencia. Nuevamente, esto pone de relieve el efecto
negativo sobre las trayectorias laborales que tiene la
salida de empresas de la estructura (véase nuevamen-
te el Apéndice B).

El resultado obtenido indica que para estos traba-
jadores la estabilidad de la relación laboral es notable-
mente más elevada (67%) que para el promedio del
empleo (32%). El análisis también señala que la anti-
güedad en el empleo y el nivel de remuneración (va-
riable sustitutiva del capital humano), dimensiones
relacionadas con la definición del segmento principal
de trabajadores, son las que más aportan a una mayor
estabilidad (cuadro 6).

Estos resultados muestran que un mayor desarro-
llo de las competencias técnicas podría estar asociado
a una mayor estabilidad laboral, aun en un contexto ge-
neral donde la estabilidad del empleo es reducida y la
movilidad apunta principalmente a la exclusión del
empleo.

12 Asimismo, la permanencia en las empresas está asociada al nivel
salarial de partida. Mientras la tasa de permanencia en la misma
empresa involucra a sólo 13% de los trabajadores de menores in-
gresos, la proporción asciende a 36% en los de mayor salario rela-
tivo. Estas tendencias se manifiestan con más fuerza en el caso de
los servicios y la industria. Asimismo, la proporción de asalariados
que salen del sistema está asociada inversamente al nivel de sala-
rios inicial de los trabajadores, mientras que la tasa de transición
hacia otra empresa del sector o de otros sectores no está asociada
con el nivel del salario original.
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CUADRO 6

Argentina: Elasticidades. Probabilidad de permanecer en el 2004 en la misma
empresa, cohorte de 1998, menores de 55 años. Trabajadores con remuneraciones
medias altas y altas; con antigüedad en el puesto de tres años y más, empresas
grandes en la industria y servicios, antigüedad mayor a ocho años, sobrevivientes

Probabilidad 67%

Variables Signo Elasticidad (%)

Remuneraciones (ref. medias bajas)
Bajas – –9,5
Medias altas + 5,3
Altas +  6,8
Antigüedad de la relación laboral (ref. 1 y 2 años)
Sin antigüedad (fuera de la firma) – –14,9
Sin antigüedad (dentro de la firma) – –5,1
3 años o más + 17,9
Sector (ref. comercio)
Industria + 2,4
Servicios + 2,9
Tamaño de la firma (ref. medianas)
Grandes – –4,2
Pequeñas + 2,5
Microempresas + 5,6
Antigüedad de la firma
Anteriores a 1990 + 1,8

Fuente: La misma del cuadro 1.

VI
Conclusiones

En este trabajo se analizó la movilidad del empleo
asalariado registrado en Argentina, correspondiente a
empresas privadas de la industria, el comercio y los
servicios en el período 1996-2004, y se aplicó un en-
foque de transiciones y movilidad laborales para exa-
minar los flujos de trabajadores que ingresaron o
egresaron del empleo registrado, permanecieron con un
mismo empleador o cambiaron de empleador.

La magnitud y el patrón que presenta la movili-
dad laboral no pueden ser analizados al margen de la
estructura productiva y del contexto macroeconómico
del período, caracterizado por una fuerte inestabilidad
que se manifestó en el mercado de trabajo a partir de
un elevado desempleo y con un amplio sector del
empleo asalariado fuera del sistema de seguridad so-
cial. El ciclo económico fue muy pronunciado y en el
período 1998-2002 la economía atravesó una profun-
da y prolongada recesión que dejó como saldo la pér-
dida del 11% de los empleos privados en la industria,
el comercio y los servicios.

El factor trabajo muestra la existencia de una ele-
vada movilidad laboral de los trabajadores argentinos en

los últimos ocho años. La tasa de movilidad laboral, que
resume tanto la originada en la creación y destrucción
de empleos como el reemplazo de trabajadores
desvinculados de las empresas por otros, fue del 39%
como promedio anual. Esta movilidad se manifestó en
una baja estabilidad de los empleos. Así, de la cohorte
de trabajadores menores de 55 años constituida por los
asalariados registrados en el sector privado en la indus-
tria, el comercio y los servicios en el año 1996, sólo 26%
permanecía con el mismo empleador en al año 2004.

Esta baja retención del empleo en las empre-
sas sería consistente con el limitado desarrollo de
competencias tecnológicas y de esfuerzos de innova-
ción durante el período de la convertibilidad (Bisang,
Lugones y Yoguel, 2002; Bisang, Sztulwark y Yoguel,
2004; Erbes, Motta y otros, 2005) y es de suponer que
durante el período posterior, debido al carácter inercial
que asumen estos procesos.

No sólo interesa la magnitud de la movilidad la-
boral, ya que el impacto que estos procesos tienen so-
bre el tejido productivo y la sociedad se puede evaluar
a partir del patrón predominante que esta movilidad
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asume. En Argentina, durante el período estudiado, ese
patrón fue de exclusión del mercado de trabajo: el 46%
de la cohorte de trabajadores registrados en 1996 es-
taban en el 2004 excluidos del empleo asalariado re-
gistrado, es decir, se hallaban en empleos no
registrados, desocupados o inactivos. Sólo el 29% de
los trabajadores pudo continuar sus carreras laborales
en otras empresas. En consecuencia, el régimen de
movilidad predominante, de exclusión, habría limita-
do la difusión de conocimientos derivada de las migra-
ciones de los trabajadores en el tejido productivo.

Sin embargo, en este contexto general se obser-
van fuertes indicios de segmentación del mercado de
trabajo, definida tanto a partir de la heterogeneidad del
tejido empresarial como del perfil de los trabajadores.
En los segmentos principales el empleo es más esta-
ble y la movilidad podría asumir patrones virtuosos de
difusión de conocimientos, que aumenta la producti-

vidad de las firmas, y de trayectorias ascendentes para
los trabajadores. Además, las empresas incluidas en el
segmento principal del mercado de trabajo coinciden
con el perfil de firmas con mayores avances en sus
competencias tecnológicas, según las encuestas indus-
triales llevadas a cabo en el país.

Estos resultados específicos ameritan una pregun-
ta final vinculada al perfil de especialización que ha
venido adoptando la economía argentina en los últimos
30 años y en especial durante la década de 1990. Esa
significativa movilidad de los trabajadores, ¿no es fun-
cional a un perfil de especialización productiva con uso
intensivo de productos básicos (commodities) y recur-
sos naturales que se fue precarizando desde la perspec-
tiva del número de eslabones de las tramas productivas
a las que pertenece y del peso significativo de los com-
ponentes importados con mayor contenido de conoci-
miento?

APÉNDICE A

La construcción del panel de trayectorias laborales: indicadores de transición y dinámica

Para construir un padrón de puestos de trabajo que permita
estudiar las trayectorias de los trabajadores hubo que estimar,
en primer lugar, un listado con todas las combinaciones de
personas / empresas a partir de los respectivos Código Único
de Identificación Laboral (CUIL) y Código Único de Identifi-
cación Tributaria registrados en el SIJP durante el período en
estudio. Este registro contiene una síntesis de las historias
laborales de los trabajadores que van desde la información
general y atributos de las personas hasta las características de
la empresa. La información general da cuenta del total de
empresas donde trabaja (2003) y trabajó (1995) cada persona
a lo largo del período, el total de personas ocupadas en cada
año en cada empresa, la fecha de inicio y finalización de la
relación laboral (duración total) y las remuneraciones indivi-
duales correspondientes. Los atributos de las personas aluden
a su edad y género. Finalmente, los rasgos de las empresas
identificados son la rama de actividad a dos dígitos de la cla-
sificación industrial internacional uniforme de todas las acti-
vidades económicas, CIIU (revisión 3), la antigüedad, el
tamaño,13 el quintil de salario medio al que pertenece, su su-
pervivencia / rotación y su carácter público o privado.

A su vez, para cada puesto de trabajo se construyó el
panel con las remuneraciones brutas totales trimestrales. Para
ello fue preciso i) elegir los meses del año para realizar la

medición,14 ii) estimar la remuneración15 y iii) eliminar los
valores no válidos.16

A partir del padrón de trabajadores y del panel de re-
muneraciones se construyeron las trayectorias laborales,
considerando como rama de actividad aquella que le genera
al trabajador el mayor ingreso. Se aplicó un procedimiento
metodológico (tracking) que permite depurar las falsas

13 Para estratificar a los agentes de cada rama por tamaño se utilizó
un valor fijo de ventas anual para cada estrato (micro, pequeño,
mediano y grande). Por lo tanto, el intervalo de ocupados de cada
estrato varía en cada rama de actividad.

14 Con el fin de evitar la estacionalidad del pago del sueldo anual
complementario (SAC), se tomó el valor de la remuneración media
de los meses de marzo, abril y mayo. No se utilizaron los trimestres
calendarios debido a la posibilidad de que el pago del SAC se regis-
tre en los meses de junio o julio y diciembre o enero. De esta manera,
todos los trimestres calendarios podrían estar afectados por el pago
complementario, lo que podría distorsionar la comparación de los
salarios en dos momentos distintos del tiempo dependiendo del mes
en que se registre.
15 La remuneración imponible a la seguridad social fue descartada
debido a que tiene un tope máximo ($ 4.800) que subestimaría el
salario, especialmente en algunos sectores. La otra variable de uti-
lidad para contabilizar los salarios es la remuneración bruta total,
que incluye indemnizaciones, preavisos y meses no trabajados en
su totalidad, montos que distorsionarían la medición. Para salvar
este problema, se decidió desestimar la primera y la última vez que
un Código Único de Identificación Laboral (CUIL) es declarado,
tomando solamente los meses interiores.
16 Se identificaron los valores perdidos (remuneraciones nulas) para
omitirlos del cálculo. Por lo tanto, el cálculo de los promedios tri-
mestrales se realizó con los meses de marzo, abril y mayo, sin tener
en cuenta la primera y ultima declaración de cada CUIL y tomando
los valores válidos del sistema. Una alternativa aún mejor es elimi-
nar los registros con salarios mensuales inferiores a los 50 pesos.
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bajas y altas entre el conjunto de empresas que abren y que
cierran.

Con el objeto de observar los movimientos de los ocu-
pados entre empresas, ramas y sectores se estiman flujos
brutos que indican cambios o transiciones de estado de los
individuos bajo estudio. Los datos del panel de trayectorias
se ordenan a partir de matrices de transición que muestran
los distintos cambios entre estados.

La cantidad de ocupados se simboliza con la letra x y
los subíndices 1, 2,..., n se usan para enumerar a las empre-
sas. En consecuencia, el mercado laboral formal en dos
momentos del tiempo (t–1 y t), se puede representar mediante
la siguiente matriz de transición del Código Único de Iden-
tificación Tributaria (CUIT), donde Xij corresponde a asala-
riados que trabajaban en la empresa i en t–1 y trabajan en la
empresa j en t.

De la misma manera, se puede definir una matriz de
transición de ramas de actividad y otra de sectores. Estas
matrices permiten evaluar los movimientos entre los estados
que implica el análisis. Si se calculan cocientes horizonta-
les, se obtienen las denominadas tasas de transición, que
miden la proporción de personas que transitan desde una
empresa, rama o sector hacia otro estado; o la tasa de per-
manencia que indica el porcentaje de personas que se man-
tienen en la empresa, rama o sector.

TT = (x12 + …+ x1n) / x1 t–1

TP = x11 / x1 t–1

donde TT es la tasa de transición y TP la tasa de permanencia.
La matriz permite construir la tasa de movilidad (TM)

que indica el porcentaje de personas que cambian de empre-
sas, y que se define de la siguiente manera:

TM = 1 – (x11 +…+ xn n) / x

La tasa de entrada (TE), la tasa de salida (TS) y la tasa
de reemplazo (TR) se definen de la siguiente forma.

TE1 = (x21+ ...+ xn1) / x

TS1 = (x12 +…+ x1m) / x

TR1 = TE1 / TS1

A su vez, tanto las entradas como las salidas se pue-
den descomponer en términos de entradas (salidas) del sis-
tema, cambios de empresas dentro de la rama, cambios de
rama dentro del sector y cambios de sector.

CUADRO A.1

Argentina: Matriz de transición entre empleadores
(Código Único de Identificación Tributaria —CUIT—)

Empleador en t

Desplazados
Cuit t1 Cuit t2 …. Cuit tn  del Total

SIJP

Cuit t1 X11 X12 … X1d X1d X1 t–1

Cuit t2 X21 X22 … X2n X2d X2 t–1

…. … … … … … …

Cuit t3 Xn1 Xn2 … Xnn Xnd Xn t–1

Incorporados
al sistema

Total X1t X2t … Xnt Xd X

Empleador
en t–1

Xji Xj2 … Xjn Xj
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APÉNDICE B

Estimaciones de modelos probit (realizadas en STATA)

Modelo 1. Probabilidad de permanecer en la misma empresa en el año 2004, para la cohorte de trabajadores de 1998 menores
de 55 años

Número de observaciones = 3 128 757
LR chi2(15) = 348 411,94
Prob > chi2 = 0,0000

Seudo R2 = 0,088
Máxima verosimilitud = –1 788 936,6

Variables dicotómicas Coeficiente  Error z P > z  Intervalo de confianza
estándar 95%

Varones –0,1166359 0,0017043 –68,44 0,000 –0,1199763 –0,1132955
Menores de 25 años –0,1220224 0,0023494 –51,94 0,000 –0,1266271 –0,1174177
De 36 a 55 años 0,1077425 0,0017301 62,28 0,000 0,1043516 0,1111334
Sin antigüedad (fuera de la empresa) –0,3491746 0,0022242 –156,99 0,000 –0,3535340 –0,3448152
Sin antigüedad (dentro de la empresa) –0,1940453 0,0042257 –45,92 0,000 –0,2023276 –0,1857631
Antigüedad en el empleo de tres años o más 0,3421145 0,0019610 174,46 0,000 0,3382710 0,3459580
Remuneraciones bajas –0,3724984 0,0024342 –153,02 0,000 –0,3772694 –0,3677274
Medias bajas –0,1476501 0,0021938 –67,30 0,000 –0,1519497 –0,1433504
Altas 0,0570613 0,0021263 26,84 0,000 0,0528939 0,0612287
Empresas grandes 0,0137431 0,0020980 6,55 0,000 0,0096311 0,0178551
Empresas pequeñas –0,0525585 0,0024430 –21,51 0,000 –0,0573466 –0,0477704
Microempresas –0,1056150 0,0029524 –35,77 0,000 –0,1114016 –0,0998284
Industria 0,0285696 0,0018454 15,48 0,000 0,0249528 0,0321865
Comercio –0,0567523 0,0021240 –26,72 0,000 –0,0609152 –0,0525893
Firmas creadas antes de 1990 0,1582080 0,0017566 90,07 0,000 0,1547652 0,1616508
Constante –0,4428057 0,0029508 –150,06 0,000 –0,4485892 –0,4370222

Bondad de ajuste
Usamos c = 0,5. Si la probabilidad predicha supera a c, el trabajador permanece; de lo contrario es desplazado.

Valor observado

Predicción 0 1 Total

0 1 864 297 694 726 2 559 023
1 260 837 308 897 569 734

Total 2 125 134 1 003 623 3 128 757

Proporción de aciertos: 69%.
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Modelo 2. Probabilidad de permanecer en el empleo registrado en el año 2004, para la cohorte de trabajadores de 1998,
menores de 55 años

Número de observaciones = 3 128 757
LR chi2(15) = 168 415,78
Prob > chi2 = 0,0000

Seudo R2 = 0,0401
Máxima verosimilitud = –2 013 459,5

Variables dicotómicas Coeficiente  Error z P > z  Intervalo de confianza
estándar 95%

Varones 0,0470104 0,0016046 29,30 0,000 0,0438655 0,0501553
Menores de 25 años 0,0440610 0,0020886 21,10 0,000 0,0399675 0,0481546
De 36 a 55 años –0,0659239 0,0016878 –39,06 0,000 –0,0692319 –0,0626160
Sin antigüedad (fuera de la empresa) –0,2371862 0,0019719 –120,28 0,000 –0,2410510 –0,2333214
Sin antigüedad (dentro de la empresa) 0,0369355 0,0038739 9,53 0,000 0,0293427 0,0445282
Antigüedad en el empleo de tres años o más 0,1854828 0,0019392 95,65 0,000 0,1816821 0,1892835
Remuneraciones bajas –0,3529746 0,0022149 –159,36 0,000 –0,3573157 –0,3486334
Medias bajas –0,1383586 0,0021093 –65,59 0,000 –0,1424928 –0,1342244
Altas 0,0742079 0,0021613 34,34 0,000 0,0699719 0,0784439
Empresas grandes 0,0153469 0,0020121 7,63 0,000 0,0114032 0,0192906
Empresas pequeñas –0,0675980 0,0022855 –29,58 0,000 –0,0720774 –0,0631186
Microempresas –0,1580432 0,0026832 –58,90 0,000 –0,1633023 –0,1527842
Industria –0,0665868 0,0017828 –37,35 0,000 –0,0700810 –0,0630926
Comercio –0,1152796 0,0019699 –58,52 0,000 –0,1191406 –0,1114186
Firmas creadas antes de 1990 0,0556851 0,0016618 33,51 0,000 0,0524279 0,0589422
Constante 0,4002829 0,0028442 140,74 0,000 0,3947083 0,4058575

Bondad de ajuste
Usamos c = 0,5. Si la probabilidad predicha supera a c, el trabajador permanece; de lo contrario es desplazado.

Valor observado

Predicción 0 1 Total

0 367 883 278 445 646 328
1 864 439 1 617 990 2 482 429

Total 1 232 322 1 896 435 3 128 757

Proporción de aciertos: 63%.
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Modelo 3. Probabilidad de permanecer en la empresa en el año 2004, para la cohorte de trabajadores de 1998, menores de
55 años, estimaciones de probit.
Empresas sobrevivientes

Número de observaciones = 2 238 630
LR chi2 (15) = 249 809,98
Prob > chi2 = 0,0000

Seudo R2 = 0,0811
Máxima verosimilitud = –1 414 810,6

Variables dicotómicas Coeficiente  Error z P > z  Intervalo de confianza
estándar 95%

Sin antigüedad (fuera de la empresa) –0,3868891 0,0024747 –156,34 0,000 –0,3917394 –0,3820389
Sin antigüedad (dentro de la empresa) –0,1369946 0,0047960 –28,56 0,000 –0,1463946 –0,1275946
Antigüedad en el empleo de 3 años o más 0,4619812 0,0021798 211,94 0,000 0,4577088 0,4662535
Remuneraciones bajas –0,2508602 0,0027529 –91,13 0,000 –0,2562558 –0,2454646
Medias altas 0,1436496 0,0025084 57,27 0,000 0,1387333 0,1485660
Altas 0,1812021 0,0026476 68,44 0,000 0,1760130 0,1863912
Empresas grandes –0,1204136 0,0023421 –51,41 0,000 –0,1250040 –0,1158231
Empresas pequeñas 0,0701340 0,0028471 24,63 0,000 0,0645538 0,0757142
Microempresas 0,1607260 0,0036038 44,60 0,000 0,1536628 0,1677893
Industria –0,0159479 0,0020295 –7,86 0,000 –0,0199256 –0,0119702
Comercio –0,0817416 0,0024125 –33,88 0,000 –0,0864701 –0,0770132
Firmas creadas antes de 1990 0,0495516 0,0019961 24,82 0,000 0,0456393 0,0534639
Constante –0,2544375 0,0030310 –83,95 0,000 –0,2603782 –0,2484969

Bondad de ajuste
Usamos c = 0,5. Si la probabilidad predicha supera a c, el trabajador permanece; de lo contrario es desplazado.

Valor observado

Predicción 0 1 Total

0 874 860 427 660 1 302 520
1 360 172 575 938 936 110

Total 1 235 032 1 003 598 2 238 630

Proporción de aciertos: 65%.
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Efectos marginales
Trabajadores con remuneraciones medias altas y alta, antigüedad en el puesto de tres años y más. Empresas grandes en la
industria y los servicios, antigüedad mayor a ocho años, sobrevivientes

Efectos marginales después de probit
y = Pr(dtr98_05) (predicción)

= 0,67205166

Variables dicotómicas dy/dx a Std. Err. z P > z Intervalo de confianza
95%

Sin antigüedad (fuera de la empresa) –0,1486486 0,0010000 –148,67 0,000 –0,1506080 –0,1466890 0,0000000
Sin antigüedad (dentro de la empresa) –0,0508680 0,0018300 –27,87 0,000 –0,0544450 –0,0472910 0,0000000
Antigüedad en el empleo de tres años o más 0,1785923 0,0008600 206,90 0,000 0,1769000 0,1802840 1,0000000
Remuneraciones bajas –0,0948557 0,0011200 –84,84 0,000 –0,0970470 –0,0926640 0,0000000
Rem. medias altas 0,0534021 0,0009100 58,69 0,000 0,0516190 0,0551860 1,0000000
Rem. altas 0,0677939 0,0009700 69,85 0,000 0,0658920 0,0696960 1,0000000
Empresas grandes –0,0422511 0,0008000 –52,61 0,000 –0,0438250 –0,0406770 1,0000000
Empresas pequeñas 0,0249232 0,0009900 25,12 0,000 0,0229780 0,0268680 0,0000000
Microempresas 0,0557944 0,0011900 46,96 0,000 0,0534660 0,0581230 0,0000000
Industria –0,0057404 0,0007300 –7,86 0,000 –0,0071730 –0,0043080 1,0000000
Comercio –0,0300390 0,0009100 –33,18 0,000 –0,0318130 –0,0282650 0,0000000
Firmas creadas antes de 1990 0,0180917 0,0007400 24,56 0,000 0,0166480 0,0195350 1,0000000

a dy/dx indica el cambio discreto de la variable ficticia de 0 a 1.
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Para analizar la dinámica de la pobreza se requieren datos

longitudinales. En Costa Rica, al igual que en la mayoría de los países

de América Latina, no se dispone de este tipo de datos. En el afán de

examinar los aspectos dinámicos de la pobreza se utiliza un método que

permite construir con datos de corte transversal un conjunto de datos de

panel. A partir de ese conjunto de datos, en un período de estabilidad

macroeconómica y una tasa de incidencia de la pobreza constante, se

determina que los hogares que fueron pobres en los tres años

considerados no son los mismos, pues existen importantes tasas de
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I
Introducción

Para estudiar la dinámica de la pobreza, en este artículo
se utiliza una alternativa metodológica que consiste en
la construcción de un conjunto de datos de panel a
partir de observaciones de una encuesta de corte trans-
versal, cuya característica básica es que el diseño de
la muestra entre dos años es dependiente.

El estancamiento de la incidencia de la pobreza
caracterizó el proceso para superar la condición de
pobreza en América Latina entre 1999 y 2002 (CEPAL,
2004). Costa Rica no fue la excepción, ya que durante
casi una década, desde 1994, la pobreza se mantuvo
en un nivel cercano al 20% de los hogares, con relati-
vamente poca variabilidad. Además de estancarse el
índice de incidencia de la pobreza, la tasa de crecimien-
to del PIB durante el período 2000-2002 fue de 1,8%,
1,0% y 2,9%, cifras que se consideran relativamente
estables, y la tasa de inflación también se mantuvo
relativamente constante en valores del 10,25%, 10,96%
y 9,68%. Esto hace surgir algunas interrogantes: ¿en
qué medida los hogares pobres en Costa Rica son siem-
pre los mismos? ¿Existe una tasa de relevo entre po-
bres y no pobres que opere sobre la base de un sustrato
de hogares crónicamente pobres? Y, además, ¿cuál es
la magnitud de dicha tasa de relevo y de la pobreza
crónica y cuáles son sus principales factores determi-
nantes?

La dinámica de la pobreza estudia la evolución de
la pobreza a lo largo del tiempo. En el examen de este

fenómeno son elementos típicos la naturaleza y los
factores determinantes de los cambios en la condición
de pobreza de los hogares a medida que pasa el tiem-
po, o bien la duración del estado de pobreza o de no
pobreza por parte de los individuos de un conglome-
rado social. Este enfoque del estudio de la pobreza ha
dado origen a conceptos y términos propios, como, por
ejemplo: transiciones, pobreza crónica, pobreza tran-
sitoria, pobreza persistente, pobreza ocasional y epi-
sodios de pobreza. Una transición es un cambio en la
condición de pobreza experimentado por un hogar o
por un individuo. La pobreza crónica se da cuando un
hogar o un individuo se encuentra en estado de pobre-
za por un tiempo mayor o igual que un valor de refe-
rencia arbitrario. La pobreza transitoria es un estado
de pobreza a partir del cual se experimenta una transi-
ción hacia la condición de no pobre en un plazo rela-
tivamente corto. La pobreza ocasional es la que se
experimenta en algunos intervalos dentro de un perío-
do de tiempo dado. Y un episodio de pobreza puede
definirse como el hecho de experimentar pobreza du-
rante un período determinado.

El objetivo de este artículo es analizar algunos
aspectos relacionados con la dinámica de la pobreza
en Costa Rica, y dar a conocer una alternativa
metodológica para construir el conjunto de datos de
panel necesario con ese fin, a partir de información
recolectada en una encuesta de corte transversal.

Este artículo se elaboró con base en la investigación realizada
por los autores en Slon y Zúñiga (2004).

II
El enfoque dinámico del análisis de la pobreza

El objeto de interés del análisis dinámico es la trayec-
toria de las variables bajo estudio a lo largo del tiem-
po. En el caso de la pobreza, este tipo de análisis se
enfoca en la evolución en el tiempo, de la condición de
pobreza (pobre o no pobre) de cada individuo u hogar
que conforma una población.

A partir de los datos sobre la evolución de la con-
dición de pobreza de un conjunto de individuos u ho-
gares, es posible generar información sobre los flujos
de algunas variables que explican los cambios netos en
el acervo de algunas de ellas que suelen utilizarse para
caracterizar el fenómeno de la pobreza en un momento
determinado del tiempo. Así, si bien el análisis estáti-
co proporciona información relativa a la cantidad de in-
dividuos pobres en dos momentos sucesivos del tiempo,
el análisis dinámico explica cómo una situación
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evolucionó hacia la siguiente, e indica cuántas de las
personas pobres continúan siendo pobres en el segun-
do momento, cuántas salen de la pobreza, cuántas eran
no pobres y entraron a la condición de pobreza, y cuán-
tas aparecen como no pobres en ambos momentos.

Ahora bien, la dinámica de la pobreza se interesa
no solo por cuantificar los flujos explicativos de los
cambios observados en los acervos de las variables,
sino también por determinar las posibles causas de tales
flujos. Por ello, las bases de datos que se utilizan en el
análisis no se limitan a la variable condición de pobreza,
sino que suelen incluir otras variables socioeconómicas
y demográficas, medidas también en sucesivos momen-
tos del tiempo: por ejemplo, la edad, el sexo, la rela-
ción con el jefe de hogar, la escolaridad o nivel
educativo, la condición de actividad económica y el
ingreso.

Como puede verse, el análisis dinámico de la
pobreza necesita un conjunto de observaciones sobre
una cierta cantidad de variables para un mismo grupo
de individuos en dos o más momentos del tiempo. A
este conjunto de datos se les denomina datos de panel
o simplemente panel.

Las observaciones que conforman el panel son del
tipo Xijt , donde i representa la variable o característi-
ca, como el número de miembros del hogar, el ingre-
so mensual u otras (i = 1, 2, 3, ..., K), j representa la
unidad de análisis, como el hogar, el individuo u otras
(j = 1, 2, 3, ..., N) y t representa el período al que co-
rresponde la información (t = 1, 2, 3, ..., T). En la ter-
minología de panel, se denomina “onda” a cada
conjunto de datos que corresponde a un momento de
los T momentos que conforman el panel; cada onda del
panel constituye un corte transversal.

Entre las ventajas de los datos de panel, Deaton
(1997), Baltagi (1995) y Buck, Ermisch y Jenkins
(1995) señalan que estos datos permiten observar cómo
cambian en el tiempo las magnitudes que son objeto
de la encuesta para hogares individuales, y que pue-
den mejorar la precisión de las estimaciones de las
cantidades agregadas o del promedio. Coinciden en
que, entre las desventajas, por una u otra razón se pier-
den hogares de la encuesta a medida que transcurre el
tiempo, lo que se conoce como “agotamiento”. En este
hecho influyen factores como el diseño del panel, el
que haya o no seguimiento de los individuos que de-
jan el hogar original o que se mudan del área de la
encuesta original, y la no respuesta;1 además, se trata

de series de tiempo de corta duración, que tienen un
sesgo potencial (por agotamiento y por los pequeños
tamaños de los subgrupos después del agotamiento),
que pierden inmigrantes hacia la población y que son
más sensitivas al margen de respuesta.

En algunos países desarrollados se realizan en-
cuestas longitudinales de amplio alcance temporal,
expresamente diseñadas para obtener datos de panel
destinados al estudio de fenómenos socioeconómicos.
Como ejemplo puede mencionarse el estudio de panel
de la dinámica del ingreso (Panel Study of Income
Dynamics-PSID), efectuado por el Centro de Investi-
gación y Encuestas de la Universidad de Michigan
(Estados Unidos). Según Baltagi (1995), ese trabajo
empezó en 1968 con 4.802 familias.

Sin embargo, Deaton (1997) señala que las en-
cuestas de panel son relativamente escasas en general,
y particularmente en los países en desarrollo. En estos
últimos, el estudio de la dinámica de la pobreza se ha
realizado con datos obtenidos en paneles de corto al-
cance temporal, con muestras de reducido tamaño o
construidos a través de la conciliación de los datos
obtenidos en encuestas de corte transversal mediante
algún método de identificación de individuos u hoga-
res seleccionados en forma recurrente.2

El análisis de la dinámica de la pobreza se puede
basar en los diversos tipos de tabulaciones que es po-
sible construir a partir de los datos de panel. Como pri-
mer método cabe mencionar el de las matrices de
transición, que son matrices cuadradas en las cuales las
filas representan las posibles categorías o rangos de va-
riación de una variable o característica de interés en un
período determinado, mientras que las columnas repre-
sentan esas mismas categorías o rangos de variación, en
el mismo orden, en un período posterior. Así, los com-
ponentes de la matriz representan el número de casos
o porcentajes de una población que experimentan la
evolución correspondiente entre un período y otro.

Si una población estacionaria3 se desglosa según
la evolución de la condición de pobreza de los hoga-
res que la componen, en la siguiente forma:

pp = número de hogares que se observan pobres en
t = 0 y en t = 1.

pn = número de hogares que se observan pobres en
t = 0 y no pobres en t = 1.

1 Explicaciones similares al fenómeno del agotamiento ofrece
Roberts (2000).

2 Respecto a América Latina se pueden mencionar los trabajos de
Herrera (2001) y Paz (2002).
3 Una población se dice estacionaria si está conformada por un
mismo conjunto de unidades de análisis a lo largo del tiempo.
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np = número de hogares que se observan no pobres
en t = 0 y pobres en t = 1.

nn = número de hogares que se observan no pobres
en t = 0 y en t = 1.

entonces puede construirse el cuadro 1.

Donde H0 y H1 representan los índices de inciden-
cia de la pobreza4  en t = 0 y en t = 1, respectivamen-
te, pues H0 = P0/  y H1 = P1/ .

Una variante usualmente observada de estas ma-
trices de transición es la de presentarlas en términos
relativos, pero de manera que los componentes de su pri-
mera fila correspondan a los porcentajes observados de
los hogares pobres en t = 0, según fueran observados po-
bres o no pobres en t = 1, y que los componentes de su
segunda fila correspondan a los porcentajes observados
de los hogares no pobres en t = 0, según fueran obser-
vados pobres o no pobres en t = 1. Con tal propósito, se
pueden formular las siguientes definiciones:

pp
pp

pn
pn

np
np

nn
nn

P P N N
= = = =

0 0 0 0

por lo que pp es la proporción de hogares pobres en
t = 0 que continúan pobres en t = 1, pn es la propor-
ción de hogares pobres en t = 0 que se observan no
pobres en t = 1, np es la proporción de hogares no
pobres en t = 0 que se observan pobres en t = 1 y nn
es la proporción de hogares no pobres en t = 0 que se
observan no pobres en t = 1.

La matriz de transición puede replantearse enton-
ces en los términos que muestra el cuadro 3.

4 El índice de incidencia o de recuento de la pobreza se define
como la razón q/n, donde q representa el número de individuos o
de hogares pobres y n representa el número total de individuos u
hogares en un momento dado.

CUADRO 1

Transiciones en la condición de pobreza
de los hogares entre t = 0 y t = 1

Condición de pobreza en t = 1
Condición de pobreza en t = 0 Pobres No pobres Total

Pobres pp pn P0

No pobres np nn N0

Total P1 N1

Fuente: Elaboración propia.

En este cuadro, P1 representa el total de hogares
pobres en t = i; Ni representa el total de hogares no
pobres en t = i y  representa el total de hogares.

Las celdas correspondientes a los términos pp,

pn, np  y nn en la parte sombreada del cuadro cons-
tituyen la matriz de transición de pobreza entre los
momentos t = 0 y t = 1. En una matriz de transición de
pobreza se observa el número de hogares que han sido
pobres y no pobres en ambos períodos, así como el
número de los que han escapado de la pobreza y de
los que han entrado a ella. Los elementos en la diago-
nal principal corresponden a los hogares que mantie-
nen su condición de pobreza, mientras que los
elementos fuera de la diagonal principal muestran el
número de los que pasaron de una condición a otra.

Es usual que estas matrices de transición se pre-
senten en términos relativos, de tal forma que sus com-
ponentes correspondan a porcentajes. Así, por ejemplo,
cada uno de los componentes pp, pn, np y nn de
la matriz anterior puede dividirse por , para obtener
las proporciones en que se presentan cada uno de los
cuatro tipos de transición posibles. Representando es-
tos resultados mediante pp, pn, np y nn, respectiva-
mente, la matriz de transición en términos relativos
sería la que muestra el cuadro 2.

CUADRO 2

Transiciones en la condición de pobreza
de los hogares entre t = 0 y t = 1

Condición de pobreza en t = 1
Condición de pobreza en t = 0 Pobres No pobres Total

Pobres pp pn H0

No pobres np nn 1-H0

Total H1 1-H1 1

CUADRO 3

Transiciones en la condición de pobreza
de los hogares entre t = 0 y t = 1

Condición de pobreza en t = 1
Condición de pobreza en t = 0 Pobres No pobres Total

Pobres pp pn 1

No pobres np nn 1

En la matriz anterior, pn, representa lo que suele
denominarse tasa de salida de la pobreza, y puede
interpretarse como la probabilidad (condicional) de que
un hogar se observe no pobre en un año, dado que se
lo observó pobre el año anterior. Similarmente, np
representa lo que se conoce como tasa de entrada a la
pobreza, y puede interpretarse como la probabilidad
(condicional) de que un hogar se observe pobre en un
año, dado que se lo observó no pobre el año anterior.
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Similarmente, pp representa la tasa de perma-
nencia en la pobreza, y puede interpretarse como la
probabilidad (condicional) de que un hogar se obser-
ve pobre en un año, dado que se lo observó pobre el
año anterior, mientras que nn representa la tasa de per-
manencia en la no pobreza, y puede interpretarse como
la probabilidad (condicional) de que un hogar se ob-
serve no pobre en un año, dado que se lo observó no
pobre el año anterior.

Nótese que pn=1- pp y np=1- nn. Puede compro-
barse además que la tasa de incidencia de la pobreza,
en una población estacionaria en la que las tasas de
salida de la pobreza y de entrada a ella permanecen
constantes en el tiempo, tiende al valor H*=1/[1+( pn/

np)], que se conoce como el índice de recuento o de
incidencia de estado estacionario.

Si las tasas de permanencia y de salida de la po-
breza y de la no pobreza que conforman una matriz de
transición de pobreza se interpretan como las probabi-
lidades condicionales de que un hogar (o individuo) de
una población estacionaria experimente un tipo de tran-
sición, dada su condición de pobreza en un momento
previo, entonces la condición de pobreza de los hoga-
res (o individuos) describe lo que se denomina un pro-
ceso o cadena de Markov de primer orden.

Además de los análisis basados en tabulaciones,
en el estudio de la dinámica de la pobreza es frecuen-
te el uso de técnicas econométricas para calcular el
comportamiento de las diversas variables involucradas.

Según Bane y Ellwood (1983) es posible distin-
guir dos enfoques principales: uno agrupa los métodos
que intentan calcular directamente las duraciones de los
episodios de pobreza y las probabilidades de que ocu-
rran los diversos tipos de transición observables, y el
otro se basa en la idea de calcular alguna variable re-
presentativa del bienestar para luego aislar el compo-
nente permanente del bienestar de las fluctuaciones
transitorias alrededor de ese componente permanente.

El enfoque de la medición directa de duraciones
de episodios y de probabilidades de transición, según
Cantó (1998), está asociado a la tendencia a utilizar
modelos con variables dependientes discretas. Bane y
Ellwood (1983) desarrollan su metodología básica para
estimar las duraciones de los episodios de pobreza en
tres pasos: primero identifican los episodios, luego

calculan las probabilidades de salida por año y, por
último, calculan las probabilidades de salida para ge-
nerar distribuciones de duraciones de episodios para
nuevos episodios y para episodios completos e incom-
pletos observados en un punto en el tiempo.

Stevens (1995) extiende el análisis basado en los
episodios de pobreza, considerando el efecto que ten-
dría el hecho de experimentar episodios múltiples de
pobreza dentro de un período dado sobre las probabi-
lidades de salir de la pobreza y de regresar a ella.

Baulch y McCulloch (1998) y Paz (2002) utilizan
un mismo modelo, denominado de riesgos proporcio-
nales, para estimar el efecto de diversas variables expli-
cativas demográficas y socioeconómicas sobre las
probabilidades de que un hogar o una persona experi-
mente una transición de pobreza. Este modelo de ries-
gos proporcionales guarda una estrecha relación con
el modelo logit aplicado a casos de elección binaria,
que es el que se utilizó para obtener algunos de los
resultados que se presentan más adelante.

Por otra parte, en el enfoque de medición de un
indicador del bienestar, que aplican Lillard y Willis
(1978) y Rodgers y Rodgers (1991), se calcula un in-
dicador del bienestar para luego aislar el componente
permanente del bienestar de un individuo de las fluc-
tuaciones transitorias alrededor de ese componente
permanente; la medida en la que el componente per-
manente cae por debajo de la línea de pobreza es la
medida de la pobreza crónica, mientras que las expe-
riencias en pobreza atribuibles a las desviaciones al-
rededor del nivel permanente del bienestar
corresponden a pobreza transitoria. Según Bane y
Ellwood (1983), este enfoque tiene el atractivo de que
refleja la descomposición teórica de Friedman entre
el ingreso permanente y el ingreso transitorio, aparte
de que trata explícitamente el problema de que la lí-
nea de pobreza es un estándar definido arbitrariamente,
alrededor del cual el ingreso puede fluctuar de mane-
ra aleatoria. Los pobres crónicos se definen como la
gente cuyo consumo per cápita de largo plazo (o in-
greso permanente, de acuerdo con el concepto utili-
zado en la teoría del ciclo de vida) está por debajo de
la línea de pobreza; la diferencia entre la pobreza
observada y la pobreza permanente es el componente
transitorio de la pobreza.
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El objetivo de la investigación fue estudiar la dinámi-
ca de la pobreza en Costa Rica en el período 2000-
2002. Para ello, era necesario contar con un panel de
hogares con información sobre la condición de pobre-
za y otras variables socioeconómicas y demográficas
para cada uno de los tres años comprendidos en ese
período. Sin embargo, en Costa Rica no se realiza una
encuesta de panel.

En ese país, el estudio de la pobreza se efectúa a
partir de los datos recolectados en la Encuesta de
Hogares de Propósitos Múltiples (EHPM), que lleva a
cabo el Instituto Nacional de Estadística y Censos
(INEC) en julio de cada año.

La EHPM, cuya cobertura es nacional, tiene la par-
ticularidad de que, como se explicará luego con más
detalle, un cierto subconjunto de la muestra de vivien-
das seleccionadas en ella se repite de un año al siguien-
te; esto ofrece un muy buen punto de partida para
identificar hogares que estén presentes en la encuesta
en forma sucesiva por más de un año.

El diseño muestral de la EHPM es probabilístico de
áreas, estratificado y bietápico. Es bietápico porque la
muestra se determina en dos etapas. En una primera
etapa se seleccionan segmentos, que son extensiones
geográficas limitadas y definidas que en su conjunto
abarcan la totalidad del territorio nacional. En una
segunda etapa se seleccionan viviendas, en forma sis-
temática, dentro de cada segmento seleccionado en la
primera etapa.

Los segmentos seleccionados en la primera etapa
son los mismos desde 1999, año en que se inició la
utilización del marco muestral vigente.

En relación con la segunda etapa de muestreo,
acontece que cada año las viviendas seleccionadas son
las mismas que el año anterior, excepto en un 25% de
los segmentos, en los cuales se practica un procedi-
miento de “rotación”, que consiste en desplazar en una
posición las viviendas sistemáticamente seleccionadas.
Así, si se consideran dos años sucesivos de la encues-
ta, las viviendas seleccionadas en la muestra son las
mismas en el 75% de los segmentos; si se consideran
tres años seguidos, ese porcentaje disminuye a 50%, y
así sucesivamente. Como cada año rota un 25% dife-
rente de segmentos, la renovación completa de la
muestra se da al cabo de cuatro años. Por lo tanto, en

cada año la muestra de la encuesta no es independien-
te de la muestra de los años anteriores.

Para la EHPM, el INEC mantiene dos bases de datos
diferentes. La primera es la de los segmentos. Esta
almacena la información del marco muestral, esto es,
de los segmentos seleccionados en la primera etapa de
muestreo. A cada vivienda se asigna un número que
se utiliza para identificarla en un mapa del segmento
al que corresponde. Además, para cada vivienda se
anota el nombre del jefe de hogar y el número de la
boleta o cuestionario que se utilizará para realizar la
entrevista a la hora de recolectar los datos en la etapa
del trabajo de campo.

La segunda base de datos es la de los hogares. Esta
almacena la información de las boletas o cuestionarios
utilizados en las entrevistas, incluyendo toda la gama de
variables de carácter demográfico y socioeconómico que
se recopilan en la encuesta, así como otras variables
calculadas a partir de las anteriores, para cada una de
las personas incluidas en los hogares que habitan las
viviendas seleccionadas. No se incluye en esta base de
datos el número de la vivienda ni los nombres de las
personas, pero sí el número del segmento y el del cues-
tionario o boleta.5

Para construir el panel de hogares requerido, en una
primera etapa y a partir de la información contenida en
la base de datos de los segmentos, se identificaron las
viviendas que fueron visitadas consecutivamente en cada
uno de los años del período bajo estudio y para las cua-
les los nombres registrados como jefes de hogar coinci-
dían de manera exacta o sugerían una relación de
parentesco.

Luego, en una segunda etapa, utilizando la infor-
mación sobre el número del segmento y el número del
cuestionario en cada año para cada una de estas
viviendas, se tomó de la base de datos de los hogares
la información correspondiente a esos cuestionarios,
construyéndose así un archivo de hogares candidatos
a conformar el panel. El cuestionario es la llave que

III
Construcción del panel a partir

de cortes transversales

5 Los nombres de las personas se anotan manualmente en las bole-
tas, pero no se incorporan a la base de datos. Por otra parte, el
número de la vivienda visitada se empezó a incluir en la boleta y en
la base a partir del 2004.
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permite vincular las bases de datos de los segmentos
con las de los hogares.

En una tercera etapa, se dejaron como hogares del
panel aquellos hogares en que se observa la misma
persona, confirmada además por la variable género, que
fue declarada como jefe en al menos uno de los tres
años y cuya edad declarada evoluciona de forma tal que
admite un margen de error máximo de un año.

Finalmente, se excluyeron aquellos casos en que
se observó ingreso cero o ignorado en uno o más de
los tres años del panel, porque el estudio utilizaría la
definición de pobreza basada en las líneas de pobreza
y, por lo tanto, requeriría información sobre el ingre-
so de los hogares.

Así, se obtuvo un conjunto de datos de panel
compuesto por 1.420 hogares con ingreso conocido en
los tres años. El tamaño de muestra del panel repre-
senta el 16,5%, el 16,6% y el 15,2% del tamaño de la
muestra total de la encuesta en los años 2000, 2001 y
2002, respectivamente.

La construcción de un panel de hogares por la vía
descrita implica perder la información de aquellos
hogares que se mudan a viviendas que no son visita-
das al año siguiente; sin embargo, se desestimó la
posibilidad de tratar de ubicar estos hogares, dadas las
restricciones materiales que limitan la investigación.

Ahora bien, para obtener resultados sobre la di-
námica de la pobreza en el mismo orden de magnitud
que los correspondientes a los cortes transversales (que
son los que se publican a partir de la EHPM), se consi-
deró necesario añadir un factor de expansión adicio-

nal al factor que ya está incluido en las bases de datos
de la encuesta, con miras a obtener los valores
poblacionales. El factor de expansión adicional se de-
finió como el cociente que resulta de dividir el tama-
ño de la muestra de la encuesta en el primer año del
panel por el tamaño de la muestra en el panel, según
estrato.6 Al expandir las observaciones del panel se
obtuvo un total de 803.989 hogares con ingreso cono-
cido en los tres años en todo el país; esta cifra resulta
menor en un 0,2% que la estimación que se obtiene
para el año 2000 a partir de la muestra total de corte
transversal (805.533 hogares).

Con el propósito de apreciar la posible represen-
tatividad de los datos del panel, se compararon las dis-
tribuciones relativas de algunas variables incluidas tanto
en el panel como en la muestra de la EHPM, y se encon-
tró una importante similitud entre estas distribuciones.

Para la variable sexo (del jefe de hogar), se ob-
servó que las diferencias entre los valores que corres-
ponden a la distribución según los datos de la muestra
y los del panel son de menos de medio punto porcen-
tual en todos los casos.

También la variable edad (del jefe de hogar) tie-
ne una distribución relativa en la muestra del panel
muy similar a la de la muestra de la encuesta, como

6 Ya se había mencionado que el diseño muestral de la EHPM es
estratificado. Existen 12 estratos, uno urbano y otro rural para
cada una de seis regiones de planificación definidas en el territorio
nacional.

CUADRO 4

Costa Rica: Estadísticos de la variable edad del jefe de hogar en la
Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples y en el panel, 2000-2002

2000 2001 2002
EHPM Panel EHPM Panel EHPM Panel

Tamaño de la muestra 8 593 1 420 8 555 1 420 9 344 1 420
Media 45,66 47,22 45,79 48,28 45,56 49,14
Mediana 43,00 44,00 43,00 45,00 43,00 46,00
Valor máximo 99,00 99,00 99,00 99,00 99,00 99,00
Valor mínimo 15,00 16,00 16,00 19,00 15,00 17,00
Desviación estándar 15,17 15,14 15,35 15,06 15,34 15,08
Asimetría 0,69 0,71 0,71 0,69 0,70 0,69
Curtosis 2,96 2,91 3,01 2,85 3,01 2,86

Jarque-Bera 682,50 121,28 716,39 113,50 772,08 113,80
Probabilidad 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples (EHPM) 2000-2002 y del panel.
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GRÁFICO 1

Costa Rica: Distribución relativa de la
variable edad del jefe de hogar en la
Encuesta de Hogares de Propósitos
Múltiples y en el panel, 2000

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta de Hogares de
Propósitos Múltiples (EHPM) 2000 y del panel.

se aprecia en el cuadro 4 y el gráfico 1.
Nótese cómo, para el caso de la edad, la media y

la mediana se incrementan en un año cada año poste-
rior en el panel, lo cual es consistente con el hecho de
contar efectivamente con un panel. Además, la desvia-
ción estándar es prácticamente igual en la EHPM que en
el panel.

En el gráfico 1 se aprecia una coincidencia casi
exacta de la distribución relativa de la variable edad
en la EHPM y en el panel.

Un fenómeno similar al observado con la varia-
ble edad se da con otras variables, como tamaño del
hogar y factor de expansión.

Además de las comparaciones de variables en las
muestras, se hicieron algunas comparaciones de cifras
correspondientes a valores de población obtenidos
mediante el procedimiento de expansión de los datos
de la EHPM y del panel.

Al comparar, por ejemplo, el número total de
hogares por estrato, se concluye que para todos los
estratos —y para el país en su conjunto— las desvia-
ciones de los datos del panel expandidos respecto a las
expansiones de la EHPM no llegan al 1% (en valor ab-
soluto). La excepción es el caso del estrato correspon-
diente a la zona urbana de la región Huetar Norte en
los años 2000 y 2001, en los que tales desviaciones
ascienden al –3,0% y al –1,82%, respectivamente. Esto
implica que la distribución relativa de los hogares con
ingreso conocido según región y zona es casi idéntica
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CUADRO 5

Costa Rica: Coeficiente de Gini de la
distribución del ingreso de los hogares
obtenido de la Encuesta de Hogares de
Propósitos Múltiples y del panel,
2000, 2001 y 2002a

EHPM Panel Diferencia
(1) (2) (3)=(1)-(2)

2000 0,4004 0,3919 0,0085
2001 0,4230 0,4084 0,0146
2002 0,4215 0,4082 0,0133

Fuente: Elaboración propia con datos de la EHPM.

a El coeficiente de Gini se calculó agrupando los hogares por
deciles del ingreso per cápita ajustado para corregir la subde-
claración.

en uno y otro caso.
Otra variable que puede compararse es la corres-

pondiente a la condición de pobreza. Las cifras sobre
incidencia de pobreza para el país en su conjunto que
se obtienen a partir de los datos de panel son bastante
cercanas a las que se obtienen a partir de la EHPM (las
diferencias son, a lo sumo, de 1,9 puntos porcentuales
respecto a una tasa de incidencia del 20,6% en el 2002).

Un experimento adicional que se practicó con
datos del panel consistió en calcular el coeficiente de
Gini a partir de esos datos y compararlo con el que se
obtiene a partir de la EHPM. Los resultados se presen-

tan en el cuadro 5.
Como muestra el cuadro, respecto al coeficiente de

Gini los datos del panel arrojan resultados
sistemáticamente menores —aunque no mucho meno-
res— que los de la EHPM; además, reflejan la misma
tendencia que los datos muestrales: un incremento no-
table del 2000 al 2001 y una muy leve disminución entre
el 2001 y el 2002.

Por último, y para incursionar un poco en la con-
sistencia del panel en cuanto conjunto longitudinal de
datos, se seleccionó una muestra aleatoria de 14 hoga-
res (un 1% del total de la muestra) y se comprobó por
inspección visual el comportamiento de algunas varia-
bles demográficas y socioeconómicas de los miembros
de estos hogares. Se encontró que, aun cuando la defi-
nición de coincidencia de hogar se volviera más estric-
ta, de modo que impusiera condiciones relacionadas con
la evolución de características demográficas o educacio-
nales de los otros miembros del hogar (además de la evo-
lución de las variables sexo y edad del jefe), en el 100%
de los casos seleccionados en esta muestra aleatoria hay
indicios suficientes para afirmar que se está en presen-
cia de un mismo hogar en los tres años.
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El cuadro 6 sintetiza los resultados sobre la dinámica
de la pobreza para el período 2000-2002 obtenidos a
partir de los datos del panel.

Como se observa, en el período 2000-2002 el
62,97% de los hogares no fue pobre en ninguno de los
tres años, lo cual equivale a afirmar que en ese perío-
do el 37,03% de los hogares experimentó pobreza en
al menos un año. Esta cifra es considerablemente más
alta —casi el doble— que el 20% alrededor del cual
ronda la incidencia de la pobreza en cada año en par-
ticular en ese período.

Por otra parte, los hogares que podrían calificar-
se como pobres crónicos (pobres los tres años del pe-
ríodo) ascienden a un 8,84% del total. Estos hogares
se concentran en las zonas rurales más intensamente
que lo que lo hace el conjunto de todos los hogares
pobres cada año. Se trata de hogares con jefes de muy
poca educación, pues en un 91% de ellos el jefe no
tiene más educación que la primaria en todos los años
del período bajo análisis. En el conjunto de estos ho-
gares, la proporción en que el jefe se observa ocupado
es bastante baja (oscila entre el 53% y el 59% en el
período bajo análisis) y la agricultura es la rama de
actividad en que tiene la mayor participación, princi-
palmente como trabajador por cuenta propia o como
empleado de empresa privada. Los jefes de hogar in-

activos de este grupo de hogares corresponden en gran
parte a personas mayores y sin ningún ingreso.

El resto de los hogares que experimentaron po-
breza en el período (un 28,19% del total) está confor-
mado por hogares que experimentaron pobreza en 1 ó
2 de los tres años bajo análisis.

El gráfico 2 permite apreciar la forma en que, a
partir de la situación de incidencia de la pobreza en el

IV
Principales resultados sobre la

dinámica de la pobreza

CUADRO 6

Costa Rica: Frecuencias de las transiciones
de pobreza de los hogares en el período
2000-2002

Tipo de Resultados del panel
secuencia expandido

N° Descripción Descripción Absoluto Relativo
literal algebraica

1 (N, N, N) (0, 0, 0) 506 300 62,97
2 (N, N, P) (0, 0, 1) 50 073 6,23
3 (N, P, N) (0, 1, 0) 44 133 5,49
4 (N, P, P) (0, 1, 1) 32 449 4,04
5 (P, N, N) (1, 0, 0) 48 027 5,97
6 (P, N, P) (1, 0, 1) 26 140 3,25
7 (P, P, N) (1, 1, 0) 25 784 3,21
8 (P, P, P) (1, 1, 1) 71 083 8,84

Total 803 989 100,00

Fuente: Elaboración propia con datos del panel.

GRÁFICO 2

Costa Rica: Evolución de la condición de
pobreza de los hogares, 2000-2002
(Porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con datos del panel.
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CUADRO 7

Costa Rica: Indicadores de la dinámica de la pobreza de los hogares, 2000-2002a

Transición pp pn np  nn H* C

2000-2001 0,5664 0,4336 0,1210 0,8790 0,2181 0,1875
2001-2002 0,5969 0,4031 0,1209 0,8791 0,2307 0,1818

Fuente: Elaboración propia con datos del cuadro 6.

a
pp = tasa de permanencia en la pobreza; pn = tasa de salida de la pobreza; np = tasa de entrada a la pobreza; nn = tasa de permanencia

en la no pobreza; H* = índice de incidencia de estado estacionario; C = proporción de hogares que cambia de condición de pobreza.

el hecho de que la incidencia de la pobreza casi no
cambió en el período.

A partir de matrices de transición se elaboró el
cuadro 7, en el cual se observan las tasas de salida de
la pobreza y de entrada a ella, las tasas de permanen-
cia en la pobreza y en la no pobreza, el índice de in-
cidencia de estado estacionario y otros indicadores de
la dinámica de la pobreza.

Del total de hogares que eran pobres en el 2000,
un 56,64% continuó siendo pobre en el 2001 y un
43,36% salió de la pobreza; por otro lado, del total de
hogares no pobres en el 2000, un 12,10% cayó en la
pobreza en el 2001, mientras que un 87,90% se man-
tuvo no pobre en este último año. Con tales compor-
tamientos de salida de la pobreza y entrada a ella, el
índice de incidencia de estado estacionario (H*), que
representa el valor de equilibrio de largo plazo del
índice de incidencia de la pobreza en el caso de que
se mantuvieran constantes la población y las tasas de
entrada a la pobreza y de salida de ella, sería del

año 2000, las transiciones entre pobreza y no pobreza
conforman los conglomerados de pobres y no pobres
en cada uno de los dos años siguientes. La incidencia
de la pobreza, calculada a partir de las expansiones de
los datos del panel, no varía considerablemente entre
el año 2000 y el 2001, ni entre este último año y el
2002; además, esta incidencia de la pobreza fluctúa
alrededor de un 21% o un 22%. No obstante, a pesar
de la relativa estabilidad en la incidencia de la pobre-
za, existe un notable grado de movilidad de una con-
dición de pobreza a otra en las dos transiciones
analizadas (2000-2001 y 2001-2002).

Vemos en el cuadro 7 que entre el 2000 y el 2001,
un 9,53% del total de hogares pasaron de no pobres a
pobres y una cantidad muy similar (un 9,22%) pasó de
pobre a no pobre; en la siguiente transición, 2001/2002,
un 9,48% (= 6,23%+3,25%) del total de hogares
pasó de no pobres a pobres, mientras que un 8,70%
(= 5,49%+3,21%) pasó de pobres a no pobres. Todos
estos porcentajes son similares, lo cual concuerda con

21,81%. Un 18,75% del total de hogares experimentó
algún tipo de transición entre el 2000 y el 2001.

Para el período 2001-2002 se observa una dismi-
nución en la tasa de salida de la pobreza, que se ubica
en 40,31% frente a 43,36% en el primer caso; en cam-
bio, las tasas de entrada a la pobreza y de permanen-
cia en la no pobreza prácticamente se repiten. Por ello,
el índice de incidencia de estado estacionario acusa un
notable crecimiento de 1,26 puntos porcentuales, re-
sultado que concuerda con el aumento (de 0,3 puntos)
en la incidencia de la pobreza de los hogares, según
las cifras oficiales que publica el INEC.

De los hogares pobres en el año 2000 que salieron
de la pobreza en el 2001 (los que suman 74.167 hoga-
res), un 64,76% logra mantenerse fuera de la pobreza
en el 2002, mientras que el restante 35,24% regresa a
ella. Por su parte, de los 76.582 hogares que aparecen
como no pobres en el 2000 y que caen en la pobreza en

el 2001, un 57,63% logra salir en el 2002, mientras que
el 42,37% permanece en la pobreza en este último año.

Una comparación con resultados de este tipo dis-
ponible para Perú y Argentina resulta interesante. En
el caso de Perú, Herrera (2001) informa de una tasa
de salida de la pobreza del 25,5% y una tasa de entra-
da a ella del 23,8% para la transición de personas en-
tre 1997 y 1999. En este caso, la tasa de salida es
bastante menor que la que se observa para los hogares
en Costa Rica en el período 2000-2002, mientras que
la tasa de entrada a la pobreza resulta de casi el doble.
En el caso de Argentina, Paz (2002) informa de tasas
de entrada en el período 1998-2000 ligeramente infe-
riores a las observadas en Costa Rica en el período
2000-2002, pues oscilan entre 9,9% y 11,5% en tres
ondas sucesivas en aquel período; sin embargo, las
tasas de salida son bastante más bajas, pues fluctúan
entre el 23,3% y el 30,0% en el mismo período (fren-
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una cifra que ronda la quinta parte cae en la pobreza
extrema.7

En la investigación se analizaron las matrices de
transición correspondientes a hogares pobres y a ho-
gares no pobres, según diversas variables de interés.
Como resultado de carácter general, se observó que las
variables socioeconómicas y demográficas asociadas a
las mayores tasas de incidencia de la pobreza en el
enfoque estático, también explican en gran medida la
permanencia en la pobreza y la entrada a ella en el
enfoque dinámico.

A manera de ilustración, se presentan dos pares
de cuadros para mostrar las transiciones desglosadas
según las variables zona y sexo. El primero de esos pa-
res, los cuadros 8 y 9, presentan las transiciones de los
hogares pobres según zona de residencia.

Se observa que la tasa de salida de la pobreza es
bastante mayor en las zonas urbanas que en las rurales,
tanto en la transición 2000-2001 como en la transición
2001-2002; incluso en la primera de estas transiciones
la tasa de salida de la pobreza en las zonas urbanas
resulta mayor que la tasa de permanencia, contraria-
mente a lo que sucede con las tasas globales. Todo esto

te a una tasa de salida que ronda cerca del 40% en
Costa Rica en el período 2000-2002).

Se observa, por otra parte, una notable movilidad
en los hogares de extrema pobreza. Para la transición
2000-2001, una tercera parte de estos hogares (el
32,80%) logra salir de la pobreza, mientras que un
30,70% pasa a la categoría de hogares pobres que sa-
tisfacen las necesidades básicas alimentarias y un
36,50% permanece en la extrema pobreza. En la si-
guiente transición (2001-2002) la situación es un poco
más severa para los pobres extremos, pues se reduce
en 4,87 puntos porcentuales la tasa de transición hacia
la no pobreza en favor de las transiciones hacia la
categoría de pobres no extremos.

Para los no pobres, la experiencia es similar en
ambas transiciones: permanecen fuera de la pobreza
alrededor del 88%, y de los que entran en la pobreza

7 Un resultado similar a este entrega Herrera (2001) para el caso
del Perú en el período 1997-1999.

CUADRO 8

Costa Rica: Transiciones 2000-2001 de los hogares pobres en el 2000,
según zona de residenciaa

Zona Total Permanecen en pobreza Salen de la pobreza

Absoluto % Absoluto % pp Absoluto % pn

Total 171 034 100,00 96 867 100,00 56,64 74 167 100,00 43,36

Urbana 85 870 50,21 41 702 43,05 48,56 44 168 59,55 51,44
Rural 85 164 49,79 55 165 56,95 64,78 29 999 40,45 35,22

Fuente: Elaboración propia con datos del panel.

a
pp = tasa de permanencia en la pobreza; pn = tasa de salida de la pobreza.

CUADRO 9

Costa Rica: Transiciones 2001-2002 de los hogares pobres en el 2001,
según zona de residenciaa

Zona Total Permanecen en pobreza Salen de la pobreza

Absoluto % Absoluto % pp Absoluto % pn

Total 173 449 100,00 103 532 100,00 59,69 69 917 100,00 40,31

Urbana 79 966 46,10 42 884 41,42 53,63 37 082 53,04 46,37
Rural 93 483 53,90 60 648 58,58 64,88 32 835 46,96 35,12

Fuente: Elaboración propia con datos del panel.

a
pp = tasa de permanencia en la pobreza; pn = tasa de salida de la pobreza.
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puede reflejar una mayor diversidad de oportunidades
de empleo en las zonas urbanas que en las rurales.

Por otra parte, resulta interesante observar que
cuando la tasa global de salida de la pobreza se redu-
ce (en la transición 2001-2002), es en las zonas urba-
nas donde se concentra el efecto. En las zonas rurales,
en cambio, la tasa de salida parece mostrar una cierta
rigidez, pues se mantiene prácticamente constante y
cercana al 35% en los dos períodos.

Por su parte, el par constituido por los cuadros 10
y 11 presenta las transiciones de los hogares no pobres,
según el sexo del jefe de hogar.

En las transiciones de los hogares no pobres,
aquellos cuyo jefe es una mujer parecen ser más
proclives a caer en la pobreza que los encabezados por
varones, fenómeno que se observa con más claridad en
la transición 2000-2001.

Otros resultados relevantes sobre la dinámica de
la pobreza obtenidos a partir de las matrices de transi-
ción indican que las mayores probabilidades de salir
de la pobreza están asociadas a hogares con jefes que

CUADRO 10

Costa Rica: Transiciones 2000-2001 de los hogares no pobres
en el 2000, según el sexo del jefe de hogar en el 2000a

Sexo del Total Permanecen no pobres Entran a la pobreza

jefe Absoluto % Absoluto % nn Absoluto % np

Total 632 955 100,00 556 373 100,00 87,90 76 582 100,00 12,10

Hombre 491 803 77,70 439 582 79,01 89,38 52 221 68,19 10,62
Mujer 141 152 22,30 116 791 20,99 82,74 24.361 31,81 17,26

Fuente: Elaboración propia con datos del panel.

a
nn = tasa de permanencia en la no pobreza; np = tasa de entrada a la pobreza.

CUADRO 11

Costa Rica: Transiciones 2001-2002 de los hogares no pobres
en el 2001, según el sexo del jefe de hogar en el 2001a

Sexo del Total Permanecen no pobres Entran a la pobreza

jefe Absoluto % Absoluto % nn Absoluto % np

Total 630 540 100,00 554 327 100,00 87,91 76 213 100,00 12,09

Hombre 486 308 77,13 429 936 77,56 88,41 56 372 73,97 11,59
Mujer 144 232 22,87 124 391 22,44 86,24 19 841 26,03 13,76

Fuente: Elaboración propia con datos del panel.

a
nn = tasa de permanencia en la no pobreza; np = tasa de entrada a la pobreza.

poseen más educación, de tamaño decreciente o con
cantidades crecientes de preceptores de ingreso, y con
jefe dedicado a actividades diferentes de la agricultu-
ra y la ganadería.

Las probabilidades de caer en la pobreza son
mayores para hogares de zonas rurales, de regiones
diferentes a la Región Central del país (donde se en-
cuentran las principales ciudades), con jefatura feme-
nina, y con jefes de hogar dedicados a la agricultura y
con bajos niveles de educación.

En adición al análisis de las matrices de transi-
ción, se establecieron dos modelos econométricos logit,
uno para explicar la probabilidad de los hogares de salir
de la pobreza y otro para estimar la probabilidad de
entrar a la pobreza, cuyos resultados se presentan en
el cuadro 12.

La hipótesis nula es que el valor del coeficiente
de cada una de las variables en la estimación es cero,
lo cual se rechazó para todas las variables empleadas
en las estimaciones respectivas a un nivel de confian-
za superior al 99%.
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CUADRO 12

Costa Rica: Resultados de las estimaciones de los modelos probabilísticos que
explican las salidas desde la pobreza y las entradas a ella, 2000-2002

Salida desde la pobreza Entrada a la pobreza

Variables Coeficiente Valor de Z Coeficiente Valor de Z
(error estándar) (P > |z|) (error estándar) (P > |z|)

Región central (regionce) 0,1381 14,27 –0,2056 –29,85
(0,0097) 0,000 (0,0069) 0,000

Zona urbana (zonaurb) 0,4475 41,51 0,1135 15,39
(0,0108) 0,000 (0,0074) 0,000

Relación ingreso per cápita / línea de pobreza (distline) 1,0815 56,50 –0,2926 –106,95
(0,0191) 0,000 (0,0027) 0,000

Rama de actividad agropecuaria (agric) –0,3696 –28,86 0,8464 91,71
(0,0128) 0,000 (0,0092) 0,000

Activo 0,5038 37,98 –0,2079 –20,99
(0,0133) 0,000 (0,0099) 0,000

Hombre 0,2054 18,45 –0,5253 –67,25
(0,0111) 0,000 (0,0078) 0,000

Edad –0,1434 –37,85 –0,0043 –15,44
(0,0004) 0,00062 (0,0003) 0,000

Educación (educ) 0,3645 62,45 –0,3319 –105,96
(0,0058) 0,000 (0,0031) 0,000

Dependientes por perceptor (deporper) –0,2540 –84,27 0,1375 48,10
(0,0030) 0,000 (0,0029) 0,000

Cambio en el tamaño del hogar (dtamahog) –0,3116 –61,32 ...  ...
(0,0051) 0,000 ... ...

Constante 0,0260 0,89 0,4027 19,64
(0,0293) 0,376 (0,0205) 0,000

Estadísticos de los modelos

Observaciones 247 616 707 122

Chi2 del modelo 34 650,69 92 239,68
Probabilidad del Chi2 0,0000 0,0000

Seudo R2 0,1250 0,1029

Porcentaje global de predicciones correctas 65,0 78,5

Fuente: Elaboración propia sobre la base de resultados de regresión.

En ambos modelos, las variables explicativas re-
sultaron significativas. Esto indica que un hogar en la
región central del país tiene una mayor probabilidad
de salir de la pobreza que un hogar que se ubica en
cualquiera de las otras regiones. Un hogar encabeza-
do por un hombre tiene mayor probabilidad de salir de
la pobreza que uno cuya jefatura es femenina. Cuanto
mayor sea la relación entre el ingreso per cápita del
hogar y la línea de pobreza, tanto mayor será la pro-
babilidad de salir de la pobreza. Además, si el jefe del
hogar busca trabajo, se encuentra incapacitado o está
ocupado, tiene más probabilidades de salir de la po-
breza que si está inactivo.

Otra de las variables estadísticamente significati-
vas que explican la probabilidad de salir de la pobreza
es la razón entre dependientes y perceptor (deporper):
cuanto mayor sea el número de personas que dependen
del ingreso de un perceptor, mayor será el volumen de
necesidades que deberán satisfacerse con dicho ingreso.

La variable cambio en el tamaño del hogar
(dtamahog) resultó también significativa estadísti-
camente. A mayores niveles de cambio en la cantidad
de miembros del hogar corresponden menores proba-
bilidades de salir de la pobreza. Al estimar el modelo
para las entradas a la pobreza, todas las variables re-
sultan significativas desde el punto de vista estadísti-
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co. Además, el signo de los coeficientes es igual al
esperado para todas las variables, salvo la de zona
urbana (zonaurb). Si el jefe del hogar es mujer y se
dedica a la actividad agrícola, el hogar tiene una ma-
yor probabilidad de entrar a la pobreza. Cuanto mayor
sea la edad, tanto menor resulta la probabilidad de
entrar a la pobreza.

A partir de los resultados del logit, es posible cal-
cular los efectos marginales de las variables explicati-
vas del modelo sobre las probabilidades de observar
el fenómeno en cuestión. Dicho de otra forma, los
efectos marginales dan a conocer en qué proporción
cambia la probabilidad de salir de la pobreza o de
entrar a ella ante un cambio unitario en las variables
explicativas. Los resultados obtenidos para estas varia-
bles se incluyen en el cuadro 13.

Si se multiplica el vector de coeficientes estima-
dos por X del cuadro anterior y el resultado se utiliza
como argumento en la función derivada de la logísti-

ca, se obtiene la probabilidad de entrada a la pobreza
en Costa Rica para los hogares no pobres, si se consi-
deran las variables del modelo anterior como explica-
tivas y en sus valores medios. La probabilidad de
entrada a la pobreza para el período en estudio, según
el modelo anterior, es de 15,4%, cifra que no difiere
mucho del 12,0% que se obtuvo de las matrices de
transición expuestas anteriormente. Este resultado sir-
ve para considerar que el modelo de probabilidad de
entrada a la pobreza planteado anteriormente se ajusta
bien y permite estimar en forma conjunta la dirección
en que varía la probabilidad de entrar a la pobreza ante
cambios en las variables independientes.

Por su parte, el modelo de probabilidad de salida
de la pobreza, al calcular los valores de los efectos
marginales, arroja un resultado de un 59,5% frente a
una tasa de salida obtenida de las matrices de transi-
ción que oscila entre el 40% y el 43%, según se expu-
so previamente.

CUADRO 13

Costa Rica: Modelo de probabilidad de entrada a la pobreza.
Efectos marginales

Variablesa dy/dx Error estándar z P > | z | X

regionce –0,0273992 0,00094 –29,07 0,000 0,664663
zonaurb 0,0146498 0,00095 15,50 0,000 0,603390
distline –0,0380754 0,0003 –126,56 0,000 3,46301
agric 0,1346584 0,00176 76,72 0,000 0,136805
activo –0,0281875 0,0014 –20,12 0,000 0,783390
hombre –0,0751096 0,00123 –61,12 0,000 0,761579
edad –0,0005629 0,00004 –15,43 0,000 48,2432
educ –0,0431979 0,0004 –106,68 0,000 1,69709
deporper 0,0179003 0,00038 47,26 0,000 1,40086

Fuente: Elaboración propia sobre la base de resultados de regresión.

a Véase la denominación completa de las variables en el cuadro 12.

V
Conclusiones

El estudio realizado permite concluir que es posible
construir conjuntos de datos de panel a partir de cor-
tes transversales de una encuesta elaborada bajo el
esquema de renovación parcial.

El procedimiento por el cual se construyó el pa-
nel es una opción para abordar el estudio de la diná-
mica de la pobreza en países en desarrollo donde se

lleven a cabo encuestas para las cuales la construcción
de la muestra entre varios períodos no es totalmente
independiente.

De acuerdo con los resultados de la presente in-
vestigación y bajo las limitaciones que imponen las ca-
racterísticas del conjunto de datos utilizados, queda
claro que en Costa Rica efectivamente existe un im-
portante flujo de hogares que entran a la pobreza y
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salen de ella a medida que transcurre el tiempo, pese
a la relativa estabilidad que muestran la incidencia de
la pobreza y las condiciones del entorno económico.

Si se adoptara una definición más amplia de lo
que constituye pobreza en los hogares, como la de
calificar de pobre a un hogar que haya experimentado
la pobreza al menos una vez en un período de tres años
consecutivos, la cantidad de hogares en tales condicio-
nes subiría al 37%, cifra que casi doblaría el 20% que
se ha adoptado como la tendencia generalizada de la
incidencia de la pobreza en los últimos años. En otras
palabras, en el período de tres años bajo estudio, un
37% de los hogares ha tenido la experiencia de encon-
trarse en la pobreza, si bien es cierto que en cada año
de ese período solo un poco más de la mitad de esos
hogares experimentó tal condición.

Por otra parte, se observó que un 60% de los
hogares que son pobres tienden a permanecer pobres,
mientras que el restante 40% de los hogares que son
pobres logra escapar de dicha condición. Por su parte,
un 88% de los hogares que son no pobres tienden a
permanecer así, mientras que un 12% cae en la pobre-
za cada año. De los que caen en la pobreza, cerca de

una quinta parte cae en la pobreza extrema.
Como un resultado de carácter general, puede

afirmarse que algunas variables (por ejemplo, educa-
ción, zona, número de perceptores) que se asocian a
la presencia de pobreza desde un enfoque estático,
también se pueden asociar al fenómeno en su dimen-
sión longitudinal.

Se encontró evidencia de que los hogares experi-
mentan transiciones en su nivel de pobreza y lo hacen
en proporciones importantes, a pesar de la estabilidad
de indicadores macroeconómicos como la tasa de in-
flación, el nivel de empleo y la estructura productiva
del país, y a pesar también de la estabilidad observada
en la incidencia de la pobreza misma.

El hecho de que los pobres, incluyendo los pobres
extremos, no sean siempre los mismos, plantea a los
gobernantes la necesidad de afinar los criterios para
concebir y ejecutar las políticas destinadas a combatir
la pobreza, de modo que ellas se ajusten a la naturale-
za dinámica del fenómeno. Como medida de carácter
general, las políticas de los gobiernos contra la pobre-
za deberían orientarse a favorecer no solo a los facto-
res que generan las salidas de la pobreza sino también
a aquellos factores que evitan las entradas a ella.
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I
Introducción

La necesidad de disminuir la vulnerabilidad externa del
país mediante superávit crecientes en la balanza comer-
cial y de fortalecer la cadena productiva de algunos
sectores clave de la economía ha sido un tema de
debate recurrente en los ámbitos gubernamental,
empresarial y de entidades ligadas a la industria y el
comercio exterior (Melo, Rios y Gutierrez, 2001; Rosa,
2001; Alem, Barros y Giambiagi, 2002). Aunque existe
consenso acerca de la necesidad de aumentar la
competitividad de los productos en los mercados in-
terno y mundial, las divergencias en cuanto al grado
de intervención del Estado en este proceso son muy
marcadas.1

En el período 1995-2000 se observan indicios de
un proceso de sustitución de importaciones en algunos
sectores de la economía brasileña, a partir de la des-

valorización del real en 1999 (Moreira y Puga, 2001;
Levy y Serra, 2002). En este trabajo se analizan datos
correspondientes al período indicado, con el fin de
verificar la existencia de ese proceso y determinar si
tiene lugar espontáneamente o se debe a políticas
intervencionistas del gobierno. Para alcanzar el obje-
tivo, se aplicó un modelo de regresión lineal ajustado
al conjunto de datos de la industria, utilizando los ni-
veles arancelarios y cambiarios como variables expli-
cativas y una medida de sustitución de importaciones
como variable respuesta.

El análisis realizado se limita a la segunda mitad
de la década de 1990, debido a que los últimos datos
disponibles sobre las tasas de protección efectiva en
Brasil corresponden al año 1998.

Como muestra el gráfico 1, la tasa de cambio
sufrió pronunciadas variaciones después de ese año. En
2002 se observa una excesiva desvalorización del real
con respecto al dólar y a una canasta de las 13 mone-
das de los principales socios comerciales de Brasil,
seguida por una intensa valorización posterior.

GRÁFICO 1

Brasil: Evolución del tipo de cambio real, 2000-2006
(Deflactor: IPCA)a

1 Véase un debate en torno a un nuevo perfil de la política indus-
trial de Brasil en Barros y Goldenstein (1997) y Alem, Barros y
Giambiagi (2002).

Fuente: www.funcex.com.br

a IPCA: índice nacional de precios al consumidor en su concepto amplio.
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Incluso si la política comercial se considera
constante en ese período, es razonable suponer que
la dirección del proceso espontáneo de sustitución
de importaciones debe de haber cambiado entre
2000-2002 y 2003-2005. Los indicadores de coeficien-
tes de importación de la industria manufacturera dis-
ponibles permiten algunas conjeturas indirectas, como
se puede apreciar en el cuadro 1.

El coeficiente de importación de la producción
manufacturera alcanzó un punto máximo en 2001 y
comenzó a disminuir desde entonces. Los efectos en
materia de sustitución de importaciones solo se pue-
den averiguar mediante estimaciones específicas, pero
por las razones mencionadas, el tipo de análisis pre-
sentado en este trabajo es factible únicamente hasta el
año 2000.

Después de esta introducción, en la sección II se
define el concepto de sustitución de importaciones
según la literatura especializada, mientras que en la
sección III se resumen los cambios en la política co-
mercial de Brasil a partir de 1998, con miras a la aper-
tura del mercado al comercio mundial. En la sección
IV se define la medida de sustitución de importacio-
nes que ha de utilizarse en el resto del trabajo, sobre

la base de datos de producción e importación de algu-
nos sectores de la industria de transformación brasile-
ña en el período 1989-2000, y se examina la relación
entre arancel, tipo de cambio y sustitución de impor-
taciones. En la sección V se analizan los efectos del
arancel efectivo y del índice del tipo de cambio efec-
tivo real (R$ /canasta de 13 monedas) en el índice de
sustitución de importaciones para 34 sectores de la
industria de transformación en el período 1995-2000.
La sección VI, por último, incluye las principales con-
clusiones y recomendaciones en materia de políticas.

CUADRO 1

Brasil: Coeficientes de importación
de la industria manufacturera

Año  Total Total, excluida la actividad
agropecuaria

Promedio 1995-1999 11,6 12,1
2000 12,7 13,1
2001 14,7 15,1
2002 13,0 13,6
2003 11,0 11,7
2004 10,9 12,1

Fuente: www.funcex.com.br.

II
Concepto de sustitución de importaciones

Las definiciones de los términos “sustitución de im-
portaciones”, “protección” y “promoción” —que nos
remiten a los debates sobre las políticas comerciales
de los países en desarrollo en la segunda mitad del
siglo XIX— muchas veces son ambiguas. Tavares
(1977) define la sustitución de importaciones como
un proceso de desarrollo con el cual, en respuesta a
las restricciones del comercio exterior —como la ex-
perimentadas por los países del Cono Sur en las cua-
tro décadas posteriores a la posguerra—, se procuró
repetir aceleradamente y en condiciones históricas
distintas la experiencia de industrialización de los
países desarrollados.

El objetivo era forjar una economía suficiente-
mente flexible y diversificada para poder superar las
crisis, crear oportunidades reales y continuas de cre-
cimiento y generar bienestar para la población. La
lógica básica de la estrategia de sustitución de impor-

taciones es que la transformación de las economías en
desarrollo requiere medidas de protección ante la com-
petencia de los productos importados (Bruton, 1989,
p. 1603). Según Chenery, citado por Díaz-Alejandro
(1975), la sustitución de importaciones tiene lugar
cuando disminuye la proporción de la oferta de un
determinado bien que corresponde a importaciones y
no a producción nacional, ya sea porque un nuevo
arancel incide sobre las importaciones del producto, o
porque la desvalorización aumenta el precio de las
importaciones, o por otras causas, entre ellas la inte-
rrupción de las operaciones de comercio por situacio-
nes de guerra.

Desai (1969) distingue dos tipos de medidas de
sustitución de importaciones: i) unas en comparación
con un óptimo y ii) otras que simplemente describen
cambios en el modelo de importaciones y de producción
interna.
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El término “sustitución de importaciones” no su-
pone una operación sencilla mediante la cual se reti-
ran o disminuyen componentes de la pauta de
importaciones para sustituirlos por productos naciona-
les. Entenderlo así podría llevar a concluir que los ob-
jetivos de tal estrategia serían la eliminación de todas
las importaciones y la autarquía. De hecho, se trata de
un proceso complejo, en el cual en lugar de los bienes
sustituidos aparecen otros, y a medida que el proceso
avanza aumenta la demanda derivada de importacio-
nes (de bienes intermedios y de bienes de capital), que
puede resultar en una mayor dependencia del exterior.
De este modo, la sustitución aparente puede ocultar la
esencia del fenómeno:

i) Aunque no disminuya el volumen o la participa-
ción de algunos productos en la pauta de impor-
taciones, puede haber sustitución a través de una
mayor participación interna debida a una creciente
oferta nacional, con la consiguiente reducción del
coeficiente de importaciones de la economía.

ii) El análisis comparativo de la pauta de importa-
ciones entre períodos distintos puede verse afec-
tado por la aparición de nuevos productos en el
mercado internacional. Se debe observar, por
ejemplo, si el aumento de las importaciones de un
determinado producto desplaza a la producción

interna, o si se trata de un nuevo producto que no
se elabora en el país.

iii) La merma de la importación de algunos produc-
tos puede obedecer a una sanción comercial, una
política discriminatoria u otros factores de ese
tipo. Solo habrá sustitución real de importaciones
si hay un estímulo a la producción interna.

iv) La sustitución real o efectiva generalmente es mu-
cho menor que la aparente, que se visualiza como
el descenso de la importación de ciertos produc-
tos. La producción de un determinado bien solo
sustituye una parte del valor agregado que antes
se generaba fuera de la economía. Por lo tanto, el
aumento en términos dinámicos de la demanda
derivada de importaciones puede ser superior a la
economía de divisas que se obtuvo con la produc-
ción sustitutiva.

En consecuencia, cuando se habla de promover la
sustitución de importaciones se debe entender, prime-
ro, que es preciso estimular la producción interna y,
segundo, que el proceso puede llevar a un empeora-
miento de la balanza comercial y a una mayor depen-
dencia externa, tanto por la necesidad de importar
bienes intermedios y de producción como por el efec-
to de la demanda derivada del aumento del ingreso in-
ducido por el incremento de la producción interna de
los sectores beneficiados (Tavares, 1977).

III
Cambios en el régimen comercial de Brasil:

de la reserva de mercado a la apertura

de la economía

En este artículo se hace una distinción entre los pro-
cesos de sustitución de importaciones de tipo induci-
do y los de tipo espontáneo.

La sustitución inducida es la que se puede obte-
ner mediante políticas intervencionistas para estimu-
lar la producción interna de un determinado bien que
el país importa. Uno de sus efectos, además de los
precios favorables, es la creación de barreras a impor-
taciones competitivas. La sustitución espontánea es la
que ocurre naturalmente cuando cambian los precios

relativos del producto nacional frente al importado,
volviendo más barato al producto nacional.

Esta modificación de los precios relativos puede
vincularse tanto a una mayor ganancia de productivi-
dad en la industria nacional como a una depreciación
de la moneda nacional frente a la extranjera; ambas
confieren mayor competitividad al producto fabricado
internamente.

En el modelo de sustitución de importaciones
vigente en Brasil hasta el final de la década de 1980
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se utilizaban innumerables instrumentos de política
para impedir la entrada de productos extranjeros, en-
tre ellos licencias de importación, cuotas, subastas de
divisas y aranceles. A partir de ese momento, la polí-
tica de comercio exterior sufrió grandes transformacio-
nes, que condujeron a la apertura de la economía. Ese
proceso cobró fuerza en la década siguiente, cuando
se firmaron diversos acuerdos comerciales, entre los
que se destaca el que creó el Mercado Común del Sur
(Mercosur) en 1991.

La política de reducción de las barreras a la im-
portación se puso en práctica en tres etapas (Kume,
Piani y Souza, 2000, pp. 1-10), que corresponden a los
períodos 1988-1989, 1990-1993 y 1994 en adelante. El
proceso de apertura de la economía retrocedió en el
período 1995-1998, después de la crisis de México de
diciembre de 1994, cuando se tornó inviable la finan-
ciación del creciente déficit comercial (debido a la
valorización del tipo de cambio y a la mayor apertura
al comienzo del Plan Real). Cabe recalcar que las ba-
rreras no arancelarias más importantes se retiraron en
1990 y, como consecuencia, los aranceles y el tipo de
cambio afectaron a las importaciones durante casi toda
la década.

En la primera etapa hubo dos reformas arancela-
rias (junio de 1988 y septiembre de 1989) que reduje-
ron el componente redundante del arancel nominal sin
alterar en gran medida el volumen de las importacio-
nes. En el período 1990-1993 se eliminaron las barre-
ras no arancelarias y los regímenes especiales de
tributación y se aplicó un cronograma de reducción
gradual de los aranceles de importación. En 1994 se
llevaron a cabo las reducciones arancelarias promovi-
das al inicio del Plan Real, con miras a controlar los
precios internos mediante una mayor competencia
externa. En el período 1995-1998 hubo un retroceso
en el programa de liberalización comercial, con el alza
de los aranceles de algunos bienes de consumo y la
reintroducción de trabas administrativas a la importa-
ción (Kume, Piani y Souza, 2000, pp. 3-4).2 Se eleva-
ron las alícuotas de importación de automóviles,
motocicletas, bicicletas, tractores, productos electróni-
cos de consumo, tejidos, mantas y calzado deportivo,
bienes que fueron responsables de las tasas de creci-
miento de las importaciones. En forma simultánea, para
evitar aumentos de los precios internos, el gobierno

redujo las alícuotas de un grupo de insumos (Kume,
Piani y Souza, 2000, p. 9).

El arancel externo común del Mercosur entró en
vigor en Brasil en septiembre de 1994 para la mayor
parte de los productos, antes de la fecha prevista
—enero de 1995— en el cronograma anterior
(Baumann, Rivero y Zavattiero, 1997). Esto supuso una
pérdida de autonomía en la conducción de la política
arancelaria. Para poner en práctica las medidas men-
cionadas, el gobierno debió incluir parte de los produc-
tos en la lista de exenciones nacionales del Mercosur,
que luego se cambió por una nueva lista, con alícuotas
válidas por un año. En general, el arancel externo co-
mún impidió cambios significativos en la estructura
arancelaria, que alcanzó la mayor estabilidad en el pe-
ríodo 1995-1998. Por último, en noviembre de 1997
el gobierno aumentó temporalmente los aranceles en
3% para reducir el déficit en las transacciones corrien-
tes ante la crisis financiera internacional.

Por ende, se puede afirmar que las barreras co-
merciales se redujeron en forma progresiva hasta
limitarse básicamente a los aranceles nominales esta-
blecidos, que se habían disminuido paulatinamente para
alcanzar niveles más uniformes entre los sectores. Este
proceso se ilustra en el gráfico 2, elaborado con los
datos del arancel efectivo medio ponderado por el valor
agregado de libre comercio, por sector, en el período
de 1987 a 1998.3

Como muestra el gráfico 2, las principales reduc-
ciones del arancel efectivo medio y de la desviación
estándar se observaron de 1987 a 1994. Estas condu-
jeron a una protección más homogénea de los diferen-
tes sectores de la economía y, por consiguiente, a la
disminución de las distorsiones provocadas por dicha
protección. Después de 1995 los aranceles medios
aumentaron ligeramente, pero se mantuvieron alrede-
dor del 18% en el caso del arancel nominal y el 20%
en el caso del arancel efectivo (Kume, Piani y Souza,
2000, pp. 11 y 16).

El mantenimiento de esos valores, vinculados al
desempeño de la producción, permite suponer que hubo
un contexto propicio para la inducción potencial de la
sustitución de importaciones mediante la protección
comercial a lo largo del decenio de 1990. Para verifi-
car esa hipótesis, es necesario cuantificar el proceso de
sustitución.

2 Entre ellas, la exigencia de pago a la vista en las compras exter-
nas con financiamiento externo inferior a un año, la creación de
una lista de productos para los cuales se exigía licencia de impor-
tación previa y la aplicación de salvaguardas.

3 Se omitió la representación gráfica relativa a la evolución del
arancel nominal medio porque es muy similar a la del arancel efec-
tivo. El grado de correlación entre los dos aranceles en el período
analizado es de 0,87.
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IV
Metodología

GRÁFICO 2

Brasil: Arancel efectivo medio, 1987-1998
(En porcentajes)
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Fuente: Elaboración propia con datos de Kume, Piani y Souza (2000, p. 17).

1. Medición del proceso de sustitución
de importaciones

Existen varios métodos para hacer cálculos estadísti-
cos relativos a la sustitución de importaciones (Desai,
1969), que permiten vincular los efectos de las polí-
ticas comerciales y la relación entre la balanza comer-
cial y la producción nacional en una industria o sector,
y que se basan en los datos de importación y oferta
de cada mercadería en dos períodos de tiempo suce-
sivos.

La importación y la oferta de una mercadería a
en los períodos 1 y 2 se identificarán de la siguiente
manera:

Ma
1 = importación de la mercadería a en el período 1

Sa
1 = oferta de la mercadería a en el período 1

Ma
2 = importación de la mercadería a en el período 2

Sa
2 = oferta de la mercadería a en el período 2.

Si Ma
2 / S

a
2 < Ma

1 / S
a
1, hubo sustitución de im-

portaciones en el período 2. Sobre esa base se estable-

cen dos medidas de sustitución de importaciones, de-
nominadas variante 1 y variante 2.

Variante 1

Una manera de medir la sustitución de importaciones
consiste en calcular la diferencia entre las tasas de dis-
ponibilidad de productos importados en los dos pe-
ríodos elegidos, tanto en términos absolutos (para la
variante 1a) como relativos (para la variante 1b). Esto
permite construir dos medidas, definidas como SI1a
y SI1b:

SI1a = M2 / S2 – M1 / S1 (1)

SI1b = (M2 / S2 – M1 / S1) / M1 / S1 (2)

SI1a es la medida de sustitución de importaciones
de la variante 1a. Hay sustitución de importaciones
en un determinado sector de la industria cuando
M2 / S2 – M1 / S1 < 0. Al comparar dos sectores, habrá
habido mayor sustitución de importaciones en el que
tenga el menor índice SI1a.
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SI1b es la medida de sustitución de importaciones
de la variante 1b, y es simplemente una versión en
términos relativos de SI1a. Hay sustitución de impor-
taciones cuando (M2 / S2 – M1 / S1) / M1 / S1 < 0, es
decir, cuando SI1b es menor que cero. Al igual que SI1a,
el índice SI1b presenta la desventaja de ser una función
decreciente del grado de sustitución de importaciones
de los diversos sectores.

Los valores negativos de SI1a o SI1b indican que
hubo sustitución de importaciones. Para utilizar esos
índices en los análisis de regresión descritos más ade-
lante fue necesario transformarlos, para trabajar con
índices positivos: SIi = SI (–1). Cuanto mayor sea SIi
más intenso habrá sido ese proceso.

Variante 2

En forma indirecta, la sustitución de importaciones
puede definirse como la diferencia entre el crecimien-
to del producto sin modificación alguna en la tasa de
importaciones y el crecimiento que efectivamente tuvo
lugar.

Si se parte de la identidad básica:

Q + M  R + D + E

en que:

Q = producción interna
M = importaciones
R = demanda de bienes intermedios
D = demanda interna final (incluida la acumulación

de existencias)
E = exportaciones

se obtiene la siguiente identidad para las variaciones:

 Q +  M   R +  D +  E

Si S = Q + M = oferta total, entonces  S =  R
+  D +  E.

Supongamos que u1 = Q1 / S1 en el año base. Si
u1 permanece fijo, la variación de la producción inter-
na  Q se obtiene mediante u1 •  S o por u1 • (  R +

 D +  E). Si u1 cambia a u2 = Q2 / S2, la variación
se establecerá de la siguiente manera:

 Q = u1 (  R +  D) + u1 (  E) + (u2 – u1) S2 (3)

La relación (3) divide la producción interna adi-
cional (  Q) en tres partes:

a) u1 (  R +  D) es la parte destinada a la deman-
da final e intermedia, según la hipótesis de que
la proporción de la producción interna de la ofer-
ta total no se altera;

b) u1(  E) es la parte destinada a las exportaciones,
suponiendo que u1 es constante;

c) (u2 – u1) S2 es la variación en la oferta debida al
cambio en la participación de la producción in-
terna en la oferta total.

El término c es la medida de la producción inter-
na adicional que resultaría exclusivamente de un cam-
bio en la participación de la producción interna en la
oferta total. Esa producción adicional, dividida por la
variación de la producción interna (  Q), se convierte
en la variante 2 expresada por SI2 para medir la susti-
tución de importaciones:

SI2 = (u2 – u1) S2 / (  Q) (4)

Según esta medida, hay sustitución de importacio-
nes cuando (u2 – u1) S2 / (  Q) es mayor que cero (es
decir, cuando SI2 > 0).

Teóricamente, según Desai (1969), las medidas SIA,
SIB y SI2 —todas cimentadas en la noción de cambios
en las tasas de disponibilidad de importaciones con res-
pecto al año base— deben mostrar la misma dirección
de cambio: es decir, si hubo o no sustitución de impor-
taciones. Sin embargo, la magnitud de los efectos de la
sustitución de importaciones y el orden de importancia
de los sectores pueden variar conforme a la medida
adoptada. Los valores obtenidos con las medidas SIB y
SI2 no resultaron adecuados para los propósitos de este
trabajo por los siguientes motivos: i) las variaciones
observadas en SIB se debieron en gran parte a la ponde-
ración que esta medida recibe (1/ (M1/S1)), y no pudie-
ron explicarse por las variables cambio y arancel; ii) la
medida SI2 mostró grandes discrepancias con los resul-
tados de SIA y SIB debido a que el valor de la produc-
ción interna en algunos sectores (a precios constantes
de 1998) disminuyó entre los dos períodos, sugiriendo
que hubo un proceso de sustitución de importaciones,
cuando lo que ocurrió en realidad fue que cambió el
signo del denominador de este índice (Q2 – Q1). Por
tal motivo, el índice de sustitución de importaciones que
se utiliza en este trabajo es la medida SIA.

Recurriendo a la base de datos de Moreira y
Puga (2001), se calcularon las medidas SIA correspon-
dientes a los períodos 1989-1994, 1994-1998, 1998-
2000 y 1989-2000 respecto de siete categorías de uso
(cuadro 2).
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La elección de esos períodos está ligada a las fases
del proceso de apertura de la economía brasileña des-
de fines de la década de 1980. En el primer período,
1989-1994, tienen lugar las principales alteraciones en
el régimen de comercio y la mayor reducción de las
barreras arancelarias. El segundo período, 1994-1998,
se caracteriza por una leve aminoración del proceso de
apertura (véase más atrás el gráfico 2). En el período
1998-2000 se suma un nuevo ingrediente al análisis de

los resultados del comercio exterior del país: la des-
valorización del real en enero de 1999. Además, los
resultados correspondientes a este período permiten
hacer una comparación con los resultados obtenidos
por Moreira y Puga (2001). El cálculo de los índices
de SIA correspondientes a 1989-2000 también es im-
portante, porque relaciona dos períodos bastante dife-
rentes en cuanto a la política externa del país: se toma
como base 1989, año en que todavía prevalecían
obstáculos al comercio, y se compara con el 2000, en
el que la economía presentaba un mayor grado de aper-
tura al comercio y una mayor competitividad, derivada
de la variación cambiaria.

El cuadro 2 muestra que en el período 1989-1994
no hubo sustitución de importaciones en ninguna de las
categorías consideradas. Al contrario, aumentó la
proporción de las importaciones y se redujo la participa-
ción relativa de la producción interna en la oferta
total. Esto concuerda con lo esperado, pues el perío-
do se caracteriza por la gran exposición de la econo-
mía a la competencia externa, por la apreciación del
real, y por el efecto-precio y el efecto-riqueza emana-
dos de la estabilización de los precios internos.

La tendencia al incremento de la proporción de
las importaciones en la oferta total no se invirtió en el
período 1994-1998, excepto en el sector de bienes in-
termedios, en el que hubo una leve sustitución de im-
portaciones.

Según el cuadro 2, los sectores en los que se
observó sustitución de importaciones en el período
1998-2000, en orden de importancia, fueron los si-
guientes: equipos de transporte, bienes intermedios
elaborados, bienes de consumo duraderos, bienes de
consumo no duraderos y bienes de capital. El único
sector en el que no hubo sustitución de importaciones
de acuerdo con la medida SIA fue el sector de bienes
intermedios. Los resultados alcanzados por Moreira y
Puga (2001) no fueron exactamente los mismos que los
obtenidos con la medida SIA respecto a la incidencia e
intensidad del proceso de sustitución de importaciones
en los diversos sectores a lo largo del período estudia-
do.4 No obstante, ambos enfoques coincidieron en que

CUADRO 2

Brasil: Valores de la medida de sustitución
de importaciones SIA de su economíaa

Período y grupo industrial SIA

1989-1994

Bienes de consumo duraderos –9,35
Bienes de consumo no duraderos –4,25
Bienes intermedios –7,62
Bienes intermedios elaborados –10,42
Bienes de capital –21,8
Equipos de transporte –14,79
Total de la industria –9,82

1994-1998

Bienes de consumo duraderos –3,23
Bienes de consumo no duraderos –0,24
Bienes intermedios 0,81
Bienes intermedios elaborados –2,4
Bienes de capital –13,93
Equipos de transporte –1,37
Total de la industria –1,94

1998-2000

Bienes de consumo duraderos 2,09
Bienes de consumo no duraderos 0,84
Bienes intermedios –1,07
Bienes intermedios elaborados 2,34
Bienes de capital 0,44
Equipos de transporte 4,94
Total de la industria 1,55

1989-2000

Bienes de consumo duraderos –10,49
Bienes de consumo no duraderos –3,65
Bienes intermedios –7,88
Bienes intermedios elaborados –10,48
Bienes de capital –35,29
Equipos de transporte –11,22
Total de la industria –10,21

Fuente: Elaboración propia con datos de Moreira y Puga (2001).

a Véase en el texto la definición de la medida utilizada.

4 Según Moreira y Puga (2001), los sectores en los que hubo sus-
titución de importaciones en el período 1998-2000, en orden de
importancia (mayor reducción en el coeficiente importaciones/con-
sumo aparente), fueron los siguientes: equipos de transporte (re-
ducción del 26,8%), bienes intermedios elaborados (reducción del
14%) y bienes de consumo no duraderos (reducción del 10,5%).
Los sectores en los que aumentó el coeficiente de importaciones en
el período 1998-2000 fueron: bienes de consumo duraderos (24%),
bienes intermedios (11,54%) y bienes de capital (3,5%).
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hubo sustitución de importaciones en la industria de
transformación como un todo en los años 1998-2000.
El proceso fue más intenso en el sector de equipos de
transporte, seguido por el sector de bienes intermedios
elaborados, mientras que no hubo sustitución en el
sector de bienes intermedios.

Al comparar los años 1989 y 2000, los índices de
todos los sectores fueron negativos y su valor absolu-
to muy grande. Mientras que en 1989 el arancel efec-
tivo medio de la industria de transformación era de
alrededor del 70%, en 2000 estaba en torno al 20%
(véase nuevamente el gráfico 2). Los índices SIA de ese
período indican que no hubo sustitución de importa-
ciones y que la participación de la producción interna
en la oferta total disminuyó considerablemente, a raíz
de la mayor exposición de la economía a la competen-
cia internacional.

Por consiguiente, los efectos de la sustitución de
importaciones se concentraron sobre todo en los últi-
mos años de la serie, entre 1998 y 2000. En vista de
que hubo una considerable depreciación cambiaria en
enero de 1999, sin que esto aminorara el proceso de
reducción de las barreras arancelarias (y, por ende,
manteniéndose el nivel de protección efectiva de los
sectores), se puede suponer que la sustitución de im-
portaciones en esos años fue fundamentalmente es-
pontánea, es decir, que derivó de la competitividad
de la producción nacional ligada a la variación del
tipo de cambio.

2. Relación entre arancel, tipo de cambio y
sustitución de importaciones

Para determinar si las alteraciones en los índices de
sustitución de importaciones de los diversos sectores
obedecen a las variaciones en los niveles arancelario
y cambiario, se hizo un análisis de esas variables res-
pecto de algunos sectores de la industria de trans-
formación en el período 1995-2000. El análisis no
incluye el período anterior porque, como se muestra
en el cuadro 2, no hubo sustitución de importaciones
entre 1989 y 1994. Además, debido a la marcada
desvalorización del real en 1999, es en el período
1995-2000 que se observan los fenómenos que po-
drían haber contribuido tanto a una sustitución de im-
portaciones inducida (en respuesta a la política
arancelaria) como a una natural (reflejo de la depre-
ciación cambiaria a partir de 1999).

El indicador del tipo de cambio utilizado es el
índice del tipo de cambio real efectivo según el Boletim

FUNCEX de câmbio (1998 y 2002), calculado sobre la
base de los tipos de cambio reales de los 13 principa-
les socios comerciales de Brasil, ponderados por la
participación media de cada país en el flujo comercial
(importación y exportación) de Brasil (cuadro 3). Para
los fines del presente trabajo, ese tipo de cambio pre-
senta una ventaja con respecto a las paridades bilate-
rales con otras monedas.5

Para analizar la influencia de las variables tipo de
cambio y arancel efectivo sobre el índice de sustitu-
ción de importaciones, se hizo un análisis de regresión
con datos del período 1995-2000, correspondientes a
34 de los 49 sectores de la industria para los cuales se
dispuso de información. Las cifras de los aranceles
efectivos fueron tomadas de Kume, Piani y Souza
(2000). En el cuadro 4 se muestra el índice SIA de los
34 sectores analizados.

Para realizar el análisis deseado se necesitaban los
valores de los aranceles correspondientes a los años
1999 y 2000. Como estos datos no estaban disponibles
se recurrió a una aproximación y se supuso, en forma
arbitraria, que la estructura del arancel efectivo no
había sufrido modificaciones con respecto a 1998.

La hipótesis tras esta simulación es que el proce-
so de reducción de los aranceles se estabilizó a partir
de 1995 en gran parte de los sectores, puesto que según
Kume, Piani y Souza (2000) ya en 1998 las variacio-
nes de los aranceles nominales observadas fueron muy
pequeñas con respecto al año anterior.

CUADRO 3

Brasil: Índice del tipo de cambio efectivo
real (R$/ canasta de 13 monedas)
(Agosto de 1994 = 100)

Año Índice

1995 96,1
1996 99,1
1997 94,6
1998 99,8
1999 116,4
2000 107,2

Fuente: Hasta 1997, Boletim FUNCEX de câmbio (1998); para
1998-2000, Boletim FUNCEX de câmbio (2002).

5 El tipo de cambio real efectivo refleja las variaciones del poder
de compra de la moneda brasileña con respecto a las monedas de sus
principales socios comerciales, por lo que se supone que tiene más
influencia sobre las corrientes de importaciones y exportaciones
del país.
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Para procesar esas informaciones efectuaremos un
análisis de panel, como se indica a continuación.

a) Modelos estadísticos para datos en panel con un
factor
Las observaciones sobre una variable respuesta de

interés y, y un vector x de variables explicativas para
N diversos sectores de la economía en cada uno de T
años sucesivos (t), constituyen un conjunto de datos en
panel.6 Se han propuesto distintos modelos de regre-

sión lineal para este tipo de datos. En general, el mo-
delo establece que, para un determinado sector i en un
determinado tiempo t, la respuesta y(i,t) se relaciona
con los coeficientes ai, el vector de variables x(i,t)
y perturbaciones aleatorias e(i,t) según la siguiente
expresión:

y(i,t) = ai + b(i)’x(i,t) + e(i,t), (1)

para i = 1… N., t = … T.

CUADRO 4

Brasil: Índices SIA de 34 sectores de la industria de transformación,
período 1995-2000

Sector 1995 1996 1997 1998 1999 2000

Siderurgia –1,82 0,54 –1,00 –1,19 2,40 –0,61
Metalurgia de metales no ferrosos –7,41 2,71 –3,05 0,05 3,57 –1,22
Otros productos metalúrgicos –2,65 –2,67 –2,78 0,32 2,75 0,76
Tractores y máquinas para construir carreteras, repuestos y accesorios –4,99 1,37 –7,49 –3,24 5,44 1,36
Conductores y otros materiales eléctricos, excepto para vehículos –1,34 –4,13 –7,64 –4,51 0,48 –1,72
Material y aparatos electrónicos y de comunicación –8,34 –2,83 –6,10 –8,69 –5,14 –2,28
Automóviles, camiones y ómnibus –13,68 12,52 –6,78 –6,28 11,97 0,26
Motores y repuestos para vehículos –8,01 0,06 2,39 8,33 13,49 –2,52
Otros vehículos –6,60 –4,05 –13,60 –2,48 2,38 –3,05
Industria de la madera –0,72 –1,75 –2,73 0,89 3,74 0,10
Celulosa y pasta mecánica –0,86 0,14 –0,22 –0,25 0,24 –0,13
Papel, cartón y artículos de papel –10,71 2,12 –0,48 –1,22 6,36 –0,18
Industria del caucho –6,65 0,85 –2,29 –0,73 5,08 –0,60
Elementos químicos no petroquímicos o carboquímicos –7,81 –1,54 –0,32 –0,76 4,93 3,05
Refinado de petróleo –6,74 –6,13 –0,52 4,47 0,76 –6,17
Productos químicos diversos –4,88 –0,25 –2,24 –1,05 1,54 0,10
Industria farmacéutica –7,38 –5,27 –4,03 –5,08 –4,92 3,68
Industria de perfumería, jabones y velas –1,89 0,14 –0,83 –0,47 0,30 0,11
Laminados plásticos –1,96 0,80 0,56 –0,35 0,31 –0,30
Artículos de material plástico –7,78 –3,15 –3,33 0,60 1,64 –0,30
Procesamiento, hilado y tejido de fibras naturales –3,67 –4,11 0,71 4,76 3,65 1,19
Hilado y tejido de fibras artificiales o sintéticas –7,24 3,71 –0,94 –0,01 0,17 –2,25
Otras industrias textiles –5,38 –0,92 –4,75 –0,66 2,10 –1,01
Prendas de vestir y accesorios –3,50 0,12 –0,75 0,82 2,15 0,20
Calzado –1,35 0,31 0,00 1,02 0,67 0,12
Industria del café –0,07 0,01 –0,03 0,07 –0,01 0,00
Molienda de trigo –2,16 11,47 –10,94 2,40 1,22 –4,16
Conserva de frutas y legumbres, jugos y condimentos –1,12 0,52 –0,35 0,28 0,65 0,27
Faena de animales y preparación de carnes –1,95 3,54 –2,12 1,40 5,39 –1,67
Faena y preparación de aves –0,03 0,01 –0,02 0,00 0,04 –0,01
Refrigeración y preparación de leche y productos lácteos –4,05 1,88 0,99 –0,70 0,52 0,77
Industria del azúcar 0,14 0,15 0,18 0,04 –0,03 –0,10
Refinado de aceites vegetales y fabricación de grasas para alimentación –2,58 –3,72 1,30 –1,93 5,09 0,32
Otras industrias alimenticias –9,80 –1,54 1,89 0,67 6,44 1,04

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Moreira y Puga (2001). Véase en el texto la definición de la medida utilizada.

6 La principal ventaja del conjunto de datos en panel es que permite
gran flexibilidad para delinear las diferencias de comportamiento
entre unidades como los sectores objeto del presente trabajo. Los
efectos específicos representan características singulares de cada
grupo que pueden observarse (el uso de insumos con uso más in-

tensivo de tecnología, la utilización de insumos importados y otras)
o no observarse (habilidad gerencial, entre otras), las que se supone
son constantes a lo largo del tempo (lo que no significa necesaria-
mente que sean no estocásticas).
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Los diferentes modelos propuestos en la literatu-
ra especializada corresponden a diferentes suposicio-
nes sobre los coeficientes ai, los vectores de
coeficientes b(i) y la distribución de los términos
aleatorios e(i,t) (Greene, 1997, p. 612). En el presente
trabajo se admitió que los diferentes sectores pueden
poseer diferentes interceptos ai, pero que los coeficien-
tes de regresión b(i) relativos a las variables x (cuya
estimación es el principal objetivo del análisis de da-
tos en panel) son los mismos para los diversos secto-
res, es decir, b(i) = b para i = 1… N. En otras palabras,
se supuso que los diversos sectores responden con la
misma velocidad a las variaciones en los aranceles y
en el tipo de cambio, aunque puedan tener diferentes
niveles iniciales de respuesta. Este modelo se denomina
“de efectos fijos” de los sectores.7 Cuando además de
especificar que existe un intercepto diferente para cada
sector se asume que la matriz de covarianza de las per-
turbaciones e(i,t) es diagonal y homocedástica, los
coeficientes ai y b pueden calcularse con el método de

mínimos cuadrados ordinarios, utilizando variables
ficticias para indicar los diversos sectores. Si la ma-
triz de covarianza de las perturbaciones e(i,t) es dia-
gonal pero heterocedástica, los coeficientes ai y b
también pueden calcularse con el método de mínimos
cuadrados, pero se debe realizar una estimación sóli-
da de la matriz de covarianza de los estimadores de b,
por ejemplo, mediante la matriz de White (Greene,
1997, p. 635).

De esta forma, se utilizó el modelo de efectos fijos
para datos en panel con el propósito de inferir las re-
percusiones de los aranceles y el tipo de cambio en el
índice de sustitución de importaciones SIA de los 34
sectores de la industria estudiados. Después de adap-
tar un modelo con efectos fijos diferentes para cada
sector, se hizo una prueba sobre la hipótesis H0 de
igualdad de las constantes ai. Si la prueba conduce a
la aceptación de H0, el modelo final será un modelo
de regresión con el mismo intercepto básico, y(i,t) =
a + bx(i,t) + e(i,t).

7 Existen modelos en los que también se considera la aleatoriedad
del vector de parámetros b entre las unidades de corte transversal.
Estos modelos son la extensión de los modelos más simples de
efectos fijos y aleatorios para datos en panel. La gran dificultad de
aplicación de los modelos de coeficientes aleatorios, como se los
denomina, es que los paneles normalmente se refieren a períodos
cortos en el tiempo y, por lo tanto, hay pocas observaciones para
computar bi. Para más detalles sobre esta metodología, véase Greene
(2002, p. 319) y Pesaran y Smith (1995).

V
Resultados

La brusca modificación de la meseta del tipo de cam-
bio en 1999 probablemente alteró su efecto en el índi-
ce de sustitución de importaciones SIA, lo que condujo
a la decisión de analizar separadamente los períodos
1995-1998 y 1999-2000. Los modelos ajustados fue-
ron denominados de regresión I y de regresión II, res-
pectivamente.

En el primer período estudiado (1995-1998) los
efectos de los sectores fueron considerables. Los va-
lores de los efectos fijos ai (i = 1...34) de cada uno de
los 34 sectores analizados se detallan en el cuadro 5.
El promedio de esos valores fue de –68,04.

Como las observaciones acusaron heterogeneidad,
la matriz de covarianza apropiada se estimó según la
matriz de White y el valor de R2 fue 0,51.

En el cuadro 6 se presentan los valores de los
coeficientes de la regresión I (1995-1998) para las
variables explicativas.

Según los datos del cuadro 6, los coeficientes
relativos al arancel y al tipo de cambio son positivos
y significativos.

El modelo final ajustado SIA depende de efectos
fijos específicos del arancel y del tipo de cambio para
los sectores, es decir:

SIA(i,t) = ai + 0,2143 Arancel + 0,6341

Tipo de cambio + e(i,t).

En el período 1999-2000 (regresión II), el efec-
to de sectores no fue significativo, de modo que en
el modelo final ajustado SIA solo depende de un in-
tercepto a común a todos los sectores y de las variables
explicativas arancel y tipo de cambio.
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CUADRO 5

Brasil: Valores de los efectos fijos de los sectores (ai) en la regresión Ia

Sector Efecto D. E. t

1 Siderurgia –65,24 10,78 –6,05
2 Metalurgia de metales no ferrosos –65,92 10,79 –6,11
3 Otros productos metalúrgicos –68,68 10,75 –6,39
4 Tractores y máquinas para construir carreteras, repuestos y accesorios –69,20 10,76 –6,43
5 Conductores y otros materiales eléctricos, excepto para vehículos –71,71 10,75 –6,67
6 Material y aparatos electrónicos y de comunicación –72,23 10,76 –6,71
7 Automóviles, camiones y ómnibus –99,47 11,06 –8,99
8 Motores y repuestos para vehículos –65,43 10,76 –6,08
9 Fabricación de otros vehículos –72,81 10,76 –6,77

10 Industria de la madera –65,71 10,78 –6,10
11 Celulosa y pasta mecánica –64,71 10,78 –6,00
12 Papel, cartón y artículos de papel –66,98 10,78 –6,21
13 Industria del caucho –67,24 10,77 –6,24
14 Elementos químicos no petroquímicos o carboquímicos –67,30 10,78 –6,25
15 Refinado de petróleo –65,01 10,80 –6,02
16 Productos químicos diversos –66,18 10,78 –6,14
17 Industria farmacéutica –69,06 10,79 –6,40
18 Industria de perfumería, jabones y velas –64,38 10,79 –5,97
19 Laminados plásticos –66,50 10,76 –6,18
20 Artículos de material plástico –69,68 10,76 –6,48
21 Procesamiento, hilado y tejido de fibras naturales –67,34 10,75 –6,26
22 Hilado y tejido de fibras artificiales o sintéticas –67,89 10,75 –6,31
23 Otras industrias textiles –69,69 10,75 –6,48
24 Prendas de vestir y accesorios –67,88 10,75 –6,32
25 Calzado –66,17 10,76 –6,15
26 Industria del café –64,62 10,78 –6,00
27 Molienda de trigo –65,63 10,76 –6,10
28 Conserva de frutas y legumbres, jugos y condimentos –65,99 10,76 –6,13
29 Faena de animales y preparación de carnes –63,78 10,79 –5,91
30 Faena y preparación de aves –64,01 10,79 –5,93
31 Refrigeración y preparación de leche y productos lácteos –66,78 10,76 –6,21
32 Industria del azúcar –65,56 10,76 –6,09
33 Refinado de aceites vegetales y fabricación de grasas para alimentación –65,63 10,79 –6,08
34 Otras industrias alimenticias –68,79 10,75 –6,40

Promedio de los valores de los efectos fijos de los sectores = –68,04

Fuente: Elaboración propia.

a D.E. = desviación estándar.

CUADRO 6

Brasil: Valores de los parámetros de la regresión I, estadística t
y nivel de significación P

Variable Coeficiente Valor D.E.a t0 P[|t > t0]

Arancel b1 0,2143 0,0270 7,943 0,0000

Tipo de cambio b2 0,6341 0,1099 5,770 0,0000

Fuente: Elaboración propia.

a Desviación estándar obtenida a partir de la matriz de covarianza de White.
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En el cuadro 7 se indican los valores de los co-
eficientes de la regresión II de las variables explicati-
vas. El valor de R2 fue 0,2923.

Como se observa en el cuadro 7, el intercepto a y
los coeficientes relativos al arancel y el tipo de cambio
son significativos en el segundo período (regresión II).

En consecuencia, el modelo ajustado (regre-
sión II) fue:

SIA(i,t) = 35,8650 + 0,0486 Arancel + 0,3207

Tipo de cambio + e(i,t).

Al comparar los datos de los cuadros 6 y 7 se
observa que los coeficientes de las variables explicati-
vas arancel y tipo de cambio disminuyeron en el se-
gundo período, al igual que el R2 de la regresión, que
pasó de 0,5081 a 0,2923. En consecuencia, hay indi-
cios de que además de las variables consideradas en
este trabajo, otras variables incidieron en forma más
significativa en el comportamiento de SIA en dicho
período.

A continuación, se analizará la influencia de las
variables explicativas “arancel efectivo” y “tipo de
cambio” en el índice de sustitución de importaciones.

El mero examen de los coeficientes de regresión
estimados después del ajuste de un modelo no es sufi-
ciente para determinar cuál de las variables explicativas
provoca la mayor transformación en la variable
respuesta. Eso se debe a la diferencia entre las distri-
buciones de las variables explicativas, que se infiere
de los datos del cuadro 8 sobre el valor del promedio,
la desviación estándar y el promedio más la mitad de
la desviación estándar de las variables explicativas
arancel y tipo de cambio, respecto del conjunto de
datos utilizados en la regresión I.

El cuadro 9 presenta las mismas informaciones de
acuerdo con los datos utilizados en la regresión II.

CUADRO 7

Brasil: Valores de los parámetros de la regresión II, estadística t
y nivel de significación P

Variable Coeficiente Valor D.E.a t0 P[|t > t0]

Arancel b1 0,0486 0,0174 2,801 0,0067

Tipo de cambio b2 0,3207 0,0736 4,358 0,0000

Intercepto A 35,8650 8,2425 –4,351 0,0000

Fuente: Elaboración propia.

a Desviación estándar obtenida a partir de la matriz de covarianza de White.

CUADRO 9

Brasil: Estadígrafos de la distribución
del arancel efectivo y del tipo
de cambio en la regresión II

Arancel Tipo de
cambio

Promedio 21,49 111,80
Desviación estándar 19,65  4,63
Media + 0,5 de desviación estándar 31,31 114,12

Fuente: Elaboración propia.

CUADRO 8

Brasil: Estadígrafos de la distribución
del arancel efectivo y del tipo
de cambio en la regresión I

Arancel Tipo de
cambio

Promedio 20,89 97,40
Desviación estándar 25,89 2,13
Media + 0,5 de desviación estándar 33,84 98,47

Fuente: Elaboración propia.

El valor del índice SIA previsto se calculó sobre
la base de los parámetros estimados en las regresiones
I y II para las variables arancel y tipo de cambio (cua-
dros 7 y 8), y de los valores del promedio y la desvia-
ción estándar de estas variables en los períodos
1995-1998 y 1999-2000 (cuadros 9 y 10).

De acuerdo con la regresión I, cuando los valo-
res del arancel efectivo y del tipo de cambio son igua-
les a los respectivos valores medios en el período
examinado, el valor de SIA previsto es de –1,7951. Al
sumar la mitad de la desviación estándar al promedio
del arancel, manteniendo el valor medio del tipo de
cambio, el SIA previsto pasa a 0,9782. Al sumar la
mitad de la desviación estándar a la media del tipo de
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cambio, manteniendo el valor medio del arancel, el SIA
previsto pasa a –1,118. En consecuencia, según la re-
gresión I, que se refiere a los datos del primer período
analizado (1995-1998), la variable arancel efectivo
ejerció mayor influencia en las variaciones del índice
SIA que la variable tipo de cambio. Estos datos se re-
sumen en el cuadro 10.

En la regresión II, el índice de SIA previsto, basa-
do en los valores del promedio del arancel y del tipo
de cambio en el período (cuadro 9), es 1,034. Al su-

CUADRO 10

Brasil: Índice SIA previsto en la regresión I para algunos valores de las
variables explicativas “arancel efectivo” y “tipo de cambio”, en 1995-1998a

Arancel efectivo Tipo de cambio Índice SIA previsto

MARANCEL MTIPO DE CAMBIO –1,7951

MARANCEL+ 0,5 D.E.ARANCEL MTIPO DE CAMBIO 0,9782

MARANCEL MTIPO DE CAMBIO + 0,5 D.E.TIPO DE CAMBIO –1,118

Fuente: Elaboración propia.

a M= promedio; D.E.= desviación estándar.

mar la mitad de la desviación estándar al promedio del
arancel, manteniendo el valor medio del tipo de cam-
bio, el SIA previsto pasa a 1,511. Al sumar la mitad de
la desviación estándar al promedio del tipo de cambio,
manteniendo el valor medio del arancel, el SIA previs-
to pasa a 1,7803. En consecuencia, de acuerdo con la
regresión II, que corresponde al período 1999-2000, la
variable tipo de cambio ejerció mayor influencia en las
variaciones del índice SIA que la variable arancel efec-
tivo. Estos datos se resumen en el cuadro 11.

CUADRO 11

Brasil: Índice SIA previsto en la regresión II para algunos valores de las
variables explicativas “arancel efectivo” y “tipo de cambio”, en 1999-2000a

Arancel efectivo Tipo de cambio Índice SIA previsto

MARANCEL MTIPO DE CAMBIO 1,034

MARANCEL + 0,5 D.E.ARANCEL MTIPO DE CAMBIO 1,511

MARANCEL MTIPO DE CAMBIO + 0,5 D.E.TIPO DE CAMBIO 1,7803

Fuente: Elaboración propia.

a M= promedio; D.E.= desviación estándar.

Los resultados de estos análisis muestran que las
variaciones de los aranceles efectivos y del tipo de
cambio tuvieron efectos sobre el índice SIA en todo
el período analizado (1995-2000) y que SIA es una
función creciente, tanto del tipo de cambio como del
nivel del arancel efectivo, en los 34 sectores de la in-
dustria de transformación estudiados. No obstante, las
fluctuaciones intersectoriales del índice SIA en el
período previo a la desvalorización (1995-1998) se
debieron más a los vaivenes intersectoriales en el
nivel de los aranceles efectivos, mientras que en el
período posterior (1999-2000) obedecieron principal-

mente al tipo de cambio. Este resultado significa que
si el período 1995-1998 fue el de mayor estabilidad
de los aranceles nominales y efectivos de la última
década, y esto se prolongó hasta el año 2000, la va-
riación cambiaria observada a partir de enero de 1999
fue la mayor responsable de la sustitución de impor-
taciones en esos sectores en 1999 y 2000 con respecto
a 1998.

En consecuencia, se puede afirmar que la susti-
tución de importaciones en el período 1995-1998 fue
inducida por la preservación de aranceles significati-
vos (a pesar de las medidas de apertura comercial) y
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cierto grado de dispersión de la estructura arancelaria,
que se tradujo en el mantenimiento de niveles impor-
tantes de protección efectiva. Después de 1999, como
consecuencia de la severa desvalorización cambiaria,

el efecto precios relativos superó a la protección como
elemento inductor. La prueba está en que con la reva-
lorización del real en el año 2000 disminuyó el ritmo
de la sustitución de importaciones.

VI
Conclusiones
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En este trabajo se procuró evaluar, mediante un análi-
sis de regresión, la influencia del arancel efectivo y del
tipo de cambio efectivo real en el índice de sustitución
de importaciones (SIA) en el período 1995-2000. El
análisis revela que las dos variables tuvieron repercu-
siones considerables en la variación de dicho índice y
que, a partir de 1999, el efecto del tipo de cambio efec-
tivo real fue más importante que el del arancel efecti-
vo, ya que después de 1998 los aranceles nominales y
efectivos variaron muy poco y el tipo de cambio su-
frió una gran depreciación en enero de 1999. Esto

sugiere que en el período reciente el proceso de susti-
tución de importaciones probablemente fue natural o
espontáneo, más que inducido.

Este resultado es significativo, porque destaca la
importancia para los sectores productivos de contar
con precios relativos ajustados. Esa mayor transpa-
rencia de las señales de mercado es lo que permite
aprovechar con eficiencia las ventajas comparativas
de una economía, como enseña la teoría de comercio
internacional.

(Traducido del portugués)
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La Dirección de la Revista, con el propósito de facilitar la presen-
tación, consideración y publicación de los trabajos, ha prepara-
do la información y orientaciones siguientes, que pueden servir
de guía a los futuros colaboradores.

El envío de un artículo supone el compromiso del autor de
no someterlo simultáneamente a la consideración de otras publi-
caciones. Los derechos de autor de los artículos que sean publi-
cados por la Revista pertenecerán a las Naciones Unidas.

Los artículos serán sometidos a la opinión de jueces externos.

Los trabajos deben enviarse en su idioma original (espa-
ñol, francés, inglés o portugués), y serán traducidos al idioma que
corresponda por los servicios de la CEPAL.

Junto con el artículo debe enviarse un resumen de no más
de 150 palabras, en que se sinteticen sus propósitos y conclusio-
nes principales.

La extensión total de los trabajos —incluyendo resumen,
notas y bibliografía— no deberá exceder de 10.000 palabras.
También se considerarán artículos más breves.

Los artículos deberán enviarse por correo electrónico a:
revista@cepal.org o por correo regular, en un CD o disquete, a:
Revista de la CEPAL, Casilla 179-D, Santiago, Chile. No deben
enviarse textos en PDF.

Guía de estilo:

Los títulos no deben ser innecesariamente largos.

Notas de pie de página

– Se recomienda limitar las notas a las estrictamente necesa-
rias.

– Se recomienda no usar las notas de pie de página para ci-
tar referencias bibliográficas, las que de preferencia deben
ser incorporadas al texto.

– Las notas de pie de página deberán numerarse correlativa-
mente, con superíndices (superscript).

Cuadros y gráficos

– Se recomienda restringir el número de cuadros y gráficos
al indispensable, evitando su redundancia con el texto.

– Los cuadros, gráficos y otros elementos deben ser inserta-
dos al final del texto en el programa en que fueron diseña-
dos; la inserción como “picture” debe evitarse. Los gráfi-
cos en Excel deben incluir su correspondiente tabla de
valores.

Orientaciones
para los colaboradores
de la Revista de la CEPAL

– La ubicación de los cuadros y gráficos en el cuerpo del
artículo deberá ser señalada en el lugar correspondiente de
la siguiente manera:

Insertar gráfico 1
Insertar cuadro 1

– Los cuadros y gráficos deberán indicar sus fuentes de modo
explícito y completo.

– Los cuadros deberán indicar, al final del título, el período
que abarcan, y señalar en un subtítulo (en cursiva y entre
paréntesis) las unidades en que están expresados.

– Para la preparación de cuadros y gráficos es necesario te-
ner en cuenta los signos contenidos en las “Notas explica-
tivas”, ubicadas antes del Índice de la Revista.

– Las notas al pie de los cuadros y gráficos deben ser orde-
nadas correlativamente con letras minúsculas en superíndice
(superscript).

– Los gráficos deben ser confeccionados teniendo en cuenta
que se publicarán en blanco y negro.

Siglas y abreviaturas

– No se deberá usar siglas o abreviaturas a menos que sea
indispensable, en cuyo caso se deberá escribir la denomi-
nación completa la primera vez que se las mencione en el
artículo.

Bibliografía

– Las referencias bibliográficas deben tener una vinculación
directa con lo expuesto en el artículo y no extenderse in-
necesariamente.

– Al final del artículo, bajo el título “Bibliografía”, se solici-
ta consignar con exactitud y por orden alfabético de
autores toda la información necesaria: nombre del o los
autores, año de publicación, título completo del artículo
—de haberlo—, de la obra, subtítulo cuando corresponda,
ciudad de publicación, entidad editora y, en caso de tratar-
se de una revista, mes de publicación.

La Dirección de la Revista se reserva el derecho de reali-
zar los cambios editoriales necesarios en los artículos, incluso en
sus títulos.

Los autores recibirán una suscripción anual de cortesía, más
30 separatas de su artículo en español y 30 en inglés, cuando apa-
rezca la publicación en el idioma respectivo.
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Informes periódicos institucionales

Panorama social de América Latina, 2005, LC/G.2288-P/E.
Publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta: S.05.II.G.161,
CEPAL, Santiago de Chile, marzo de 2006, 436 páginas.

En la edición 2005 del Panorama social de América Latina se ana-
lizan las tendencias recientes en materia de pobreza, el aumento de
las remesas desde el exterior y sus efectos en el bienestar de la
población latinoamericana. Se examinan las tendencias de corto y
largo plazo en materia de gasto social, su distribución en los distin-
tos estratos socioeconómicos y el impacto que genera en la
desconcentración del ingreso y en el incremento del bienestar de los
hogares. Asimismo, se examina si en los últimos 15 años la transi-
ción demográfica en los países de América Latina ha contribuido a
estrechar las históricas brechas de mortalidad y fecundidad entre
grupos socioeconómicos y regiones. También se destaca la dimen-
sión que ha adquirido la epidemia del VIH/SIDA en los países del
Caribe y cómo ha modificado su sesgo de género, con devastadoras
consecuencias para las familias y las comunidades en general. Por
último, se reseñan los principales cambios en materia de salud y las
políticas y programas para abordarlos, así como los diversos pro-
blemas de financiamiento y gestión que deben enfrentar los países
para su adaptación.

En el capítulo sobre pobreza se presentan proyecciones de la
magnitud de la pobreza y la indigencia para los años 2003 al 2005,
junto con estimaciones recientes para algunos países de la región.
A partir de esta información, es posible inferir que la pobreza se
encuentra en un proceso de reducción, aunque a un ritmo inferior al
deseable si se desea alcanzar la primera meta del Milenio. Además
de analizar los avances de la región en materia de satisfacción de
las necesidades básicas, se ofrecen nuevos datos sobre el efecto de
las remesas en las condiciones de vida de la población. Según esos
datos, las remesas contribuyen a mejorar notablemente el nivel de
vida de las personas de los hogares que las reciben y permiten que
muchas de ellas salgan de la pobreza. No obstante, el efecto de las
remesas en las tasas de pobreza e indigencia de la población en su
conjunto, así como sobre la distribución del ingreso, es leve.

En el capítulo sobre gasto social se proporcionan anteceden-
tes sobre la magnitud del gasto público social en la región, su evo-
lución reciente y de más largo plazo, su orientación y sus efectos
en la distribución del ingreso y, en particular, cómo han asignado
los países latinoamericanos y caribeños los recursos destinados a los
distintos sectores sociales en los últimos años. En este sentido, se
examina de qué manera afectó al gasto social la recesión económi-
ca que experimentaron algunos países en los primeros años de la
década y si ha habido cambios en el comportamiento que tradicio-
nalmente ha mostrado dicho gasto con relación al ciclo económico.
Por otra parte, se considera la orientación del gasto en educación y
salud, es decir, la fracción de los recursos públicos que reciben los
distintos estratos de ingreso de la población, y cuán progresivo es,
para finalizar en un examen del efecto que generan el gasto social

total y sus distintos componentes en la desconcentración del ingre-
so y en el incremento del bienestar de los hogares.

En el capítulo sobre expresiones demográficas de la desigual-
dad social se analiza si en los últimos 15 años la transición demo-
gráfica en los países de América Latina ha contribuido a estrechar
las históricas diferencias de mortalidad y fecundidad entre grupos
socioeconómicos y regiones. Los resultados, obtenidos mediante el
procesamiento de microdatos de los censos de la ronda de 1990 y
2000, revelan tendencias disímiles dentro de los países en cuanto a
la desigualdad social de la mortalidad y la fecundidad. En la mayo-
ría de ellos la mortalidad infantil (sobre todo en zonas urbanas)
registró una baja más intensa entre los estratos de menor nivel
socioeconómico, con lo cual se redujo esta expresión extrema de la
desigualdad social; sin embargo, subsisten altísimas disparidades
debido al gran número de muertes tempranas prevenibles en los
estratos más desfavorecidos. Las diferencias de fecundidad descen-
dieron solo en una minoría de los países estudiados; más aún, en
casi todos la fecundidad adolescente aumentó en los estratos
socioeconómicos bajos y medios, lo que explica tanto la resistencia
de esta fecundidad al descenso como la notable alza de la desigual-
dad social en materia de reproducción temprana. Estos hallazgos
validan las intervenciones dirigidas específicamente a los determi-
nantes próximos de la mortalidad y la fecundidad —cuyo efecto se
deja sentir en todos los grupos socioeconómicos e incluso en cir-
cunstancias macroeconómicas adversas— y destacan la necesidad
de aplicar nuevas políticas y enfoques para enfrentar asuntos emer-
gentes, como el desigual calendario de la fecundidad.

En el capítulo sobre el VIH/SIDA se presenta una breve reseña
de la situación de esta epidemia en el Caribe y en particular de las
tendencias observadas entre la población femenina. Se analiza, ade-
más, cómo las relaciones de género influyen en el acceso de las
mujeres a sus derechos sexuales y reproductivos y cómo ha aumen-
tado la vulnerabilidad de las mujeres a la infección con el VIH, lo
que tiene consecuencias devastadoras para su morbilidad y mortali-
dad, para su salud y el bienestar de sus familias y la comunidad en
general, así como para la transmisión perinatal de la enfermedad.
Asimismo, se plantea la importancia de comprender los problemas
de género que impulsan la epidemia en el Caribe, a fin de elaborar
políticas y programas que contribuyan a frenar la propagación de la
enfermedad.

En el capítulo sobre la agenda social se examina la situación
de la salud y los programas de atención correspondientes de los
países latinoamericanos, sobre la base de información extraída de
las respuestas de los ministerios de salud de 17 países a la encuesta
que sobre el tema efectuó la CEPAL. La encuesta tuvo por objeto
analizar los programas de salud en marcha, desde la perspectiva
institucional de los ministerios de salud, y conocer la percepción de
las autoridades nacionales sobre la realidad y los problemas especí-
ficos de salud de su población. Las respuestas reflejan las diferen-
tes situaciones sociodemográficas de los países y revelan un pano-
rama bastante heterogéneo en cuanto a la capacidad de respuesta de
los gobiernos ante los problemas de salud de sus ciudadanos. La
mayoría de los países mencionan las dificultades de financiamiento
y gestión para dar cobertura a las necesidades de salud. La desigual-
dad en la atención de la salud está dada no solo por problemas de
accesibilidad sociocultural y geográfica, sino también por desigual-
dades de ingreso, que determinan condiciones de vida insuficientes
para prevenir y satisfacer las necesidades de salud de la población.

Por último, como es habitual, en la agenda social internacio-
nal se reseñan las reuniones internacionales en que se abordaron te-
mas sociales. En esta oportunidad se destacan las diversas reuniones

Publicaciones
recientes
de la CEPAL
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realizadas en el sistema de las Naciones Unidas de la región para el
lanzamiento del documento interinstitucional coordinado por la CEPAL

y denominado Objetivos de desarrollo del Milenio: una mirada
desde América Latina y el Caribe, y se sintetizan sus principales
conclusiones.

La inversión extranjera en América Latina y el Caribe, 2005,
LC/G.2309-P. Publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta:
S.06.II.G.44, CEPAL, Santiago de Chile, mayo de 2006, 183 páginas.

En 2005, la inversión extranjera directa que ingresó a América Latina
y el Caribe —excluidos los centros financieros— superó los 68.000
millones de dólares, cifra casi un 11% mayor que la del año ante-
rior. Pese a que estos ingresos fueron muy superiores a los que se
registraron entre 2001 y 2003, incluso así distaron de los logrados
en el período de auge de la inversión extranjera directa (IED), a fi-
nes de la década de 1990. Además, la región siguió perdiendo par-
ticipación en las corrientes mundiales, lo que indicaría que todavía
no ha alcanzado su verdadero potencial para atraer tales inversio-
nes. Este problema tiene por lo menos dos dimensiones.

Por una parte, frente a la fuerte competencia para atraer IED,
la región mostró ciertas debilidades en las políticas y la
institucionalidad relacionadas con este tema. Para comprender me-
jor este punto, la CEPAL realizó un estudio de l5 organismos de pro-
moción de inversiones, para analizar su papel y sus prácticas. Los
resultados correspondientes figuran en el capítulo II.

Por otra parte, la posibilidad de aprovechar la IED y la presen-
cia de las empresas transnacionales depende en gran medida de la
capacidad de absorción de las empresas nacionales. El trabajo rese-
ñado examinó en detalle la situación competitiva y el proceso de
internacionalización de un importante grupo de empresas
transnacionales emergentes de América Latina, aquí denominadas
“translatinas”. El examen se basó en entrevistas a ejecutivos de las
principales empresas translatinas de Argentina, Brasil, Chile y Méxi-
co. En los capítulos III a VI se presentan las conclusiones de este
análisis.

Libros institucionales

La protección social de cara al futuro: acceso, financiamiento y
solidaridad, LC/G.2294, Publicación de las Naciones Unidas,
Santiago de Chile, febrero del 2006, 193 páginas.

Desde comienzos del decenio de 1990, la CEPAL viene proponiendo
un nuevo marco paradigmático del desarrollo, adecuado a un mun-
do globalizado de economías abiertas. Este marco mantiene la vo-
cación secular de la institución, buscando generar sinergias positi-
vas entre crecimiento económico y equidad social en el contexto de
la modernización productiva, y a la vez destaca la importancia de
aumentar la competitividad y velar por los equilibrios
macroeconómicos y por el fortalecimiento de una democracia polí-
tica participativa e incluyente. La idea central es que el desarrollo
de las economías latinoamericanas y caribeñas requiere de una trans-
formación de las estructuras productivas, que vaya acompañada de
un proceso intenso de formación de capital humano.

Desde la perspectiva social, se ha hecho especial hincapié en
promover una mayor igualdad de oportunidades mediante la educa-
ción y sus beneficios para las familias pobres; en abordar y revertir
las dinámicas excluyentes de mercados de trabajo caracterizados por

la heterogeneidad estructural; en la redistribución de activos a tra-
vés del gasto social, y en la promoción del pleno ejercicio de la
ciudadanía, fortaleciendo así la democracia pero también sentando
las bases políticas para la consolidación de sociedades más
incluyentes.

Con el trabajo que se reseña, la CEPAL se propone avanzar un
paso más por estas líneas, centrando la atención en la protección
social. Tal protección se encuentra hoy en un momento de inflexión
histórica, que reclama un cambio de enfoque ante el nuevo orden
global y sus repercusiones en las sociedades nacionales. El princi-
pal elemento que lleva a repensar los mecanismos de solidaridad
instituidos con fines de protección social es el mercado del trabajo,
que no ha demostrado capacidad de inclusión por medio de la ge-
neración de trabajo decente ni de niveles contributivos. A pesar de
la importancia de promover políticas que generen más y mejores
ocupaciones, no cabe esperar que a corto o mediano plazo el em-
pleo sea un mecanismo de protección suficiente para la mayoría de
la población frente a riesgos relacionados con la falta de ingresos,
la salud y el envejecimiento.

El cambio estructural que refleja la actual situación obliga a
replantearse la protección social en el marco de una solidaridad
integral, en que se combinen mecanismos contributivos y no con-
tributivos. Esto hace necesario concertar un nuevo pacto social que
tenga a los derechos sociales como horizonte normativo, y a las
desigualdades y restricciones presupuestarias como limitaciones que
es necesario reconocer y enfrentar. En otras palabras, es preciso
conciliar los imperativos éticos que sirven de marco a un contrato
centrado en derechos sociales con las restricciones financieras. Asi-
mismo, es importante realzar la eficiencia en el uso de los recursos
con miras a ampliar la cobertura y elevar la calidad de los servi-
cios, en especial para los sectores de menores recursos.

A través de las propuestas presentadas en esta obra se busca
tender puentes entre los derechos sociales y los criterios de política
destinados a hacer exigibles un mayor acceso, mejor financiamiento
y más solidaridad. Por este motivo, se presta especial atención a
algunos de los principales temas relacionados con la protección
social, como los procesos de reforma y diseño de los sistemas de
salud y previsión social, tomando como base tanto la dinámica del
mercado laboral como las posibilidades fiscales de los países. Tam-
bién se examinan los programas de apoyo a los grupos más pobres
de la sociedad. Con estos análisis se procura precisar algunos de los
temas que hoy en día debieran formar parte de un nuevo pacto so-
cial basado en el derecho a la protección social.

Otras publicaciones

Pobreza, desertificación y degradación de los recursos natura-
les, Libro de la CEPAL, N° 87, LC/G.2277-P, Publicación de las
Naciones Unidas, N° de venta: S.05.II.G.178, CEPAL, Santiago de
Chile, diciembre de 2005, 267 páginas.

En esta publicación se sintetizan los resultados obtenidos y las lec-
ciones aprendidas durante la ejecución del proyecto CEPAL/GTZ

“Indicadores socioeconómicos de la desertificación”, llevado a cabo
por la CEPAL en Argentina, Brasil y Chile.

En el capítulo I, “Pobreza, desertificación y degradación de
tierras”, se abordan las relaciones de causalidad entre pobreza,
desertificación y degradación de tierras en los países de la región.
Se muestran los avances en la construcción del marco teórico y
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metodológico que sustenta la definición del conjunto de indicadores
sobre el impacto socioeconómico de la desertificación utilizados en
el proyecto. Se analizan las relaciones entre pobreza, desertificación
y migración a través del estudio de la situación en Argentina, Bra-
sil y Chile. Se hace un exhaustivo examen de la literatura sobre el
tema en distintas regiones del mundo, así como de los avances lo-
grados en materia de modelos explicativos e indicadores vincula-
dos a la desertificación. Y se aporta, asimismo, una formalización
econométrica del modelo de desertificación propuesto.

En el capítulo II se analiza la desertificación como factor de
pérdida de sostenibilidad, eficiencia y equidad en la asignación de
recursos y en la distribución transgeneracional del bienestar. Se
examinan las ineficiencias en la distribución del bienestar en áreas
desertificadas, así como las fallas de los mercados, las instituciones
y las políticas públicas. Se analizan aspectos relativos a la valora-
ción de las tierras secas según su uso directo e indirecto, su uso
consuntivo y no consuntivo, así como su valor de opción, de cuasi
opción, de no uso y de existencia o de legado. Finalmente, se hace
una síntesis de los métodos de valoración ambiental de los bienes y
servicios que aportan las tierras secas al bienestar humano y que
pueden ser amenazados por la desertificación, tales como el enfo-
que de producción, los gastos defensivos, los daños evitados, el costo
de reposición, los precios hedónicos, el costo de viaje y la valora-
ción contingente.

El capítulo III profundiza en los modelos econométricos y
expone los resultados obtenidos al aplicarlos, considerando datos
obtenidos del último censo agropecuario de Chile, para el caso de
la IV Región. En este capítulo se muestra que:
• la productividad total de los factores (PTF) es mayor en las

unidades productivas ubicadas en zonas no desertificadas que
en las explotaciones localizadas en los territorios afectados por
la desertificación. Esta tesis equivale a decir que la eficiencia
productiva es mayor en las áreas no desertificadas que en las
desertificadas;

• el efecto del ganado caprino impone una alta presión sobre el
recurso tierra, limitando su capacidad productiva y potencian-
do de este modo los procesos de degradación y desertificación,
que a largo plazo profundizan el círculo vicioso pobreza-
desertificación, y

• como el efecto de la desertificación sobre la capacidad pro-
ductiva de la tierra es diferente en las zonas desertificadas y
no desertificadas, se observan diferencias de la elasticidad
tierra-valor bruto de producción.
El capítulo IV se refiere a la economía de la desertificación.

En él se sistematizan las ideas sobre los costos de este fenóme-
no y se abordan los patrones habituales en Brasil en materia de
formulación e implementación de políticas públicas, en especial
las de naturaleza ambiental, que registran importantes índices de
fracaso.

El capítulo V da a conocer el sistema de indicadores
socioeconómicos de la desertificación construidos en el curso del
proyecto, las herramientas existentes para su procesamiento (en
especial el programa computacional REDATAM desarrollado por la
CEPAL), y las formas de acceder a la información.

El capítulo VI da cuenta de una de las actividades centrales del
proyecto CEPAL/GTZ, que consistió en un proceso de consulta a la po-
blación de zonas afectadas por el fenómeno. Esto se hizo en concor-
dancia con la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la
Desertificación, según la cual esta convención debe planificarse y
aplicarse con la participación de todos los actores involucrados, en

especial de la comunidad. En este capítulo se presentan los resulta-
dos de la consulta a comunidades de la Puna en Argentina, Caicó en
Brasil y Río Hurtado en Chile, así como las metodologías aplicadas
y los análisis de contexto realizados en cada caso.

En el capítulo VII se da a conocer un trabajo que contribuye
a abordar los aspectos socioeconómicos de la desertificación, me-
diante la utilización de indicadores que permiten medir los aspectos
sociales en el marco de procesos locales de degradación, con vistas
a dar fundamento a políticas de intervención.

Finalmente, en el capítulo VIII se presenta un estudio de caso
realizado en una región árida en el borde sur del desierto chileno de
Atacama. En él se muestra cómo construir un sistema de indicadores
para evaluar y medir, en un lenguaje comprensible, las dimensiones
ambiental y humana de los fenómenos relacionados con la degrada-
ción de la tierra, de modo de apoyar el proceso de toma de decisio-
nes a nivel nacional, local y privado.

Aglomeraciones en torno a los recursos naturales en América
Latina y el Caribe: Políticas de articulación y articulación de
políticas, Libro de la CEPAL, N° 88, LC/G.2285-P, Publicación de
las Naciones Unidas, N° de venta: S.05.II.G.157, CEPAL, Santiago de
Chile, noviembre de 2005, 259 páginas.

Este libro fue preparado en el marco del proyecto “Natural resource
cluster development strategies” (GER/99/128)”, que llevan a cabo la
CEPAL y la Sociedad Alemana de Cooperación Técnica (GTZ), con el
apoyo del Gobierno de la República Federal de Alemania.

El propósito de este estudio es aportar nuevos elementos al
debate sobre políticas de desarrollo para América Latina y el Cari-
be, región que se caracteriza por sus ventajas comparativas en el
ámbito de los recursos naturales y sus enormes “distancias” y hete-
rogeneidad, tanto en términos físicos como en términos productivos,
sociales y culturales. A partir de una lectura crítica de estudios de
casos de aglomeraciones productivas (clusters) en torno a los recur-
sos naturales hecha por especialistas de la CEPAL y de otros organis-
mos, se concluye que la función de la política pública en general, y
de las organizaciones locales en particular, es fomentar la interacción
entre empresas e instituciones y el desarrollo de la capacidad de
innovación y adaptación a los continuos cambios en los mercados
y, asimismo, articular sus propias políticas y programas con una
visión de largo plazo.

Este análisis está precedido por un examen del contexto his-
tórico de las políticas públicas y de las lecciones aprendidas; de las
diferencias existentes entre las condiciones que se dan en la región
y en los países desarrollados que han inspirado sus políticas; de un
intento de definición del concepto mismo de aglomeración produc-
tiva y de lineamientos sobre cómo, cuándo y para qué formular
políticas y acciones que fomenten la articulación, en último térmi-
no con miras a fortalecer la competitividad.

Ante la pregunta de si es deseable un desarrollo basado en
aglomeraciones productivas en torno a recursos naturales, la obra
responde con un “sí” rotundo. En efecto, aunque es difícil lograr
que las empresas, sobre todo las pymes, sean dinámicas y flexi-
bles, produzcan los bienes demandados en la calidad, cantidad y
oportunidad deseadas, y formen aglomeraciones virtuosas con fuer-
tes sinergias locales que permitan disminuir las brechas actuales,
no parece haber muchas otras opciones que trabajar en esa direc-
ción, aprovechando todas las posibilidades de colaboración públi-
co-privada y todas las fuerzas del sector privado y del aparato
estatal.
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Políticas municipales de microcrédito. Un instrumento para la
dinamización de los sistemas productivos locales. Estudios de
caso en América Latina, Libro de la CEPAL, N° 89, LC/G.2286-P,
Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta: S.06.II.G.16,
CEPAL, Santiago de Chile, marzo de 2006, 236 páginas.

A lo largo de la última década ha aumentado el interés de las insti-
tuciones públicas por incorporar el microcrédito como instrumento
de la lucha contra la pobreza y de la dinamización de los circuitos
económicos basados en empresas de menor tamaño relativo.

En el libro se analizan tres casos, en Argentina, Brasil y
México, en los cuales los gobiernos locales han impulsado progra-
mas de microcrédito con diferentes estructuras organizativas, mo-
dalidades de intervención y niveles de participación de las institu-
ciones públicas, pero que tienen en común el uso este tipo de crédi-
to para dinamizar la estructura productiva local.

Mediante estos programas, y recurriendo en especial a la in-
tegración del microcrédito con otras medidas de asistencia a las
empresas, los gobiernos municipales se proponen contribuir al de-

sarrollo de sistemas productivos locales basados en microempresas
y pequeñas empresas.

Estos casos se analizan también en forma comparativa, con
el propósito de reflexionar sobre sus fortalezas y debilidades, y se
intenta ofrecer elementos que puedan ser considerados al definir
estrategias para dar mayor dinamismo al tejido productivo local.

En la investigación se ha apreciado que las características
específicas del entorno productivo y las necesidades del grupo des-
tinatario son factores importantes para definir tanto los objetivos
estratégicos como las herramientas necesarias para su consecución.

Factores como las características del sector empresarial local,
la demanda y la oferta financieras, la existencia de sectores
socioeconómicos muy débiles y la estabilidad política de los gobier-
nos locales influyen en el diseño y la puesta en marcha de los pro-
yectos de microfinanzas.

En relación con las modalidades de intervención y formas
organizativas —otros elementos considerados en el estudio— se ha
observado que hay variadas opciones, que van desde un programa
integrado que aplica directamente una municipalidad hasta un ban-
co con participación pública.
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